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    INTRODUCCIÓN


    


    LOS POLÍTICOS CONTRA LOS MERCADOS


    


    Este libro se puede enmarcar perfectamente en la zona de la fuente de Neptuno de Madrid. Ahí se levantan dos de los más emblemáticos edificios neoclásicos que hay en la capital de España: el Palacio de las Cortes y el Palacio de la Bolsa. Ambos están a 400 metros de distancia en línea recta. El primero es la sede de la soberanía popular, donde se reúne el Congreso de los Diputados. Su símbolo son los dos leones de bronce —Daoíz y Velarde, según la cultura popular— que flanquean su entrada principal. Dentro, los políticos españoles, que en su mayoría además son funcionarios con empleo vitalicio y con la posibilidad de ir y venir de las listas electorales de sus partidos a los despachos de la Administración. En el antiguo Palacio de la Bolsa, en cambio, los símbolos de la fachada son dos medallones con sendas deidades griegas: Hermes, mensajero del Olimpo y patrón de los mercaderes, y Deméter, diosa de la agricultura, la fertilidad y la tierra. Dentro están los famosos mercados, a quienes algunos atribuyen poderes sobrehumanos, pero que en realidad somos los ciudadanos de aquí y de otros países, simples mortales.


    El enfrentamiento entre leones y dioses comenzó en enero de 2010. Varias generaciones los habían visto coexistir en armonía. Cada uno tenía su palacio en Madrid y su área de competencia. De hecho, los leones se ponían libremente al servicio de los dioses, aunque siempre ambicionaban imponerles reglas en nombre de la soberanía popular. Zapatero rompió este equilibrio con su experimento keynesiano de 2009 que llevó el déficit público a cifras de dos dígitos, sembrando la imagen de que España era una economía desquiciada y poco fiable.


    En el resto de Europa este período es conocido como el de la crisis del euro y condujo al rescate de Grecia, Irlanda y Portugal, y al minirrescate de España. Sin embargo, en nuestro país debería ser llamado la Era de las Rectificaciones, porque el aumento de los costes de financiación del Estado llevó a los políticos a plantearse por primera vez la necesidad de someter sus planes a los límites de la realidad. Hubo un momento en que se creyó que los mercados iban a ganar y que quedaríamos tutelados en forma directa por una fuerza exterior. De hecho, esta crisis ha sido la primera ocasión en la historia de la España democrática en la que los políticos han visto menoscabado su poder por la injerencia de los mercados durante un período significativo.


    Al final, una serie de circunstancias han permitido que conservaran sus prerrogativas. Primero porque se las arreglaron para plantar cara al reto, a veces mostrándose obedientes y otras desafiantes. El resultado es que España ha cambiado. No como algunos esperábamos ante la magnitud del desafío, pero ha cambiado. Y no tanto por las reformas institucionales como por el ajuste asumido por las empresas y familias a través de los impuestos y recortes que han significado nuevos copagos y la merma de servicios públicos. Y en segundo lugar, porque las circunstancias externas variaron. Sólo así se entiende que en dos años el país pasara de pagar 637 puntos de sobrecoste respecto de la deuda alemana a financiarse a una tasa de interés menor que la de los Estados Unidos. Pero no hay que equivocarse, los mercados no han sido derrotados ni complacidos, simplemente miran hacia otro lado.


    Por desgracia para los españoles, la momentánea victoria de los leones no significa el fin de la crisis. Lo que se ha saneado y reformado en la leonera es lo justo para detener las hostilidades, pero nada garantiza que dentro de poco no se vuelva a reproducir el enfrentamiento. Al final, la Era de las Rectificaciones ha sido la gran oportunidad perdida para haber modernizado el país. La sociedad española puso en manos de Mariano Rajoy una mayoría absoluta para que acometiera los cambios necesarios. Su pulso ha sido menos firme de lo que cabía esperar. Tal vez se ha sentido atenazado por un síndrome que el nuevo presidente de la Comisión Europea, Jean-Claude Juncker, ha resumido perfectamente: «Yo sé lo que hay que hacer, pero no sé cómo hacerlo si pierdo las elecciones».


    


    Becerril de la Sierra, octubre de 2014

  


  
    
      


      El rescate de España es completamente inevitable y no puede ser pequeño.


      


      KENNETH S. ROGOFF,


      Universidad de Harvard, enero de 2013


      


      Como la prima [de riesgo] va bien, la hemos sacado de la familia.


      


      SORAYA SÁENZ DE SANTAMARÍA,


      vicepresidenta del Gobierno español,


      junio de 2014
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    EL SPANISH PROBLEM Y EL COMUNICADO FANTASMA


    


    Zapatero se sienta junto a Papandreu en Davos y España se contagia de la crisis griega — El «riesgo Zapatero» se hace visible con la presidencia de la Unión Europea — Rajoy: «Si tú no actúas, otros lo harán por ti» — Francia y Alemania ejecutan una envolvente sobre el presidente español para que acepte un ajuste duro con la excusa de salvar a Atenas — El comunicado «fantasma» que Zapatero dice que no firmó en la cumbre de mayo de 2010.

  


  
    


    «Repensar la eurozona.» Así se titulaba la mesa redonda convocada en Davos el jueves 28 de enero de 2010. El destino señaló esa jornada de manera especial. Una intensa nevada impidió que el presidente polaco, Lech Kaczynski, y el primer ministro belga, Yves Leterme, llegaran a la estación invernal donde se celebra todos los años el Foro Económico Mundial. De pronto, para los fotógrafos el ángulo se redujo de manera notable. Sólo quedaban en el escenario tres líderes con severos problemas: Yorgos Papandreu, primer ministro de Grecia, un país con un déficit público disparado; Valdis Zlaters, presidente de Letonia, que entonces tenía el récord de paro europeo, y José Luis Rodríguez Zapatero, presidente del Gobierno de España, que tenía de las dos cosas en abundancia. En un extremo estaba el presidente del Banco Central Europeo (BCE), Jean-Claude Trichet, un protagonista de primer nivel. Pero en Davos, de lo que más se hablaba en esos días era del hombre que estaba entre Papandreu y Zlaters: Zapatero. El Spanish problem, como lo denominaría Carlos Segovia, el corresponsal económico de El Mundo.


    El director del think tank Chatham House, Robin Niblett, presentó a los «tres líderes que están navegando en una tormenta» y preguntó por la situación española. «El euro ha sido un proyecto de éxito —contestó Zapatero— y España, como todos los países de la eurozona, cumplirá con el Pacto de Estabilidad. [...] Mañana mismo mi Gobierno va a aprobar un plan de austeridad y de reformas de la Seguridad Social.» Si la primera pregunta le permitió al presidente español hacer profesión de europeísmo y señalar que él estaba al mando, la segunda fue sobre la banca y le dejó exhibir sus auténticos pensamientos: «Debemos de ser de los pocos países desarrollados donde el mapa bancario no ha cambiado nada desde hace tres años porque la crisis financiera no ha supuesto la quiebra de ningún banco. [...] Es un poco chocante que desde determinados ámbitos de opinión, después de lo que hemos visto en Estados Unidos, Gran Bretaña o Alemania, se hable [críticamente] del sistema financiero español cuando debería ser para poner en valor la capacidad de resistencia y la buena gestión que nuestro banco central ha tenido con el apoyo del BCE».


    Ahí estaban los genuinos sentimientos de Zapatero expuestos ante los mejores analistas del capitalismo mundial. El presidente creía que existía una conspiración en los países anglosajones contra el euro y contra España. Su irritación la venía mascando hacía semanas, desde que había asumido la presidencia de la Unión Europea (UE). Nada más llegar a Davos se fue directamente a ver al economista catalán Xavier Sala i Martín, uno de los expertos del Foro, para reprocharle que fuera por ahí criticando la situación del país. Sala i Martín había dicho el día anterior que percibía «un deterioro claro de la imagen de la economía española este año» y añadía que había notado que a España se la veía como «un país rezagado y eso provoca miedo a invertir». Un diagnóstico parecido formulaba Nouriel Roubini, quien había dicho que Grecia estaba mal, pero que el auténtico problema para el euro era España, una economía mucho más grande, que constituía una «amenaza» para sus vecinos: «España puede ser el primer test serio para el euro». Kenneth S. Rogoff, economista de la Universidad de Harvard, también fue explícito: «La política económica española es un fracaso, está claro». Y junto a ellos, los editorialistas de The Economist; el comentarista estelar del Financial Times, Martin Wolf; los analistas de Standard & Poor’s... todos parecían haberse conjurado para destacar lo mal que iban las cosas y lo poco que hacía Zapatero para arreglarlas.


    Curiosamente, el concepto de «riesgo Zapatero» lo había acuñado la gran banca española, la misma que se daba abrazos con el presidente cuando éste los invitaba a Moncloa o visitaba sus sedes. En enero de 2010, los banqueros admitían que las entidades financieras estaban muy comprometidas en el sector inmobiliario. La Asociación Hipotecaria Española declaró que los promotores debían a bancos y cajas 325.000 millones que no podían pagar. El 60 % del importe correspondía a las cajas de ahorros. El saneamiento que el sector preveía era del orden de 50.000 millones de euros. Sin embargo, las necesidades de financiación ascendían a 300.000 millones y para eso había que buscar dinero en los mercados internacionales, que estaban cada vez más reticentes. Ese recelo era fruto de la desconfianza en la política económica.


    Desde el estallido de la crisis financiera en 2008, Zapatero había suplido su falta de experiencia en asuntos económicos con acciones políticas. Había luchado tenazmente por conseguir que lo invitaran a las citas del G-20 donde se había coordinado la campaña contra la crisis. Y lo había conseguido. De hecho ahí, en Davos, poco antes de subirse al escenario que uniría el destino de Grecia y España en la crisis, logró que el presidente de Corea del Sur, Lee Myung-Bak, le invitara a la cumbre de otoño del G-20 en Seúl. Otra peculiaridad del presidente español era que cuando debía decidir entre una batería de medidas económicas siempre buscaba las que tenían mayor repercusión política y mediática. Cuando descubrió, por ejemplo, que las reformas de los sistemas de pensiones eran valoradas como medidas profundas, serias y de alto impacto en el largo plazo, se convirtió en un acérrimo partidario de ellas, no por convicción sobre su bondad económica sino por su impacto político.


    Para estar tan pendiente del marco político de la crisis, Zapatero se había despistado en Davos. Situado físicamente al lado de Papandreu, la crisis de los ingobernables países del sur de Europa quedó en la retina de todos. El líder griego, además, como el bañista que se aferra desesperadamente a todo lo que flota, se pegó aún más a España. «Está claro que hay ciertos ataques contra Grecia que apuntan en realidad al euro como objetivo principal. Y detrás de Grecia están Portugal y España. Nos ven como el eslabón débil», confesó Papandreu a los periodistas. Además, a los asistentes les irritó que Zapatero se declarara «shocking» (según la traductora) por sus comentarios críticos sobre la situación de la banca española que eran la comidilla en los pasillos. Nadie se creía que, después del pinchazo de la burbuja inmobiliaria, la banca hubiera sido capaz de reestructurarse con la sola caída de una pequeña caja de ahorros llamada Caja Castilla-La Mancha. Zapatero estaba en el escenario en su condición de presidente de turno de la UE, un hito que ningún presidente español volverá a encarnar hasta 2023. Y el osado Zapatero, siempre interpretando en clave política la crisis, había puesto muchas esperanzas en que su liderazgo europeo le permitiría atraer hacia sí los focos y dejar en la penumbra los pésimos datos de España. No fue así. Se equivocó, y al subir al escenario subió con él a toda la economía española, que a partir de ese momento fue blanco de un examen crítico generalizado. Y el termómetro de ese análisis, la vara con la que fuimos medidos, fue la prima de riesgo, el diferencial entre el tipo de interés que paga el bono español a 10 años y el bono alemán al mismo plazo. «La prima de riesgo es mi marcapasos», diría tiempo después Zapatero. Ese día, en Davos, la prima marcaba 100 puntos porcentuales. Es decir, el bono español rentaba sólo un 1 % más que el bund alemán. Eso no duraría mucho tiempo.


    


    La reacción a la foto de Davos fue inmediata. No sólo se extendió la desconfianza hacia la economía española, sino que los hechos de los días siguientes complicaron las cosas. La banca española sufrió fuertes caídas en bolsa. El viernes 29 de enero, de vuelta en Madrid, Zapatero anunció el retraso de la edad de jubilación hasta los 67 años con el único apoyo de su partido y la crítica de todos los demás y de los sindicatos. No le quedaba más remedio que intentar contrarrestar con esa reforma dos datos horribles: ese día se conoció que el déficit fiscal había llegado en 2009 al 11,4 % del PIB,1 es decir 20.000 millones más que lo que se había dicho tan sólo un mes antes, y que la cifra de parados había alcanzando a finales de 2009 la cifra de 4.326.500 personas. Ese viernes coincidieron otros tres hechos aparentemente desconectados, pero que serían importantes con el paso del tiempo. Manuel Pizarro, el expresidente de Endesa que había sido el gran fichaje de Mariano Rajoy para las elecciones de 2008 y que se había enfrentado a Pedro Solbes en un famoso debate televisivo, abandonó su escaño parlamentario tras dos años de una muy discreta actuación en el Congreso. Rodrigo Rato, el exvicepresidente del Gobierno con José María Aznar y exdirector ejecutivo del Fondo Monetario Internacional (FMI), asumía todo el poder en Caja Madrid, relevando a Miguel Blesa, que había estado 13 años al frente de la entidad y que la entregaba con el beneficio más bajo de toda su etapa y pérdidas de 66 millones de euros en el cuarto trimestre de 2009. Y, por último, en Estados Unidos Ben Bernanke era reelegido al frente de la Reserva Federal con el apoyo más débil de su historia: sólo 70 de los 100 senadores le brindaron su voto, un hecho sin precedentes. Bernanke era el padre de las políticas monetarias expansivas que él, un gran estudioso de la crisis de 1929, creía que eran esenciales para evitar otra Gran Depresión. Su postura era rechazada en Europa por el Bundesbank.


    El domingo 31 de enero, Jaime Caruana, exgobernador del Banco de España y presidente del Banco Internacional de Pagos, echaba más leña al fuego en una entrevista en El Mundo. «España debe lograr ser creíble ante los mercados», decía. «Un gran reto es el fiscal: se han deteriorado las posiciones presupuestarias en los últimos tiempos y es cierto que era necesario para atajar la crisis, pero ahora hay que pensar seriamente en cómo tener planes de medio plazo que aseguren una credibilidad en la sostenibilidad de la deuda.» En realidad, la deuda pública, cuyo monto alcanzaba en 2008 el 40,2 % del PIB y había bajado durante años, no era un problema tan grande como la deuda privada, que equivalía al 318 % del PIB, fruto de la burbuja de crédito en la que había vivido el país.2 Sin embargo, el desorden de las cuentas públicas, con un déficit disparado, la adopción de planes de estímulo que sonaban más demagógicos que efectivos, la debilidad política del Gobierno y la falta de crecimiento ponían en duda su capacidad de hacer frente a sus compromisos. Wolfgang Munchau, columnista del Financial Times, no tenía dudas: «El peligro de verdad es España». La vicepresidenta segunda y ministra de Economía y Hacienda, Elena Salgado, que en mayo de 2009 había augurado la aparición de «brotes verdes», veía cómo se marchitaban y eso acentuaba la impresión de que el Gobierno no disponía de previsiones confiables.


    Así, la ducha escocesa que el presidente del Gobierno recibió en Davos se la había ganado a pulso. No ha habido en la España moderna un Gobierno menos respetuoso con los Presupuestos Generales del Estado (PGE) que el de Zapatero. Y eso, al final, tuvo consecuencias. Mucha gente se preguntaba en qué se parecía tanto España a Grecia que salía en los papeles junto a ella. Las diferencias eran muchas. Más allá de que España cuadruplique en población a Grecia y su economía sea cuatro veces más grande, la fuerza laboral española era casi cinco veces mayor, aunque su tasa de paro era el doble (entonces un 9 % en Grecia frente a un 18 % en España). Desde el punto de vista tributario, España era más disciplinada. Lo que recaudaba por impuestos directos representaba casi el 9 % de su PIB, mientras que en Grecia apenas obtenían un 5,8 %. La gran diferencia estaba en la deuda pública. Grecia tenía una deuda respaldada por el Estado que llegaba al 111,4 % de su PIB, mientras que la de España era del 54 % a finales de 2009. Y lo más importante: Grecia no reducía su endeudamiento por debajo del 100 % del PIB desde 1998, mientras que España estaba desde 2003 por debajo del 40 % gracias a una política de amortizaciones iniciada por Aznar y continuada por Zapatero. Esto, que podía ser un indicador muy favorable para España, se transformaba en una ventaja relativa por la pérdida de credibilidad de las cuentas públicas. Para tener una idea de lo grave que era la situación bastaba comprobar que los mercados le daban a España el mismo trato que a un país cuyas estadísticas habían sido denunciadas por la UE. Al margen de que pudiera existir una manipulación, las cifras por las que Grecia fue cuestionada eran más o menos las que siguen: en 2008 declaró que iba a tener un déficit público del 5 % y finalmente tuvo que corregirlo y elevarlo hasta el 7,7 %, y en 2009 prometió un déficit del 3,7 % y al final fue del 15,7 %. Curiosamente, el Gobierno español declaró que su déficit público en los Presupuestos Generales del Estado de 2008 sería de un 1,5 % y al final fue del 4,5 %,3 y en los de 2009 había presupuestado un déficit del 5,8 % y acabó siendo del 11,4 %. España no manipulaba las estadísticas (aunque después se descubriría que las comunidades autónomas guardaban facturas en los cajones), pero sus previsiones fallaban más que una escopeta de feria. A los mercados las razones les daban igual, el resultado era el mismo. Zapatero se quejaba de una conspiración internacional para acabar con su credibilidad. La verdad es que la responsabilidad era toda suya, ya que, de tanto ver los Presupuestos Generales del Estado como un mero escollo parlamentario, creía que bastaba una alianza oportunista —«de geometría variable», como él la había descrito en 2008— para aprobarlos. Los PGE eran y siguen siendo la ley más importante de una democracia no sólo porque en ellos se expresan las intenciones políticas del Gobierno o el apoyo parlamentario que éste tiene, sino porque su cumplimiento es reflejo de la seriedad de sus autores.


    


    A los enormes problemas de la economía española se sumaba el desconcierto absoluto que se apoderó de la UE con la crisis de Grecia. Todo eran improvisaciones, hasta el más nimio de los detalles. ¿Qué ocurriría si un miembro de la moneda única declaraba un default, es decir, una suspensión de pagos? ¿Debía intervenir el Fondo Monetario Internacional (FMI) en el rescate de un país de uno de los clubes económicos más ricos del planeta? ¿O eso era patrimonio exclusivo de los países en desarrollo? Muchos de los miembros del directorio del Banco Central Europeo consideraban humillante que el FMI participara en el plan de estabilización de un miembro del euro. Al final se impuso el sentido común con el argumento más lógico: si el FMI no podía participar en el salvamento de un país miembro, ¿qué sentido tenía seguir perteneciendo al organismo? Finalmente, el 11 de abril de 2010, Grecia pidió el primer rescate por un monto de 45.000 millones, del que España aportó 3.673 millones. Pero todos los observadores sabían que ese dinero apenas permitiría mantener a flote el país durante un año. Grecia debía 300.000 millones y en los siguientes tres años debía afrontar vencimientos por 150.000 millones. Así que el 2 de mayo se le concedió un préstamo de 110.000 millones a desembolsar en tres años. Era evidente, como se comprobaría en pocas semanas, que sin una operación de reestructuración de su deuda toda ayuda era insuficiente.


    A partir del 17 de abril los hechos se precipitaron. Ese día, Olli Rehn, vicepresidente de la Comisión Europea y comisario de Asuntos Económicos y Monetarios, visitó España y reprochó a la ministra Salgado que su plan de consolidación de las cuentas públicas no fuera creíble. Había, además, un enfrentamiento de fondo: Rehn, con el apoyo de Trichet, quería que, para evitar nuevos casos como el de Grecia, los países del euro pudieran revisar «de manera sistemática y rigurosa» los presupuestos de sus socios antes de que los Parlamentos los aprobaran. Deseaba, además, que llegado el caso, una mayoría de Estados pudiera formular recomendaciones a esos presupuestos. Salgado, que era presidenta de turno del Ecofin (consejo de ministros de Economía y Finanzas), rechazó la idea y dijo que España no estaba dispuesta a ceder soberanía presupuestaria. «Ni por mayoría cualificada ni por unanimidad», dijo.


    El 22 de abril, el Ibex, el índice bursátil español, sumaba una caída del 4 % en dos días al revisarse al alza el déficit griego. Al día siguiente, en la reunión del G-20 en Washington, Salgado intentaba taponar la hemorragia de credibilidad afirmando que España estaba «mucho mejor que Grecia». Pero las cifras la desmentían: el déficit fiscal había crecido un 15 % sólo en el primer trimestre de 2010, el paro escalaba hasta el 20 % y los costes de personal en el sector público se disparaban un 6,8 %. La credibilidad de la ministra estaba bajo mínimos, pese a lo cual volvió a afirmar el 27 de abril por décima vez que el país estaba asistiendo al fin de la crisis. «Los datos están mejorando», dijo. Pero los mercados no le creían y seguían hundiéndose, y ese mismo día el Ibex perdía un 4,19 % ante el temor de una rebaja de la solvencia de la deuda española. Al día siguiente Zapatero salió a apoyar a Salgado y dijo que «hay indicios de que nuestra economía mejorará». Le ocurrió lo mismo que cuando anunció, optimista, que ETA no atentaba y al día siguiente la banda terrorista voló parte de la Terminal 4 del Aeropuerto de Barajas. Pocas horas después de su declaración, Standard & Poor’s anunció la rebaja de la calificación de España. El BCE situaba al país entre los peores del euro, junto a Irlanda y Grecia, «por el deterioro de su posición fiscal».


    El 2 de mayo, Papandreu anunció en Grecia un dramático recorte social tras años de engaños y mentiras. Las protestas se extendieron por todo el país y despertaron simpatías en el resto de los países mediterráneos. El lunes 3, Moncloa anunció que Zapatero había citado al líder de la oposición para hablar de las cajas de ahorros y de Grecia. El rápido deterioro de la economía les obligaba a reunirse por primera vez en dieciocho meses.


    El martes 4, las redacciones de los medios de comunicación se llenaron de rumores. Fue entonces cuando Zapatero vivió uno de los episodios más extraños de la crisis. Se encontraba en Bruselas para una visita a la OTAN y otras reuniones cuando se enteró de que el diario francés Le Figaro estaba difundiendo la noticia de que España pediría a la UE y al FMI una ayuda financiera por valor de 280.000 millones. El presidente, enfadadísimo, desmintió la información y la tachó de «absoluta locura» y «despropósito descomunal». «No doy crédito», repetía. «Es intolerable, sencillamente intolerable, no lo vamos a permitir...», musitaba mientras los periodistas extranjeros le preguntaban si la información era cierta. Poco después, el rumor se completaba con especulaciones de que las calificadoras de deuda Moody’s y Fitch recortarían el rating de España, cosa que no sucedió. Ese día, el Ibex cayó un 5,4 %, el doble que las demás bolsas europeas. Tiempo después, Zapatero confesaría que en ese momento sintió que fuerzas muy superiores movían los hilos de la realidad política y de los mercados internacionales.4 Pese a su indignación inicial, nunca ha querido proporcionar el menor indicio que alimente una teoría de la conspiración en torno a ese rumor. Cuando le pregunté si los servicios de inteligencia españoles o el Gobierno habían hecho un seguimiento del origen del mismo, me contestó vagamente que lo habían situado en una agencia de noticias desconocida en Oriente Próximo. En esa misma comparecencia, un periodista italiano le preguntó si se había dado cuenta de que los mercados únicamente atacaban a los países con Gobiernos socialistas (Portugal, España y Grecia) y Zapatero contestó en voz muy baja: «No había caído... Imagínese por un momento si hubiera hecho una reflexión parecida a ésa».


    En sus memorias de la crisis, recogidas en el libro El dilema: 600 días de vértigo (Planeta, 2013), el expresidente sostiene que «la difusión de ese rumor tuvo un efecto muy dañino en la credibilidad y solvencia de nuestras finanzas públicas. Y no sólo lo digo por la reacción de los mercados y la prensa; también empecé a percibir en el seno europeo una mirada distinta hacia nuestra realidad. [...] Se había traspasado una barrera: de una relativa confianza en España se pasaría en pocos días a una creciente preocupación por nuestra estabilidad y solvencia financieras». En realidad, el que había cruzado la barrera era él, que de repente percibía el peligro cierto e inminente de perder el control de la situación debido al abultado déficit fiscal registrado en 2009, pese a que muchas personas se lo venían advirtiendo desde hacía tiempo.


    Aquella fue una jornada dura y larga. En el curso de la misma recibimos datos en la redacción de El Mundo que publicábamos cuando podíamos contrastarlos. Sobre el mediodía, sin embargo, llegó uno muy concreto a través de un ejecutivo de Unidad Editorial. La información procedía de un veterano eurodiputado del PP con el que había cenado la noche anterior y decía que había un acuerdo de los ministros con mayor peso en el Ecofin (Christine Lagarde por Francia, Wolfgang Schäuble por Alemania y Giulio Tremonti por Italia) para lograr que Elena Salgado anunciara un enérgico ajuste ese mismo fin de semana con el fin de separar a España del problema griego. La estrategia era constituir un gran fondo, con una cantidad de dinero inconcebible por los mercados, para financiar el rescate griego y eventualmente el irlandés y portugués, pero al mismo tiempo anunciar que países como España, que despertaban sospechas por sus abultados déficits, tomaban medidas radicales para contenerlos. Le dije a mi interlocutor que ese rumor había circulado varias veces en las últimas semanas y que no había pasado nada. Me contestó que la tarea de convencimiento de Salgado ya estaba hecha, que ésta había asumido ante sus colegas que era preciso un ajuste mucho más creíble, pero que la toma de esa decisión le correspondía al presidente. Como Lagarde y Schäuble eran conscientes de las limitaciones institucionales de Salgado, habían decidido reforzar su plan pidiendo a sus propios jefes, Nicolas Sarkozy y Angela Merkel, que persuadieran a Zapatero. Se trataba de una envolvente en toda regla sobre el presidente español. Este tipo de matices no son normales en un simple bulo, así que consideramos factible la información, aunque ninguno de nuestros reporteros fue capaz de confirmarla con fuentes que dieran la cara.


    


    Al día siguiente, Zapatero y Rajoy se entrevistaron en Moncloa. El líder del PP, que recibió varias llamadas previas de grandes empresarios que le instaban a mostrarse «responsable» y a dar una imagen de unidad «para que se vea que España no es Grecia», llegó afirmando que se había acabado «la hora de perder el tiempo» y le exigió un plan creíble de lucha contra el déficit. Zapatero, pese a las dudas que despertó en él el rumor de Le Figaro, le contestó que un recorte drástico comprometería el crecimiento, así que no era procedente, a su juicio. En lo único que alcanzaron un acuerdo fue en cómo tratar a las cajas de ahorros. Rajoy, que había ido con el freno de mano echado, dejó caer una frase que, leída a posteriori, da que pensar: «El ejemplo de Grecia de esperar a que escampe no conduce a nada. Si tú no actúas, otros lo harán por ti».


    En El dilema, Zapatero dice sobre esta reunión: «Lo cierto es que Rajoy dispuso de una gran baza política. Él me pidió el 5 de mayo lo que tuve que hacer el 10, y yo lo había desestimado por negativo para la recuperación económica. Y además, era fácil hacer un discurso para presentar mi actitud como una “imposición” europea». Sí, era fácil hacer ese discurso a posteriori, pero Rajoy ya le había advertido lealmente sobre su imposición el día 5 y Zapatero, obcecado, perseveró en su error.


    El jueves 6, Zapatero habló con Merkel para preparar su encuentro del viernes. La canciller le explicó que al día siguiente el Parlamento alemán debía votar la ayuda a Grecia y consideraba que ése era un momento decisivo. Zapatero describe así la conversación, en la que notó «una nueva actitud en sus palabras»: «Fue la primera vez que la canciller me planteó varias preguntas sobre la situación de España: las cajas, las autonomías, el mercado laboral... Y también me preguntó por la situación política». Si Merkel intentaba poner en situación a Zapatero, lo consiguió a medias. De hecho, éste confiesa en sus memorias que «de la conversación no extraje la conclusión de que se iba a pedir una acción concreta e inmediata a mi Gobierno, aunque era ya evidente que la aproximación hacia nuestro país era distinta».


    El viernes 7 de mayo los titulares reflejaban la fuerte caída del mercado de Wall Street y el ascenso de la prima de riesgo hasta los 164 puntos. El Ibex se dejaba en tres días un 11 %. Y al día siguiente ya acumulaba una caída del 13 %. El miedo al contagio griego afectaba a todas las bolsas. Merkel hablaba de endurecer el Pacto de Estabilidad y volvía a pedir más ajustes. Pero el Gobierno —en otra prueba de su falta de realismo— decidía salirse por la tangente y satanizar a los mercados, arremetiendo contra los mismos a los que pedía que compraran su deuda. La vicepresidenta María Teresa Fernández de la Vega anunciaba que se aplicaría el Código Penal a los especuladores. «España no va a consentir que se juegue con su prestigio» utilizando «malas artes» y «conductas punibles», afirmaba. Era el primer resultado del bochorno que había sufrido el presidente a raíz del rumor de Le Figaro. Zapatero, por lo demás, estaba de nuevo en Bruselas para asistir al consejo que ratificaría el Acuerdo de Ayuda a Grecia alcanzado el 2 de mayo. Y allí se encontró con un ambiente mucho menos comprensivo con su gestión. «España tiene que dar una señal mucho más contundente de que va a cumplir con el programa de estabilidad y de que va a ejecutar las prometidas reformas», decían fuentes próximas a los ministros europeos. El periodista de El Mundo Carlos Segovia aportaba una información reveladora: el Gobierno había pedido discretamente a los bancos españoles que no dejaran desiertas las subastas de deuda para no empeorar la imagen del país.


    El mismo Segovia, que tenía muy buenos contactos en Bruselas tras haber sido corresponsal varios años allí, conseguía armar una información sobre la encerrona que le preparaban a Elena Salgado ese fin de semana a partir de las pistas que habíamos recibido desde el martes. Seguían sin aparecer fuentes con nombres y apellidos, lo que no nos complacía en absoluto, pero los signos y los testimonios de personas que pedían mantenerse en el anonimato eran tan contundentes que decidimos arriesgar en las páginas de Economía de la edición de aquel sábado 8 de mayo de 2010. «Los socios del Eurogrupo empiezan a impacientarse con España —escribía Segovia— y una mayoría de ministros europeos de Finanzas está reclamando ya en privado a la vicepresidenta segunda del Gobierno, Elena Salgado, que tome medidas adicionales para evitar el contagio griego, según ha podido saber este diario.»


    Lo que no sabíamos la tarde-noche del viernes 7 de mayo era lo que estaba pasando con Zapatero. Merkel ya había hablado con él el día anterior, sin plantearle concretamente lo que los ministros del Ecofin buscaban. El presidente español había oído la música, pero no la letra. Ahora le tocaba a Sarkozy, que había sido instruido por Lagarde. Zapatero ofrece una versión de primera mano: «El tono del presidente de la República Francesa en ese encuentro fue dramático. Me dijo que, si no éramos capaces de articular una decisión resuelta y una política ambiciosa en favor de la unidad europea y de la defensa del euro, el lunes los mercados podían llevarnos a una situación límite. Me comentó que la postura de Alemania era muy dura, aunque pensaba que al final estaría a favor de un compromiso de alcance para restituir la credibilidad. [...] La referencia a la mayor exigencia en la reducción del déficit público era genérica. Sí, me habló de España, pero sin precisar la necesidad de algún compromiso concreto».


    Antes de comenzar la reunión, Jean-Claude Juncker y José Manuel Durão Barroso le dijeron a Zapatero que existía la posibilidad de crear un fondo europeo para rescatar países en problemas, pero que los detalles había que discutirlos ese fin de semana. Merkel lo saludó y le volvió a insistir en la necesidad de hacer más esfuerzos y reformas en España. «Al inicio de la reunión, mi impresión era que a países como España les pedirían un esfuerzo genérico en esa dirección y especialmente, claro está, en la aceleración de la reducción del déficit. Durante la reunión no extraje la conclusión de que a España se le requiriese un compromiso específico y concreto, es decir, cuantificado en plazos, para adelantar la senda de consolidación fiscal», dice Zapatero.


    En sus memorias de la crisis, el presidente español describe esa reunión como el momento en que el asalto de los mercados, «el ataque a Pearl Harbor» como él lo bautizó, puso de manifiesto las debilidades del euro. «Desbordados», así describe a los líderes europeos, por la situación de Grecia. En aquella cumbre también pesaban las elecciones en Renania del Norte-Westfalia, el Land más rico de Alemania, que se celebrarían el domingo 9 y que Angela Merkel acabaría perdiendo en parte por su política hacia Grecia. Pero lo más sobresaliente de todo es la existencia de lo que se ha convertido en un comunicado fantasma, suscrito esa noche, y del que Zapatero dice que no se enteró o no quiso darse por enterado. En él se sostenía que «la consolidación de las finanzas públicas constituye una prioridad» y que «cada uno de nosotros, en función de la situación de su país, está dispuesto a adoptar las medidas necesarias para acelerar el saneamiento y asegurar la sostenibilidad de las finanzas públicas».5


    De hecho, Zapatero recuerda exactamente lo contrario en su libro: «Anteriormente afirmé que la reunión fue extraña y no sólo porque en ella aprobamos un plan de ayuda a Grecia que nosotros mismos íbamos a enmendar una semana más tarde creando el Fondo de Estabilidad, sino ante todo porque no hubo una declaración por escrito, un comunicado, como siempre sucedía cuando nos reuníamos al máximo nivel y en circunstancias tan extraordinarias». Que el expresidente no es consciente de que suscribió ese documento lo ratifica el hecho de que lo afirma no una, sino dos veces en su relato. «Ante la falta de comunicado, Herman Van Rompuy puso encima de la mesa los mensajes que debíamos trasladar en nuestras ruedas de prensa. Y comparecimos ante los periodistas con un relato que, por reiterado, empezó a parecer rutinario y carente de fuerza: “Haremos todo lo que esté en nuestras manos para defender el euro”. [...] En mi comparecencia, y fruto del compromiso genérico que habíamos acordado, adelanté además que España aceleraría la reducción del déficit público. Pero en aquel momento aún no podía definir cómo se iba a traducir ese compromiso. Eso sucedería en la cumbre de ministros del domingo. Lo adquiriría en mi nombre la vicepresidenta Salgado en una dificilísima reunión.»6


    ¿Es concebible que el expresidente del Gobierno no recuerde que suscribió un comunicado oficial de gran alcance aquella noche? El texto del propio Zapatero ofrece una pista. Dice recordar que la reunión empezó tarde, que acabó de madrugada y que la dificultad de llegar a un acuerdo «era un fuerte incentivo» para dejar que fueran los ministros de Economía quienes remataran el asunto. Pero añade: «Siempre pensé que dejar los aspectos más difíciles de la decisión para la cita de los ministros había sido una manera buscada de eludir entre nosotros, jefes de Estado y de Gobierno, una situación que podía vivirse con gran tensión e incomodidad». En otras palabras: para evitar que las consideraciones políticas —siempre más presentes en las mentes de los jefes de Estado y de Gobierno que en las de sus ministros— pesaran en las decisiones difíciles y eso desembocara en una bronca de incalculables consecuencias, los responsables máximos pasaron la patata caliente a sus secretarios de Estado.


    El domingo 9 de mayo, El Mundo titulaba: «Los líderes del euro exigen a Zapatero un ajuste riguroso. Merkel y Sarkozy le instan a actuar. Dirigentes europeos también han transmitido su preocupación a Rajoy». La información, sin embargo, ocupaba apenas dos columnas de la portada del diario, porque las otras tres las invadía la operación a la que se había sometido por sorpresa el rey Juan Carlos I debido a un tumor en un pulmón. Ese domingo, Zapatero visitó al monarca y cuando salió quiso mostrarse tan optimista que afirmó que «el Rey estará» en la cumbre de jefes de Estado y de Gobierno de Europa, América Latina y el Caribe que iba a celebrarse en menos de diez días (17 y 18 de mayo). Su anuncio se daba de bruces con la opinión de los médicos, que vaticinaban una convalecencia mucho más dilatada. Su chirriante optimismo, ese sempiterno desfase entre la opinión técnica y la convicción personal de que viendo todo de color rosa podía cambiar la realidad, era lo que los mercados ya habían descontado de los anuncios de Zapatero. Esto, que en tiempos de bonanza parecía un rasgo menor de su carácter, una licencia sin importancia, era lo que más erosionaba la credibilidad del presidente.


    La noche del 8 al 9 de mayo de 2010 fue intensa en Bruselas. El riguroso ministro alemán de Finanzas, Wolfgang Schäuble, que debía llevar la voz cantante en la reunión, se había ido directo al médico de guardia porque se sintió repentinamente mal. Desde Berlín viajó el ministro de Interior, Thomas de Maizière, para representar a Merkel. Sobre la medianoche, Zapatero autorizó a Salgado a concretar una reducción del déficit, que era lo que le estaban pidiendo sus colegas. Le exigían un 3 % del PIB, es decir, unos 30.000 millones. «Plántate en el 1,5 %», le dijo Zapatero. Desde ese mismo momento el presidente español sabía que las reglas del juego habían cambiado radicalmente. Tenía 48 horas para improvisar un recorte de 15.000 millones y sabía que cualquier ajuste que fuera más allá del 0,5 % del PIB afectaría a partidas sensibles.


    Ese domingo, mientras se remataban los flecos del acuerdo alcanzado en Bruselas, Zapatero empezó a buscar de dónde sacar los 15.000 millones. Una fuente de Moncloa dijo que se descartaba una nueva subida de impuestos así como tocar el sueldo de los funcionarios que habían recibido certezas en 2009 de que se les subirían los sueldos. Al final no fue así, los funcionarios tuvieron que acatar una rebaja salarial. De los ministros, sólo Manuel Chaves y José Blanco pidieron una subida de impuestos para los más ricos. Pero Zapatero la frenó. «Entre el 9 y el 10 de mayo había mucho más que una noche. Hubo un cambio de sentido de muchas cosas, entre ellas algunas de las que más apreciábamos», escribe el expresidente. Pasó la tarde del domingo y la madrugada del lunes pensando qué imagen de él dejarían los recortes, cómo reaccionarían los ciudadanos. «Me venían a la cabeza imágenes de Rodiezmo, allí donde había proclamado, delante de muchos ciudadanos, delante de Cándido Méndez y de otros representantes sindicales, que no cedería ante las presiones de los mercados.» Él mismo se consolaba: «Hasta mayo de 2010 combatí la crisis económica: a partir de entonces me defendí de la crisis de la deuda».
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    LA CRISIS ANTES DE MAYO DE 2010


    


    Zapatero, el presidente menos preparado en asuntos económicos de la democracia, se enfrenta a la crisis subprime — Solbes es relevado por su inacción, aunque dice que sus ideas fueron ignoradas por el presidente — La caída de los ingresos y el aumento del gasto dejan a España en 2009 con el tercer déficit más alto de la eurozona tras Grecia e Irlanda — Corbacho: «No llegaremos a los cuatro millones de parados» — Salgado: «No llegaremos a los cinco millones de parados» — Los números que alimentan el descrédito de España están servidos.

  


  
    


    Ningún presidente español llegó al poder en la España democrática con menos formación en asuntos económicos que José Luis Rodríguez Zapatero (Valladolid, 1960). El quinto presidente de la democracia es licenciado en Derecho y básicamente se había dedicado toda su vida a la política. Pero a los electores esto no les importó, porque, aunque parezca increíble, la economía —con la excepción del paro— había dejado de ser una preocupación primordial para los españoles.1 Parecía que la bonanza económica sería eterna y que España era inmune, primero a la crisis asiática, después a la crisis rusa y por último a la crisis puntocom. Para los políticos, la economía dejó de ser importante cuando cayó el Muro de Berlín, en noviembre de 1989. La socialdemocracia, surgida como un revisionismo del marxismo, se descubrió a sí misma como la tímida enmienda de un estrepitoso fracaso. El debate entre la economía planificada y la de mercado, que tan importante había sido para los militantes socialistas y comunistas en el siglo XX, dejó de ser central. La complejísima obra El capital de Karl Marx ya no era un manual de lectura obligatoria si se quería prosperar en la Nomenklatura. Resultado: tras la caída del Muro se podía perfectamente ser un político de izquierdas sin haber leído una página de economía en la vida. Y en la derecha el panorama no era mucho mejor. Aunque el capitalismo no había fracasado, las grandes teorías sólo interesaban para emplearlas como arma arrojadiza. En general, los políticos de derechas solían formarse en la administración de empresas, por lo que la teoría económica quedó para los académicos.


    Para los ciudadanos la economía dejó de ser relevante cuando el país decidió, a través de los dos grandes partidos, entrar en el euro. Importaba la economía doméstica, la de los negocios y el empleo, la del tipo de interés de la hipoteca, pero no más que eso. Triunfaba la microeconomía, las operaciones empresariales, las fusiones y adquisiciones, pero la macroeconomía, que había interesado mucho en España hasta finales del siglo XX, pasó a ser una disciplina para unos pocos fanáticos y para el Servicio de Estudios del Banco de España. Un chorro de euros a bajo tipo de interés procedente de Europa ayudó a adormecer hasta las conciencias más críticas. El sociólogo Víctor Pérez-Díaz ha subrayado con acierto este fenómeno en uno de sus trabajos más recientes: «Vista con la ventaja de los años transcurridos, y especialmente desde el inicio de la crisis actual hasta hoy, la decisión adoptada por los Gobiernos españoles de ingresar en la Unión Económica y Monetaria (UEM) podría interpretarse como una decisión bastante arriesgada, si no equivocada, teniendo en cuenta la gran intensidad de la crisis y las enormes dificultades para salir de ella».2


    El armamento intelectual de Zapatero sobre economía era increíblemente débil. Tanto que cuando se acercaba el debate presupuestario de 2003, un año antes de ser elegido, se produjo aquel episodio con Jordi Sevilla, entonces responsable de Economía del PSOE, en el que éste le reprochaba algunos errores cometidos en su intervención, pero que se podían subsanar «en dos tardes». Sevilla sostiene que «en esencia los conocimientos necesarios para adoptar decisiones políticas sobre asuntos económicos en la vida pública están al alcance de cualquier persona interesada».3 El problema era precisamente ése, que Zapatero, como la mayoría de los españoles, había dejado de ser una persona «interesada» en la economía.


    No se puede decir lo mismo de los demás presidentes del Gobierno de la España democrática. Leopoldo Calvo Sotelo (Madrid, 1926) fue el mejor de su promoción de Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos y sacó un doctorado en Madrid. Además, hablaba cinco idiomas y había trabajado 25 años en la empresa privada, especialmente en Unión Explosivos Río Tinto. José María Aznar (Madrid, 1953) era licenciado en Derecho e Inspector de Finanzas del Estado, pero antes de llegar a Moncloa había gobernado la comunidad autónoma de Castilla y León. Felipe González (Sevilla, 1942) era licenciado en Derecho, pero procedía de una militancia socialista que estaba sumamente entrenada en discusiones económicas. Por último Adolfo Suárez (Cebreros, 1932) era licenciado y doctor en Derecho, pero había tenido responsabilidades de gestión en Radio Televisión Española y también procedía de un entorno político donde el debate económico formaba parte de la batalla ideológica.4


    El comportamiento de los mercados es uno de los procesos más difíciles de adivinar. Muchos elementos inciden en su conducta. Aunque estén dirigidos por algunas de las personas mejor preparadas (y remuneradas) del planeta, los fondos que forman los mercados financieros suelen actuar a veces casi del mismo modo que las muchedumbres que saquean supermercados o que participan en un linchamiento: su proceder es muy difícil de vaticinar. Aunque Zapatero dejara entrever en Davos la tesis de que existía animadversión contra España en el mundo anglosajón, ésta resulta ser más bien la explicación de un político que de un economista. Aunque el expresidente aprendió mucho de economía, ya que tuvo que tratar con decenas de expertos y leer cientos de informes, sobre todo a partir de 2008, Zapatero fue, es y será sobre todo un político.


    


    La primera pista de que se preparaba una crisis mundial la dio The Wall Street Journal en un artículo del 15 de febrero de 2007 que se titulaba «La patata caliente de las hipotecas subprime» y que firmaban los periodistas Carrick Mollenkamp, James R. Hagerty y Ruth Simon. Al comenzar el siglo XXI, el dinero que huía de la crisis de las empresas puntocom se refugió en los activos inmobiliarios, provocando una subida de precios. Durante esos años, los bancos de inversión crearon productos financieros basados en títulos de hipotecas donde se mezclaban deudores de bajo riesgo de impago y de alto. La peor categoría eran los subprime. En 2005 la Reserva Federal subió los tipos de interés y muchos de ellos no pudieron afrontar los pagos. Al cabo de dos años, cuando los morosos se convirtieron en pérdidas confirmadas, comenzaron los problemas para las entidades financieras que poseían esos activos, que se denominaron «tóxicos».


    La crisis subprime desembarcó en Europa el 9 de agosto de 2007. Ese día el BCE se vio obligado a inyectar en los mercados 95.000 millones de euros en pocas horas, aproximadamente el 10 % del PIB español, ante el pánico de liquidez que provocó la decisión de BNP Paribas, el mayor banco de Francia y segundo de la eurozona, de congelar tres fondos que tenían 1.600 millones de euros invertidos en hipotecas de alto riesgo de Estados Unidos. José Luis Escrivá, que hoy es presidente de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF), y que entonces dirigía el Servicio de Estudios del BBVA, recuerda que se encontraba disfrutando de sus vacaciones en las islas Baleares cuando le telefoneó David Taguas, un excompañero suyo del banco que había sido designado responsable de la Oficina Económica del Presidente del Gobierno. Taguas estaba inquieto por lo que estaba pasando en los mercados secundarios y de derivados, y le pidió que le enviara toda la información que estuviera a su alcance sobre el estrechamiento de liquidez (credit crunch) que había comenzado a registrarse en Europa y Estados Unidos. Escrivá cumplió y, al cabo de unos días, Taguas le llamó para que, junto a otros economistas del sector público y privado, formaran parte de una célula de crisis que hizo el seguimiento de los primeros pasos del proceso. El grupo se reunió todos los lunes a última hora desde la última semana de agosto de 2007 hasta abril de 2008, fecha en la que Taguas cesó en su cargo. De las reuniones salieron unas notas muy detalladas que el presidente del Gobierno recibía todos los martes por la mañana. César Molinas, que formó parte del grupo, narraría más tarde: «Puedo afirmar que ya en septiembre de 2007 el tono de las notas era de grandísima preocupación y alarma y que en ellas se sugerían diversas medidas para amortiguar el golpe que el grupo veía como muy probable. Si el Gobierno reaccionó tarde y mal frente a la crisis no fue por falta de información, que creo que era de las mejores del mundo en aquellas épocas, sino por falta de voluntad política. Con las consecuencias por todos conocidas».5


    A partir de ese verano la situación fue a peor, obligando a los bancos centrales a poner dinero en el mercado. Se produjeron fuertes caídas en las bolsas. Lo curioso es que pese a que las características de la crisis —una combinación de burbuja de crédito con otra de activos inmobiliarios— presagiaban que España, que ya padecía una burbuja inmobiliaria y acumulaba un fuerte desequilibrio en su balanza por cuenta corriente, era la candidata perfecta para contagiarse, nadie dio la voz de alarma públicamente. Más aún, el 17 de agosto de 2007, el vicepresidente segundo y ministro de Economía y Hacienda, Pedro Solbes, declaró que el efecto de la crisis era «pequeño», aunque admitió que «no estamos totalmente protegidos respecto a los efectos externos». A finales de agosto de 2007, Moody’s y Standard & Poor’s alertaron de «un final abrupto» del ciclo de crecimiento español.


    El año 2007 se cerró con la inflación más alta desde 1995 (4,3 %), un espectacular frenazo en los precios de los inmuebles y un suave ascenso del paro, que llegó a los 2,13 millones de desempleados. Los españoles confiaban lo mismo en Zapatero (40,1 %) que en Rajoy (39,7 %) para hacer frente a la crisis, según una encuesta de Sigma Dos publicada en enero de 2008, dos meses antes de las elecciones generales. Los siete meses que transcurrieron hasta la caída de Lehman Brothers en septiembre de ese año fueron escenario de un intenso debate entre los que preconizaban que una grave crisis se estaba abatiendo sobre España y el Gobierno, que la negaba. «España no va bien», le había dicho Manuel Pizarro a Pedro Solbes en el debate económico celebrado con motivo de las elecciones generales. «El gran riesgo de la situación económica actual son ustedes», le afeó el turolense. «La economía española sólo vive turbulencias», replicó Solbes, que le recriminó su «catastrofismo». Cada vez estaba más cerca de hacerse realidad la profecía que Pedro J. Ramírez, entonces director de El Mundo, había formulado en su «Carta» dominical la mañana del 9 de marzo de 2008, día en que los españoles reeligieron a Zapatero para su segundo mandato: «Habida cuenta de que a los graves estropicios causados por la frívola irrupción de Zapatero en el zoo de cristal de los delicados consensos y equilibrios de la Transición se une ahora el desmoronamiento de algunos pilares básicos de nuestra economía ante su pasividad culpable, no deja de tener sentido preguntarse si lo más conveniente es que esta noche nos encontremos con una escueta y probablemente pírrica victoria de un Rajoy que tendría que medio envainársela en la cuestión nacional para obtener el apoyo de CiU; o no será preferible que el designio de las urnas repitiera el tormento de Sísifo e impusiera al irresponsable que ha permitido que la piedra cayera hasta el pie de la ladera la obligación de impulsarla ahora hacia arriba, situándolo frente a todas sus contradicciones y falacias una vez que la fiesta del remar con viento a favor se ha terminado».


    Años después, Zapatero se arrepentiría públicamente de haber negado la crisis de manera tan insistente, pero el 31 de mayo de 2008, más de tres meses antes de la caída de Lehman Brothers, un micrófono indiscreto había dejado al descubierto que fingía cuando le comentó al editor José Manuel Lara en el Círculo de Economía de Barcelona que todo era cuestión de manejar las expectativas de los españoles. «Si infundes mucho pesimismo, si no dices nada positivo, es peor» confesó. En público admitió una desaceleración «intensa», incluso «profunda» de la economía, pero se negó a utilizar la palabra crisis. A esas alturas, el presidente ya sabía que el PIB no crecería el 3,1 % que había estimado antes de las elecciones, a las cuales se presentó prometiendo «pleno empleo», sino mucho menos.6 Pero estaba convencido de que el superávit fiscal y el bajo endeudamiento público le permitirían desarrollar políticas contracíclicas y electoralistas. De hecho, ya había puesto en marcha varias. En abril de 2008 aprobó un plan anticrisis de 10.000 millones para reactivar la demanda. En julio aprobó una deducción fiscal de 400 euros para todos los contribuyentes que había anunciado en enero, antes de las elecciones. Con esas dos medidas, el Gobierno consumió el 75 % del superávit que habían registrado las cuentas públicas en 2007. Dos grupos de asesores de Zapatero se enfrentaron en torno a estas medidas. Uno lo encabezaba el vicepresidente Pedro Solbes, quien era secundado desde el Banco de España por su amigo el gobernador Miguel Ángel Fernández Ordóñez. Este grupo apreciaba la ortodoxia económica y se negaba a descuadrar el déficit o salirse de los límites del Pacto de Estabilidad y Crecimiento. El otro grupo lo formaban Miguel Sebastián, David Taguas y otros economistas que en ese preciso momento pensaban que la crisis era básicamente un problema de liquidez y no de solvencia, y que, para no repetir los mismos errores de la Gran Depresión de 1929, era fundamental la coordinación internacional de las políticas.


    Tras la caída de Lehman Brothers, Zapatero, el hombre que había negado la crisis, comenzó a ocuparse de ella casi de manera obsesiva. Seguía convencido, debido a su intuición política, de que todo era cuestión de mantener animada a la opinión pública, de que el sistema financiero español resistiría mejor que los demás y de que, como mucho, el pinchazo inmobiliario supondría una suave «desaceleración», que era el término que había empleado Solbes en su debate con Pizarro. Esa convicción le llevó a presumir, durante una visita a banqueros y hombres de negocios en Nueva York pocos días después del hundimiento de Lehman Brothers, de que «quizá España tenga el sistema financiero más sólido de la comunidad internacional» y a elogiar «un marco de regulación y supervisión reconocido internacionalmente por su calidad y por su rigor». En esa misma ocasión se jactó de que Berlusconi se mostraba deprimido al escuchar que el PIB español había superado al de Italia y que el siguiente objetivo era alcanzar a Francia, cosa de la que «Sarkozy no quiere ni oír hablar».


    En noviembre de 2008, el presidente acudió a Washington para intervenir en la reunión del G-20, ocupando una de las dos sillas que Francia tenía disponible al ser miembro de facto del grupo y además presidir la Unión Europea. Ahí el FMI propuso que se destinara el 2 % del PIB mundial a políticas de reactivación económica al tiempo que se acordó mantener las inyecciones de liquidez ligadas a la reestructuración del sector financiero. «Era todo cuanto necesitaba Zapatero para orillar definitivamente mis advertencias sobre los riesgos del déficit público y la necesidad de defender la estabilidad presupuestaria que tanto esfuerzo nos había costado conseguir», escribiría Solbes en su libro Recuerdos: 40 años de servicio público (Deusto, 2013).


    Solbes fue relevado el 8 de abril de 2009 por Elena Salgado, la candidata de Alfredo Pérez Rubalcaba para el puesto. Zapatero estaba molesto por la inacción de Solbes. Por el contrario, el exvicepresidente asegura que en enero de ese año, cuando se estaba poniendo en marcha con su oposición el famoso Plan E que suponía casi 8.000 millones para los ayuntamientos en una primera fase, le envió un documento proponiendo una serie de reformas estructurales, que el presidente no contestó. Zapatero asegura que ese documento nunca llegó a Moncloa. Fuera como fuese, si Solbes tenía discrepancias tan severas, debió abandonar el Gabinete mucho antes.


    La publicación de las memorias de Solbes hizo que las viejas peleas salieran a flote en diciembre de 2013. Miguel Sebastián, el exministro y asesor de Zapatero, le reprochó que intentara lavarse las manos de su responsabilidad en la crisis cuando entre 1994 y 2009 en España sólo hubo dos ministros de Economía: Pedro Solbes y Rodrigo Rato. «Pretender que esas dos personas no tienen ninguna responsabilidad sobre la situación económica del país no tiene sentido», dijo Sebastián en Antena 3 TV. Más duro fue David Taguas, quien lanzó un mensaje en la red social Twitter en el que decía que «un amigo común dice de él que Solbes es la mayor agencia de colocación de España», lo cual ofendió mucho a los partidarios del exvicepresidente. Taguas sostenía que Solbes había aguantado hasta el final en el cargo en vez de marcharse cuando sus convicciones así se lo habían indicado porque la amplia red de amigos y colaboradores que había situado en diversas posiciones directivas del Estado y de las empresas públicas le persuadían reiteradamente de que continuase. Esto, reflexionaba Taguas, funcionaba como un incentivo para no abandonar el cargo y afectaba no sólo a Solbes sino a otras personas con poder. Su propia tribu acababa convirtiendo en rehén del cargo al jefe de la misma, sugiriéndole que era un hombre providencial e imprescindible.


    Ante la propagación de las críticas que lo acusaban de deslealtad con Zapatero y con el PSOE, Solbes quiso zanjar el asunto en la presentación de su libro ante la prensa: «Nos equivocamos», dijo en referencia a los problemas económicos que se larvaron durante años como la burbuja inmobiliaria o déficit por cuenta corriente. Y empleó expresamente el plural para subrayar que se consideraba «corresponsable de la política económica en ese período».


    


    Tras la salida de Solbes, Zapatero siguió intentando jugar con las expectativas. Y pagó un elevado precio: la pérdida de su credibilidad y de la del Gobierno. La Síntesis de gestión del año 2009 que presentó en Moncloa al terminar el año era una buena muestra de que la combinación de su optimismo y la creatividad de sus propagandistas era capaz de producir monstruos. En el documento, por mor de los publicistas oficiales, el año en que se produjo la primera huelga judicial de la historia de la España democrática se convirtió en el «año clave para la modernización de la Justicia». Una página se titulaba de manera grandilocuente: «La recesión en España ha sido menos acusada que en otras grandes economías». Y lo apoyaba con una tabla que demostraba que el PIB había caído mucho menos que en los principales países europeos. ¡Qué distinto era el resultado si la tabla escogida hubiera sido la de los datos del paro, donde España era el segundo país de Europa en el que más empleo se había destruido!


    Pero donde más imaginación habían puesto los redactores gubernamentales era en los Presupuestos Generales del Estado para 2010. No ahorraban adjetivos para calificarlos: «Austeros», «solidarios» y «productivos». Sólo les faltó añadir el término que más se utilizó en el Parlamento para referirse a ellos: «Increíbles». El resultado de la lectura de dicha síntesis era de absoluto desánimo al ver que el optimismo y la imprudencia podían ir tan hermanados. Esa sensación, unida a la falta de rigor de los indicadores de coyuntura, erosionaba la credibilidad del Gobierno.


    La semana anterior a la salida de Solbes, el 29 de marzo de 2009, el gobernador del Banco de España ordenó la intervención de Caja Castilla-La Mancha (CCM), entidad sobre la que corrían insistentes rumores y que durante el mes de marzo había perdido a diario 18 millones de euros en depósitos, fruto de la desconfianza de sus clientes. El consejo de administración, encabezado por el socialista Juan Pedro Hernández Moltó, fue destituido.7 Y Solbes reconoció el fracaso de «varios meses de gestiones» para fusionar la entidad con la andaluza Unicaja presidida por Braulio Medel.


    El 3 de abril de 2009, el G-20 se reunió en Londres y aprobó un estímulo fiscal de 800.000 millones de euros para la economía mundial mediante la multiplicación de los recursos financieros del FMI. El primer ministro británico, Gordon Brown, lo calificó de Plan Marshall mundial: «Éste es el día que el mundo se unió para luchar contra la recesión global». Zapatero estaba feliz, sobre todo por el protagonismo que le correspondía: «España ha consolidado su papel como potencia en el ámbito internacional y como uno de los países que está en el centro de la nueva gobernanza mundial. Como país suscitamos consenso y apoyo». A España le correspondió aportar 4.000 millones de euros al programa. El presidente restó importancia a la divergencia entre Estados Unidos y Europa sobre si había que poner en marcha estímulos adicionales y endurecer la regulación de los mercados financieros que enfrentó al tándem formado por Angela Merkel y Nicolas Sarkozy con Barack Obama y Gordon Brown. La cuestión de la austeridad era la bandera de Merkel, que sostenía que el énfasis de Estados Unidos en el impulso fiscal no podía trasladarse mecánicamente a una Europa que ya tenía importantes niveles de gasto social. El asunto de la regulación, en cambio, era una de las prioridades de Sarkozy, obsesionado con los hedge funds. Finalmente, este enfrentamiento acabaría marcando la situación en los meses siguientes. Se produjo una fuerte divergencia entre una Europa cada vez más preocupada de la austeridad de las cuentas públicas y Estados Unidos, que siguió adelante con sus políticas expansivas.


    El problema para Zapatero fue que España está en Europa. El presidente regresó del G-20 y encaró la crisis de Gobierno para sustituir a Solbes por Salgado convencido de que el viento soplaba a favor de las políticas keynesianas. El 25 de abril tuvo que afrontar uno de los momentos más difíciles de la crisis: el espectacular incremento del paro en el primer trimestre de 2009. El número de desempleados pasó de 3.206.800 en el último trimestre de 2008 a 4.018.200 en el primero de 2009, una destrucción de empleo sin precedentes, un mazazo para el Gobierno. Al día siguiente, en un mitin en Pontevedra, la tierra de su rival Mariano Rajoy, prometió incrementar el gasto público ante la parálisis del sector privado y rechazó un pacto de Estado con el PP, identificándolo con el abaratamiento del despido y el recorte de prestaciones. «Sabremos ganar el combate frente a la pérdida de empleo manteniendo la protección social», dijo. Desde Madrid, Rajoy le contestó que «la economía no admite, ni aquí ni en China, extravagancias ideológicas. [...] No nos enfrentamos a una doctrina económica, nos enfrentamos a un miedo, hijo de una incompetencia». El líder de la oposición golpeaba directamente en el hígado de la credibilidad de Zapatero.


    A los planes de estímulo para el sector del automóvil se sumaron generosas partidas para la financiación autonómica cuya negociación cerró Salgado en julio de 2009. Se crearon nuevos fondos de inversión local y se puso en marcha el Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria (FROB). También se empezaron a tomar medidas correctivas de algunos errores: se eliminó la deducción de 400 euros y se subió el IVA en dos de sus tres tramos (se mantuvo el 4 % para el tipo superreducido), con lo que el Gobierno esperaba recaudar casi 11.000 millones adicionales en dos ejercicios. En mayo ya se había reducido la deducción por vivienda en el impuesto a la renta, pero la medida era irrelevante en ese momento puesto que el sector inmobiliario se había derrumbado y no se realizaban transacciones. El Gobierno todavía tuvo oportunidad de lanzar, en octubre de 2009, otro plan de estímulo económico que valoró en el 2,3 % del PIB. A la espectacular caída de los ingresos fiscales —fruto del pinchazo de la burbuja de crédito—, del orden de los 60.000 millones de euros, se sumó un aumento del gasto de casi 60.000 millones más para estimular la economía, lo cual arrojó como resultado un déficit fiscal de 116.429 millones de euros, el 11,4 % del PIB inicialmente. Fue el tercer déficit más elevado de la eurozona detrás de Grecia (15,7 %) e Irlanda (13,7 %) y comparable al del Reino Unido (11,4 %). Los números que alimentarían la desconfianza en la economía española estaban servidos. Tiempo después, en el verano de 2013, en un seminario en Lanzarote, Zapatero reconocería al autor de este libro que si hubiera sabido que los mercados nos iban a situar junto a Grecia, nunca habría permitido «que el déficit se acercara a esos niveles».


    


    El crédito de la política económica de Zapatero se desplomó bruscamente a partir de enero de 2010. Lo peor es que el presidente no se percató de ello hasta que llegó la primera semana de mayo, cuatro meses después. «Es obvio que no barrunté el escenario que iba a vivir ese fin de semana», admite Zapatero en El dilema, refiriéndose al consejo europeo al que acudió el viernes 7 de mayo y a la reunión del Ecofin a la que envió a la vicepresidenta Elena Salgado el 8-9 de mayo, donde se impuso a España un duro ajuste fiscal. Desde enero, cuando él aceptó subirse al escenario de Davos junto a Papandreu, no había pasado un día en que no surgieran datos en los mercados, en las instituciones o en la prensa nacional e internacional que reforzaran la idea de que España y Grecia eran historias gemelas. Y muchas veces, la conducta del propio Zapatero no hacía más que contribuir a ello. Lo más significativo es que, a lo largo de esos cuatro meses, el presidente no adoptó ninguna medida destinada a contrarrestar esto. Él mismo admite que en una ocasión la Oficina Económica le envió una nota titulada «España no es Grecia». «Cuando vi este título sentí que la marea había llegado al mismísimo puente de mando del país, a La Moncloa.» Pero no hizo nada para evitarlo, pese a que tenía varias opciones, que iban desde buscar un acuerdo con la oposición hasta anunciar un severo ajuste fiscal con recorte de gastos y subidas de impuestos.


    El 3 de marzo, el PP le ofreció a Zapatero un pacto de Estado con «un escenario creíble de reducción del déficit y la deuda, que no debe incluir subida de impuestos».8 La oferta buscaba fijar un límite de gastos y de endeudamiento a las comunidades autónomas con el objetivo de situar el déficit en el 3 % del PIB en 2013. La falta de control del gasto autonómico, como había quedado de manifiesto con los 20.000 millones adicionales que se habían agregado al déficit en diciembre de 2009, era el asunto que más erosionaba la credibilidad del país entre los analistas internacionales y en las instituciones europeas. Sin embargo, la vicepresidenta económica, con instrucciones de Zapatero, rechazó la oferta de «embridar el gasto autonómico». «Nosotros podemos tirar de nuestras autonomías, tira tú de las tuyas», le planteó Cristóbal Montoro a Elena Salgado, pero ésta le contestó que prefería la vía de la persuasión política y no la de la coerción legal.


    La conducta del presidente consiguió adulterar el debate público. No había cifras fiables porque el Gobierno estaba cambiando sus predicciones constantemente y las que formulaba no las cumplía. El nivel de desacierto que transmitían los responsables del Estado en cuestiones que impactaban directamente a los ciudadanos era muy alto.9 A todo eso se sumaba el hecho de que, como todo el mundo sabía que Zapatero quería infundir optimismo deliberadamente, la oposición pensaba que éste disponía de un margen mayor del real en las cuentas públicas y se lo estaba reservando para no aplicar medidas impopulares. Así hasta las más ortodoxas medidas de ajuste se convertían en motivo de polémica cuando Zapatero las aprobaba. El 14 de marzo, el presidente del Gobierno arremetió contra Esperanza Aguirre y su rebelión contra la subida del IVA. Aunque el alza había sido anunciada en septiembre de 2009 no entraba en vigor hasta el 1 de julio de 2010. Antonio Beteta, consejero de Economía de la Comunidad de Madrid y que llegaría a ser un estricto secretario de Estado de Administraciones Públicas con Rajoy, abogó por «anular la subida del IVA para que Zapatero no se quede con el dinero». Y Juan José Güemes, secretario de Comunicación del PP madrileño, afirmaba: «Zapatero y De la Vega nunca van a olvidar la rebelión democrática que va a empezar en Madrid contra la subida del IVA».


    La prueba de que el presidente estaba cometiendo un grave error de juicio la dio el hecho de que muchas personalidades ligadas al PSOE empezaron a ver las cosas más negras. En aquellos días, Javier Gómez Navarro, exministro de Felipe González y presidente del Consejo Superior de Cámaras de Comercio, había lanzado la campaña estoloarreglamosentretodos.org. «¿Acierta el Gobierno en el diagnóstico de la situación?», se le preguntaba en El Mundo. «Ahora ya va acertando, aunque durante mucho tiempo el diagnóstico ha sido equivocado. Primero no aceptó la crisis, luego dijo que era internacional y que los americanos eran los responsables y, por tanto, los que nos tenían que sacar. [...] Ahora, Gobierno y oposición saben que tenemos problemas propios y que los tenemos que resolver aquí.»


    —Pero Zapatero dice que estamos ya en la fase de recuperación...


    —Eso no es cierto, no estamos ya en la recuperación. Pero es un problema de terminología porque el Gobierno es muy consciente de que el paro sigue creciendo. Estamos en recesión y tocando fondo, aunque el paro seguirá creciendo.


    En realidad, la situación se deterioraba rápidamente. El 15 de marzo, el comisario europeo Joaquín Almunia advertía de que las previsiones del Gobierno «podían pecar de cierto optimismo» en el escenario que dibujaban a partir de 2011. Salgado le respondió agriamente diciendo que era la opinión «de un comisario» y que ella esperaba que se pronunciaran todos los miembros del Ejecutivo europeo. En febrero ya le había acusado de ser poco prudente por comparar a Grecia con España poco antes de que el secretario de Estado de Economía, José Manuel Campa, iniciara un road show internacional intentando mantener abiertas las vías de financiación de la economía española. Salgado también criticó a Paul Krugman, uno de los economistas favoritos de Moncloa, por decir que España era un riesgo mayor para el euro que Grecia, cosa que habían repetido casi todos los analistas. Cada día había una declaración o una cifra que daba cuenta de lo mal que iban las cosas. «España era un alumno aventajado y ahora está entre los peores de la clase», decía Felipe González en Nueva York el 22 de marzo. Al día siguiente se conocía que el gasto en funcionarios se disparaba al doble de lo previsto para todo el ejercicio, un 4,6 %.


    Los nacionalistas vascos que habían contribuido con sus votos a sacar adelante los Presupuestos de 2010 y la subida del IVA y que se habían mostrado a favor de los llamados Pactos de Zurbano,10 empezaron a mostrarle los dientes a Zapatero y le acusaron de haber generado «un ambiente de desconfianza» y haberse «cargado el pacto». CiU dijo lo mismo, defendiendo un gran consenso en vez de 50 «mini pactos». Pero el presidente del Gobierno seguía vendiendo optimismo: «La movilidad eléctrica regenerará la confianza en nuestra competitividad y nos permitirá volver a la senda de la recuperación económica», dijo al presentar el plan del coche eléctrico el 7 de abril de 2010. Un día después anunciaba 17.000 millones en infraestructuras, lo que suponía adquirir nueva deuda a pagar en 30 años.


    Todo eso cambió cuando Zapatero se cayó del caballo de sus propias expectativas, que creía que eran las de los españoles y las de los mercados internacionales. Al día siguiente de anunciarse el ajuste de los 15.000 millones, el lunes 10 de mayo, el Ibex 35 subió un 14,4 % y las bolsas del mundo respiraron aliviadas. Los objetivos políticos del presidente cambiaron. Tenía que sacar adelante en el Parlamento con una mayoría muy frágil su plan de ajuste y, sobre todo, evitar un rescate como el que había tenido que pedir Grecia. «La gran prioridad pasaba a ser evitar una intervención de nuestro país. Una intervención a la que se me “invitaría” hasta en tres ocasiones antes del final de mi mandato», admitiría años después.
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    «QUE ESPAÑA NO CAIGA»


    


    Zapatero se juega la legislatura con el ajuste — CiU lo salva in extremis y lo convierte en un muerto viviente a su servicio — Una chapuza de Salgado confirma lo que Europa teme: que el Gobierno no controla a las comunidades autónomas — Las normas de estabilidad presupuestaria: nueve años y cuatro meses vagando por el desierto para volver a una ley de Aznar que habían liquidado — Irlanda y Portugal son rescatados — El Ecofin y la burocracia de Bruselas, dos poderes poco transparentes.

  


  
    


    El 12 de mayo de 2010, Zapatero presentó en el Parlamento su ajuste de 15.000 millones de euros en dos años. Fue la mayor rectificación política efectuada por un jefe de Gobierno en la historia de la España democrática. El presidente anunció la muerte de su otro yo —el que inauguraba el curso político en Rodiezmo con los sindicatos— y dijo que a partir de ese momento haría cosas que había prometido que jamás haría. Lo que se calificó como «el mayor recorte social de la democracia» consistió fundamentalmente en la bajada de los sueldos de los funcionarios en un 5 %, la congelación de las pensiones, un nuevo recorte de la inversión pública y la eliminación del llamado cheque-bebé. El anuncio fue recibido con un discurso durísimo de Mariano Rajoy que en el Congreso «se aporreó el pecho como un King Kong», en expresión de David Gistau, reprochándole al presidente la reunión que ambos habían mantenido una semana antes: «Durante mi visita a La Moncloa le ofrecí una vez más la posibilidad de mostrar que los españoles éramos capaces de hacernos cargo de nuestra situación y la rechazó. Ahora son otros quienes se harán cargo y será usted quien tenga que actuar al dictado».


    Tanto se insistió en la idea de que España estaba intervenida y que se le imponían las cosas desde fuera —lo cual era cierto en este episodio— que importantes sectores de la sociedad acabaron pensando que el Gobierno de Zapatero actuó siempre al dictado de poderes exteriores hasta el fin de sus días. Es lo que ocurrió, por ejemplo, con la reforma constitucional de agosto de 2011, como veremos más adelante.


    Si la jornada del miércoles 12 fue un mal trago para Zapatero, la del jueves 27 de mayo, día en que se votó la convalidación de las medidas en el Congreso, todavía fue peor. Durante esos días, el presidente había tomado conciencia del alcance de su decisión. Ensayó débiles excusas ante los votantes socialistas —«no he cambiado yo, sino las circunstancias»—, aplacó una rebelión interna del PSOE que le exigía medidas contra la banca, los ricos y la Iglesia católica y tomó nota de varios anuncios de huelgas generales por parte de los funcionarios y de los sindicatos. Con todo, Zapatero afirma en sus memorias de la crisis que nunca pensó en abandonar: «¿Dimitir y convocar elecciones era una opción a mi alcance? En ningún momento llegué a considerarlo así. Había que tomar decisiones difíciles y había que tomarlas ya: hacerlo debía recaer sólo sobre mis espaldas».


    Zapatero, que no tenía mayoría en el Congreso y había proclamado en abril de 2008 su deseo de apoyarse en «alianzas de geometría variable», había pulsado la opinión de sus socios habituales en los días previos. No llamó al líder de la oposición hasta que Emilio Botín, presidente del Banco Santander, se enteró la víspera de la sesión por el propio Mariano Rajoy de que no habían hablado. El banquero estaba preocupado por el impacto de la votación en los mercados. «Eso no puede ser. No te preocupes, hablo con él y te llama», le dijo, según contó Casimiro García-Abadillo en su columna de El Mundo. Esa misma tarde el presidente telefoneó a Rajoy, pero ni siquiera le pidió que cambiara el sentido de su voto para facilitarle las cosas. Lo que realmente preocupaba a Zapatero era el sorpresivo anuncio del líder del PNV, Iñigo Urkullu, de que se opondría a las medidas cuando él esperaba conseguir que al menos se abstuviera. Los nacionalistas vascos habían vendido, literalmente, su apoyo al Gobierno cada vez que éste lo había necesitado. Para apoyar los Presupuestos de 2010 habían recibido partidas de hasta 85 millones de euros, entre ellos los 7 millones que sirvieron para poner en marcha un centro de estudios gastronómicos, el Basque Culinary Center.1 Sin embargo, en esta ocasión no tenían nada que ganar y denunciaron el ajuste como fruto de la «unilateralidad y la improvisación» de Zapatero.


    El anuncio de Urkullu tuvo un gran impacto en Convergència i Unió (CiU), Coalición Canaria (CC) y Unión del Pueblo Navarro (UPN). Zapatero se centró en persuadir a Josep Antoni Duran i Lleida, portavoz de CiU en el Congreso. Éste le prometió dos veces que su grupo se abstendría —lo que permitiría al Gobierno convalidar las medidas por un margen de un voto—, pero una hora antes de la votación le dijo por el telefonillo del escaño que sus diputados votarían en contra. A Zapatero se le desencajó el rostro y los que estábamos en el palco de la prensa en el hemiciclo pudimos verlo desmadejado y hundido en su escaño mientras Elena Salgado defendía sin convicción las medidas. El presidente recuerda: «Por unos segundos y mirando a los diputados pensé que ya no podía remar más. Que las consecuencias iban a ser gravísimas. Y que me tenía que preparar para asumir allí mismo la situación». Eso significaba que si perdía la votación, tendría que disolver las Cortes y convocar elecciones, porque la desautorización del Ejecutivo en un paquete de medidas tan decisivo era equivalente al rechazo de los Presupuestos Generales del Estado que llevó a Felipe González a convocar las elecciones anticipadas de 1996. Curiosamente, aquel rechazo también lo protagonizó CiU.


    Finalmente, CiU se abstuvo y el Gobierno consiguió superar la votación por 169 votos a favor, 168 en contra y 13 abstenciones. Duran i Lleida fue extremadamente duro desde la tribuna de oradores a la que Zapatero no subió ese día: «El problema es usted. Se acabó su etapa como presidente del Gobierno», le dijo, rotundo. Pero en vez de reclamar el adelanto electoral, como había hecho Rajoy, se abstuvo y hasta le pidió al presidente que siguiera, que adoptara las medidas impopulares, y que cuando se encontrara en minoría en la aprobación de los siguientes Presupuestos, convocara elecciones. Duran i Lleida convertía así a Zapatero en un zombi, un muerto resucitado por un hechicero para hacerlo su esclavo. El político catalán sabía que, si caía Zapatero, el país se arrojaría en brazos del Partido Popular con una mayoría absoluta que dejaría fuera de juego a los nacionalistas por mucho tiempo. Un zombi era una opción mucho mejor.


    Los réditos de esta decisión fueron importantes para CiU, que, además, se siguió abonando a la política de mantener despierto al zombi calculando que a finales de 2010 el tripartito (PSC, ERC e ICV) celebraría elecciones en Cataluña y las perdería. El 21 de julio volvieron a salvar al Gobierno al abstenerse en la fijación del techo de gasto. A cambio, obtuvieron importantes concesiones. Una de ellas fue la generalización hasta 2015 de la libertad de amortización en el Impuesto de Sociedades, medida que se aprobó a finales de 2010 y que los expertos consideran que contribuyó a la desarticulación de este tributo y a agravar la caída de su recaudación, ya muy tocada por la crisis.2 Otra concesión importante la logró, en febrero de 2011, el nuevo Gobierno de la Generalitat encabezado por Artur Mas al permitirle Zapatero que se endeudara por hasta 2.500 millones adicionales sin esperar al informe del Ministerio de Economía sobre sus planes de ajuste.


    Pero España seguía en el ojo del huracán. La prima de riesgo, que el 12 de mayo había marcado 99 puntos, escaló hasta los 153 puntos el día que se convalidaron las medidas en el Parlamento. A partir de ese momento, el objetivo de Zapatero fue no pedir rescate. «Mi obsesión fue que España no cayera. Que no tuviéramos que pedir ayuda, que nuestra autonomía como país se preservase», dijo en 2012. Al día siguiente de la votación, la vicepresidenta María Teresa Fernández de la Vega descartó la convocatoria anticipada de elecciones que reclamaban los demás grupos y aseguró, en una nueva muestra de voluntarismo, que el proyecto del Gobierno estaba «más vivo que nunca». Pese al bandazo de su política económica y social, De la Vega reclamó que el Ejecutivo contaba con «la legitimidad» que le habían dado los ciudadanos en las elecciones de 2008. El domingo 30 de mayo, El Mundo publicaba una encuesta de Sigma Dos que otorgaba al PP el 45,6 % de los votos frente a un 35,1 del PSOE. «Rajoy ganaría hoy con una mayoría absoluta superior a la de Aznar», rezaba su título a toda página. Los temores de Duran i Lleida eran algo más que fantasmas.


    


    En esos días se concretaron los recortes, que terminaron afectando sobremanera a la inversión pública, y se produjo una nueva chapuza, cuya responsable fue la vicepresidenta económica, Elena Salgado. El Gobierno era consciente de que los socios europeos recelaban desde hacía mucho tiempo de su capacidad para imponer un ajuste a los ayuntamientos y las comunidades autónomas. Salgado había cerrado un acuerdo3 por el que éstas se comprometían con la reducción del déficit, pero tras la adopción del ajuste era necesario un ahorro adicional de 1.200 millones. De paso, Salgado incluyó en el nuevo acuerdo dos medidas importantes: restringió las operaciones de endeudamiento de las comunidades autónomas y aplazó hasta 2012 las de los ayuntamientos a partir de la publicación de la medida. Cuando esto se produjo —en el Boletín Oficial del Estado (BOE) del lunes 24 de mayo— los alcaldes de toda España montaron en cólera, ya que la decisión impedía endeudarse por igual a los ayuntamientos solventes y a los irresponsables y a muchos les pillaba con operaciones ya en marcha en 2010. La oposición de todos los líderes regionales y locales del PSOE fue casi unánime. Se convocaron plenos extraordinarios en las corporaciones locales para rechazar la medida. Así que Salgado, avergonzada, decidió culpar al BOE y dijo que la inmediata entrada en vigor «era una errata» y que la medida sólo se aplicaría desde el 1 de enero de 2011.4


    Nadie creyó la historia de la errata, ni siquiera sus compañeros de Gabinete, pero el episodio puso de manifiesto una realidad muchísimo más grave: la nula capacidad legal del Gobierno para controlar a las comunidades autónomas y a las corporaciones locales. Los recelos de los socios europeos estaban más que justificados. De hecho, altos funcionarios de instituciones clave del Estado señalaban sotto voce que el Gobierno central estaba desguarnecido jurídicamente para limitar el déficit y, sobre todo, la deuda, de las comunidades autónomas.


    —Pero ¿las comunidades siguen pidiendo autorización para emitir deuda? —pregunté a un alto cargo en aquellas fechas.


    —Porque no se han dado cuenta de que no necesitan hacerlo —me contestó—. Piden autorización por costumbre y porque al seguir el camino del Tesoro les resulta más fácil y barato colocar su deuda en los mercados, pero el entramado jurídico es tan flojo que si se dan cuenta de ello podrían endeudarse sin límite por su cuenta y arruinar el país.


    Efectivamente, la mayoría de los consejeros de Hacienda autonómicos no eran conscientes del alcance de este agujero legal o no querían darse por enterados. El asunto no era sencillo ni popular, no servía para llenar horas de debates en televisión, pero algunos políticos conocían su gravedad. Rosa Díez, la líder de Unión Progreso y Democracia (UPyD), era una de ellos. El miércoles 19 de mayo de 2010, al final de la sesión de control en el Congreso, interpeló al vicepresidente Manuel Chaves sobre «la necesidad de que [el Gobierno] utilice sus competencias constitucionales para recortar el gasto autonómico superfluo». Díez se empeñó 12 minutos en la cuestión y al final logró una respuesta de Chaves que sonó a confesión: «No hay posibilidad de imponer unilateralmente a las comunidades autónomas una reducción del gasto, porque en nuestro Estado autonómico no hay una relación jerárquica entre las administraciones».


    Chaves decía la verdad, y los analistas extranjeros tomaron buena nota, pero ocultaba que no se podía establecer un techo de gasto a las comunidades autónomas porque el PSOE había reformado la Ley General de Estabilidad Presupuestaria de 2001 en la que el Gobierno de José María Aznar había vertido el espíritu del Pacto de Estabilidad y Crecimiento de la Unión Europea así como los criterios del Tratado de Maastricht que habían permitido la creación del euro. Dicha norma, que marcó un antes y un después en la política presupuestaria española, fue modificada el 26 de mayo de 2006 mediante una reforma auspiciada por el ministro Pedro Solbes y por su secretario de Estado de Hacienda, Miguel Ángel Fernández Ordóñez, quien no alcanzó a verla aprobada porque el 7 de marzo de ese año se convirtió en consejero del Banco de España con vistas a ocupar el puesto de gobernador. El cambio, donde desaparecieron los límites de gasto, buscaba «asegurar el respeto de las Leyes de Estabilidad Presupuestaria a la autonomía financiera de las comunidades autónomas», un agujero legal que permitía hacer pasar déficits autonómicos tamaño elefante. En abril de 2005, el que fuera estricto comisario europeo Solbes ya afirmaba que la nueva ley podría permitir que las autonomías incurrieran en «un ligero déficit» para financiar determinadas inversiones que mejoraran la productividad.


    Como denunció Rosa Díez en aquella interpelación de Chaves, el despilfarro autonómico había alcanzado niveles alarmantes: los canales autonómicos de televisión generaron, sólo en 2008, pérdidas de 1.600 millones. Entre 2003 y 2008, se pasó de 163 fundaciones públicas a 541, de las cuales 344 eran autonómicas. Estas fundaciones, junto con unas 3.500 empresas públicas de toda índole, tenían una deuda viva de más de 44.000 millones que se esperaba que llegaría a 55.000 millones en 2010. A finales de 2009, las entidades locales presentaron un déficit de 48.000 millones, mientras que las comunidades autónomas alcanzaron los casi 100.000 millones. Díez citaba datos del exhaustivo estudio El coste del Estado autonómico, editado por el Grupo de Administración Pública de UPyD, que planteaba que un mero análisis coste/eficacia del gasto autonómico podía ahorrar 26.108 millones anuales, más de diez veces la cantidad que el Gobierno esperaba recaudar con la subida del IVA de 2010. La filosofía de la política vasca era clara: «Le pido al Gobierno que actúe respecto de las comunidades autónomas [...] por lo menos con la misma capacidad de control con que actúa la Unión Europea respecto del Gobierno de España».


    El argumento técnico para reformar las leyes de Aznar de 20015 fue que éstas no contemplaban la estabilidad presupuestaria a lo largo del ciclo económico. Los superávits de las épocas de bonanza debían compensar los déficits de los años de crisis y, por lo tanto, la norma debía considerar un promedio razonable de déficit y deuda a lo largo de varios años. El planteamiento era razonable, pero no justificaba una modificación radical de la norma, como tampoco lo hacían otras objeciones técnicas. Lo cierto es que el motivo de fondo era que el equilibrio presupuestario definido en la norma de Aznar irritaba a los partidos de izquierda y despertaba el rechazo de algunas comunidades autónomas, especialmente de Cataluña, porque consideraban que constreñía sus atribuciones. Les molestaba especialmente que el objetivo de estabilidad presupuestaria pudiera ser fijado por el Gobierno central sin necesidad de acordarlo con ellas.


    La tardanza del Tribunal Constitucional hizo el resto. La norma fue recurrida en marzo de 2002 por Castilla-La Mancha, Extremadura, Aragón, Asturias y Cataluña. Esta última presentó tres recursos y cada una de las otras interpuso dos, excepto Extremadura, que sólo presentó uno. El Gobierno de Aznar aceptó el órdago y no hizo el más mínimo gesto, firme en la mayoría absoluta que le había permitido aprobar en solitario la normativa. Pero las cosas cambiaron cuando Zapatero, que había prometido en mayo de 2003 que lo primero que haría al llegar al poder sería derogar la ley, ganó inesperadamente las elecciones en 2004. El dirigente socialista no era tan receptivo con el argumento de que la definición de equilibrio era muy estricta, pero sí era especialmente sensible a las peticiones catalanas, ya que en parte le debía al PSC de Pasqual Maragall el haber llegado a la jefatura del partido. La reforma fue anunciada por Pedro Solbes en junio de 2004. Éste declaró que era bueno que la ley «se aplique por convencimiento y no por imposición».


    En el debate de totalidad de la ley, la ponente del PP, Elvira Rodríguez, criticó la apresurada modificación de unas normas aprobadas a finales de 2001 pero que sólo entraron en vigor en los Presupuestos de 2003. «Ahora de pronto, en tan poco tiempo, nos dicen que [estas normas] no funcionan. La verdad es que nos extraña mucho porque sólo en dieciocho meses se las han saltado dos veces en la Administración del Estado.»6 Rodríguez cuestionó que se sustituyera un procedimiento objetivo por otro subjetivo para determinar la estabilidad presupuestaria y la falta de transparencia que suponían las negociaciones bilaterales de los principales parámetros (déficit y deuda) entre las comunidades autónomas y el Gobierno. Los nacionalistas vascos y catalanes, así como los grupos de izquierda, defendieron las modificaciones que los contentaban.


    El resultado práctico de la reforma fue la pérdida por parte del Gobierno de la capacidad de embridar el gasto autonómico. Salgado también se había declarado partidaria, como Solbes, de recurrir a la persuasión más que a la coerción legal en materia de estabilidad presupuestaria, pero a partir del ajuste de mayo de 2010 no paró de proponer reformas legales para intentar recuperar las facultades que el propio Gobierno socialista se había cercenado al modificar la ley de Aznar. Así, después de las medidas del jueves 20 de mayo se aprobaron otras dos modificaciones más: una en diciembre de 2010 que cambió el límite anual de gasto y las modificaciones de los créditos presupuestarios, y otra el 1 de julio de 2011 donde se revisó la instrumentación del principio de estabilidad, se fijaron requisitos para nuevos informes sobre cumplimiento de objetivos y se estableció la regla de gasto y las consecuencias de su incumplimiento. Estos dos últimos puntos ya se inspiraban en las ideas que alimentarían la reforma constitucional de agosto de 2011, cuyo camino se iniciaría apenas treinta días después.


    Paradójicamente, el 20 de julio de 2011, el Tribunal Constitucional emitió su sentencia 134/2011 en la que desestimaba el recurso presentado por el Parlamento de Cataluña contra las leyes de estabilidad presupuestaria de Aznar. Nueve años y cuatro meses después de la presentación de los recursos autonómicos, el Constitucional daba la razón al Gobierno de Aznar y bendecía una ley que prácticamente ya no existía y que el mismo presidente que la había desfigurado se esforzaba por recuperar para acreditar ante la opinión pública que España no era Grecia y que haría honor a los compromisos contraídos. Otras diez sentencias del Tribunal Constitucional emitidas entre el 18 de octubre y el 14 de diciembre de 2011 rechazaron los restantes recursos de Cataluña y las demás comunidades autónomas y afirmaron la validez de las leyes de Aznar de 2001.


    


    El ajuste de mayo prácticamente sentenció la suerte del PSOE en las elecciones autonómicas y municipales. Las encuestas pronosticaban una amplia victoria del PP en las cinco autonomías y dos ciudades autónomas que controlaba, incluso en aquellas fuertemente tocadas por el escándalo Gürtel, como Madrid y la Comunidad Valenciana. Además, tenían buenas probabilidades de conquistar cinco regiones más: Extremadura, Castilla-La Mancha, Cantabria, Asturias y Baleares. Este vuelco significaba que miles de dirigentes políticos regionales y locales del PSOE iban a perder sus cargos. Crecía el nerviosismo. El expresidente Felipe González apostillaba la conducta de Zapatero: «Rectificar es de sabios, pero de necios hacerlo a diario».


    Zapatero, entre tanto, mezclaba mensajes zen con la vigilancia de la prima de riesgo. El 1 de junio, en la entrega de una medalla a la montañera Edurne Pasaban, dejó al descubierto su estado melancólico: «Cuanto más duras parecen las cosas, más fortaleza parece nacer en nosotros». Combinaba su abatimiento con los mensajes que indicaban a su partido que no habría marcha atrás posible. Cuando más claramente mostró que estaba convencido de la necesidad de rectificar fue en la sesión parlamentaria del 23 de junio de 2010, donde dijo lo que todo el mundo sabía: «No podemos huir de la realidad de las cuentas públicas. He llevado una política que ha originado un 11 % de déficit y eso tiene un límite, ahora tenemos que reducirlo porque, si no, entramos en una situación insostenible». Llegó a calificar su pasada estrategia de más gasto y más deuda de «bomba de relojería». Pero su frase más recordada la pronunció el 10 de julio de 2010 en el debate del estado de la nación: «Voy a seguir ese camino, cueste lo que cueste y me cueste lo que me cueste».


    En junio de 2010, mientras aumentaban los recelos internos en el PSOE hacia el presidente, se escenificó la ruptura con los sindicatos con motivo de la reforma laboral aprobada por el Gobierno. El líder de Comisiones Obreras, Ignacio Fernández Toxo, declaraba: «El presidente del Gobierno se empuja solo, no hace falta que nadie lo haga». Los sindicatos, sin embargo, no lo tenían fácil. Una primera protesta convocada por los funcionarios tuvo escaso seguimiento. Pero el Gobierno no aprovechó la coyuntura. La reforma laboral, que en principio prometía soluciones como el descuelgue de los convenios colectivos y el abaratamiento de los despidos para empresas en dificultades, quedó oscurecida por una serie de matices que dificultaban la calificación de los despidos, de los descuelgues y, sobre todo, no concretaba cómo y quién pagaría los ocho días de indemnización que el Estado prometía asumir. Por lo visto la propuesta original, cuyas medidas se fueron filtrando a la prensa y generaron cierto entusiasmo, recogía ideas del experto laboralista Juan Antonio Sagardoy que Emilio Botín transmitió a Zapatero. Sin embargo, el texto definitivo fue suavizado por Zapatero tras reunirse con dos catedráticos de Derecho del Trabajo: Jesús Cruz Villalón, experto próximo al PSOE, y Fernando Valdés Dal-Ré, asesor del sindicato UGT. Este último advirtió a Zapatero de que una reforma dura produciría un choque frontal con el sindicato. El texto aprobado quedó tan desnaturalizado que Sagardoy lo calificó como «un calmante para un cáncer».


    El «afeitado» de la reforma laboral implicaba la vuelta del presidente al terreno trillado de la ambigüedad. Como ocurrió durante toda la crisis, Zapatero lanzaba mensajes que los hechos neutralizaban. La dualidad había sido permanente desde 2007: primero negando la crisis, después impulsando el gasto cuando lo que se necesitaban eran reformas (sobre todo en el mercado laboral) y tercero, cuando una vez asumida la necesidad de desactivar la «bomba de relojería», se dedicó a anunciar medidas que quedaban muy desvirtuadas al pasar por el cedazo del partido, de los sindicatos o de sus técnicos. Esto continuó socavando su credibilidad. Y aunque él sostiene que entre el verano de 2010 y el de 2011 «la prima de riesgo se comportó con una cierta estabilidad» y que en junio de 2011 «parecía que el viento empezaba a soplar ligeramente a favor», esto sólo delata el arraigado optimismo del presidente.


    


    Al día siguiente de aprobar la reforma laboral, el 17 de junio, Zapatero acudió al consejo europeo con el que se cerraba la presidencia rotatoria de España en la UE y la prima de riesgo se disparó hasta 238 puntos, más del doble de la registrada un mes antes. Las últimas reuniones europeas, especialmente la del 7 de mayo, habían creado el reflejo en la opinión pública de que cada vez que se reunían los líderes del euro era para discrepar sobre Grecia y los rescates. En este consejo, por primera vez en meses, no se habló de rescatar a nadie ni de crear cortafuegos financieros y Angela Merkel salió en auxilio del presidente español: «Apoyamos muy claramente todas las medidas y las consideramos muy importantes, incluidas las que han sido tomadas en el mercado de trabajo». Sarkozy también mostró su respaldo. Zapatero reconocería que en esta etapa, mientras más aprecio y comprensión despertaba en el exterior, menos simpatías generaba en España.


    El súbito aumento de la prima de riesgo entre el 17 y el 18 de junio obedecía no sólo a las expectativas que levantaba la cumbre europea, sino a la visita que efectuó a Madrid el director gerente del FMI, Dominique Strauss-Kahn. Su sola presencia ya desató todo tipo de especulaciones. Cuando acabó la reunión, el político francés sólo tuvo buenas palabras para con el Gobierno y las medidas que acababa de tomar, así que la tensión se desinfló. Pero si la opinión pública se hubiese enterado de lo que realmente había ocurrido en los salones de Moncloa, la prima de riesgo hubiese subido mucho más. Lo desveló Zapatero en sus memorias de la crisis: «Apenas habíamos terminado de intercambiar las obligadas palabras de cortesía [...] Strauss-Kahn me planteó sin ambages la posibilidad, o más que la posibilidad la conveniencia, de que solicitase ya una ayuda al FMI, en forma de una línea de financiación precautoria, como la que estaba a disposición de algunos países emergentes». Zapatero se resistió argumentando que eso equipararía a España con Grecia cuando la situación, por ejemplo en cuanto a deuda pública, era muy diferente. Finalmente, tras una larga disquisición del presidente español, Strauss-Kahn cambió de opinión. El expresidente cuenta que ésta fue la primera de las tres veces en que él creyó verse invitado a pedir rescate.


    Las otras dos ocurrirían más de un año después. La segunda, en concreto, el 4 de agosto de 2011, cuando la prima de riesgo rondaba los 400 puntos y en una conversación telefónica con el presidente del BCE, Jean-Claude Trichet, Zapatero interpretó que éste le estaba sugiriendo que pidiera ayuda a la UE. «Su lenguaje fue bastante críptico y lleno de elipsis», dice el presidente español en sus memorias de la crisis. La tercera sería durante la cumbre del G-20 en Cannes y provendría de Angela Merkel: «Me saludó cordialmente y me planteó, casi sin preámbulos, una propuesta sobre la que no habíamos tenido ningún indicio [...] Merkel me planteó si estaba dispuesto a pedir una línea de ayuda preventiva de 50.000 millones de euros al FMI; añadió que a Italia le correspondería otra por valor de 85.000 millones de euros. Mi respuesta fue directa y clara: no. Le dije que desde agosto [de 2011] habíamos ganado confianza en los mercados, que nuestras entidades financieras ya habían comprometido la recapitalización acordada en el Eurogrupo del 26 de octubre, que el Tesoro español mantenía, aunque a tipos de interés altos, su capacidad de financiación...».7


    Si por algo se caracterizó el período entre los veranos de 2010 y 2011 fue por la incapacidad del Gobierno de alejar para siempre el fantasma de un rescate, incluso con la prima de riesgo estable. A esto contribuyó el hecho de que los test de estrés de la banca europea de julio de 2010 no lograron disipar las dudas sobre el sector ni sobre la política de fusiones de entidades buenas con malas que se alentaba desde el Banco de España. Es cierto que en julio de 2010 el Tesoro logró colocar los casi 16.000 millones que necesitaba para sobrevivir al mes con más vencimientos de deuda de todo el año, lo que supuso una caída de la prima de riesgo de más de 80 puntos. Pero el 10 de agosto, el presidente del Gobierno se sintió confiado y prometió que recuperaría algunas obras públicas canceladas o aplazadas. La reacción de los mercados fue inmediata: la prima pasó de 140 a 162 puntos en pocas horas. Lo mismo ocurrió cuando el 22 de septiembre de 2010 Zapatero proclamó en The Wall Street Journal que «la crisis de la deuda soberana ha pasado ya en España y en la eurozona». La prima reaccionó al alza hasta casi tocar los 200 puntos. En aquellos días Citigroup advertía sobre «el nuevo chispazo de España», pero lo peor fue que la fama de pronosticador del presidente volvió a quedar por los suelos: la crisis de deuda soberana no había hecho más que empezar. En noviembre de 2010, Irlanda pidió rescate. Su situación era grave, presentaba un déficit fiscal del 32 % de su PIB tras nacionalizar la deuda de sus bancos, pero sólo aceptó rendirse a la troika después de varias semanas de asedio de sus socios europeos, que la sometieron a un proceso que varios analistas calificaron de waterboarding, porque recordaba el método de tortura empleado por Estados Unidos con los detenidos en Guantánamo. El acoso se repetiría con Portugal en 2011. La primera ofensiva europea fue en enero contra el Gobierno del socialista José Sócrates. Éste no se negaba a tomar medidas, pero la oposición de izquierda rechazaba sistemáticamente sus planes, lo que le obligó a convocar elecciones anticipadas. Esto no aplacó a los mercados y el 6 de abril, Sócrates, primer ministro en funciones, pidió rescate. En junio la derecha portuguesa encabezada por Pedro Passos Coelho ganó las elecciones.


    A finales de 2010 también comenzó a producirse un giro copernicano en el tema de la deuda soberana. Angela Merkel impuso su criterio de que la banca debía pagar parte de los rescates asumiendo pérdidas o reestructurando las deudas. Era la forma de plasmar su visión de la crisis: los países poco rigurosos, que se amparaban en el buen nombre del euro, deberían pagar más si querían endeudarse y para ello los prestamistas tenían que asumir que quizá no recuperarían todo lo prestado. Era una manera de restablecer un criterio de mercado que Merkel creía que la unión monetaria había enmascarado. Ése fue el famoso compromiso alcanzando con Nicolas Sarkozy en la cumbre de Deauville, celebrada el 18 de octubre de 2010 en esa localidad costera de la Baja Normandía, que dio origen al sobrenombre Merkozy y que el belga Van Rompuy calificaría como «el mayor error de la crisis del euro». «Deauville es el momento en que se pone en cuestión la integridad ontológica de la zona euro, cuando era la única cosa en la que creíamos. Sarkozy y Merkel cometen un error histórico», comentaría Emmanuel Macron, secretario entonces de François Hollande y hoy su ministro de Economía.8


    Zapatero se había enfrentado a Merkel en la cumbre del G-20 en Seúl el 12 de noviembre porque consideraba que anunciar penalizaciones a los tenedores de deuda no hacía más que incrementar la prima de riesgo de las naciones menos solventes. La decisión de Merkel situaba a los países en problemas en la misma posición que aquellos Estados latinoamericanos que al fijar su tipo de cambio con el dólar se endeudaban en una moneda que no controlaban. «No estamos de acuerdo y no será fácil que esto prospere», dijo el presidente español. Su opinión se impuso durante 16 días porque el 28 de noviembre, en otra reunión dominical de ministros de Economía en Bruselas, Alemania aprovechó que se estaban definiendo los detalles del nuevo mecanismo europeo de rescates para hacer valer su criterio.


    Por si a Zapatero se le ocurría continuar protestando por lo sucedido en el Ecofin del fin de semana, la Comisión Europea anunció al día siguiente que España no cumpliría con su objetivo de reducción del déficit. La jornada del martes 30 de noviembre en el Palacio de La Moncloa recordó mucho a lo acontecido en mayo durante el fin de semana de «Pearl Harbor». El Gobierno se sintió acorralado. El enfrentamiento con Alemania alcanzó uno de sus puntos más agudos de toda la crisis. El 1 de diciembre, Salgado culpó veladamente a Merkel de los ataques a la deuda española. Las turbulencias de los mercados llevaron a la prima a los 311 puntos y obligaron al presidente a improvisar otro ajuste —donde anunció el fin de la ayuda de los 426 euros para parados sin prestación, medida que finalmente no prosperó— y a suspender su viaje a la cumbre Iberoamericana en Bolivia. Gran parte del Gobierno se enteró por la prensa del nuevo ajuste. Apenas unas horas antes, el secretario de Estado de Economía, el eficaz y preparado José Manuel Campa, había dicho que España no debía reaccionar a las «turbulencias» y apostar por la credibilidad a largo plazo de sus medidas. Pocos días después, Zapatero utilizó la que hasta ese momento era considerada «el arma atómica», la reforma de las pensiones, una de las medidas que se reputaba de tener mayor impacto entre los inversores extranjeros, y anunció que España retrasaría la edad de jubilación hasta los 67 años, lo cual provocó fuertes disensiones dentro del PSOE.


    En la sucesión de acontecimientos narrados aquí se aprecian dos fenómenos clave de la crisis del euro. Uno es la gran autonomía que fue adquiriendo el Ecofin (siglas del Consejo de Asuntos Económicos y Financieros de la UE, formado por los ministros de Economía y Finanzas de los 28 Estados miembros de la Unión) y particularmente el llamado Eurogrupo, la reunión informal de los ministros de Economía y Hacienda de los países del euro, más el comisario europeo de Asuntos Económicos y Monetarios, el presidente del BCE y desde 2005, fecha en que se creó el puesto, el propio presidente del Eurogrupo. La naturaleza jurídica de este organismo es polémica ya que está definido en distintos instrumentos como órgano informal. Esto afecta a su transparencia y al nivel de control democrático que pueden ejercer los ciudadanos.9 La crítica más habitual es que en el Eurogrupo se cocinan decisiones con grandes repercusiones sociales, cuando puede darse el caso de que ninguno de sus miembros se haya presentado nunca a unas elecciones. Esta crítica es muy habitual entre los euroescépticos británicos y en países como Irlanda, donde existe un movimiento popular contra la falta de legitimidad del Eurogrupo, fruto del enfrentamiento que en 2001 se produjo entre el Ecofin que presidía el entonces comisario europeo Pedro Solbes y el Gobierno irlandés en torno a su presupuesto. Dicho movimiento se reactivó en 2010, pero inexplicablemente nunca ha tenido eco entre los países del sur de Europa. Los Gobiernos europeos, sin embargo, afirman que los ministros, aunque no hayan sido elegidos en las urnas, responden de sus actos ante sus Ejecutivos, los cuales deben rendir cuentas ante sus Parlamentos y electores.


    Lo cierto es que el Eurogrupo se constituye en un cuerpo que decide de forma aislada de la opinión pública, lo que favorece las soluciones tecnocráticas. «El ambiente es muy distinto entre los ministros de Economía y los jefes de Estado y de Gobierno», afirmó el expresidente Rodríguez Zapatero en conversación con el autor. «En esta crisis nunca estuvimos juntos los ministros y los jefes de Estado y de Gobierno. Las decisiones técnicas se sacaban del ámbito de los presidentes. Los alemanes se han opuesto siempre a que nos reuniéramos conjuntamente.» Esto ha tenido un precio, sobre todo en el caso de los países que fueron rescatados (Grecia, Irlanda y Portugal) o cuyo proceso político se vio alterado, como pasó en Italia y en Grecia, donde se produjo un fuerte desajuste entre las medidas económicas y el respaldo político que requerían.


    El segundo elemento que contribuye y refuerza el fenómeno descrito anteriormente es la capacidad de la burocracia europea de establecer su propia agenda y sus propios objetivos. Los funcionarios de la Comisaría de Asuntos Económicos y Monetarios, del BCE, del staff del Parlamento Europeo, incluso de los think tank situados en Bruselas, tienen sus propios intereses y, sobre todo, sus propias apreciaciones de la situación, las cuales vierten en informes que leen los Gobiernos pero que tarde o temprano llegan a los medios de comunicación. Cuando esos medios tienen el prestigio del Financial Times o de las grandes cabeceras europeas, y condicionan la conducta de los inversores, su publicación se convierte además en un hecho político que supedita a los Gobiernos ante la opinión pública.
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    LA REFORMA CONSTITUCIONAL


    


    «¡Me has apuñalado por la espalda!», reprocha Trichet a Sarkozy tras la cumbre de Deauville y el pacto con Merkel para efectuar quitas a los acreedores privados — Zapatero convoca elecciones y decide blindarse ante la prima de riesgo: «Mi principal obsesión era garantizar que el debate democrático se produjera en las mejores condiciones» — La carta de Trichet, una excusa para ayudar — La reforma constitucional del verano de 2011 — Se consolida el sorpasso de la prima italiana — Obama avergüenza a los europeos: «No habéis puesto suficiente dinero sobre la mesa» — Los mercados se imponen a la política en Italia y Grecia.

  


  
    


    Antes del verano de 2011 ya estaba claro que Grecia necesitaría un segundo plan de ayuda financiera. En el consejo europeo de junio de ese año se hizo oficial la quita al sector privado en el caso de futuros rescates. Este punto había provocado duros enfrentamientos. La piedra de toque era la misma de siempre: para Alemania era una condición esencial para que su opinión pública aceptara integrarse en los nuevos mecanismos solidarios. Sarkozy hizo honor al acuerdo de Deauville y apoyó firmemente a Merkel a cambio de que Berlín dejara de insistir en que las sanciones de los infractores del Pacto de Estabilidad fueran automáticas. Zapatero, que se había enfrentado con Alemania por el asunto de las quitas en Seúl, ocupó un discreto segundo plano en el debate. El peso del mismo lo llevó el presidente del BCE, Jean-Claude Trichet, quien creía que imponer quitas al sector privado era un error. Trichet ya había tenido un violento encontronazo con Nicolas Sarkozy en la cumbre del 28 de octubre de 2010 a cuenta del pacto franco-alemán:


    —¡Me has apuñalado por la espalda! —le reprochó Trichet al presidente francés.


    —¡No, lo hice de frente! —repuso Sarkozy, según el testimonio que le dio a su amigo el ensayista Alain Minc.1


    La bronca trascendió a la prensa y en aquella ocasión Merkel tuvo que dar explicaciones ante los periodistas: «El presidente del BCE quiere antes que nada que los mercados miren con tranquilidad a la eurozona. Pero nosotros debemos tener en cuenta a nuestros ciudadanos que tienen la aspiración legítima de que no sea el contribuyente el que corra todos los riesgos sino también que el sector privado asuma los suyos». Su argumento era impecable, pero cuando en junio de 2011 se formalizó «la participación del sector privado en los rescates», como decían eufemísticamente en Bruselas, la prima de riesgo empezó a subir y ya no se detuvo. En la primera quincena de julio la española subió 120 puntos, llegando a 365. Y la italiana se incrementó casi 150 puntos básicos, alcanzando los 330 puntos.


    El 15 de julio la Autoridad Bancaria Europa (EBA, por sus siglas en inglés) anunció el resultado de los nuevos test de estrés a la banca y las dudas reaparecieron: de las ocho entidades que suspendían las pruebas, cinco eran españolas, dos griegas y una austriaca. Necesitaban 2.500 millones de euros de capital, de los que 1.564 correspondían a las españolas. De nada sirvieron los intentos de relativizar el asunto por parte del gobernador del Banco de España, quien argumentó que España había sido el único país que había sometido todas sus entidades a examen. Sus palabras intentaban ocultar la decepción que existía porque el resultado volvía a situar al sistema financiero español en la primera línea de las dudas y porque se comprobó que la pérdida de influencia de España no había permitido convencer a la EBA de que debía aceptar las provisiones genéricas y las obligaciones convertibles como capital de primera calidad, cuestión que parecía razonable.


    La inquietud en los mercados obligó a convocar otra cumbre europea el 21 de julio. Se reprodujo la batalla de las quitas a los tenedores de deuda. Finalmente, los técnicos de la Comisión Europea, junto con los de Alemania y Francia, propusieron que se ampliara el ámbito de actuación del Fondo Europeo de Estabilidad Financiera (FEEF)2 y del Mecanismo Europeo de Estabilidad (MEDE) que le sustituiría a partir de 2013. Este fondo, que estaría dotado con 440.000 millones de euros sólo para rescatar países, tendría tres alternativas de actuación: primero, prestar dinero de forma preventiva a los Gobiernos en dificultades; segundo, prestar a los Estados para que recapitalizaran sus entidades financieras incluso sin estar sujetos a intervención, y tercero, posibilitar la compra de deuda de cualquier país del euro en el mercado secundario en circunstancias excepcionales que serían valoradas por el BCE y los 17 países del euro. A cambio, Alemania y Francia desbloqueaban un plan de ayuda de 159.000 millones para Grecia, en los que 50.000 millones corresponderían a una quita asumida por la banca acreedora.


    Zapatero dijo que el acuerdo devolvería «la credibilidad» y permitiría «aflojar la presión de los inversores sobre España». Pero en privado el presidente admitía que, al permitir que el FEEF y su sucesor el MEDE actuaran en el mercado secundario de deuda a favor de un país determinado, se bloqueaba la opción de que lo hiciera el BCE, tal como había venido ocurriendo de forma limitada y discreta. La gran diferencia es que mientras la compra por el BCE no planteaba condiciones formales, recurrir al FEEF suponía someterse a un programa de ajuste económico con la troika mandando en Madrid, la famosa «condicionalidad macroeconómica». Trichet, que ya se había desgastado mucho en el asunto de la quita a los acreedores privados y que encaraba los últimos meses de su mandato, se sintió aliviado al transferir la responsabilidad de intervenir en el mercado secundario, ya que esto le atraía las insistentes críticas del representante alemán, Jürgen Stark, quien le advertía que la compra de deuda de Gobiernos, aunque no fuera directamente, contravenía los estatutos de la entidad.


    El enfrentamiento entre los líderes europeos, la falta de concreción de cómo se realizaría la quita y las dudas sobre el monto de la ayuda a Grecia deterioraron la confianza de los mercados. La situación se agravó con el enfrentamiento entre demócratas y republicanos en Estados Unidos sobre el famoso precipicio fiscal (fiscal Cliff). La prima de riesgo española se disparó hasta 407 puntos el 4 de agosto.


    El 29 de julio, además, Zapatero había anunciado la convocatoria de elecciones para el 20 de noviembre. «Zapatero se rinde» tituló El Mundo en su portada. «La desconfianza de los mercados, la presión de Rubalcaba y la imposibilidad de presentar unos Presupuestos para 2012 llevaron al presidente a tirar la toalla», decía el diario. El adelanto electoral era previsible. Para precisar qué calendario manejaba el Gobierno, era importante conocer si presentaría los Presupuestos de 2012. Ésta era una tarea suicida porque elaborarlos suponía poner por escrito las intenciones no sólo del presidente, sino del PSOE, lo cual lastraba sus opciones electorales. A comienzos de julio ya estaba claro que Zapatero no iba a presentar los Presupuestos porque los departamentos ministeriales no habían recibido los requerimientos de información para elaborar el anteproyecto, lo cual solía ocurrir entre mayo y junio.


    La convocatoria impuso nuevos límites al Gobierno, ya que Zapatero temía un escenario como el que José Sócrates tenía en Portugal y que le obligó a solicitar el rescate apenas unos días antes de los comicios dejando a su partido sin opción de ganar. «Mi principal obsesión era garantizar que el debate democrático y la confrontación electoral se produjera en las mejores condiciones», dice Zapatero. Es evidente que también tenía que salvaguardar las posibilidades del candidato socialista, Alfredo Pérez Rubalcaba, que le pedía que «pase lo que pase en el mundo», el Gobierno «siga el camino» que se había marcado. Eso significaba desoír las peticiones de ajustes y reformas adicionales que formulaban los empresarios y partidos políticos.


    


    La angustia tocaba máximos. España e Italia estaban al borde del estrangulamiento financiero. El 4 de agosto era clave porque se reunía el consejo del BCE y se esperaba un anuncio de Trichet. Éste dijo que, tras cuatro meses sin realizar compras de deuda en el mercado secundario, volvería a hacerlo. «No me sorprendería que ustedes vieran algo en los mercados antes de que se termine esta conferencia.» Pero los operadores confirmaron que sólo se compraba deuda de Portugal e Irlanda, que ya estaban rescatados, es decir, sometidos a la troika, pero no de España e Italia, que estaban siendo directamente asediadas. Ese mismo día, el Tesoro español, que dirigía con gran eficacia Soledad Núñez, anunció que suspendía la subasta de bonos a cinco años prevista para el 18 de agosto. Sería la única vez en toda la crisis que el Tesoro abortaba una emisión y la mayoría de los expertos consideran que sus responsables acertaron ya que un diferencial de 400 puntos era exagerado. Zapatero confesaría años después lo que le inquietaba aquellos días: «En mi cabeza estaban los diferenciales con los que Grecia, Irlanda y Portugal habían sido rescatados: respectivamente, 595, 521 y 518 puntos».


    Fue en este escenario donde el expresidente afirma que entró en un extraño diálogo con el BCE. Trichet hablaba con el gobernador del Banco de España y Fernández Ordóñez con Moncloa. «Trichet quería ayudar, su declaración del día 4 no había salido bien. [...] Necesitaba algo, un argumento, un compromiso que pudiera esgrimir, una acción, alguna decisión por parte de mi Gobierno para poder intervenir. De él surgió la idea de una carta o de las cartas.»3


    La carta llegó el mismo viernes 5. En ella, Trichet pedía la adopción de «medidas urgentes» para «apuntalar» la recuperación de la credibilidad en los mercados de capitales. Consideraba «esencial» la adopción de tres tipos de medidas: reformas en el mercado laboral, medidas que garanticen la sostenibilidad de las finanzas públicas y reformas en el mercado de bienes y servicios. El Gobierno contestó al día siguiente asegurando que estaban previstos dos consejos de ministros extraordinarios en el mes de agosto para aprobar medidas adicionales. En el párrafo final, Zapatero pedía la intervención del BCE para corregir «las disfunciones que se están produciendo en este momento en los mercados financieros».


    El domingo 7 por la noche el BCE anunció que aplicaría activamente su programa de compra de deuda y, aunque no mencionaba a los países afectados, fuentes del banco indicaron a la prensa que se trataría de bonos españoles e italianos. Desconocedores de la existencia de las cartas, los medios de comunicación atribuyeron a Merkel y Sarkozy todo el mérito de que el BCE se animara a intervenir. De hecho, ese domingo, ambos líderes declararon: «Confiamos en que el BCE contribuirá a determinar si existe riesgo sobre la estabilidad de la zona euro». Trichet contaba así con una doble luz verde: la de los compromisos epistolares de Zapatero y Berlusconi y la autorización verbal de Sarkozy y Merkel. El asunto se zanjó, no sin dramatismo: el alemán Stark presentó su renuncia al sentirse desautorizado por las palabras de Merkel.


    El intercambio epistolar entre Trichet y Zapatero no trascendió, aunque el que mantuvieron en paralelo el presidente del BCE y Berlusconi se conoció a las pocas horas, el lunes 8, cuando el liguista Umberto Bossi, uno de los aliados del Gobierno italiano, admitió que existía una carta que fijaba condiciones para comprar deuda, lo que provocó el estupor del ministro de Economía, Giulio Tremonti, que estaba a su lado y no deseaba referirse al asunto. Todo el mundo presumía que existía una carta similar para Zapatero, pero el Gobierno nunca lo confirmó. La carta de Trichet a Berlusconi se publicaría íntegra en el diario Corriere della Sera el 29 de septiembre. En el BCE se comentaba este episodio para señalar las diferencias entre un Gobierno que mantenía la debida reserva de sus comunicaciones, cuestión que Trichet apreciaba sobremanera, y otro que no.4


    Los temores a una nueva recesión siguieron castigando a las bolsas, pero los mercados de capitales comenzaron a estabilizarse fruto de la intervención del BCE. El viernes 5 se había producido un hecho histórico, el famoso sorpasso por el cual la prima de riesgo italiana, que siempre había estado por debajo, pasó por encima de la española. Era una muestra de la profunda desconfianza de los mercados y de sus socios europeos hacia el Gobierno de Silvio Berlusconi, que había prometido muchos cambios, pero no los había hecho. También era una prueba de que la inestabilidad era sistémica, fruto de la desconfianza en el euro.


    


    Zapatero era consciente de que ya no tenía más cosas que ofrecer en el altar de los mercados y no estaba dispuesto a asumir un ajuste laboral profundo como el que le demandaba Trichet. Así que el mismo domingo 7, mientras se reunía el BCE, le encargó a uno de sus colaboradores, José Miguel Vidal Zapatero, primo suyo que trabajaba como asesor en Moncloa a las órdenes de José Enrique Serrano y que es profesor de Derecho constitucional, que empezara a preparar una propuesta para incorporar la llamada «regla de oro fiscal» al ordenamiento jurídico español. Vidal sabía que eso sólo sería eficaz si se inscribía en la propia Constitución. Le trasladó sus dudas al presidente: el asunto requeriría una reforma constitucional. Y Zapatero contestó: «Pues la vamos a hacer». Acto seguido llamó a Salgado y al constitucionalista Francisco Rubio, y empezó a pedir diversos informes.


    Además de Serrano y Vidal, a los trabajos se sumó Javier Vallés, responsable de la Oficina Económica de Presidencia, y por Economía, el secretario de Estado, José Manuel Campa. El presidente también informó de sus intenciones a Mariano Rajoy y a Alfredo Pérez Rubalcaba. Rajoy aceptó apoyar la reforma prácticamente de inmediato. Rubalcaba se mostró contrario a la medida, pero Zapatero le convenció cuando le dijo que contaba con el apoyo del PP.


    «La decisión de hacer la reforma es mía y no me la impuso nadie», responde Zapatero cuando se le plantean las críticas de la izquierda y de miembros de su propio partido que dicen que la modificación se hizo bajo un diktat franco-alemán. En realidad, la idea de la «regla de oro fiscal» había salido en varias reuniones a instancias de los alemanes, que llevaban muchos años estudiándola y la habían incluido en su Constitución. Ya en la cumbre europea del 4 de febrero de 2011, Zapatero dijo estar dispuesto «a dar más pasos para fortalecer desde el ordenamiento jurídico la estabilidad presupuestaria». En marzo, volvió a hablar de ello cuando prometió a Merkel que limitaría por ley el déficit de las comunidades autónomas. Pero el asunto realmente cogió consistencia durante la crisis de agosto. El lunes 16, Merkel y Sarkozy se reúnen en París y anuncian su apuesta por una mayor integración europea, prácticamente una refundación de la UE. «El statu quo es imposible, la convergencia es la clave», dijo Sarkozy, que había visto cómo la credibilidad de Francia comenzaba a erosionarse. Entre los objetivos propuestos estaba el de que antes del verano de 2012 los 17 países del euro incluyeran en sus constituciones la «regla de oro fiscal».5 En Francia la norma había sido aprobada por la Asamblea y el Senado pero requería la ratificación de las tres quintas partes de ambas cámaras.


    El anuncio formal de la reforma española se produjo en el Congreso el 23 de agosto de 2011. En la sesión para debatir un nuevo plan de medidas de ajuste, Rajoy preguntó dos veces a Zapatero si había recibido una carta del BCE, pero el presidente no contestó ni dio pista alguna sobre la carta. Los periodistas entendieron que Rajoy insinuaba que la reforma constitucional era una contrapartida a las compras de deuda de Trichet. El líder de la oposición recordó que había propuesto una reforma similar por primera vez el 25 de junio de 2010 y que había sido descalificado en 13 ocasiones por Zapatero, la ministra Salgado, Rubalcaba y otros líderes socialistas. La hemeroteca es cruel y Rajoy la empleó con saña aquel día. Recordó que Zapatero había dicho, apenas un año antes, que una reforma constitucional de este tipo «no tiene ni fundamento, ni eficacia, ni capacidad». Por su parte Salgado, en un debate, había dicho que no tenía «ningún sentido» reformar la Constitución para embridar a las comunidades autónomas. Y Rubalcaba le había espetado a Rajoy que se dedicara a proponer «algo útil» y no reformas constitucionales.


    Rajoy y los equipos del PP conocían la «regla de oro fiscal» porque, entre otros, Jürgen Donges, que durante una década fue uno de los famosos «cinco sabios» del Consejo alemán de Expertos Económicos, la había recomendado durante una de sus visitas a los campus de verano que organizaba FAES en la sierra de Madrid. Donges les había dicho que la reforma constitucional era una medida que suponía una señal poderosa con un coste real bajísimo. La regla, además, tal como la habían desarrollado los alemanes, recordaba mucho el espíritu de la derogada ley de estabilidad presupuestaria de Aznar de 2001.


    Pero a quienes peor les sentó descubrir que PSOE y PP estaban casi de acuerdo en impulsar la reforma fue a los nacionalistas y a los partidos de izquierda. Josu Erkoreka, del PNV, se mostró contrario a «petrificar» el equilibrio presupuestario en la Constitución, Duran i Lleida (CiU) dijo compartir «el espíritu» de la reforma, pero poco después fue corregido desde Cataluña por el portavoz de la Generalitat, Francesc Homs, quien señaló que «si lo que desean es cargarse la autonomía financiera de las comunidades autónomas, la respuesta es “no”». Por su parte, Gaspar Llamazares, de IU, dijo que no era aceptable que «un Parlamento moribundo» realizara la reforma y pidió que ésta fuera sometida a referéndum. Sólo Rosa Díez, de UPyD, reclamó una reforma profunda y no sólo coyuntural. Los sindicatos, por su parte, calificaron la iniciativa de «inconveniente».


    La reforma no entusiasmó al PSOE. El Partido Socialista de Cataluña no la consideraba «necesaria» y Patxi López indicó que la limitación del déficit no debía convertirse en un corsé. Otro barón del PSOE, el extremeño Guillermo Fernández Vara, criticó la decisión. La corriente Izquierda Socialista dijo que era «una barbaridad» y hasta el exministro José Borrell señaló que no entendía «el cambio radical» y que si a él le correspondiera votarla, la rechazaría. Eso mismo anunció que haría Antonio Gutiérrez, exdirigente de Comisiones Obreras, reconvertido en diputado socialista. Como la inquietud crecía, Rubalcaba, que era el candidato del partido, manifestó que se hacía cargo personalmente de las negociaciones para atajar la rebelión. En realidad, el 24 de agosto se formó un comité para discutir los detalles donde estaban José Enrique Serrano, del Gabinete de Presidencia, Soraya Sáenz de Santamaría, Cristóbal Montoro y José Luis Ayllón por el PP, y José Antonio Alonso, José María Benegas y Francisco Fernández Marugán por el PSOE. Estos dos últimos fueron incluidos al final a petición de Rubalcaba. «A Rubalcaba no le gustaba la reforma. Lo vio claro desde el primer momento. Sabía que con esa reforma perdería las elecciones. Pero la acató por disciplina y lealtad al Gobierno», recuerda un protagonista de las conversaciones.


    No había mucho que negociar porque Serrano llevó una propuesta bastante acabada. El primer borrador lo elaboró José Miguel Vidal, transcribiendo tal cual la norma alemana en el artículo 135 de la Constitución. «Era un texto muy fiel al alemán y muy duro», afirma un asesor. Vidal conocía algunos trabajos importantes sobre la reforma alemana como el de Antonio Arroyo Gil, profesor de Derecho constitucional en la Universidad Autónoma. Paradójicamente Arroyo Gil hoy es un crítico habitual de la reforma española, pero sus estudios sirvieron de base a la misma. El texto fue modificado por un pequeño grupo de trabajo de Presidencia, en el que estaban Eduardo Roig Molés, profesor de Derecho constitucional de la Universidad de Barcelona, y Andrea Gavela, abogada del Estado e hija del exdirectivo del Grupo Prisa Daniel Gavela. Elena Salgado y José Manuel Campa también intervinieron por parte del Ministerio de Economía. Finalmente salió una versión suavizada de la norma alemana, sobre todo en dos aspectos: la germana es mucho más estricta a la hora de tasar las excepciones a la regla, es decir, las circunstancias en las que una administración puede salirse de la norma, y la española hace referencia no sólo a la sostenibilidad económica, sino también «social», del Estado.


    Las negociaciones se realizaron entre el 24 y 25 de agosto y acabaron a la una y diez de la madrugada del viernes 26, cuando Zapatero y Rajoy dieron el visto bueno al nuevo artículo 135 y al acuerdo político sobre las características de la futura Ley de Estabilidad Presupuestaria que lo acompaña.6 La única fricción se produjo por el empeño del PSOE de que no se estableciera una cifra concreta de déficit en la Constitución. Rubalcaba quería asegurar a los suyos que así se garantizaba un margen de flexibilidad para resguardar las políticas sociales. El PP no hizo cuestión del asunto porque, entre otras cosas, nunca había pedido que figurara una cifra.7 Una segunda rencilla surgió cuando el PSOE quiso que pareciera que el jefe de la negociación era Rubalcaba y no Zapatero. De hecho, se formó un gabinete en la sede de Ferraz dirigido por Rubalcaba y su número dos, Elena Valenciano, donde el equipo de Presidencia del Gobierno que elaboró la reforma fue recibido con hostilidad contenida por un partido profundamente herido. El PP, conocedor de lo que pasaba en las filas socialistas, se limitó a decir que el presidente del Gobierno negociaba con el presidente del PP (Rajoy).


    Todavía faltaba un obstáculo más: el procedimiento de aprobación. Éste sería el de urgencia, sin referéndum, porque así lo permitía la propia Constitución, en lugar del procedimiento reforzado, reservado para materias muy delicadas, que prescribía la consulta popular. Pese a todo, se inició una formidable campaña en favor del referéndum en las redes sociales organizada desde UPyD y los partidos de izquierda que despertó un gran respaldo entre la población.


    


    La reforma fue aprobada el 2 de septiembre de 2011 por 316 votos a favor de diputados del PSOE, PP y UPN. Hubo cinco votos en contra: dos del PSOE (uno de ellos por error), dos de Coalición Canaria y uno de UPyD, y 29 ausentes, de los cuales 17 no votaron y 12 abandonaron el pleno. La reforma salió adelante con sólo nueve votos menos que la propia Constitución de 1978. La sesión fue agitada. La reforma exprés, como se la catalogó entonces, fue rechazada por todos los grupos políticos excepto PSOE, PP y UPN. UPyD dijo que se trataba de una «expropiación de la Constitución y la democracia», mientras que IU afirmó que la reforma era «ilegítima». Daniel Sánchez Llibre, de CiU, dijo que los nacionalistas catalanes se sentían «expulsados del consenso constitucional». Hasta el último momento PSOE y PP intentaron atraer a CiU. Los nacionalistas catalanes habían propuesto una enmienda en la que, junto con el equilibrio presupuestario, la Constitución debía contemplar un límite del 4 % del PIB en las transferencias interregionales, pero ésta no prosperó por una triquiñuela reglamentaria de Gaspar Llamazares, que, al ver que su enmienda a la totalidad era rechazada, forzó que las otras enmiendas parciales siguieran la misma suerte. CiU no dudó en explotar al máximo su marginación del proceso. Artur Mas, desde Cataluña, dijo que éste era «un cambio de rumbo clarísimo» respecto de 1978. «La distancia emocional entre Cataluña y España se va incrementando.» Y añadió con tono victimista: «Se nos excluye, no se nos quiere, pasan de nosotros».


    Una encuesta de Sigma Dos publicada por El Mundo el 5 de septiembre de 2011, pocos días después de la aprobación de la reforma, indicaba que al 68,9 % de los españoles les hubiese gustado votar en referéndum la reforma constitucional. Un 70,6 % hubiera votado que sí, a favor del rigor presupuestario, frente a un 16,2 % que se oponía. Y un 75,3 % declaró estar a favor de que las comunidades autónomas quedaran sometidas a la disciplina fiscal del Estado.


    La reacción europea a la aprobación de la reforma constitucional fue muy positiva. Angela Merkel le dijo a Zapatero que era una decisión muy importante y que se alegraba de que los dos grandes partidos estuvieran detrás de ella. De hecho, en una comparecencia en el Bundestag, señaló que las cosas en Europa estaban cambiando muy rápidamente: «Sarkozy y yo pedimos que los países del euro incluyesen límites a la deuda en sus leyes fundamentales y, quién iba a decirlo, España, poco antes de las elecciones, ha cambiado su Constitución para introducir ese freno a la deuda». «Así es como estamos cambiando los procedimientos europeos», subrayó.


    La reforma, además, consolidó el sorpasso de la prima italiana, que estuvo por delante de la española hasta 2012. Aunque el FMI advertía de manera sombría que «España e Italia necesitarán ayuda externa», la posición transalpina se iba desacreditando cada vez más entre las reformas que no se hacían y el tono cada vez más desafiante de Berlusconi frente a Merkel y los demás socios europeos. Gracias a la reforma constitucional española, la cumbre del G-20 en Cannes del 3 y 4 de noviembre de 2011 fue un paseo para Zapatero. Nadie le molestó más que para repetirle la necesidad del equilibrio presupuestario. En cambio, sobre Berlusconi llovieron chuzos de punta. Y el encuentro de los europeos con Barack Obama fue muy duro. Sarkozy intentó hacer una broma para distender la situación y el presidente norteamericano le respondió distante y gélido: «Habéis hecho progresos, pero son insuficientes. Es necesario eliminar la amenaza que pesa sobre Italia». Obama parecía un profesor tomando examen a unos alumnos mediocres. «Vuestro problema es que no habéis conseguido poner suficiente dinero sobre la mesa para disuadir a los especuladores, contrariamente a lo que nosotros hicimos cuando cayó Lehman Brothers en el 2008.»8 El mensaje era claro: Europa debía crear un fondo de rescate de un billón de dólares para levantar un cortafuego en torno al euro. Sarkozy aprobó la propuesta del estadounidense y dijo que no tenía problema en poner su parte. «Pero Angela tiene un problema...», añadió el francés. La canciller señaló que entendía la propuesta, pero que el Bundesbank se oponía firmemente. «¿Cuándo podrás arreglarlo?», preguntó Obama, y acto seguido los presentes comenzaron a animarla para que telefoneara allí mismo a Jens Weidmann. Entonces Merkel, sometida a una fuerte tensión, se dirigió a Obama y le explicó que había sido su país, Estados Unidos, el que había impuesto a los alemanes vencidos en la Segunda Guerra Mundial una Ley Fundamental para evitar que cayeran nuevamente en el totalitarismo. En esa norma existían contrapoderes muy definidos y uno de ellos era el Bundesbank, un banco central independiente del Gobierno. Nadie podía venir ahora a exigirle que ignorara sus instituciones o que las soslayara. «No entiendo por qué me ponen en una situación insostenible cuando el problema aquí es Italia», subrayó, y amenazó con marcharse de la cumbre. Varios asistentes confirmaron que la canciller acabó la reunión con lágrimas en los ojos.


    Zapatero recordaba que la cumbre fue de una dureza verbal como él no recordaba en ninguna reunión. La Segunda Guerra Mundial no suele ser un tema de discusión entre los líderes europeos. La prima de riesgo italiana llegó a sacar 100 puntos de diferencia a la española los primeros días de noviembre. El día 9, cuando Berlusconi hizo el primer amago de marcharse, la prima estaba en 553 puntos básicos. El líder italiano intentó maniobrar, pero su Ejecutivo cayó definitivamente el día 11 y el presidente Giorgio Napolitano inició consultas para que Mario Monti, el favorito de los socios del euro, formara su Gobierno de tecnócratas. Los italianos no perdieron su democracia ni su soberanía, pero la vieron gravemente condicionada por culpa de la irresponsabilidad de Berlusconi. En el enfrentamiento entre la política y la economía, los intereses económicos habían ganado en Italia.


    Todavía quedaba un país europeo más donde la política y la economía se enfrentarían: Grecia. Papandreu se empeñó en someter las medidas más impopulares que implicaba el segundo rescate de su país a un referéndum y así lo anunció el 31 de octubre de 2011. Había muchas posibilidades de que los griegos lo rechazaran. Era un gesto más de debilidad de un líder que estaba muy cuestionado en todo orden de cosas. Sarkozy decía a todo el que quisiera oírle que el primer ministro griego no estaba bien psicológicamente, que estaba enfermo de depresión.


    La verdad es que si una lección dejaba el drama de Papandreu para un político es que nunca debes hablar mal de tu país y menos en el extranjero. Porque alguien puede tomarse en serio lo que dices y si ese alguien es un periodista del Bild, el diario alemán de mayor circulación, puedes acabar metiendo a tu país en un problema. En marzo de 2012 visitamos a Papandreu en la sede del PASOK, el partido socialista griego, en Atenas, un feo edificio de hormigón en un barrio con mucho comercio. El ex primer ministro, un hombre alto, flemático y de tez clara, no parece griego, porque la verdad es que no lo es. Papandreu desciende de una influyente familia que ha dado dos primeros ministros al país (su padre y su abuelo). Pero él, hijo de Andreas Papandreu y de la periodista estadounidense Margaret Chant, nació en Saint Paul (Minnesota, Estados Unidos) y se crió entre Estados Unidos, Suecia y Canadá hasta que cumplió los 23 años, momento en que su padre volvió del exilio.


    Dos cosas llamaban la atención de su relato de la crisis. Una, que cuatro meses después de haber dejado de ser primer ministro, siguiera repitiendo machaconamente aquello de «¡lo corrupta que es la sociedad griega!». Decía que había 40.000 personas cobrando pensiones fraudulentamente. Que la corrupción en la Sanidad pública no tenía nombre. «Vea usted, los médicos reciben financiación para sus investigaciones o son invitados a viajes de placer por los mismos laboratorios que fabrican los medicamentos que prescriben», contaba. Y las enfermeras se llevaban las jeringuillas y los apósitos a casa. «No se puede cambiar toda una mentalidad en dos años», decía. «Si el recaudador es corrupto, no se saca nada con subir los impuestos.»


    Es difícil describir la genuina desolación de Papandreu cuando explicaba estas cosas. Está claro que Grecia no era el país adecuado para alguien educado en la moral calvinista de Suecia, Canadá o Estados Unidos. Su relato no llamó la atención de los periodistas de países mediterráneos como Italia, Portugal o España, que descartaron por archiconocida la historia de los congresos médicos y del escamoteo de apósitos hospitalarios. Pero entre los corresponsales del norte de Europa, la propia sorpresa de Papandreu les hizo pensar que estaban ante una corrupción excepcional. A continuación, diarios populares como el Bild, el de mayor difusión de Alemania, generalizaron estos casos e inclinaron la opinión pública alemana contra Grecia, dificultando enormemente las cosas para Merkel.


    La segunda cuestión es que Papandreu seguía sin comprender por qué se le reprochaba tanto que planteara un referéndum sobre las reformas. «No entiendo el escándalo», decía, sin darse cuenta de que esa decisión fue vista como una grave irresponsabilidad política. ¿Falló Papandreu en su percepción de la situación? ¿Exageró al valorar la gravedad de la cleptocracia griega? Sus rivales de la conservadora Nueva Democracia (ND), que gobernaban antes de que en octubre de 2009 Papandreu llegara al poder, ya estaban convencidos de que el líder socialista había destruido irremediablemente la credibilidad del país. «En 2009 las previsiones económicas fallaron en toda Europa. Pero Papandreu empeoró las cosas hinchando el déficit fiscal, que pasó del 11 % al 15 %, para culpabilizar al Gobierno anterior», decía Chrysanthos Lazarides, asesor de Antonis Samarás, el líder de ND que ganaría las elecciones de junio de 2012. «Está obsesionado con su deseo de romper el cordón umbilical con la corrupción. Hay una razón psicológica que tiene que ver con el Estado corrupto que creó su padre», añadió Lazarides.


    Sin más disquisiciones psicológicas, la UE desautorizó al líder griego y el 3 de noviembre de 2011 tuvo que tragarse su decisión de realizar un referéndum. Aunque ganó una moción de confianza parlamentaria el 5 de noviembre, Papandreu había perdido toda autoridad y prestigio ante sus socios europeos y finalmente tuvo que abandonar. Ahí también se impusieron los intereses económicos.


    Zapatero llegó al 20-N, el día que había escogido para celebrar las elecciones generales, y respiró aliviado pese a la derrota del PSOE, que perdió 59 de sus 169 diputados y vio como un 15 % del electorado lo abandonaba. No daba importancia a los reproches que recibía del fracaso español en la última cumbre europea a la que había asistido. La banca española no había salido bien parada con las decisiones que allí se tomaron. Pero él estaba tranquilo. No había tenido que repetir el destino de Sócrates en Portugal y podía decir muy ufano: «Mientras estuve al frente del Gobierno, España no fue rescatada ni intervenida ni tuvo que pedir ayuda».
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    ENGAÑAR A LA PRIMA


    


    Rajoy llega al poder — La prima de riesgo le ofrece una tregua, pero al descubrir su cálculo político, pierde credibilidad en los mercados — Montoro sube los impuestos en el orden equivocado — El Gobierno diseña su política destinada a hacer ver que el problema de la prima no es España sino el euro — La pérdida del sillón en el consejo del BCE marca el punto más bajo de la influencia de España en la UE — Montoro mete la pata con Olli Rehn y el desplante de Rajoy disgusta en Bruselas.

  


  
    


    «Espero que su país se haya preparado para volver a la peseta.» De esta manera Gillian Tett, directora de la edición estadounidense del Financial Times y tal vez la periodista económica más influyente del mundo, resumía la situación de España a comienzos de diciembre de 2011 ante María Ramírez, la corresponsal de El Mundo en Nueva York. Cuando se le preguntaba si tenía algún consejo para Mariano Rajoy, que había cosechado una mayoría absoluta de 186 diputados en las urnas el 20 de noviembre, Tett respondía sin titubear: «Puede rezar...». Ésa era la malísima impresión que existía en ese momento en uno de los observatorios mejor informados del planeta sobre el futuro de España y del euro. La periodista creía que existía un 40 % de probabilidades de que el euro se rompiera, aunque creía que «España no será la primera en salir». Antes lo harían, en su opinión, Grecia, Irlanda y Portugal. En el Financial Times no eran los únicos que creían que había una elevada probabilidad de ruptura de la moneda única. Las principales plataformas de comercio de divisas también estaban preparándose para un euro sin Grecia y el operador turístico Tui había cerrado contratos para la siguiente temporada en Grecia que contemplaban la posibilidad de cobrar en dracmas. Para añadir más dramatismo a la situación, Volkswagen también había hecho «un análisis de la discontinuidad del euro» en Portugal.


    Lo cierto es que entre noviembre y diciembre de 2011 los países del euro alcanzaron las cotas más altas de incompetencia política de la breve historia de la moneda única. Todo el mundo sabía que el diseño del euro no era perfecto. Expertos como Robert Mundell, que acuñaron el término Zonas Monetarias Óptimas (ZMO), habían advertido de sus deficiencias. Según Mundell, una ZMO debía cumplir tres condiciones básicas para tener éxito: libertad de movimientos de capital y flexibilidad de precios y salarios, movilidad laboral (sin barreras físicas o culturales) y la posibilidad de efectuar transferencias fiscales para mutualizar determinados riesgos. La moneda única apenas cumplía parcialmente el primero de los requisitos, pero se pensó que con el tiempo los mercados se equipararían. Peor aún, algunas de las condiciones esenciales para el premio Nobel de Economía de 1999 fueron excluidas deliberadamente del tratado fundacional del euro: por imposición de Alemania se prohibieron las transferencias entre miembros como fórmula para afrontar los llamados shock asimétricos. Por último, un cuarto requisito planteado por Mundell —la existencia de ciclos económicos similares—, fue ignorado bajo la misma premisa de que el tiempo alinearía todas las economías del euro.


    Visto desde la situación actual, el proceso de creación del euro fue increíblemente ingenuo y voluntarista. Como ha señalado el profesor de Harvard Peter A. Hall: «Desde el principio, la Unión Monetaria ha estado marcada por la ausencia de un pensamiento realista acerca de la manera en que las estructuras institucionales de la economía política inciden en el crecimiento y la viabilidad de las estrategias para garantizarlo. Cualquier noción de que las economías del sur de Europa puedan prosperar dentro de una unión monetaria emulando las políticas del norte de Europa ha sido siempre una ilusión. Aquéllas carecen de la infraestructura institucional necesaria para desarrollar tales estrategias exitosamente, y adquirir tales instituciones es cuestión de décadas, o quizá de siglos».1 Según Hall, el euro se asienta en un poderoso mito basado en la teoría de las expectativas racionales. La prosperidad, a diferencia de lo que afirmaban los economistas keynesianos, no radicaría en un virtuoso manejo macroeconómico, sino en desarrollar reformas del lado de la oferta para que los mercados funcionen mejor.


    «Ya que la política fiscal activa se consideraba contraproducente —continúa Hall—, no se hizo ningún esfuerzo para proporcionarle a la unión monetaria poderes para coordinar las políticas fiscales de sus miembros en el medio plazo. Se consideró suficiente un Pacto de Estabilidad y Crecimiento que marcó límites a los déficits nacionales y a la deuda. Dado que se estableció que la política monetaria serviría sólo para controlar la inflación y que se haría mejor a través de reglas monetarias, la nueva unión fue dotada con un Banco Central Europeo totalmente independiente del control político, con un mandato definido de que debe ocuparse de la inflación e inhabilitado para comprar directamente deuda soberana. La Unión Monetaria Europea adquirió estas características porque esto fue lo que los Estados miembros, que estaban interesados en la unión tanto por razones políticas como económicas, pudieron acordar; pero las imágenes de la economía que provee la teoría de las expectativas racionales fue decisiva para hacer que este diseño pareciera practicable. Pero cuando un país tras otro, empezando por Alemania y Francia, rompieron las reglas del Pacto de Estabilidad y Crecimiento, se hizo evidente que el emperador iba desnudo. Aunque todas las limitaciones del diseño institucional sólo aparecieron cuando se produjo la crisis del euro.»


    El torpe manejo de la crisis fiscal griega, combinado primero con las dudas y después con el deseo de Alemania de imponer su estrategia económica a los demás socios, condujo a la Unión Europea al momento más crítico de su historia. No sólo dos Gobiernos, el de Berlusconi en Italia y el de Papandreu en Grecia, cayeron por su oposición a acometer el ajuste propugnado por la pareja Merkozy, sino que a cada cumbre en la que se «refundaba» el euro le seguía un período de calma que solía durar apenas uno o dos días, para después volver a una dinámica en la que las primas de riesgo de Italia y España, y a veces la de Francia, se disparaban. Al acoso y derribo al que fueron sometidos los Gobiernos de Irlanda y Portugal para que aceptaran ser rescatados por la troika se sumó el extraño episodio de la rápida rectificación (menos de 48 horas) que se produjo en Eslovaquia cuando una votación de su Parlamento bloqueó la ampliación del Fondo Europeo de Estabilidad Financiera (FEEF) en octubre de 2011. Los indicios de que se estaban tomando atajos respecto de las instituciones elegidas por la soberanía popular en Europa eran muchos y muy preocupantes.


    Éste fue el ambiente en que se celebraron las elecciones generales que ganó el PP de Mariano Rajoy y en el que se produjo «un traspaso de poderes ejemplar», según Soraya Sáenz de Santamaría. ¿Hasta qué punto Rajoy era consciente de la situación? ¿Es posible que el PP estuviera tan engañado que no le quedara más remedio que traicionar sus propias ideas y aplicar el penúltimo día de 2011 un hachazo fiscal cuya dimensión nadie preveía?


    Después de que el PP votara en contra del ajuste de mayo de 2010, Zapatero había iniciado un progresivo acercamiento a Rajoy para mantenerle informado de todos los aspectos de la crisis. El resultado fue que el PP, después del susto que le hizo pasar a Zapatero el 27 de mayo en el Congreso, no le dio más disgustos parlamentarios. Y Rajoy sólo empezó a mostrarse duro con las decisiones de Zapatero a partir del resultado de la cumbre europea del 26 de octubre de 2011, cuando el PP se sumó a las críticas de la banca española, que se consideraba injustamente castigada con las decisiones tomadas en ella.2 Las críticas de Rajoy hacia la política europea se acentuaron cuando el PP insistió en que Zapatero defendiera la posibilidad de que España tuviera el mismo peso que Alemania, Francia e Italia en las decisiones del nuevo mecanismo de rescate que se diseñó en la cumbre del 8 y 9 de diciembre, cosa que el entonces presidente en funciones no consiguió. En esos días previos a su toma de posesión, Rajoy y sus colaboradores más estrechos, Jorge Moragas y Álvaro Nadal, tomaron conciencia en carne propia de lo débil que era la posición europea de España. «España tiene que contar más, somos la quinta economía de la UE y la cuarta del euro», sostenía Nadal.


    Un segundo hecho que el PP no podía ignorar era el desmadre de las cuentas autonómicas. El último día de noviembre de 2011, el Gobierno de María Dolores de Cospedal, secretaria general del PP y presidenta de Castilla-La Mancha, anunció unilateralmente que había pactado con la vicepresidenta Elena Salgado aflorar un déficit del 9,7 % cuando su objetivo era del 1,3 %. Salgado negó al día siguiente de una manera muy poco convincente que existiera tal pacto. La desviación de las cuentas autonómicas que Cospedal había sido la primera en admitir llevaría el déficit del Estado del 6 %previsto al 8,2 % en diciembre.3


    Un tercer elemento era el programa electoral con que el PP había concurrido a las elecciones. El texto, supervisado por Baudilio Tomé, era uno de los menos reformistas de los últimos años y su ambigüedad era tan marcada que permitiría hacer desde una política socialdemócrata a una liberal. Esa ambivalencia ya se había notado en el debate electoral que protagonizaron Rajoy y Rubalcaba el 7 de noviembre de 2011. A muchas personas les extrañó que no se hablara del déficit de la tarifa energética, de que España estuviera sin presupuestos, de los sindicatos y de que no se dieran más detalles concretos sobre las impostergables reformas laboral, financiera y administrativa. Tampoco se habló de política o de corrupción: ni una sola referencia a Bildu, ni al caso Faisán, ni a Campeón ni a Gürtel. Esto último era lógico porque Rajoy estaba convencido de que lo único que preocupaba a los españoles era la economía. «Estuve en Canarias y la gente salía del agua para decirme que sólo me ocupara de la economía», dijo a un grupo de periodistas meses antes de las elecciones. La mayoría, además, le concedía a Rajoy el derecho a no explicar lo que realmente pensaba hacer para no quedar como un severo profesional de los recortes.


    Uno de esos días de noviembre me reuní en el Café Gijón de Madrid con Mariano Guindal y Luis Garicano y analizamos, poniéndole números, la intervención de Rajoy en el debate televisivo: éste dijo que para salir de la crisis hacía falta un plan y que el primer punto del mismo era controlar el gasto público: «No gastar lo que no se tiene», dijo. Pero después fue poniendo líneas rojas que cuestionaban un enunciado tan firme: añadió que «no tocaría» la Sanidad ni la Educación, que descongelaría las pensiones, que no metería dinero público en el sector financiero y que bajaría impuestos a quienes crearan empleos. Pensiones, desempleo, Sanidad y Educación representaban el 65 % del gasto público. Parecía difícil ahorrar sin tocar estas partidas. Por eso, mucha gente pensaba que el 21-N, cuando tuviera los votos en el bolsillo, Rajoy buscaría una excusa para hacer otra cosa, para poner en marcha su verdadero plan, el plan B. Le miraría las tripas al Estado y diría: esto no me lo esperaba, así que no puedo cumplir lo dicho.


    Garicano sostuvo que era muy difícil, viendo lo ocurrido en Grecia e Italia, que Rajoy adujera que «no se lo esperaba». «¿Y si Rajoy dice la verdad?», pregunté. «¿Y si no tiene un plan B?», planteó lúdicamente Guindal. «Pues ése sería el peor de los casos», repuse. El nuevo presidente no le duraría un asalto a unos mercados que se han llevado por delante a muchos políticos empecinados. Nada sería peor que elegir a un líder que no tuviese claro el enorme envite que le esperaba. Rajoy había puesto de manifiesto en el debate con Rubalcaba una gran paradoja: si había dicho la verdad, no se había enterado de la magnitud de la crisis. Y si realmente estaba enterado, no había dicho la verdad. La única esperanza de que arreglara las cosas era que hubiera engañado a los españoles. Era una paradoja parecida a la de Sam Rogers (Kevin Spacey), uno de los ejecutivos de la película Margin Call, que cuando mandaba a sus brókers a vender su compañía para liquidarla les decía: «Vivimos una situación única: ¡nuestro éxito de hoy supone la destrucción de nuestros empleos!».


    


    La situación real era mucho más alarmante, pero no del todo desconocida para el PP. Si Zapatero cumplía su objetivo de déficit y entregaba el país en el 6 %, Rajoy sólo tendría que ahorrar 16.000 millones en 2012 para situar el déficit en el 4,4 % que marcaba el plan de consolidación enviado a Bruselas. Pero el Gobierno de Zapatero no iba a cumplir. Ya el 10 de noviembre la Comisión Europea anunció que el déficit estaba en el 6,6 % y que estimaba una desviación de 21.000 millones entre 2011 y 2012, lo que equivalía a la mitad de la recaudación anual por el IVA. El exministro socialista Jordi Sevilla estimaba que Rajoy iba a tener que recortar 30.000 millones en 2012, lo que suponía que el déficit de 2011 se situaría en el 7,5 %. Para un artículo que publicamos en El Mundo calculamos que el escenario sería mucho peor: el déficit se iría al 8,4 % en 2011 y eso obligaría a Rajoy a plantearse un ajuste de 40.000 millones de euros. El dato estuvo muy cerca de la cifra que el nuevo ministro de Hacienda, Cristóbal Montoro, dijo en diciembre que le habían comunicado sus funcionarios: un 8,2 %.


    Con estos indicios, era incomprensible que el Gobierno de Rajoy tuviera como único plan en la mesa de su primer Consejo de Ministros un hachazo fiscal como el que se anunció el 30 de diciembre de 2011. Se desvirtuaba también la crítica que algunos de los nuevos ministros del PP formularon contra Zapatero de que el calendario electoral escogido no les había dejado más alternativa que una subida de impuestos. Según éstos, al tener margen para celebrar un solo Consejo de Ministros antes de fin de año, no habría quedado más remedio que cargar el grueso del ajuste en la subida de impuestos porque éstos no podían llevarse a 2012 con efecto retroactivo. Por alguna razón, el nuevo Gobierno fue incapaz de generar en el mes que transcurrió entre las elecciones y su constitución un plan de ajuste que fuera más allá de subir los impuestos, además en una secuencia desordenada que empeoró la recesión en la que estaba volviendo a caer el país.


    Una de las decisiones de Rajoy que más comentarios provocó al presentar su Gabinete fue que no designó un vicepresidente económico. Que el puesto había estado en el organigrama quedó de manifiesto cuando se informó de la designación de Soraya Sáenz de Santamaría como «vicepresidenta segunda». ¿Por qué segunda si no había vicepresidente primero? El lapsus bien pudo deberse a los distintos pulsos que se libraron para configurar el Gobierno. Rajoy procedió con su proverbial discreción gallega. El lunes 19 de diciembre llamó a aquellos con los que tenía más confianza y les dijo que iban a estar en el Gabinete, pero no les dijo qué carteras ocuparían. Sólo el miércoles 21 les confirmó los puestos. En esas horas se resolvió el dilema principal: la existencia de una vicepresidencia económica. Se daba por hecho que Montoro y Sáenz de Santamaría, que habían conducido la oposición parlamentaria, apostaban por que hubiera una, además de otra de corte político. Era una potente señal de que el nuevo Gobierno estaría enfocado a combatir la crisis. Rajoy no dudaba de que Montoro debía ser el ministro de Hacienda, pero también quería incorporar a De Guindos, que venía del sector privado. Le parecía enriquecedora la perspectiva que éste podía aportar. Pero si creaba una vicepresidencia para Montoro, el otro ministro económico quedaba en una posición demasiado subordinada. Desde fuera del Gobierno se decía que el nombre del vicepresidente económico marcaría su política: si era De Guindos sería más reformador y si era Montoro sería más recortador. Al final, Rajoy logró que los dos aceptaran pacíficamente ser ministros y anunció que él personalmente encabezaría la Comisión Delegada de Asuntos Económicos, núcleo operativo de la conducción económica, con la ayuda de Álvaro Nadal. Se dijo entonces que esta bicefalia sería motivo de graves conflictos entre De Guindos y Montoro. No ha sido así, aunque hayan existido roces. Pero el que está más cómodo con la situación es Rajoy, que está contento con ambos.


    La literatura económica sobre los procesos de consolidación fiscal suele advertir que los ajustes duraderos y eficaces se basan en la contención del gasto y especialmente del gasto corriente, y no tanto en el aumento de los ingresos.4 El Gobierno de Rajoy era consciente de esto, pese a lo cual su primera medida suponía basar el 50 % del ajuste en ahorros —de los que además una gran parte correspondían a inversión pública cuya supresión de los Presupuestos Generales del Estado frenaría aún más la actividad—, y el 50 % restante en aumentos de impuestos, es decir, en nuevos recursos aportados por los ciudadanos. Esta cifra se iría modificando con el paso del tiempo con la adopción de nuevas disposiciones. El virtuosismo de su ajuste preocupaba al Ejecutivo y de hecho la vicepresidenta Sáenz de Santamaría defendió en septiembre de 2012, durante la presentación del proyecto de las cuentas públicas para el año siguiente, que «en estos Presupuestos hay más ajuste de gasto, un 58 %, que de ingresos, un 42 %. Es decir, se demuestra que se está llevando a cabo una reestructuración administrativa y una disminución del gasto». El ministro Montoro también insistió en el punto, «para deshacer otro planteamiento que corre por ahí, cual especie legendaria sin fundamento, que es que no hay una contención de gasto». Sin embargo, si se sumaba la nueva deuda adquirida por el Estado en el período en cuestión, el peso del ajuste realmente lo llevaba el sector privado, el de hoy vía impuestos, y el del futuro vía deuda pública.


    La primera subida de tributos provocó una gran discrepancia entre el ministro de Hacienda y el de Economía, Luis de Guindos. El primero era partidario de elevar el Impuesto a la Renta porque garantizaba ingresos fiscales desde el primer momento. El segundo estaba a favor de seguir las recomendaciones de la UE y subir el IVA, que en España todavía estaba por debajo de la media de la eurozona. Montoro se opuso a la subida del IVA con el argumento de que era un impuesto regresivo que afectaba más a las personas con menos ingresos, un antiguo argumento de la izquierda que el PP nunca había empleado. De Guindos sostenía que el Impuesto a la Renta iba a dañar mucho más el crecimiento de un país que ya estaba al borde de una segunda recesión, mientras que el IVA era neutral en cuanto a efectos económicos y tarde o temprano tendría que subir por las presiones de Bruselas.


    Al final, la decisión de Montoro acabó demostrándose errónea. No sólo no recaudó lo que esperaba, sino que infligió más castigo a la economía al penalizar el crecimiento, es decir, que dio la razón a las advertencias de De Guindos. Al preferir subir el IRPF en vez del IVA, el Gobierno redistribuyó los costes del ajuste de manera más equitativa en el corto plazo pero también provocó más distorsiones que probablemente hayan anulado esos efectos igualadores en el largo plazo. Por decirlo de manera sencilla, mientras el IVA es un impuesto que sólo distorsiona las decisiones de consumo, el IRPF distorsiona las de consumo y las de percepción de rentas, alterando todos los procesos productivos.5 Más aún, al subir el IRPF seis meses antes que el IVA, se penalizó la subida de este último impuesto porque el consumo ya estaba profundamente tocado por la contracción de las rentas. Ya a finales de 2012 hubo expertos que advirtieron que el Gobierno había fallado en sus previsiones de recaudación y que, pese a la subida del IRPF, ésta sería un 45,2 % menor. Es decir, que en vez de recaudar 5.088 millones sólo se obtendrían 2.786 millones. El efecto neto de la subida del IRPF fue de 816 millones en 2012, muy lejos de lo que inicialmente había previsto recaudar Montoro.6 Hay quienes sostienen que, tras los ajustes de la contabilidad oficial y aplicar los descuentos correspondientes, el impacto neto de la subida apenas superó los 300 millones de euros.


    En ese mes que transcurrió entre la elección de Rajoy y su investidura el 20 de diciembre, mientras el país estaba dirigido por un Gobierno en funciones que además no tenía mucho crédito en Bruselas, Europa fue «refundada» por iniciativa de Angela Merkel y Nicolas Sarkozy. Ocurrió en la cumbre del 8 y 9 de diciembre de 2011, donde Alemania utilizó como zanahoria el nuevo cortafuegos formado por el mecanismo de rescate y como garrote su deseo manifiesto aunque nunca verbalizado de que Grecia y quien no cumpliera con la disciplina fiscal abandonara el euro. En esa reunión se aprobó el Pacto Fiscal que impone techos de déficit y de deuda, y faculta a la Comisión Europea a supervisar los presupuestos e imponer sanciones económicas a los países incumplidores. Éstas serían automáticas a menos que los afectados lograran reunir una mayoría cualificada de países que les permitiera evitarlo, es decir, lo contrario del sistema vigente hasta entonces. Se decidió también que la refundación sería mediante nuevos tratados internacionales suscritos por cada país, tras la oposición del Reino Unido a la reforma del tratado vigente. Los 17 países del euro estuvieron de acuerdo en suscribir el Pacto Fiscal y otros seis países de la UE mostraron su intención de adherirse. Tres países más (Hungría, República Checa y Suecia) prometieron hacerlo una vez que se pronunciaran sus Parlamentos.


    


    Gráfico 1. EVOLUCIÓN DE LA PRIMA DE RIESGO ESPAÑOLA 2009-2014
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    Fuente: Bloomberg y elaboración propia.


    


    El veto británico a una reforma del tratado bloqueó la posibilidad de que se utilizara a las instituciones europeas como árbitros. Frustró, por ejemplo, la propuesta de que el Tribunal de Justicia Europeo verificara si los países miembros incluían en su normativa la «regla de oro» que España había incorporado a su Constitución ese verano.


    El cumplimiento del objetivo de déficit era el principal desafío que los mercados valoraban en ese momento. El Gobierno español consideró que aplicar un recorte como el que demandaba el puro cálculo matemático era inasumible. Más aún, el ajuste añadía un problema adicional con la caída de recaudación fiscal y hacía que cada vez hubiese que recortar más. Una política de shock como la que el FMI hubiera recomendado veinte años antes a un país latinoamericano con desequilibrios fiscales estaba descartada de antemano. Así que había que actuar en todas las direcciones, rebañando un poco en todos los baremos para intentar cumplir el objetivo de déficit marcado desde Bruselas: un 4,4 % del PIB en 2012. Esto suponía subir impuestos, recortar gastos y, obviamente, intentar modificar el parámetro. Pero era una tarea compleja porque para cambiar el objetivo de déficit se necesitaba poder e influencia para convencer a Bruselas y el capital político español había mermado mucho en Europa.


    En esos días se libraba una batalla intensa en torno al puesto que España ocupaba en el consejo del BCE. Los primeros avisos vinieron del Banco de España. El gobernador Fernández Ordóñez advirtió discretamente al Gobierno, en el último trimestre de 2011, que los países «triple A» —aquellos que aún retenían intacto su máximo rating soberano, como Luxemburgo, Holanda o Finlandia— estaban maniobrando en el consejo del BCE para quitarle a España el sitio que debía ocupar José Manuel González-Páramo hasta el 31 de mayo de 2012. Su argumento era que, dado que ya había un presidente italiano y un vicepresidente portugués, designar a un español, cuyo país también estaba al borde del bono basura, sólo traería descrédito a la entidad. Alemania prestó oídos a los conspiradores y dijo que apoyaría la operación si además conseguían que el candidato fuera una mujer.


    Entre el final de la etapa de Zapatero, con una ministra Salgado achicharrada, y el incomprensible interregno de un mes entre la elección y la formación del nuevo Gobierno, el tema del BCE sólo llegó a la mesa de Luis de Guindos a mediados de enero. Había que reaccionar rápido y el ministro decidió promover la candidatura del abogado del Estado Antonio Sáinz de Vicuña. A primera vista el candidato era excelente: Sáinz de Vicuña era director general del servicio jurídico del BCE y estaba en la entidad desde su creación, en 1998. Sin embargo, al poco tiempo se vio que la coalición contra España era muy fuerte. No importó nada que el sillón español que habían ocupado José Domingo Solans (1998-2004) y González-Páramo (2004-2012) fuera el fruto de un pacto de caballeros alcanzado por José María Aznar, Jacques Chirac y Gerhard Schröder cuando se fundó el euro por el cual las cuatro grandes economías (incluida Italia) siempre estarían representadas en el consejo del banco. La pérdida de este puesto marcaría el punto de máxima debilidad española en la UE. De Guindos intentó compensar la derrota situando a Belén Romana como presidenta del Mecanismo Europeo de Estabilidad (MEDE), pero ese nombramiento también se frustraría al solicitar el rescate financiero, ya que en Europa no se veía con buenos ojos que el fondo estuviera presidido por un ciudadano de un país beneficiado con sus recursos.


    De esta pérdida de influencia sin paliativos nace el fuerte deseo de Mariano Rajoy de recuperar todos los puestos europeos posibles en el plazo más breve. El presidente del Gobierno se ha empeñado personalmente en ello y ha buscado el apoyo de Alemania y del Partido Popular Europeo (PPE) para conseguir sus objetivos. España apostó en un primer momento, a finales de 2012, por la candidatura de Luis de Guindos para presidir el Eurogrupo. Pero hubo vacilaciones, porque a algunos les pareció muy prematuro y aún había mucho trabajo doméstico para estabilizar la economía. En enero de 2013 resultó elegido el holandés Jeroen Dijsselbloem, pero se pensó que su mandato sería efímero, sobre todo después de algunas meteduras de pata memorables con motivo del rescate del sistema financiero chipriota. Las cosas cambiaron en 2014, cuando se planteó la renovación de la Comisión Europea y la candidatura de Jean-Claude Juncker. Entonces Rajoy, que al principio apoyaba al francés Michel Barnier para el puesto de Juncker, diseñó un puzle con el que pretendía ocupar varios puestos en el organigrama europeo, situando a dos de sus ministros, De Guindos y Miguel Arias Cañete, en los mejores cargos posibles. En agosto la canciller Merkel había apostado públicamente por la candidatura de De Guindos durante una visita estival a Galicia. «El Gobierno alemán ve bien la propuesta de la candidatura de Luis de Guindos en la presidencia del Eurogrupo», dijo en una declaración pública inhabitual. Sin embargo, ahora es Dijsselbloem el que le ha tomado cariño al puesto de presidente del Eurogrupo y ha dicho en septiembre de 2014 que no lo va a dejar.


    


    Para conseguir modificar el objetivo de déficit se trabajó en varias direcciones y no todas fueron acertadas. Una, la que fue mejor acogida, consistió en convencer a los socios europeos de que la especulación contra el país se debía más a las dudas sobre la integridad del euro que al mal comportamiento de España o Italia. Funcionó porque en gran parte era cierta. Otra fue transmitirles que cumplir el objetivo de déficit previsto era imposible porque dos condiciones habían variado: la economía ya no iba a crecer un 2,3 % como preveía Salgado7 y el déficit de 2011 no se había situado ni siquiera cerca del 6 %. Esto se podía hacer de dos formas: la primera, explicándolo en informes o en voz baja y persuasiva a los funcionarios europeos, y la segunda, dando codazos en público para abrirle espacio al planteamiento español. El primer codazo le tocó darlo a Cristóbal Montoro en una entrevista al Financial Times Deutschland el 20 de enero de 2012: «Deseamos superar la crisis lo antes posible. Pero lo antes posible significa tener espacio para maniobrar». El ministro de Hacienda sabía que pisaba terreno resbaladizo, pero era necesario intentarlo. Además, él no tenía que lidiar con los socios europeos, podía hablar desde España sin tener que soportar el desgaste personal de recibir en directo los reproches en Bruselas que le tocaba aguantar a De Guindos. Pero cualquier intento de romper la disciplina europea sería mal interpretado por los mercados. Por eso, al día siguiente de publicarse la entrevista, la vicepresidenta del Gobierno se encargó de reafirmar «la voluntad y firme determinación» de cumplir con el objetivo de déficit.


    El miércoles 25 de enero, Rajoy anunció que renegociaría el objetivo de déficit debido al cambio de las circunstancias económicas, pero que esperaría a las previsiones de la Comisión Europea sobre España que debían divulgarse en febrero. A esas alturas era evidente que el comisario Olli Rehn tendría que admitir que España estaba entrando en recesión y que eso complicaba la posibilidad de seguir una senda fiscal diseñada con un crecimiento mayor. La misma Comisión Europea se daría cuenta de que había que modificar el trazado. Pero si esto era así, no tenía mucho sentido que el Gobierno se diera prisa en elaborar unos Presupuestos de guerra para ajustarse al 4,4 % de déficit si después se le iba a autorizar uno mayor, más aún con las elecciones en Andalucía a la vuelta de la esquina. Para el Gobierno, sin embargo, era necesario enviar señales que aumentaran su credibilidad y se inició una serie de comparecencias los viernes, después de cada Consejo de Ministros, donde había anuncios importantes. El jueves 2 de febrero, Luis de Guindos informó de su primer decreto con medidas para el saneamiento bancario. También se limitó el sueldo de los ejecutivos de la banca intervenida. El 10 de febrero, la ministra de Empleo, Fátima Báñez, presentó su reforma laboral.


    Pero el 14 de febrero el Gobierno recibió un toque de atención. La jornada comenzó con una información de la agencia Reuters en la que tres fuentes anónimas de la Comisión Europea acusaban al Gobierno español de haber inflado el déficit de 2011 con el fin de conseguir que sus cuentas de 2012 «luzcan mejor». Esto suponía descargarse de compromisos de ajuste y provocar una situación que obligara a la revisión del objetivo para 2012. La filtración se vio complementada por unas declaraciones del comisario Olli Rehn, quien advirtió que la meta del 4,4 % no se relajaría y pidió al Gobierno que se diera prisa en la presentación de los Presupuestos de 2012. El 20 de febrero se supo que Rajoy, junto a otros diez jefes de Gobierno, había suscrito una carta a favor del crecimiento en Europa. La misiva no presentaba problema alguno, excepto por el hecho de que no iba firmada ni por Sarkozy ni por Merkel y eso situaba al presidente español en un lado de la mesa donde abundaban los críticos de la austeridad germana.


    El juego del gato y el ratón entre la Comisión Europea y el Gobierno español a costa de los Presupuestos de 2012 se hizo muy evidente. El 23 de febrero, Mario Draghi declaró que relajar el objetivo de déficit «provocaría una reacción inmediata en el mercado y subiría la prima de riesgo». La intervención del presidente del BCE desequilibraba la balanza a favor de Rehn, aunque poco antes Bruselas había admitido la posibilidad de flexibilizar el objetivo de déficit una vez que España presentara las cuentas para el año en curso. Ese mismo día Bruselas anunció que sus previsiones para España apuntaban a una caída del PIB del 1 %. Era mucho más optimista que el –1,7 % del FMI y el –1,5 % del Banco de España.


    El lunes 27 de febrero, Montoro intentó tender un cortafuego y anunció que el déficit de 2011 se había situado en el 8,51 % según los datos adelantados de ejecución presupuestaria y que eso obligaba a un ajuste de 50.000 millones, el triple de duro que lo previsto originalmente. Se culpó a las comunidades autónomas de la desviación. «Los términos “flexibilizar” y “relajar” están prohibidos», dijo Montoro. «No hay posibilidad de hacer ejercicios de enmascaramiento.»


    Todo cambiaría en el consejo europeo del 2 y 3 de marzo de 2012. La convocatoria era para firmar el tratado sobre el Pacto Fiscal con que se había refundado Europa para recuperar el prestigio perdido en los mercados de capitales. Rajoy y sus asesores llegaron prometiendo reformas más duras si España recibía más margen de cumplimiento con el déficit. Se esgrimió como señuelo una fuerte racionalización del sector público. Sin embargo, al terminar la reunión del Eurogrupo, Rajoy compareció en solitario ante la prensa y anunció unilateralmente que el déficit de 2012 sería del 5,8 % y no del 4,4 % como había prometido Zapatero. Un recorte de 27.000 millones en vez de los 41.000 millones que esperaba Bruselas. «No he consultado a los líderes europeos y a la Comisión se lo contaré en abril. No tengo que hacerlo. Es una decisión soberana de España», dijo. Cuando se le planteó que su mensaje era inoportuno, ya que ese día se firmaba un tratado que pretendía fijar las normas comunes de disciplina presupuestaria, el presidente español dijo que él creía en la austeridad y que no veía «contradicción». Los mismos términos utilizó su principal asesor económico, Álvaro Nadal, a quien se considera padre del anuncio, cuando lo explicó a la prensa. Nadal pensaba que era una decisión soberana de España declarar su objetivo de déficit y creía que hacerlo despejaría dudas, daría credibilidad a la formulación de las cuentas de 2012 y pondría fin al pulso entre Montoro y Rehn.


    El cálculo del Gobierno fue equivocado. El aviso unilateral provocó un gran malestar entre los funcionarios europeos, un malestar que en los días siguientes fue trocándose en desconfianza hacia Rajoy. En la oficina de Olli Rehn, donde no sabían a ciencia cierta qué juego se traían entre manos los españoles, cundía la decepción. Se temían una cadena de promesas de medidas meramente cosméticas y un incumplimiento generalizado. En el BCE la reacción fue similar. En la mente de muchos ciudadanos europeos empezó a cobrar cuerpo la posibilidad de que España acabara siendo rescatada en pocos meses al ser incapaz de adoptar medidas serias a tiempo. La prima de riesgo, que había dado cien días de tregua a Rajoy desde su elección el 20 de noviembre, se disparó.
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    LA RUINA DE BANKIA


    


    Fracasa el primer decreto de saneamiento financiero de De Guindos — Rato y la fallida fusión de Bankia y La Caixa — Guindos entra a saco en el sector bancario, que según el FMI lastra la credibilidad del país — Rato presenta su dimisión tras ser rechazado su plan de saneamiento y Goirigolzarri se hace cargo de Bankia — La dureza de De Guindos fuerza al gobernador Fernández Ordóñez a adelantar su salida del Banco de España.

  


  
    


    «Los bancos y cajas están esperando que yo los case, pero no lo voy a hacer.» Luis de Guindos exhibía esa sonrisa con la que muchas veces oculta su nerviosismo pero que rápidamente se convierte en un gesto serio y reconcentrado. Habían pasado pocas semanas desde la aprobación del llamado «Decreto De Guindos 1» y los banqueros estaban expectantes, esperando que el Gobierno les dijera lo que tenían que hacer y qué banco solvente debía hacerse cargo de qué caja ruinosa. De Guindos recibió en su despacho a un grupo de periodistas de El Mundo para despedirse temporalmente de su etapa como columnista del diario. Su plan de saneamiento bancario sumaba 50.000 millones que se atribuían a pérdidas inmobiliarias: 15.000 millones se podían sanear contra sus fondos propios o con cargo a ampliaciones de capital y 35.000 millones contra resultados, lo que dejó automáticamente en pérdidas a toda la banca en 2012. Se ofrecían ayudas públicas condicionadas a fusiones, una política crediticia generosa y rebajas de sueldos de los directivos. De hecho, el decreto contempló una medida inédita hasta ese momento y fijó el salario máximo de los presidentes de las entidades que recibieran dinero público en 600.000 euros al año. También se suspendía hasta 2015 la retribución variable o bonus. En las entidades intervenidas por el Banco de España, el sueldo del presidente se redujo a un máximo de 300.000 euros.


    El asunto de los salarios de los banqueros era una cuestión hiriente para la sociedad. La crisis financiera de 2008 en Estados Unidos había sugerido que un mal diseño de las remuneraciones podía haber aumentado el apetito por el riesgo de algunos banqueros. Ya en 2009 la Comisión Europea había aprobado dos directivas previniendo sobre estos excesos. Pero el Banco de España, dirigido por Miguel Ángel Fernández Ordóñez, había informado que el cumplimiento había sido «medio o bajo». Por ejemplo, Adolf Todó, presidente de CatalunyaBanc, la entidad resultante de la fusión de Caixa Catalunya, Caixa Tarragona y Caixa Manresa y controlada en un 89,7 % por el estatal Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria (FROB), cobraba 1,55 millones de euros anuales. El caso más visible era Rodrigo Rato, presidente de Bankia, que había cobrado 2,3 millones de euros en 2011 pese a que el año anterior su entidad había recibido ayudas públicas (bajo la forma de un préstamo convertible en capital) por valor de 4.465 millones. Pero si se echaba la vista atrás, las cifras todavía eran más escandalosas. Miguel Blesa, antecesor de Rato en Caja Madrid, había cobrado junto a sus hombres de confianza Juan Astorqui y Ricardo Morado 5,9 millones de euros en 2010 en concepto de indemnización por no continuar en la empresa. Eso ocurrió el mismo año en que los inspectores del Banco de España emitieron un informe que decía que Caja Madrid podía llegar a tener pérdidas de 3.000 millones si la situación económica empeoraba en los dos años siguientes.1 De ahí salió la sugerencia de que la entidad cerrara una fusión urgentemente.


    Los abusos en la caja madrileña fueron de tal envergadura en la etapa de Blesa que, en junio de 2014, un informe interno de Bankia enviado al FROB descubrió que desde 2003 se había establecido una política para altos cargos que consistía en facilitarles una tarjeta de crédito —«black a efectos fiscales», según la expresión del secretario del consejo de Caja Madrid, Enrique de la Torre— para que pagaran sus gastos personales sin dar explicaciones. No se trataba de gastos de representación. Tampoco de un salario en especie, ya que no existían las correspondientes retenciones fiscales. Por tal razón, los responsables de Bankia reclamaron las cantidades gastadas a cuatro directivos, entre los que figuraban Rodrigo Rato; su mano derecha, José Manuel Fernández Norniella; el exdirector general, Matías Amat, y el exdirector general financiero, Ildefonso Sánchez Barcoj, quienes devolvieron 200.000 euros antes del verano de 2014. A los 82 beneficiarios restantes, que sumaban 15 millones en gastos y entre los que se encontraban destacados empresarios, sindicalistas y políticos, cuyas tarjetas habían sido entregadas en la etapa de Caja Madrid previa a la fusión, los nuevos gestores de Bankia no les pudieron exigir legalmente nada pero se entregó la información a la Fiscalía Anticorrupción. Uno de los casos emblemáticos de los abusos cometidos era el del propio Miguel Blesa, inventor de esta prebenda. En enero de 2010, el último mes que tuvo tarjeta tras finalizar su mandato, sus gastos personales se elevaron a 19.000 euros, cifra muy por encima de la media habitual en años anteriores.


    Otro caso escandaloso se produjo en febrero de 2011, cuando Rato estaba empeñado en sacar adelante la fusión que originaría Bankia. Se enteró y tuvo que suspender el pago de un bonus de 25 millones de euros a diez exdirectivos de la entidad de la etapa de Blesa. Algo parecido sucedía en Novagalicia Banco, la fusión de Caixanova y Caja Galicia, donde cuatro antiguos ejecutivos se habían embolsado 29,8 millones de euros.


    El «Decreto De Guindos 1» tenía un triple objetivo: que bajara el precio de los pisos, que fluyera el crédito hacia la economía y que desaparecieran las entidades financieras no viables. El objetivo inmobiliario, sin embargo, parecía prevalecer sobre los demás. El equipo económico del PP en la oposición, formado por Cristóbal Montoro y Álvaro Nadal, estaba obsesionado con la idea de que la banca sostenía artificialmente los precios de los inmuebles para no tener que asumir pérdidas mayores en el balance cuando estos activos bajaran de precio. Nadie sabía qué alcance podía tener inducir ese proceso de ajuste: en febrero de 2012 se calculaba que existían 175.000 millones en activos problemáticos, es decir, créditos morosos y en riesgo de impago concedidos a promotores inmobiliarios y a particulares, y otros 148.000 millones en créditos a inmobiliarias que no habían presentado problemas.


    El primer decreto de Luis de Guindos fracasó, pero no tanto porque sus medidas fueran erradas como porque quedaron obsoletas. Las circunstancias las superaron. De hecho, el primero que dijo que cumpliría con las disposiciones fue Rodrigo Rato, que sacó un comunicado tan sólo minutos después de que De Guindos anunciara sus planes. Rato había criticado en privado la dureza del decreto, pero aseguró públicamente que Bankia cumpliría todos los requisitos y, además, mantendría su autonomía. Por motivos diferentes, el presidente de Bankia y el gobernador del Banco de España, Miguel Ángel Fernández Ordóñez, se convirtieron en los dos principales obstáculos a la voluntad de De Guindos de reformar el sistema financiero español. Ambos personajes convergían en un punto: la creación de Bankia, la entidad a la que en pocas semanas se señalaría como la gran apestada de la economía española.


    


    Cuando el Gobierno de Rajoy se constituyó en diciembre de 2011 se encontró con una gran operación financiera prácticamente lista: la fusión de Bankia con La Caixa. «Rato vino con la fusión con La Caixa cerrada y con el discurso de la unión con Cataluña. El cambio de Gobierno nos pilló con que las cosas ya estaban acordadas», cuenta un alto cargo del Ejecutivo de Mariano Rajoy sin poder disimular que la política de hechos consumados contrariaba a muchas personas. Por lo visto, los contactos entre Rato y Fainé habían comenzado a la vuelta del verano de 2011. Rato informó a Rajoy de la operación el 23 de noviembre de 2011, tres días después de la victoria electoral del PP. Al día siguiente, el que pasó por la sede de la calle Génova de Madrid fue Isidre Fainé, presidente de La Caixa. Rajoy les dijo que si a ellos les parecía buena la operación, él no tenía nada que decir. Fainé quedó encargado de contarle los planes a Artur Mas, presidente de la autonomía catalana, y conseguir su apoyo. El 7 de diciembre los equipos de Rato y Fainé intercambiaron documentos en Madrid en un ambiente de gran sintonía. La idea inicial era que Fainé presidiera el negocio financiero de la entidad fusionada mientras Rato encabezaba el negocio industrial. Ambos ostentarían vicepresidencias cruzadas. Cuando Fainé se jubilara, Rato tomaría el mando. Otra versión indica que Fainé presidiría y Rato permanecería como vicepresidente hasta la retirada del primero. Sin embargo, en torno al 20 de diciembre, Rato cambió de opinión al descubrir que los estatutos de La Caixa hacían muy difícil que se llegara a una fusión equilibrada. Así se lo hizo saber a Fainé y el 20 de enero de 2012 le comunicó a Rajoy que la fusión no se realizaría y que Bankia era capaz de continuar autónomamente.


    Rodrigo Rato Figaredo (Madrid, 1949) es una de las figuras clave de la historia económica de la España moderna y un personaje hoy estigmatizado por errores propios y ajenos que hacen muy difícil que la opinión pública reconozca sus méritos. Heredero de una fortuna industrial asturiana, Rato no acabó sus estudios en Icade pero sí Derecho en la Universidad Complutense. Aterrizaría en la economía con un máster en administración de empresas en Berkeley y se acabó dedicando a ella de manera tan destacada que su alma mater le concedió un doctorado en Economía Política en 2003. Fue un hábil y trabajador diputado de derechas entre 1982 y 2004 y fiel escudero de Aznar como portavoz del Grupo Popular en el Congreso, uno de los puestos más exigentes de la política española. Éste lo designó vicepresidente segundo del Gobierno y ministro de Economía en 1996. Desde este cargo aplicó la política reformista que llevó a la entrada de España en el euro. Su nombre quedó unido al establecimiento de un círculo virtuoso en la economía española basado en reducciones de impuestos, privatizaciones de empresas públicas y limitación del despilfarro. Hay quienes sugieren que el alma auténticamente liberal de ese Gobierno era la de Aznar, ya que Rato tiene un carácter más intervencionista. Muchos todavía recuerdan cómo «la mano invisible de Adam Smith», bajo la forma de una llamada telefónica del vicepresidente Rato, quitaba y colocaba presidentes de empresas públicas y hacía o deshacía fusiones eléctricas y subastas bancarias. Su gestión sólo se vio empañada por el escándalo Gescartera, en 2001, que involucró a varios de sus colaboradores.


    Rato pudo ser el candidato del PP a la Presidencia del Gobierno en lugar de Rajoy, pero Aznar prefirió a éste. A ambos, que habían formado uno de los Gobiernos más conjuntados de la democracia, les distanciaron las solitarias críticas de Rato al alineamiento del expresidente con George Bush en la guerra de Irak así como sus propias dudas personales.2 Reelegido diputado en marzo de 2004, Rato contó con el apoyo del Gobierno en funciones y del nuevo Ejecutivo de Zapatero para ser nombrado director gerente del FMI después de que el alemán Horst Köhler renunciara. El 7 de junio de 2004 asumió la dirección del FMI, pero el 27 de junio de 2007 anunció por sorpresa su dimisión alegando razones personales. Dejó el cargo en noviembre, al cumplirse la mitad de su mandato.


    La renuncia de Rato dejó atónita a la clase política y económica española. El malestar cundió en el Gobierno de Zapatero, que consideraba «un irresponsable» al político popular para el que habían solicitado el apoyo de sus aliados porque «era bueno para España» que uno de sus dirigentes ocupara la jefatura del FMI. La misma sensación embargó a las élites empresariales. Las críticas a Rato, sin embargo, sólo trascendieron tímidamente y no tuvieron mayor eco. Éste volvió a España a finales de 2007 y fichó por el Banco Lazard3 y como consejero internacional del Banco Santander. En enero de 2010, Rajoy apoyó su designación como presidente de Caja Madrid después de que se enconara la batalla por la sustitución de Miguel Blesa. Mientras el alcalde de Madrid, Alberto Ruiz-Gallardón, apoyó la continuidad de Blesa, que había sido nombrado en la entidad por su amistad con el expresidente Aznar, la presidenta de la Comunidad de Madrid, Esperanza Aguirre, apoyaba su reemplazo por Ignacio González, su «número dos» en el Gobierno regional.


    Rato dirigió la fusión de siete cajas —Caja Madrid, Bancaja, Caja de Canarias, Caja Segovia, Caja de Ávila, Caixa Laietana y Caja Rioja— que formaron el Banco Financiero y de Ahorros (BFA), propietario de Bankia. La operación, que se presentó públicamente en junio de 2010, contó con la bendición de las autoridades del Ministerio de Economía y del Banco de España, pero estuvo fuertemente condicionada por intereses regionales, especialmente de los líderes del PP en Galicia y la Comunidad Valenciana. Todos los partidos surgidos en la Transición tenían responsabilidades en la gestión de las cajas. Por eso no fue raro que, en julio de 2009, el PP apoyara con sus votos la creación del FROB,4 herramienta esencial para reestructurar el sistema de cajas, o que Zapatero y Rajoy acordaran en mayo de 2010 las líneas generales que ambos partidos respetarían en el proceso de fusiones y reconocieran sus áreas de responsabilidad e influencia. Ambos no fueron capaces de alcanzar un pacto de Estado para rescatar a la economía española de la crisis, pero sí para solucionar de la forma que mejor convenía a los intereses de sus partidos el fiasco en que se habían convertido las cajas.


    Así fue como Rodrigo Rato, que no había sido nunca banquero pero sí político, quedó al frente de la mayor y más compleja integración financiera que se ha dado en España y en la que se pretendía convertir unas cajas de ahorro gestionadas por políticos en bancos de verdad. El 20 de julio de 2011 sacó Bankia a bolsa con las bendiciones del Gobierno de Zapatero, el Banco de España y la CNMV. Pero no se libró de tener roces con el Banco de España. Rato no quería al Banco de Valencia en la fusión. Era una entidad que pertenecía al grupo de Bancaja y se negó a cubrir sus necesidades de capital después de hallar una serie de irregularidades. No paró hasta conseguir que el expresidente de Bancaja, José Luis Olivas, también militante del PP, abandonara la vicepresidencia de Bankia. Aunque los rumores sobre los problemas del Banco de Valencia habían circulado desde antes del verano de 2011, su abandono en la cuneta del Banco de España sólo trascendió a comienzos de noviembre. No existían precedentes de que en una operación de fusión se renunciara a uno de los activos que ya había sido incorporado, pero Fernández Ordóñez no se atrevió a protestar e intervino la entidad el día después de las elecciones generales, el 21-N.


    La peripecia del Banco de Valencia es uno de los episodios más extraños de la reestructuración bancaria. La desvinculación de la entidad del BFA provocó un toque de atención inmediato de la Comisión Europea, que pidió explicaciones sobre lo ocurrido en noviembre de 2011. El Banco de España sólo contestó al cabo de un año, gracias a un resquicio burocrático que establece que en casos de urgencia puede informarse más tarde ya que se generan situaciones provisionales donde no consta toda la información. Una vez cumplido el requerimiento, Bruselas indicó al Banco de España que la liquidación de la entidad era la mejor opción, cosa que finalmente no se hizo porque ya estaba en marcha su adjudicación a Caixabank bajo un esquema de protección de activos.5 Previamente el FROB había inyectado 4.500 millones en el Banco de Valencia, lo que situó su capital regulatorio en un 21 %, el doble que cualquiera de sus competidores. Para Caixabank fue un negocio redondo.


    En aquellos días Rato también veía con optimismo una eventual fusión con La Caixa. Pero era consciente de que había nubarrones en el horizonte. La estructura y dotación del capital de Bankia era débil. Y Fernández Ordóñez le insistía una y otra vez en que debía situar al frente de la entidad a un banquero con prestigio. El Banco de España tenía un candidato: José Ignacio Goirigolzarri, exconsejero delegado del BBVA, que había renunciado en octubre de 2009 tras darse cuenta de que el acceso a la presidencia del banco estaba bloqueado porque Francisco González, que ese año cumplía los 65 años, quería permanecer en el cargo. Pero Rato había sondeado a Goirigolzarri por primera vez en 2011 y éste no estuvo dispuesto a escuchar ofertas porque tenía un pacto de no concurrencia con el BBVA.


    La situación del presidente de Bankia presentaba también debilidades y si el gobernador del Banco de España lo quería, Rato podía pasarlo mal. Pero a su favor estaba la expectativa de llegar a un acuerdo con Fainé. Más aún, uno de sus subordinados en los tiempos de gloria con Aznar, uno de sus exsecretarios de Estado de Economía, iba a ser el responsable de la reforma financiera de Rajoy: Luis de Guindos Jurado (Madrid, 1960).


    


    Curiosamente, Miguel Ángel Fernández Ordóñez (Madrid, 1945) también fue jefe de Luis de Guindos. Cuando Ordóñez fue designado secretario de Estado de Economía de Felipe González (1982-1986) incorporó a su departamento a varios jóvenes técnicos comerciales del Estado y uno de ellos era De Guindos. Sin embargo, el gobernador del Banco de España era visto como un adversario por el PP. Primero porque era militante socialista y segundo porque su amigo Pedro Solbes lo había impuesto en el cargo en julio de 2006 sin intentar alcanzar un consenso con los populares. Ese conflicto marcaría su relación durante todo su mandato con el principal partido de la oposición, que siempre lo consideró más un militante socialista que un alto funcionario. La principal crítica del PP era que Ordóñez carecía de conocimientos financieros y de rigor a la hora de tratar al sector financiero. Esto alentaba la sospecha de que el gobernador apoyaba sistemáticamente las intenciones del Ejecutivo. Si el Gobierno presumía de que el sistema financiero español era uno de los más solventes del mundo era porque Ordóñez se ocupaba de que no saltaran los escándalos, creían los populares.


    Uno de los momentos críticos se vivió con la intervención de Caja Castilla-La Mancha (CCM) el 28 de marzo de 2009. La entidad era el compendio de muchos de los vicios que asolaban al sector: había adquirido un enorme riesgo inmobiliario no sólo en su propia comunidad autónoma sino también al intentar expandirse a las regiones vecinas, y actuaba prácticamente como un banco público regional, financiando empresas que obtenían crédito a través de sus conexiones con el poder, como han demostrado los estudios del profesor Manuel Illueca de la Universidad Jaime I de Castellón.6 Por último, su gestión estaba en manos, desde su fundación en 1999, de un político, el socialista Juan Pedro Hernández Moltó. Éste no era un político cualquiera, sino el diputado que había humillado, afeándole su deslealtad, al exgobernador del Banco de España Mariano Rubio, implicado en el caso Ibercorp. Todo el mundo recordaba su «míreme a la cara, de frente», que le había soltado Moltó en la comisión de investigación.


    La intervención de CCM hizo que el PP tomara contacto con los enlaces sindicales de los inspectores del Banco de España, los cuales comenzaron a facilitar información a sus diputados. Ordóñez no le daba importancia a estos contactos porque pensaba que eran una consecuencia del conflicto interno que existía en el Banco de España con el cuerpo de inspectores.


    


    Éstos venían reclamando desde hacía muchos años que su estatus se igualara al de los inspectores de Hacienda, lo que suponía que un expediente abierto por un solo inspector quedaba «blindado» ante la posible intervención de un superior, pero también ante cualquier otra opinión discrepante. Esa pretensión había estado en el origen de las cartas que la Asociación de Inspectores del Banco de España envió a Pedro Solbes en abril de 2005 y mayo de 2006. La primera informaba concretamente de una amenaza de huelga ante «la difícil situación que se ha gestado en el seno de la Supervisión». La segunda, en cambio, tenía un carácter más amplio y en ella advertían del «nivel de riesgo acumulado en el sistema financiero español como consecuencia de la anómala evolución del mercado inmobiliario». La carta, que criticaba con dureza la actitud «complaciente» ante la burbuja de crédito del gobernador Jaime Caruana, nombrado por el Gobierno de Aznar, también atacaba la «relajación generalizada» de las entidades a la hora de conceder créditos, la creciente dependencia de la financiación externa y advertía de las dificultades que se cernían sobre las familias que se estaban endeudando. En su carta, los inspectores informaban a Solbes de que iban a elaborar un comunicado a la opinión pública con estas ideas porque «permanecer callados [...] nos haría partícipes de sus análisis y de sus errores». Dicho comunicado nunca se difundió. Las cartas de los inspectores salieron a la luz en febrero de 2011, cinco años después de ser elaboradas, cuando el periodista Carlos Segovia las publicó en El Mundo en febrero de 2011. No se sabe qué hizo cambiar de opinión a los inspectores sobre unos hechos que en 2006 les parecían tan graves. Lo que es evidente es que Solbes y Fernández Ordóñez, sucesor de Caruana en el Banco de España, interpretaron sus quejas no como una alerta de los desequilibrios macroeconómicos —que ya conocían— sino como un episodio dentro de una batalla corporativa. Y el hecho de que éstos no hicieran realidad su amenaza les reafirmó en ello.


    Fernández Ordóñez libraba varias batallas simultáneamente. Una era la de las cajas de ahorros, entidades financieras que, al no tener propietarios concretos, se habían convertido en organizaciones poco transparentes e ineficientes. La gran mayoría, además, eran demasiado pequeñas para afrontar las normas internacionales de capitalización y su gestión no era profesional. Peor aún, el Tribunal Constitucional, en sus sentencias 48 y 49 del 22 de marzo de 1988 en las que anuló e interpretó varios artículos de la Ley de Órganos Rectores de las Cajas de Ahorros (LORCA) de 1985, había dejado las cajas en manos de los políticos locales que podían hacer y deshacer con ellas y con su obra social. En este campo el gobernador era jacobino, pensaba que el Banco de España había perdido atribuciones a costa de las comunidades autónomas y eso le irritaba sobremanera. El segundo campo de batalla era la tendencia del Gobierno de Zapatero a dejarse atrapar por el inmovilismo de los sindicatos, es decir, la falta de reformas, sobre todo en el mercado laboral. Y el tercero era la burbuja de crédito en la que estaba instalada España, cuyo diagnóstico conocía, pero para la cual —al igual que Solbes— no tenía solución ni tampoco estaba dispuesto a encabezar la partida de exploradores que debía encontrarla.


    Su política respecto al saneamiento del sector financiero fue extremadamente conservadora. Se basaba en una antigua tradición del Banco de España que consistía en casar las entidades en dificultades con otras rentables. «Una fusión nunca crea un problema», declararía después Fernández Ordóñez. «Una fusión es una oportunidad de resolver problemas. La integración es una oportunidad de ganar, con reducción de costes, de mejorar cambiando la gestión, una oportunidad que luego puede perderse si no se hace bien, pero que el Banco de España está obligado a promover.»7 El problema es que casi todas las 47 cajas de ahorro españolas, con la excepción de La Caixa, Unicaja, las cajas vascas y alguna otra, tenían tal nivel de exposición al riesgo inmobiliario que cuando comenzaron los problemas de liquidez de la economía mundial en 2007, se vieron en graves dificultades. Un problema innato de las cajas era que, al no tener propietarios, no podían reforzar su capital pidiéndoselo a los accionistas. Se idearon todo tipo de estratagemas para superar el problema —cuotas participativas, obligaciones preferentes, etc.—, pero ninguna fue eficaz. La otra alternativa era regar con dinero público a las cajas y nacionalizarlas. El Gobierno irlandés acometió una solución así y el país perdió el acceso a los mercados de capitales y acabó rescatado por sus socios europeos. A partir de 2009, cuando el déficit español llegó al 11,1 %, esa vía no podía contemplarse sin someter al país a un rescate. Así que Fernández Ordóñez no podía depurar a fondo el sistema financiero sin estigmatizar a todas las entidades españolas —entre ellas Banco Santander y BBVA, dos de las más grandes del mundo— y abocar al Gobierno a una decisión suicida como era la de multiplicar el déficit y acabar como Irlanda.


    El gobernador se sintió extremadamente constreñido por los acuerdos entre PP y PSOE tanto en torno al FROB como a las cajas de ahorro, cosa que no hubiera ocurrido a la mayoría de sus antecesores. Hubo una época en la que el Banco de España moldeaba la economía del país. Dirigía la política monetaria y la supervisión del sistema financiero. Desde Cibeles se manejaba el crédito, se controlaba la inflación y el crecimiento. También se alentaban fusiones, se castigaba y se corregía. La falta de transparencia, además, era su aliada. Los gobernadores no sólo eran grandes economistas sino personajes de mucho relieve intelectual: Mariano Navarro Rubio, Luis Ángel Rojo, José Ramón Álvarez Rendueles, Luis Coronel de Palma. Incluso a Mariano Rubio Jiménez, cuyo nombre quedó escarnecido por el escándalo Ibercorp, hay que reconocerle su fuste. Pero la era de los grandes gobernadores se acabó en 2000, cuando la política monetaria pasó al BCE. Entonces, el vicepresidente Rodrigo Rato pensó que los futuros gobernadores ya no tenían que ser líderes sino que bastaba con que fueran eficaces secretarios y nombró a Jaime Caruana, un gran profesional y un correcto funcionario. Zapatero y Solbes fueron más allá en 2006 cuando designaron a Ordóñez, que ya ni siquiera contaba con el apoyo de la oposición. Éste se quejaba, en privado, de que el pacto político interfería en sus planteamientos. Citaba el caso de Galicia, donde Alberto Núñez Feijóo logró desbaratar los deseos del Banco de España de sumar una de sus cajas a la fusión con Caja Madrid. El líder gallego se resistió hasta el final y consiguió que las dos cajas de su territorio se fusionaran entre ellas, lo que vulneraba la idea de que había que minimizar la tentación de que los políticos las convirtieran en bancos públicos autonómicos. El gobernador se vio incapaz de imponer su criterio al de un líder regional.


    Sin duda Fernández Ordóñez podía haber hecho más. Una dura advertencia suya sobre los salarios de los ejecutivos de las cajas habría dejado en evidencia la «fiesta» que se organizó en sitios como las cajas gallegas, Caja Madrid, Caixa Catalunya o la Caja de Ahorros del Mediterráneo. A esta última, Ordóñez la calificó como «lo peor de lo peor» en octubre de 2011. Pero a esas alturas su admonición sirvió de poco. El daño ya estaba hecho. En cambio, se empeñó en romper el «eje de Rodiezmo», forjado entre Zapatero y los sindicatos, insistiendo en reformas que frenaran los costes laborales, que, pese al estallido de la crisis financiera, siguieron subiendo en España. Eso sólo le granjeó insultos e impopularidad, porque la opinión pública sentía que se metía en asuntos que no le correspondían.


    Mucho antes del 7 de mayo de 2012, Rodrigo Rato sabía que esa jornada iba a haber mucho jaleo en su despacho. Pese a ello se reservó el mediodía para comer con su hija, que esa tarde se graduaba en el Centro Universitario de Estudios Financieros (CUNEF). Estaba en el aire la decisión definitiva de si a las 13.00 horas se anunciaba o no el plan de saneamiento de Bankia que su equipo llevaba varios días diseñando y que se calificaba de «excepcionalmente riguroso». Al final, lo que salió del departamento de Comunicación fue el anuncio de su dimisión, que esa misma mañana le había confiado telefónicamente a De Guindos. La caída de Rato y su sustitución por José Ignacio Goirigolzarri sería el hito más dramático de la reforma financiera desde el punto de vista humano, ya que suponía el descabalgamiento de una de las figuras más respetadas por el PP precisamente por parte del Gobierno de sus correligionarios.


    


    Gráfico 2. LA REESTRUCTURACIÓN DE LA BANCA ESPAÑOLA
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    Fuente: Expansión, CECA y Banco de España.


    


    Los hechos que dieron lugar a la tormenta perfecta que se llevó por delante la Bankia de Rato y provocaron el rescate financiero de España cuajaron entre marzo y abril de 2012. La prima de riesgo, que marcó 464 puntos básicos al día siguiente de la elección de Rajoy, bajó hasta 334 puntos el día de su investidura (21 de diciembre) y el 1 de marzo marcó 301 puntos, la cifra más baja alcanzada durante el Gobierno del PP hasta entonces. Desde ese momento no pararía de subir. El efecto del sorpasso conseguido en agosto de 2011 se diluyó y la prima española volvió a situarse por encima de la italiana, no sin que el nuevo jefe de Gobierno transalpino, Mario Monti, jugara sucio sugiriendo en público varias veces que España daba «motivos de gran preocupación en Europa». El 12 de marzo Bruselas respondió al desplante de Rajoy, que se había autoconferido un objetivo de déficit del 5,8 %, y lo fijó en el 5,3 %, lo cual suponía un recorte adicional de 5.000 millones. Para subrayar que la actitud del presidente español no les había gustado nada, Jean-Claude Juncker, presidente del Eurogrupo, dijo, rotundo: «La cifra del 5,8 % está muerta». Aquel día Juncker, bromeando, cogió por el cuello a De Guindos y la foto apareció en todos los periódicos. El 25 de marzo, además, se dilucidó el destino de Andalucía, que según la mayoría de los observadores había provocado el retraso de los presupuestos y que también había molestado a la Comisión Europea. El PP ganó por primera vez las elecciones andaluzas, pero no consiguió evitar un Gobierno de coalición del PSOE con IU, y la pregunta que los analistas se hicieron de inmediato es si había valido la pena perder tanta credibilidad en el exterior a cambio de tan magra cosecha.


    Bankia se había convertido en el principal dolor de cabeza de Luis de Guindos en materia bancaria. La posible fusión con Caixabank, que finalmente había seducido a Rajoy y De Guindos como solución óptima, había decaído por el desinterés de Rato, que había comprobado que las estructuras de Gobierno de ambas entidades eran incompatibles y sólo desembocarían en una «carnicería» donde los ejecutivos de Bankia llevaban las de perder. Cualquier posibilidad quedó enterrada el 26 de marzo cuando Fainé anunció la compra de Banca Cívica (la integración de Caja Navarra, Caja Canarias, Caja de Burgos y Caja Sol) por 977 millones.


    El crédito de Bankia había sido degradado por la agencia Moody’s a comienzos de febrero y lo había dejado al borde del bono basura. Según la firma de calificación, la entidad tenía que hacer frente a vencimientos de 20.000 millones en el curso de 2012 y «tenía una baja capacidad de absorción de riesgos». Bankia se defendía asegurando que la rebaja de sus calificaciones era consecuencia de la bajada del rating soberano de España y no de una situación especialmente mala del banco. El argumento sorprendió en el Ministerio de Economía, donde se consideró imprudente y hasta agresivo.


    En abril comenzó un duro castigo a los bancos españoles, penalizados por operaciones bajistas que habían estado suspendidas desde el 11 de agosto de 2011 pero que la CNMV había vuelto a autorizar el 16 de febrero. Sin embargo, la cotización de Bankia no sufrió de una manera singular. Cuando el juez Fernando Andreu tomó testimonio a Ángel Benito, director general de la CNMV, sobre este asunto, éste señaló que la acción de la entidad no había recibido un castigo particular entre julio de 2011 y abril de 2012. Los retrocesos en ese período habían sido del 31 % para Bankia, del 31 % para el sector financiero, del 44 % para Banesto, del 37 % para Caixabank, del 33 % para el Santander y del 30 % para BBVA. Pero en todos los foros se hablaba abiertamente de que España tendría que ser intervenida o rescatada. El 11 de abril, Rajoy negó que el país se hallara en situación de pedir rescate: «Éste no es el caso ni va a ser el caso de España en el futuro, y quiero dejar eso meridianamente claro». Y De Guindos declaraba: «España no va a necesitar ser rescatada porque no se le han cortado sus fuentes de financiación como a Grecia, Portugal o Irlanda». El único dato que ofrecía tranquilidad a comienzos de abril de 2012 era que el Tesoro había emitido casi el 40 % de las necesidades financieras aprovechando la bajada de la prima de riesgo. Italia, en cambio, sólo había sacado al mercado el 28 %


    El 17 de abril, el Banco de España aprobó los planes de las entidades financieras para cumplir con los requerimientos fijados por el «Decreto De Guindos 1» lo que suponía destinar 29.077 millones a provisiones y 15.573 a capital. En ese momento, 90 entidades ya cumplían los requisitos y otras 45 tenían planes, que el supervisor consideraba realistas, para cumplir las exigencias. Pero esto no tranquilizó a los mercados. El 26 de abril, Standard & Poor’s rebajó en dos escalones la calificación de España y la situó en perspectiva negativa. Myriam Fernández de Heredia, la analista principal de Standard & Poor’s para España, expuso claramente cuál era el consenso de sus compañeros: las cifras declaradas se quedaban cortas, por lo que estaba claro que la banca tendría que recurrir a ayudas públicas, y si el Estado español tenía que poner el dinero eso suponía un descalabro mayor de las cuentas del Reino.


    Al miedo bursátil se sumó un descrédito más profundo que se expresaba en el repliegue masivo de los compradores de deuda española y en una verdadera fuga de capitales del país sin precedentes. La desinversión en deuda desde diciembre a abril sumaba más de 60.000 millones. La deuda en manos de los no residentes cayó del 50,4 % al 37,5 %. Los depósitos de residentes se contrajeron de media en 11.000 millones de euros al mes. Su caída se aceleró en el mes de abril con una reducción de 36.000 millones.


    La medida más expresiva de la desconfianza en el sistema financiero español la ofrecían las estimaciones que hacían los analistas sobre las necesidades de capital de las entidades financieras a pesar de las medidas del «Decreto De Guindos 1».


    


    Tabla 1. ESTIMACIONES SOBRE LAS NECESIDADES ADICIONALES DE CAPITAL DESPUÉS DEL DECRETO DE GUINDOS 1


    


    [image: ]


    


    Fuente: Elaboración propia con datos aportados por el Ministerio de Economía al juez Fernando Andreu.


    


    El primer intento de Luis de Guindos por reformar el sector financiero había fracasado. Tanto el ministro como sus colaboradores más cercanos se daban cuenta de ello a medida que tomaban contacto con el sector y empezaban a conocer lo que había en sus tripas. Desde febrero también habían ido adquiriendo conciencia de que el gran problema era Bankia. En marzo, un informe oficial advirtió por primera vez al FROB que el nuevo deterioro de la situación económica —España había vuelto a caer en una recesión— planteaba dudas sobre el cumplimiento del plan financiero de Bankia.8 La posibilidad de que no pudiera devolver las ayudas públicas y de que, por el contrario, requiriese nuevas inyecciones de capital del Estado comenzó a materializarse. Pero esto representaba para De Guindos un gran problema, no sólo porque tuviera una disposición psicológica especial hacia su exjefe, sino porque al tratarse de un personaje tan relevante del PP, cualquier ayuda pública iba a ser interpretada en clave partidista. Por el contrario, si la solución pasaba por apartar a Rato de Bankia había que consultarlo con Rajoy. Un segundo aspecto era la necesidad de constituir un «banco malo»: se podía reforzar el capital de los bancos hasta el infinito, pero si no se saneaban definitivamente los efectos del pinchazo de la burbuja inmobiliaria, retirando los activos tóxicos de sus bodegas, la desconfianza prevalecería. El problema es que el «banco malo» tenía una gran cantidad de adversarios en el propio Gobierno —tanto Rajoy como De Guindos habían dicho en la campaña electoral que no se usaría dinero público para rescatar a la banca— y a Montoro y al PP no les gustaba la idea. Más aún, conspicuos banqueros como Emilio Botín se habían opuesto a su creación desde los tiempos de Zapatero. El BBVA, Popular y Bankinter también se mostraban recelosos. Y en tercer lugar, todo esto suponía una cantidad ingente de dinero —al menos 50.000 millones sin contar el coste del «banco malo»— que no se podía conseguir vía déficit y que tal como estaban los mercados era difícil de obtener a un precio razonable.


    A las sospechas que había en los mercados se sumó el 25 de abril el FMI, que divulgó un avance del resultado de su Programa de Evaluación del Sector Financiero (FSAP, en inglés), una medida inusual, ya que su prepublicación estaba prevista para el 8 de junio. En él se señalaba como «vulnerables» a dos bancos que habían recibido ayudas públicas.9 Tal nivel de individualización de las entidades era impropio en un informe del organismo internacional. «Con el fin de preservar la estabilidad financiera, es esencial que estos bancos, y en particular el de mayor tamaño, tomen medidas rápidas y decisivas para fortalecer sus balances y mejorar su gestión y su Gobierno corporativo», continuaba el documento. La entidad de mayor tamaño señalada era Bankia, pero sus responsables dijeron que no se sentían aludidos. Ante la insistencia de la prensa indicaron que creían que esos temores habían quedado subsanados con la aprobación por el Banco de España de su plan de saneamiento el 17 de abril. Pero lo importante es que esa nota estableció como verdad que los bancos débiles estaban penalizando a los buenos y sentenció el balance, los gestores y los criterios de Gobierno de Bankia.


    Lo que se desconocía es que al aprobar el plan del 17 de abril el Banco de España había pedido un programa de saneamiento más agresivo que se denominaría Plan de Desinversión, Saneamiento y Mejora del Margen. «Nos estábamos quedando sin nombres», reconocería Rato ante el juez Fernando Andreu, instructor del caso Bankia. Pero el expresidente de Bankia atribuyó la petición a «las autoridades económicas», lo que llevó a pensar que se lo había exigido De Guindos, cosa que el ministro ha negado. Lo cierto es que tanto el gobernador como el subgobernador del Banco de España admitieron ante el juez Andreu que a Bankia se le pidieron «medidas complementarias» además del plan aprobado el 17 de abril.10 En el curso de marzo y abril Rato había estudiado otras tres operaciones de integración. De Guindos aseguró que «incluso me llegó a comentar que una de ellas estaba prácticamente finalizada, aunque a los pocos días me confirmó que la operación se había frustrado». «A partir de ese momento —contestó el ministro de Economía por escrito al juez— es cuando el señor Rato me informa de que iba a plantear un conjunto de actuaciones de Bankia para asegurar su viabilidad futura como entidad independiente. Dichas actuaciones se dirigían a corregir las debilidades en materia de Gobierno corporativo, valoración de activos y nuevas necesidades de recapitalización.»


    Rato se movía intensamente. Formó un equipo de trabajo en Bankia con la asesoría de la consultora MacKinsey para elaborar su nuevo plan. Y volvió a sondear a Goirigolzarri. En este segundo intento, el banquero vasco ya no tenía impedimentos contractuales con el BBVA, pero no le atraía la idea de ser el segundo de a bordo. Rato entendió sus pretensiones e incluso habló el viernes 4 de mayo con el subgobernador del Banco de España, Javier Aríztegui, para ver si existía una fórmula jurídica que le permitiera permanecer como presidente honorario. Desde fuera se le veía inmune a las preocupaciones que rodeaban a Bankia. Muchos recuerdan que se le vio muy despreocupado y feliz junto a su pareja en la cena que se celebró en homenaje a Mario Draghi y los otros 17 gobernadores de bancos centrales de la zona euro en Barcelona la noche del 2 de mayo.


    El viernes 4 y el domingo 6 de mayo De Guindos citó a las nueve de la noche en su despacho del Ministerio de Economía a Rato, al presidente del Banco Santander, Emilio Botín; al del BBVA, Francisco González, y al de La Caixa, Isidre Fainé, para hablar de la situación del sistema financiero y de la crisis del euro. González dijo al juez Andreu que Bankia era «el elefante en la habitación» por lo que la discusión se centró en sus necesidades de capitalización y la manera de evitar su nacionalización. Rato les contó el plan que estaba esbozando con Mackinsey. Necesitaría 7.000 millones más para sacar adelante su entidad. El presidente del BBVA se mostró escéptico con el balance de Bankia en 2011, añadió que «la contabilidad es un chicle» y sostuvo que ese dinero no sería suficiente para salvarse, que Rato era «demasiado optimista» y necesitaría entre 15.000 y 20.000 millones. Fainé sin embargo manifestó que consideraba posible reflotar la entidad con esa cifra. Botín insistió en que el dinero era poco, que harían falta a su juicio 15.000 millones. Los tres presidentes confirmaron que en las reuniones no se habló de la sustitución de Rato, entre otras cosas, añadió Botín, «porque estaba ahí presente». El presidente del Santander reveló que cuando se marchó de la reunión el 6 de mayo no tenía la impresión de que Rato fuera a dimitir y que la convocatoria no le pareció fuera de lugar porque España «estaba al borde del rescate».


    Pero la espada de Damocles que pendía sobre Rato era el conflicto que tenía con Deloitte, el auditor de Bankia y del BFA. Ambas habían despachado sus cuentas a la CNMV y al Banco de España sin la firma del auditor, Francisco Celma, un hecho irregular. Los puntos en disputa eran varios, pero destacaban dos: la necesidad del BFA de ajustar la valoración de su filial Bankia hasta un precio razonable (la contabilizaba por 12.000 millones cuando en bolsa valía apenas 2.000 millones), lo que dejaba a la entidad sin el capital mínimo, y los créditos fiscales de 3.300 millones que requerían obtener beneficios reales de 11.000 millones en el futuro para compensarlos, el 1,1 % del PIB español, lo que parecía exagerado. Sin duda lo peor era lo del capital del BFA. Al quedarse sin patrimonio tendría que solicitar al FROB la conversión en capital de los 4.465 millones en participaciones preferentes que había adquirido el Estado y eso suponía la nacionalización de la matriz de Bankia.


    Sin embargo, el equipo de Rato no creía que Celma tuviera razón. No entendían por qué tenían que reflejar la caída del precio de las acciones de Bankia en los libros del BFA si éste no pensaba venderlas. De hecho, este tipo de discrepancias son muy habituales entre los auditores y los gestores. En enero de 2012 Celma tuvo una reunión con un funcionario del Banco de España y ya le había manifestado su preocupación respecto a la valoración de Bankia en el BFA. Pero en relación con Bankia lo único que había dicho es que los ejecutivos pensaban declarar un beneficio de 400 millones y que a él le había parecido abultado, que era más adecuado que fuera de 300 millones.11 El beneficio propuesto por Rato finalmente fue de 309 millones.


    El 7 de mayo, el presidente del Gobierno se había comprometido a darle una entrevista a Carlos Herrera, la estrella de las mañanas de Onda Cero. Era la segunda entrevista que daba a un medio de comunicación desde su investidura, más de cuatro meses antes. «Haré lo que sea para sacar a España de ésta, incluso lo que he dicho que no iba a hacer», declaró Rajoy para justificar la subida de impuestos y otras medidas que se veía obligado a adoptar. Adelantó que el Gobierno estaba preparando un nuevo decreto para reestructurar el sistema financiero y conseguir que fluyera el crédito que se aprobaría ese mismo viernes. Se mostró contrario a la creación de un «banco malo», aunque dijo que el asunto estaba siendo discutido. Cuando Herrera le preguntó si se pondría dinero público para sanear a Bankia, dijo que «sería lo último que haría», pero que en una situación límite «no renunciaría a hacerlo». Herrera se hacía eco de la portada del diario económico Expansión que esa mañana titulaba a toda página: «Economía y Banco de España preparan un plan para Bankia». La información la firmaba Salvador Arancibia, uno de los periodistas económicos mejor informados del país.


    Cuatro horas después, la situación se aproximaba al límite del que había hablado Rajoy. Rodrigo Rato anunciaba su dimisión y proponía a Goirigolzarri como presidente del banco. El comunicado de Bankia era aséptico: «Una vez cumplidos todos los anteriores hitos, he decidido pasar el testigo a un nuevo gestor por estimar que es lo más conveniente para esta entidad». El valor perdió un 5 % en bolsa ese día y llegaría a acumular una caída puntual del 40 % en las siguientes horas. Nadie dio una sola explicación adicional. Diez millones de clientes y 400.000 accionistas de Bankia estaban en vilo, pero la CNMV no hizo nada y tampoco el Ministerio de Economía ni el Banco de España. Silencio absoluto. Silencio y miedo. Ésa era la prueba de que la situación estaba fuera de control y se le había ido de las manos al Gobierno. Se habían tomado muchas más precauciones para intervenir una entidad como Caja Castilla-La Mancha que para relevar al presidente de Bankia, que era cien veces más grande. Esa tarde, a las puertas del CUNEF, donde se graduaba su hija, Rato declaraba que se había visto forzado a abandonar «para que no se entienda que las eventuales ayudas públicas han sido decididas para favorecer a una persona ligada al PP». Dentro se encontró con Luis de Guindos, padrino de la promoción de graduados, quien lo colmó de elogios como autor del «milagro español» que permitió al país entrar en el euro. Rato declararía después ante el juez que decidió tirar la toalla cuando su plan de saneamiento fue rechazado en el Gobierno con la expresión «esto no es lo que esperábamos». Nunca ha querido aclarar si esa expresión fue de Mariano Rajoy o de Luis de Guindos, aunque todo indica que fue de este último.


    


    La falta de transparencia pasó factura al Gobierno durante la crisis de Bankia. El Ministerio de Economía tuvo que aclarar, el día siguiente de la renuncia de Rato, lo que a fuerza de rumores y filtraciones había dejado de ser obvio: que Bankia no estaba intervenida ni nacionalizada todavía. Algunos medios de comunicación recogieron lo de la intervención y no sólo en un sentido metafórico, ya que la actuación del Ejecutivo en el descabalgamiento de Rato parecía evidente. Los centros financieros se llenaron de rumores. «De Guindos se ha cargado a su exjefe», era el comentario más frecuente. Los militantes del PP, que admiraban al exvicepresidente económico, estaban estupefactos. En las tertulias se elaboraban las teorías más curiosas. Existían un montón de elementos que aguijoneaban la imaginación de la prensa: ¿por qué Francisco Celma, del que nadie había oído hablar antes, se había atrevido a llevar un conflicto interpretativo hasta un extremo tan grave y a no firmar las cuentas? ¿Había usurpado De Guindos el papel del Banco de España en la crisis? ¿Por qué el FMI había adelantado su informe sobre el sistema financiero que metió tanta presión a la situación de Bankia? ¿Qué papel habían desempeñado los altos cargos españoles dentro del FMI en esa decisión? ¿Qué hacía la oligarquía financiera representando una escena de Shakespeare en el despacho de De Guindos?


    Estas versiones llenaron el hueco que inexplicablemente dejaron las autoridades tras la marcha del presidente de Bankia. La acción del banco, entre tanto, seguía cayendo en bolsa hasta acumular una pérdida del 13 % desde el lunes 7. Por fin el miércoles 9 se escenificó el cambio de mando entre Rato y Goirigolzarri. Y la primera decisión del nuevo presidente fue anunciar que no podía recomprar los 4.465 millones invertidos por el FROB por lo que el Estado se convertía en el dueño del BFA, la matriz. Sólo en ese momento Bankia fue realmente estatalizada.


    En medio del desconcierto, el viernes 11 de mayo se aprobó el «Decreto De Guindos 2» que obligaba a los bancos a provisionar 28.000 millones de euros por los activos inmobiliarios al corriente de pago, es decir, sanos. Las provisiones se harían contra resultados, lo que dejaría muy mermados los beneficios de bancos rentables como Santander, BBVA o Caixabank. El Gobierno ofrecía préstamos al 10 % de interés para aquellos que entraran en pérdidas o vieran mermado su capital. Una medida de lo estricto que era el «Decreto De Guindos 2» es que las provisiones genéricas, que habían quedado en el 7 % en febrero pasaban al 30 %. Con estas medidas quedaba saneado casi el 50 % del crédito total a los promotores inmobiliarios. También se anunciaba la creación de un «banco malo» para descargar a las entidades de sus activos tóxicos.


    El «Decreto De Guindos 2» fue una enérgica incursión gubernamental en la actividad económica con pocos precedentes en la historia democrática de España. Pese a su acreditado liberalismo, De Guindos actuó de manera muy convincente en su papel de interventor oficial del sector financiero. La decisión y seguridad con la que procedió el ministro de Economía sorprendió a propios y extraños. El Mundo tituló en su portada al día siguiente de la aprobación del decreto: «La dureza del Gobierno pone a la banca contra las cuerdas». Expansión señalaba que el Gobierno se había visto obligado «a tensar la cuerda de sus exigencias a la banca apenas tres meses después de haberles impuesto un enérgico saneamiento de balances». El País decía: «Detrás de la segunda reforma se aprecian las huellas de la presión de la Comisión Europea, el Banco Central Europeo (BCE) y el Fondo Monetario Internacional (FMI). Las tres instituciones han entendido correctamente que la situación de la banca española es muy delicada, no sólo por el peso inmobiliario, sino también por el tremendo castigo que impone la recesión a los bancos».


    Por si quedaba alguien en el sector financiero que no había sido afectado por la acción de De Guindos, el Gobierno encargaba la evaluación del saneamiento de los balances a dos consultoras privadas. Era una desautorización en toda regla al Banco de España, que se llevaba un rapapolvo verbal del ministro: «Estoy convencido de que el Banco de España recuperará su prestigio». Era una cornada importante al gobernador, a quien el Gobierno atribuía una actitud pusilánime en la crisis financiera. El problema es que resultaba muy difícil diferenciar cuándo la crítica era al gobernador y cuándo a la institución, pese a lo cual De Guindos corrió el riesgo.


    Fernández Ordóñez se vio tan sorprendido por la rudeza de De Guindos que 18 días después le pidió audiencia a Rajoy y le informó de que se marcharía el 10 de junio, justo un mes antes de que expirara su mandato. El gobernador declaró ante el juez Andreu que hasta el fin de semana del 5 y 6 de mayo «el Banco de España y el Ministerio están al alimón» en el tema de Bankia, pero que «a partir del 7 de mayo de 2012 el Banco deja de liderar el plan de saneamiento» y pierde el control de la situación. Incluso llegó a pedir opinión a Javier Priego, asesor jurídico del Banco de España, sobre si el Ministerio de Economía estaba procediendo legalmente en el caso Bankia y éste le dijo que aunque no había precedentes parecía que sí. Fernández Ordóñez nunca pensó que Rato saldría de Bankia. Creía que ésa era una línea roja que el Gobierno no se atrevería a forzar. Cuando escuchó a De Guindos afirmar por pasiva que el prestigio del Banco de España se había perdido supo que o se marchaba o la guerra de desgaste acabaría dañando a una institución clave de la economía. Prefirió irse, no sin antes lavarse las manos recordando que era la primera vez en la historia que la institución supervisora no pilotaba las decisiones sobre el sector y de paso arremeter contra De Guindos: «Con la gestión de esta crisis bancaria ya hemos llegado a una situación dramática y yo tengo mi opinión».
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    UNA CRUCIFIXIÓN A TIEMPO


    


    El saneamiento bancario recibe duras críticas en Europa — España impulsa la unión bancaria y la unión fiscal — «Si quieren forzar el rescate de España, vayan preparando 500.000 millones y otros 700.000 millones para Italia, que vendrá detrás» — Un mensaje sobre el rescate financiero, prefabricado para el consumo interno, dispara la prima de riesgo — España cede la soberanía sobre su sector financiero a cambio de un préstamo de 100.000 millones — El calendario político radicaliza la reforma financiera para dar tiempo a una posibilidad de resurrección política en 2015.

  


  
    


    «La batalla por el euro se va a librar en España.» Las palabras de Luis de Guindos que publicaba el Financial Times del 19 de mayo iban a ser premonitorias. Detrás de ellas estaba la convicción del ministro de que España era una economía demasiado grande —la cuarta de la zona euro— para que fuera rescatada sin provocar la agonía de la moneda única. Sin embargo, un mes después de estallar la crisis de Bankia, España se hallaba en el peor momento económico de su historia moderna. La prima de riesgo escaló por encima de los 500 puntos a finales de mayo y ya no volvió a bajar de ahí hasta el mes de agosto, salvo en tres ocasiones puntuales. Eran niveles en los cuales otros países habían sido rescatados. Había pánico en todos los ámbitos: la salida de capitales sólo en los primeros tres meses de 2012 llegó casi a los 100.000 millones. La bolsa había sido castigada con gran dureza.


    Cuando se supo que Bankia tendría que recibir 19.000 millones de euros además de los 4.465 millones que ya había obtenido del FROB, el sector bancario se encendió. Goirigolzarri reconoció que había pedido mucho dinero, pero consideraba que era necesario para que el Estado tuviera éxito con la operación. A los demás banqueros les parecía que con dinero público se estaba sosteniendo de manera desleal a un competidor. Pero la crítica más inquietante fue la de Rodrigo Rato, que arremetió contra «los múltiples y mullidos colchones» de dinero público que se le proporcionaban a su sucesor mientras defendía su gestión señalando que las pérdidas de casi 3.000 millones que afloraron al reformularse las cuentas de Bankia el 25 de mayo eran fruto de provisiones adicionales y de pérdidas surgidas después de los decretos de De Guindos del 2012. Al Gobierno le sentó especialmente mal la reaparición de Rato. Éste, agobiado por las acciones judiciales que se anunciaban en su contra, avisaba que defendería su gestión a toda costa.


    Sin embargo, la crítica más dura la formuló Mario Draghi el 31 de mayo ante la comisión de asuntos económicos y monetarios del Parlamento Europeo al asegurar que el Gobierno español había alimentado la inestabilidad de los mercados gestionando la crisis de Bankia «de la peor manera posible». Añadió que no actuaría contra la subida de la prima de riesgo porque el BCE no estaba para llenar «el vacío de la falta de acción de los Gobiernos en el frente presupuestario» y porque ésta no había alcanzado el grado de inestabilidad de noviembre de 2011. «Lo que demuestran los casos de Dexia1 y de Bankia —explicó Draghi— es que cuando nos enfrentamos con dramáticas necesidades de recapitalización, la reacción de los Gobiernos o de los supervisores es subestimar la importancia del problema, presentar una primera evaluación y después una segunda, una tercera y una cuarta.» Entre el Gobierno de Zapatero y el de Rajoy se habían presentado exactamente cuatro decretos de saneamiento financiero hasta esa fecha. «Ésa es la peor manera posible de hacer las cosas porque al final todo el mundo acaba haciendo lo correcto pero al coste más alto», rubricó.


    El Gobierno, además, daba señales de que no sabía de dónde iba a sacar el dinero que estaba ofreciendo tan generosamente a los bancos. Parecía que De Guindos era un explorador que se había adentrado en la selva o en el desierto con las cantimploras vacías. Se trabajaba con varias hipótesis y al mismo tiempo se negociaba con la UE. Una idea que se contempló fue emitir títulos del Tesoro y entregárselos a los bancos para que los utilizaran como garantías para pedir dinero al BCE. Cuando en Fráncfort se enteraron, no tardaron ni un minuto en advertir que eso no era posible, que era hacer trampas.2 Otra alternativa era conseguir dinero del fondo de rescate europeo pero que no lo pidiera el Gobierno, sino directamente los bancos. Y la tercera era que el dinero lo pidiera el Estado a cambio de comprometerse a hacer una serie de reformas internas que serían supervisadas por la troika formada por la Comisión Europea, el BCE y el FMI. Esto último era lo que todo el mundo entendía como un rescate.


    


    Que la solución no era sencilla lo demuestran las contradicciones públicas en las que cayó el presidente del Gobierno en el proceso. El 23 de mayo Rajoy decía que España no tenía «ni interés ni intención» de pedir dinero a Europa «porque el sector financiero español no está en tela de juicio», cuando su propio Gobierno lo había puesto en esta tesitura con la nacionalización de Bankia. Cinco días después, en una comparecencia en la sede del PP, aclaró que no le importaba si los bancos conseguían que el fondo europeo de rescate los recapitalizara directamente, pero que no habría «ningún rescate de la banca española». El 30 de mayo, un portavoz de Angela Merkel decía que la recapitalización directa de los bancos era imposible, que el dinero debía pedirlo el Estado. El correctivo a Rajoy hizo que la prima de riesgo se disparara hasta 539 puntos.


    Algo similar ocurrió con el IVA. A comienzos de junio, después de que Bruselas le volviera a pedir una subida del impuesto, Rajoy declaró: «Espero que no subamos el IVA, no hay decisión tomada». El presidente empleó un extraño tiempo verbal: la primera persona del plural. ¿A quién se refería? ¿Al Consejo de Ministros, a la Comisión Europea, a la troika? Dos semanas después, el 16 de junio, comentó en Bilbao a los periodistas que «por ahora» no pensaba subir el IVA como también le había pedido el FMI, en lo que tachó como «un informe más». El 13 de julio, menos de un mes después, Rajoy se veía obligado a subir el impuesto.


    Estas marchas y contramarchas verbales transmitían la sensación de que Rajoy era un hombre que avanzaba en la oscuridad iluminado únicamente por un pequeño foco de luz que le iba descubriendo dónde pisar. Lo que intrigaba a muchos de los que se sentaban con él en el Consejo de Ministros era saber quién manejaba el foco. No faltó quienes creyeron que, ante la seguridad y rotundidad con que actuaba De Guindos, éste era el que controlaba la iluminación y los efectos especiales. La interlocución con Europa que el presidente le había encomendado también generaba recelos entre sus colegas y con el equipo de Moncloa. Había ministros que dudaban de que las exigencias europeas que les afectaban fueran tan estrictas como el ministro de Economía las transmitía. «Ya sabemos que las traducciones de De Guindos siempre son mucho más rigurosas en español que en el idioma original», decía un asesor ministerial intentando relativizar las demandas de Bruselas. Muchos de los recelos que habían surgido hacia De Guindos en el Gobierno y sus aledaños a raíz de las diferencias con Montoro pesaban en el trasfondo.


    El ministro recibió un espaldarazo notable del presidente en aquellos días tan duros. El 7 de junio, Rajoy designó gobernador del Banco de España a Luis María Linde (Madrid, 1945), un veterano del instituto supervisor a quien De Guindos había promovido al consejo de la entidad en mayo y que era su amigo. De hecho Linde le había ayudado a preparar las oposiciones a técnico comercial del Estado. Otros dos nombres habían sonado para el puesto: uno era el de Fernando Becker, director de recursos corporativos en Iberdrola, doctor en Economía, exsenador y exconsejero de Economía de Castilla y León y amigo personal de Rajoy. El otro era José Manuel González-Páramo, que había sido consejero del BCE hasta mayo y se decía que contaba con la simpatía de Draghi. Al margen de la idoneidad de Linde para el cargo, el nombramiento dejó en evidencia el veto en el PP contra González-Páramo, similar al que ha afectado a otros brillantes economistas como José Manuel Campa o Luis Garicano cuando sus nombres han circulado para ocupar puestos institucionales. Desde el entorno de Montoro y de Soraya Sáenz de Santamaría, que habían liderado la bancada popular en el Congreso, se criticó que González-Páramo no les facilitara la famosa carta de Trichet a Zapatero de agosto de 2011 cuando estaban en la oposición. «Se portó mal con el partido», dijo un dirigente. Lo cierto es que eso no era un hándicap, sino una muestra de la integridad personal de González-Páramo.


    Con todo, el papelón definitivo en los nombramientos del Banco de España fue el de Rubalcaba. El PSOE propuso como subgobernadora a Soledad Núñez, que había hecho un gran trabajo como directora del Tesoro en la época de Zapatero. Pero al día siguiente de proponerla, Rubalcaba dijo que retiraba su candidatura por objeciones del PP, que consideraba «politizada» a Núñez. El argumento era peregrino, ya que Aznar había nombrado gobernador a Jaime Caruana, que había ocupado el mismo puesto que Núñez. Lo cierto era que la subgobernadora sería la encargada de presidir el FROB y allí se necesitaba una persona de confianza de De Guindos. Para el PP era aceptable, en cambio, el nombre de Fernando Restoy, próximo a los socialistas, que había sido el segundo de Julio Segura en la CNMV en la época en que ésta había autorizado la mayoría de las emisiones de participaciones preferentes. Pese a que el PSOE hubiera llevado la razón combatiendo el argumento del PP, a Rubalcaba no le importó cambiar de caballo en medio del río. Núñez, graduada en Minnesota, es muy próxima al exministro Miguel Sebastián, que en ese momento apoyaba a Carme Chacón, rival del secretario general socialista.


    


    Hubo dos temas relacionados con la banca que alcanzaron un relieve extraordinario en esta etapa: las participaciones preferentes y las hipotecas. En ambos casos se produjeron abusos gravísimos que afectaron a los ciudadanos y éstos respondieron creando plataformas cívicas para hacer visibles sus demandas.


    Las preferentes se comercializaban en España desde 1994. Existían dos grandes tipos de productos similares: las participaciones preferentes y la deuda subordinada. Las primeras son un título perpetuo, ligado al capital de una sociedad, pero sin derechos políticos. Sus derechos económicos estaban limitados. Se denominaban preferentes porque tenían prioridad respecto de las acciones a la hora de recibir dividendo o en caso de liquidación, pero no en relación con los acreedores ordinarios, por lo que desde el nombre ya se trataba de un producto engañoso. En cuanto a la deuda subordinada eran valores de renta fija con un rendimiento explícito, donde el cobro de los intereses está subordinado a la existencia de beneficios. En caso de liquidación, esta deuda también se situaba por detrás de los acreedores ordinarios. A cambio de este riesgo mayor se les dotaba de una rentabilidad muy atractiva.


    Muchas personas creyeron que se trataba de depósitos, pero las preferentes o la deuda subordinada no contaban con garantía estatal. Los intereses, por ejemplo, no estaban asegurados. Si no había beneficios, no había cupón que cobrar. Además, en el caso de las preferentes eran títulos perpetuos, el capital no se devolvía nunca, pero si el banco lo estimaba podía recomprarlo en el momento que quisiera. No tenía derechos políticos para influir en la gestión de la sociedad. Banqueros extranjeros consideran una aberración que las cajas y bancos españoles colocaran preferentes a sus clientes a través de su red comercial. Esto explica en parte la magnitud del problema: las preferentes y la deuda subordinada podían ser contabilizadas como capital de calidad en el balance de cajas y bancos, por lo que las entidades sentían un gran apetito por vender estos productos, y mientras las cosas fueron bien, la rentabilidad que ofrecían era muy alta, llegando al 7 % u 8 % en algunos casos. En septiembre de 2011, el sistema financiero había colocado unos 30.000 millones en preferentes y unos 16.000 millones en deuda subordinada.


    Los afectados por la estafa fueron en su mayoría personas humildes, generalmente ancianos, que confiaban ciegamente en los consejos de los ejecutivos de sus cajas de ahorros. Muchos de éstos ni siquiera conocían a fondo los detalles del producto que vendían. Hay sentencias que favorecen a empleados de Caja Madrid que adquirieron sus propias preferentes sin conocer exactamente los detalles y que se «autoestafaron».


    Al modo engañoso en que se vendieron estos productos financieros se añadió posteriormente el supuesto fraude en su operativa. Cuando la gente se dio cuenta de que el producto era perpetuo comenzó a exigir a sus bancos el reembolso. Éstos quisieron ahorrarse conflictos y ofrecieron devolver la totalidad del dinero colocándole la preferente a otro cliente. En la jerga profesional esto se conocía como operativa de case o colocación. En un mercado transparente, los cambios en la percepción del riesgo tenían que reflejarse, por lo que el valor de venta podía ser igual, mayor o menor. A la CNMV le extrañó que siempre los cases fueran por el 100 % del producto. En septiembre de 2011 emitió un informe demoledor sobre los abusos con la operativa que fue enviado al juez Fernando Andreu, instructor del caso Bankia. En él, se documentaba que en entidades como las cajas integradas en Banca Cívica, sus propios servicios de estudio atribuían a sus preferentes valores inferiores al 100 %. «Sin embargo, todas se negocian a precios en torno al 100 %», subrayaba la CNMV. O en el caso de la CAM había emisiones que se habían deteriorado un 73 % y que eran vendidas como si estuvieran recién emitidas. Novagalicia admitía que había caído en un conflicto de interés al «promover compras de estas emisiones para solventar problemas de liquidez», es decir, la entidad reconocía que había beneficiado a unos clientes (los que vendían la preferente) en desmedro de otros (los que compraban).


    El asunto se complicó mucho más en marzo de 2013 cuando Bruselas exigió que los tenedores de preferentes y deuda subordinada de las entidades nacionalizadas por el Gobierno asumieran parte de las pérdidas. Entonces pasó a ser muy importante descubrir quiénes las habían adquirido conscientes del riesgo que asumían y quiénes no. Seis meses antes los gestores de Novagalicia Banco habían emprendido una solución singular para este problema social que en Galicia era grave. Su presidente, José María Castellano, publicó una carta en los periódicos que se titulaba «Antes de nada, perdón». El texto, inusual, ya que pocos banqueros habían pedido perdón y mucho menos los que como Castellano no habían tenido nada que ver en el asunto y habían sido llamados para reparar el entuerto, ofrecía a los clientes de Novagalicia la posibilidad de acogerse a un arbitraje. El sistema operaba a través del Instituto de Consumo local, que admitía las solicitudes, y después éstas eran valoradas por un auditor independiente, que operaba como un adjunto del banco. Tras oír su opinión, que consistía en determinar si había existido consentimiento válido del cliente, el banco hacía una oferta a los afectados. Si a éstos no les gustaba la oferta, podían rechazarla y emprender la vía judicial. El éxito de esta solución en Galicia hizo que se generalizara a todo el país.


    En junio de 2014, el FROB informó de que más de 300.000 reclamaciones habían sido admitidas y otras 120.000 denegadas en relación con preferentes o deuda subordinada.


    Los auditores dieron la razón al 57 % de quienes acudieron al arbitraje. En el caso de Novagalicia Banco, 58.000 clientes, el 62 % de los solicitantes, fueron resarcidos, lo que supuso 496 millones. En Catalunya Banc fue el 67 %, 69.000 clientes y 465 millones. Y en el BFA-Bankia fue el 77 % de las solicitudes, 177.000 personas, con un importe de 2.296 millones. Se calcula que 100.000 personas que podían acudir a esta vía no lo hicieron, porque prefirieron la vía penal o alcanzaron acuerdos privados. A mediados de 2014, con la mejora de las cotizaciones de entidades como Bankia, algunos preferentistas renunciaron al arbitraje, porque empezaron a obtener ganancias con las acciones que habían recibido en el canje.


    El otro gran asunto fue el de las hipotecas y los desahucios, donde la Plataforma de Afectados por la Hipoteca (PAH) creada a comienzos de 2009 en Barcelona, logró atraer la atención de los medios de comunicación gracias al carisma de su portavoz, Ada Colau, que con un mensaje simple y radical logró situar el asunto de la dación en pago en la agenda nacional.


    La dación en pago hipotecaria, es decir, la devolución del inmueble a cambio de la cancelación del préstamo y la hipoteca, existía en el ordenamiento español, pero había sido excluida en la práctica por la existencia de un procedimiento de ejecución acelerado. Esta singularidad había permitido que los tipos de interés para los préstamos hipotecarios fueran mucho más bajos que en países donde no se da el caso de que el deudor ofrezca garantías reales adicionales a la propiedad hipotecada.


    La PAH propuso al Congreso una reforma legal que permitiera la dación en pago, pero como no fue acogida decidió promover una Iniciativa Legislativa Popular (ILP) que comenzó a tramitarse en marzo de 2011. En febrero de 2013 se entregaron 1.400.000 firmas en apoyo a la medida. La ILP fue bloqueada en el Parlamento por iniciativa del PP, que dijo que la fusionaría con un proyecto de ley gubernamental. Esto desató una campaña de acoso agresivo (los denominados «escraches») a políticos del PP, que fueron insultados en las calles y en sus domicilios. El rechazo popular a estas acciones disuadió a la PAH de seguir utilizándolos.


    Sin embargo, la campaña recibió el respaldo de sendos fallos judiciales europeos. En marzo de 2013, el Tribunal de Justicia de la UE consideró que el procedimiento de ejecución era abusivo y hacía imposible aplicar la directiva comunitaria de protección al consumidor al no permitir que el juez paralizara cautelarmente la ejecución de un deudor. A ese fallo le siguió otro, en julio de 2014, que también consideró abusiva la ley hipotecaria española al fallar que ésta sitúa en inferioridad de condiciones al cliente frente al banco.


    El Gobierno no estuvo quieto ante el asunto. En noviembre de 2012 dictó un decreto ley suspendiendo por dos años todos los lanzamientos en casos calificados de riesgo de exclusión. Y en abril de 2013 se aprobó en el Congreso la Ley de Protección de los Deudores Hipotecarios, de Reestructuración de la Deuda y del Alquiler Social, la que deberá ser ajustada tras la última sentencia del Tribunal de Luxemburgo de julio de 2014. La norma reformaba los aspectos más inflexibles del procedimiento de ejecución hipotecaria (aumentaba, por ejemplo, el número mínimo de impagos), fijaba límites a los intereses de demora e introducía modificaciones para adaptarse a la primera sentencia del Tribunal Europeo. Eran muy interesantes los cambios que la normativa contemplaba en el procedimiento de subasta, donde se habían registrado considerables abusos. Así, el valor de subasta no podrá ser inferior al 75 % del valor de tasación original. Y en caso de declararse desierta, se incrementan los porcentajes de adjudicación. Un aspecto revolucionario es que, si tras la subasta aún quedara deuda por pagar, el afectado podrá beneficiarse de quitas si cumple ciertos calendarios de pago. Del mismo modo, el hipotecado que pierda su vivienda tendrá derecho a compartir las plusvalías que experimente en el futuro el bien ejecutado con el fin de reducir su deuda.


    En 2013 se registraron casi 50.000 desahucios en España, de los cuales 38.900 correspondían a la vivienda habitual, según datos del Banco de España. De éstas, 21.000 fueron entregas judiciales, y el resto, 17.900, voluntarias, de las que más de 13.000 eran daciones en pago. Los desahucios representan el 0,77 % de las hipotecas vivas en España.


    


    El Gobierno, De Guindos y su equipo sabían que el saneamiento bancario iba a conducir indefectiblemente a solicitar algún tipo de asistencia financiera. La palabra «rescate», sin embargo, se había convertido en tabú para un Rajoy que le había afeado a Zapatero en 2010 que obedecía órdenes y estaba «intervenido» por aprobar un plan de ajuste presionado por Europa. Por un lado tenía razón, ya que sería un rescate limitado, únicamente para el sector financiero, y no una intervención de las finanzas del país como había sucedido en Grecia, Portugal o Irlanda. Además, la UE había aprendido de los rescates anteriores y ya no estaba tan segura de que la simple intervención de la troika asegurara el éxito. Los errores cometidos en Grecia y admitidos por el FMI3 habían introducido muchos matices. Por último, la estrategia del Gobierno de persuadir a los socios europeos de que la prima de riesgo era un síntoma de los problemas del euro más que de los de la economía española, había tenido éxito. Aunque limitado, era un rescate, y la gran duda era si podía —porque se quedara corto o porque activara otros reflejos en los mercados— desatar una intervención del país. De hecho, el caso irlandés era un peligroso precedente.


    Hasta ese momento, la UE había efectuado tres rescates y sólo uno de ellos había sido por problemas con el sistema financiero. El primero fue el de Grecia, donde la insolvencia del Estado quebró a su banca, que estaba sobrecargada de la deuda pública con la que el Gobierno griego financiaba su déficit fiscal, un síntoma más de la esclerosis del país. Esto llevó a la UE a aprobar dos rescates: el primero el 7 de mayo de 2010, con un crédito de 110.000 millones (80.000 millones de la UE y 30.000 millones del FMI), y otro, que incluyó una quita de deuda por parte de los acreedores, en octubre de 2011, por 130.000 millones.


    El segundo rescate fue el de Irlanda, donde la banca quebró al Estado. El Gobierno, en vez de garantizar el dinero de los depositantes, dio su garantía a los pasivos de seis bancos irlandeses que habían hinchado una burbuja inmobiliaria, transfiriendo así la responsabilidad de las pérdidas al contribuyente en vez de a los propietarios de los bancos y sus acreedores. La consecuencia fue que se disparó el déficit público al 30,6 % en 2010 y el coste de financiación de Irlanda en los mercados de capitales se hizo inasumible.4 El 21 de noviembre de 2010 se aprobó un paquete de 85.000 millones para el Gobierno irlandés de los que 40.200 millones procedían del fondo de rescate europeo.


    El tercer rescate fue el de Portugal, similar al de Grecia. El déficit público, el derroche de los fondos europeos y la pérdida de competitividad por la falta de reformas llevaron su prima de riesgo a límites intolerables y al primer ministro José Sócrates no le quedó más remedio que pedir el rescate que se aprobó el 16 de mayo de 2011 en medio de un proceso electoral donde los socialistas salieron del poder. Europa puso a disposición de Lisboa 52.000 millones de euros y el FMI otros 26.000 millones. En los tres casos, el rescate estuvo unido a una estricta condicionalidad macroeconómica que tuvo severos efectos sociales.


    Era muy importante para el Gobierno poder exhibir una postura constructiva en torno a la crisis del euro, intervenir en el debate europeo con propuestas y no sólo ofreciendo explicaciones, y Rajoy lo hizo en una reunión empresarial en Sitges el 2 de junio. Ahí se comprometió a ceder más soberanía a favor de Bruselas, se apuntó a la integración fiscal bajo una «autoridad fiscal europea» y a la unión bancaria que acababa de ser esbozada por José Manuel Durão Barroso. «Nos parece extraordinariamente acertada la reflexión del presidente de la Comisión de integrar la supervisión bancaria, los fondos de garantías de depósitos y la creación de instrumentos para la capitalización directa de la banca europea», manifestó Rajoy. El presidente español conocía bien el tema del que hablaba. Desde septiembre de 2011 había recibido varios informes sobre el asunto elaborados por uno de sus mejores amigos, José Manuel García-Margallo, que entonces era vicepresidente de la comisión de asuntos económicos y monetarios del Parlamento Europeo. García-Margallo, al que Rajoy nombró ministro de Asuntos Exteriores pero que había considerado como ministro de Economía en las elecciones de 2008, llevaba años trabajando el tema de la unión bancaria y de la crisis del euro. Junto con la unión fiscal, que era sobre todo una idea alemana, se trataba de dos de los desarrollos imprescindibles que una Zona Monetaria Óptima debía acometer.


    El Rajoy de Sitges no tenía nada que ver con el que se había fijado a sí mismo un objetivo de déficit del 5,8 % «por decisión soberana» tras un consejo europeo unos meses antes. Poco a poco la política europea de España se había ido refinando y ganando credibilidad.


    


    El Ejecutivo español había dicho que negociaría el apoyo financiero a partir del 21 de junio, cuando los consultores externos revelaran las necesidades de saneamiento de la banca. Pero a Alemania le entraron las prisas. El 17 de junio Grecia celebraba sus elecciones generales y las encuestas daban como ganadora a la izquierda partidaria de incumplir los planes de ajuste de la UE. Los problemas se iban a acumular, así que España aceptó que la reunión de ministros del Eurogrupo se efectuara el sábado 9 y se pidió al FMI que anticipara su informe sobre el sistema financiero español, el mismo cuyo adelanto preliminar había hundido a la Bankia de Rato en abril.


    Lo más delicado del rescate financiero era el tipo de condiciones que se aceptarían porque ellas tenían impacto sobre el diseño político del Gobierno. Y ahí se centraba el tira y afloja. Rajoy pidió informes y, tras revisar todos los tratados constitutivos de los fondos de rescate existentes y por existir, los funcionarios le informaron de que no había ningún instrumento que no contemplara condicionalidad macroeconómica. España no podía aceptar un rescate a la griega, así que el Gobierno se empeñó en la batalla —quijotesca— de que los bancos pudieran recibir ayuda financiera directamente sin implicar al Estado. La razón de fondo era que, así, España no tendría que aumentar peligrosamente su deuda pública sumándole el empréstito europeo. Esta petición nunca fue aceptada por los socios europeos. Los últimos días de mayo y los primeros de junio fueron un concierto de presiones a Rajoy para que pidiera ayuda para la banca bajo la forma que fuera. Las declaraciones y los gestos venían de la Comisión Europea, del BCE, del FMI y del G-7, con Barack Obama a la cabeza. La situación recordaba el acoso al que fue sometido el Gobierno irlandés en 2010 para que pidiera rescate.


    El 6 de junio, al día siguiente de que Cristóbal Montoro admitiera que «tenemos un problema a la hora de acceder a los mercados», pero que los «hombres de negro», que eran los inspectores que enviaba la troika a los países intervenidos, nunca vendrían a España, la agencia Reuters recogió la declaración de una alta fuente del G-7 que hablaba de la «fatal arrogancia» del Gobierno de Mariano Rajoy. Decía que sus escrúpulos le impedían pedir ayuda a sus socios europeos y acabar de una vez con el drama de España. Bruselas le recordó ese mismo día que el consejo europeo del 21 de julio de 2011 había acordado expresamente que se flexibilizarían las condiciones para que actuara el fondo de rescate. Pero estas promesas suscitaban interpretaciones opuestas en el Ejecutivo español. Una la defendía Álvaro Nadal, asesor económico del presidente, quien opinaba que la simple referencia a «un marco de política macroeconómico sano» podía dar pie a que la UE impusiera nuevos planes de ajuste, inaceptables para el Gobierno. Otros expertos, en cambio, creían que no era así y que este instrumento era aceptable para España porque, aunque el rescate lo pidiera el Estado, sólo se impondrían condiciones específicas para el sistema financiero. Bruselas había señalado sin ambages esta opción.


    


    La noche del 8 al 9 de junio el FMI anticipó, como había prometido, que según sus cálculos España necesitaba más de 37.000 millones para sanear su banca. A las cuatro de la tarde, hora española, del sábado 9 comenzó una videoconferencia de los ministros del Eurogrupo convocada previamente. De Guindos y su equipo estaban en la sede del Ministerio de Economía, en la plaza de Cuzco de Madrid. Rajoy seguía desde Moncloa las alternativas. España empezó pidiendo 100.000 millones de euros para recapitalizar su banca, mucho más que el rescate de Irlanda y Portugal juntos. Además pidió 30 años para devolverlo a un 3 % de interés anual. En un primer momento se insistió en que el dinero se recibiera a través del FROB para evitar que las entidades quedaran bajo el control directo de los fondos de rescate europeo.


    Francia e Italia apoyaron a España desde el principio. La primera porque el recién elegido Gobierno del socialista François Hollande había roto el famoso eje Merkozy y era partidario de una mayor flexibilidad, y la segunda porque su situación no era muy distinta de la española. Pero un bloque formado por Holanda, Finlandia, Austria y Estonia quería garantías adicionales para poder exhibirlas ante sus ciudadanos. Holanda deseaba controles más frecuentes y estrictos de la troika. Finlandia exigía que el dinero se prestara a través del nuevo fondo de rescate de la UE, el Mecanismo Europeo de Estabilidad (MEDE), que entraba en funcionamiento el 1 de julio porque en sus estatutos se incluía la seniority de sus préstamos.5 La negociación se bloqueó. De Guindos le transmitió a Rajoy lo que pasaba vía SMS. «Aguanta. Somos la cuarta potencia europea. España no es Uganda», le contestó el presidente. Fue entonces cuando De Guindos dijo a los asistentes a la videoconferencia: «Si ustedes quieren forzar el rescate de España, vayan preparando 500.000 millones de euros y otros 700.000 millones para Italia, que vendrá detrás».


    Después del órdago español, el BCE y Alemania tomaron la palabra y presionaron a los países más díscolos para que rebajaran sus pretensiones. Holanda se plegó a sus deseos y Finlandia, aunque no cambió de opinión, aceptó que su demanda se tratara con posterioridad. Al final, tras dos horas y media de tensión, la videoconferencia terminó. España había conseguido lo que De Guindos calificó como «línea de crédito en condiciones extremadamente favorables». Cuando se le repreguntó si era un rescate, De Guindos no estuvo riguroso, sobre todo en la segunda parte de su respuesta: «España no ha solicitado ningún rescate, sino un préstamo por el que no se impondrán condiciones macroeconómicas». Rajoy se mostró ufano. «Nadie me ha presionado, más bien el que he presionado he sido yo», dijo al día siguiente antes de marcharse a Polonia para asistir al partido inaugural de la Eurocopa entre España e Italia. El rescate era, según el presidente, «parte de un plan global para recuperar el futuro» y más tarde añadiría en el Parlamento que era «un crédito a la banca que pagará la propia banca». Las contorsiones verbales de Rajoy y De Guindos para evitar la palabra rescate provocaron titulares como el de la revista Time: «You say Tomato, I say Bailout» («Tú dices tomate, yo digo rescate»).6


    La prefabricación para el consumo interno del mensaje oficial sobre el rescate, en lugar de adaptarlo al paladar de los mercados y las cancillerías europeas, hizo que la prima de riesgo no diera tregua. Pasó de 489 puntos el viernes 8 de junio a 520 el lunes 11 y se disparó a 575 el 18, el día siguiente de las elecciones griegas. Los altos cargos que habían sacado cuentas alegres con el rescate financiero aprendieron que convertir la conducta de los mercados en la medida de la acción política, como ya había hecho en carne propia Zapatero con su «marcapasos», era un error. El castigo vino a corregir el triunfalismo del Gobierno. Resultaba inaudito que el presidente del Gobierno presentara como un éxito el que para financiar sus políticas hubiera tenido que acudir al dinero de sus vecinos porque el mercado ya no se lo dejaba a él.


    Pero las críticas al triunfalismo lograron desviar la atención sobre la cuestión central: el Gobierno había conseguido los recursos para que el Estado se hiciera cargo en nombre de los contribuyentes de la recapitalización del 30 % del sector financiero que el FMI había señalado como problemático. Esto no significaba que hubiera un agujero, es decir, que alguien se hubiera llevado el dinero de las entidades. Lo que decía el organismo internacional era que si la crisis se prolongaba, la probabilidad de que los bancos españoles quedaran en mala situación era muy alta. Esta amenaza se podía conjurar con tiempo o con dinero. El «Decreto De Guindos 1» seguía la primera tesis: con tiempo, invitando a los actores a fusionarse y reorganizarse. Pero al final el ministro había llegado a la conclusión de que era mejor limpiar el mal de raíz. La estrategia remolona de Zapatero y Fernández Ordóñez de que «costara lo menos posible al contribuyente» había sido liquidada. La premisa era actuar con rapidez para apagar el fuego sin llamas que ardía en los sótanos de un tercio de las entidades. El argumento oficial era que, arreglando el sistema financiero, volvería el crédito a la economía y ésta crecería. España había vuelto a caer en una recesión al iniciarse el segundo trimestre de 2012 y la destrucción de riqueza se extendería hasta el verano de 2013. Pero también había cálculo electoral. Existían estrategas en Moncloa que pensaban que una crucifixión a tiempo en 2012 permitiría una oportuna resurrección en 2015, escenario de una posible doble cita electoral: autonómicas y municipales en mayo y elecciones generales después.


    


    El 10 de julio se dio a conocer el Memorándum de Entendimiento del rescate financiero. El documento suponía transferir el control del sector financiero a Bruselas y establecía la creación de un «banco malo» donde se acumularían los activos tóxicos inmobiliarios. Además, se imponían al Gobierno una serie de cambios normativos: transferir al Banco de España algunas facultades del Ministerio de Economía, mejorar la transparencia, la protección al consumidor, crear una Autoridad Fiscal Independiente... En total, 32 condiciones y un calendario con un plan de saneamiento de 14 grupos bancarios que representaban el 90 % de las finanzas españolas. ¿Era consciente el Gobierno de hasta dónde conducía la segunda reforma financiera de Luis de Guindos y el descabezamiento de Bankia orquestado unas semanas antes? A la vista del Memorándum, casi con total seguridad que éste fue una sorpresa en el Ejecutivo. La polémica sobre si existía o no condicionalidad macroeconómica era de muy corto recorrido. El párrafo 29 del documento decía literalmente: «Hay una estrecha relación entre los desequilibrios macroeconómicos, las finanzas públicas y la solvencia del sector financiero». Pero incluso concediéndole al Gobierno que no existía condicionalidad nueva, aparte de la prevista en el Procedimiento de Déficit Excesivo, la minuciosidad, amplitud y profundidad de las medidas que se imponían a la banca y al Gobierno en esta póliza de crédito eran de tal envergadura que se podía afirmar sin problemas que la UE había intervenido de facto el sistema financiero. El nivel de detalle era tan extremo que Bruselas no sólo limitaba la potestad del Ejecutivo de Rajoy, transfiriendo parte de sus poderes a un Banco de España sometido a tutela por el BCE, sino que le marcaba un calendario detallado de las fechas en que debía dictar las nuevas leyes. El Banco de España, por su parte, salía reforzado, pero el cuestionamiento de su sistema de inspección era tan severo que se le exigían cambios profundos. La desconfianza de la UE no era sólo hacia el sistema financiero español (que fue «un ejemplo para el mundo» en tiempos de Zapatero), sino hacia el Gobierno, que se veía obligado a informar a Bruselas cada semana. No se creaba una troika, pero sí un sucedáneo llamado Strategic Coordination Committee (SCC) formado por la Comisión Europea, el BCE, el FMI y la EBA (Autoridad Bancaria Europa). Ahí estaban los «hombres de negro» que Montoro había dicho que no vendrían nunca. En definitiva, España cedía a la UE la soberanía sobre su banca a cambio de un crédito de 100.000 millones.


    El 28 de septiembre, la consultora Oliver Wyman reveló que las necesidades de capital de la banca eran de 59.300 millones (53.745 millones si se consideraban las fusiones ya en marcha y los efectos fiscales), la mitad del problema lo representaba el grupo Bankia-BFA, que requería 24.743 millones. Ese mismo día, el secretario de Estado de Economía, Fernando Jiménez Latorre, anunció que España sólo ocuparía 40.000 millones del crédito europeo. El informe de Oliver Wyman apuntaba que en un escenario de fuerte deterioro económico siete entidades no tendrían problemas de capital (Santander, BBVA, Sabadell, Bankinter, CaixaBank, Kutxabank y Unicaja Banco) y otras siete sufrirían importantes déficits (las estatalizadas Bankia-BFA, Catalunya Banc, NCG Banco y Banco de Valencia, además del Banco Popular y dos bancos originados en cajas: Banco Mare Nostrum y Liberbank). La gran sorpresa del estudio fue el castigo al Banco Popular que se vio fuertemente penalizado por su gran cantidad de créditos a pequeñas y medianas empresas. Lo que en otras circunstancias hubiese sido un signo de la buena implantación de un banco, se había convertido en un hándicap. El equipo de Ángel Ron recibió la noticia como un mazazo, pero en pocos días se rehicieron, convencidos de que la entidad estaba sana y bien gestionada, y después de varias semanas de ser objeto de los recelos del mercado, lograron estabilizar la situación.


    El FROB empleó 41.400 millones del rescate europeo sobre todo en recapitalizar a los cuatro bancos nacionalizados —Bankia-BFA, Catalunya Banc, NCG Banco y Banco de Valencia— y en financiar los 2.500 millones que aportó para la creación de la Sociedad de Gestión de Activos procedentes de la Reestructuración Bancaria (Sareb), el «banco malo». En julio de 2014, BBVA adquirió Catalunya Banc, donde el FROB dio por perdidos 12.000 millones. Antes, en diciembre de 2013, se vendió NCG Banco al Banesco del inversor venezolano Juan Carlos Escotet por 1.003 millones, perdiendo el FROB más de 8.000 millones en ayudas públicas. En febrero de 2013, Caixabank había adquirido el Banco de Valencia bajo un esquema de protección de activos por el cual el FROB asumirá el 72,5 % de las pérdidas que sufra su cartera crediticia de pymes y autónomos en la próxima década. Bajo un esquema similar, el Banco de Sabadell se había quedado el 7 de diciembre de 2011 con el control de la Caja de Ahorros del Mediterráneo (CAM), y recibió unas ayudas iniciales de 5.249 millones procedentes del Fondo de Garantía de Depósitos (FGD). La CAM había recibido previamente 2.800 millones del FROB y se estima que sus pérdidas superarán los 10.000 millones.


    Según el Banco de España las ayudas públicas comprometidas en el saneamiento financiero ascienden a 54.000 millones. El sector ha aportado 7.492 millones a través del Fondo de Garantía de Depósitos.


    El proceso supuso la reducción del número de entidades a una cuarta parte de lo que era antes de la crisis. Todas las cajas desaparecieron y debieron transformarse o integrarse en bancos. Según la Confederación Española de Cajas de Ahorro, entre 2009 y 2013 se destruyeron en España 56.625 empleos en el sector bancario y se cerraron 10.378 oficinas de bancos y cajas.


    El Eurogrupo anunció el fin del programa de rescate de España el 14 de noviembre de 2013 después de varias semanas en que se discutió si era procedente hacerlo o no. Un día antes, Irlanda se adelantó a España y dijo que ya no requeriría más asistencia. «Recuperamos nuestra libertad económica y financiera», dijo el ministro irlandés Michael Noonan. Los irlandeses dejaron que España llevara el peso del debate sobre la «salida limpia» del rescate y explotaron al máximo la publicidad del momento. España fue más prudente e hizo menos ruido, pero el fin del rescate fue un éxito para el Gobierno. Se cumplió lo estipulado en el Memorándum de Entendimiento en tiempo récord, aunque algunas reformas institucionales, como la que creaba la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF), no contentaban a todo el mundo en su diseño. El saneamiento se completó, aunque faltó decisión política para cerrar ciertas entidades que nadie quería como Catalunya Banc o el Banco de Valencia. La gran amenaza que era Bankia quedó conjurada. En el pasivo del proceso quedaron las cuantiosas pérdidas de dinero público inyectado al sistema y que ya en mayo de 2013 Bruselas cuantificaba en 39.637 millones. A eso había que sumar las pérdidas privadas de accionistas y, sobre todo, de ahorradores a los que se había vendido preferentes, un producto que nunca debió comercializarse en la red financiera, y la inestabilidad jurídica que se extendió por el negocio hipotecario al ritmo de la campaña contra los desahucios y de las sentencias europeas que detectaron fallos en el sistema.


    La reforma de De Guindos recibió críticas, como la del economista austriaco Christian Felber quien consideraba un error que se fusionaran entidades para terminar creando nuevos bancos sistémicos, pero en cambio el FMI habló elogiosamente de ella al señalar que el Gobierno la había aplicado «en forma firme y categórica» y el resultado había «fortalecido sustancialmente al sistema financiero». En septiembre de 2014, Goldman Sachs aseguraba que la recapitalización de la banca española era uno de los factores fundamentales por los cuales las medidas del BCE estaban teniendo un impacto más beneficioso en la economía española que en la italiana.
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    EL VETO DE RAJOY Y MONTI: «LA CREDIBILIDAD DE LA UE SE JUEGA ESTA NOCHE»


    


    En el peor momento del Gobierno español, Rajoy gana un punto clave en el consejo europeo de junio de 2012 — Aliándose con Monti y Hollande, convence a Merkel de acelerar la unión bancaria y manda un potente aviso al BCE y al Bundesbank — El presidente comprueba que hay cosas que su Gobierno ha hecho bien — Sin embargo, es un verano triste, porque cunde la idea de que España será rescatada — El ajuste de julio y el discurso más duro de Rajoy en toda la crisis: «No podemos elegir... Yo soy el primero en estar haciendo lo que no le gusta».

  



  

    


    «Si el euro no casca, la acción del banco podría llegar a 15 euros. Pero si lo hace, bajará a 3.» Así de expresivo fue Francisco González, presidente del BBVA (que ese día cotizaba a 5,25 euros), después de la solicitud del rescate financiero. Lejos de mejorar, la situación de la prima de riesgo española había empeorado. No se había conseguido romper el vínculo entre la crisis bancaria y la deuda soberana que penalizaba a esta última. Primero por las elecciones griegas, que habían dado la victoria a la conservadora Nueva Democracia pero con una ventaja mínima respecto de la izquierda de Syriza,1 que rechazaba las condiciones leoninas de la ayuda europea. En segundo término por los desacuerdos nacionales en torno a los detalles del rescate español. Y en tercer lugar por el súbito aumento de la deuda pública que implicaba el rescate y que dejaba la ratio deuda/PIB al filo del 90 %, porcentaje que Reinhart y Rogoff habían señalado como un límite a partir del cual la deuda lastraba el crecimiento.2 En aquellos días se especulaba si la seniority de la deuda que España iba a contraer al recibir el rescate a través del Mecanismo de Estabilidad Europeo (MEDE) era un factor clave o no. Guntram B. Wolff, investigador del think tank Bruegel, había divulgado una nota en la que sostenía que el incremento absoluto de la deuda suponía dos tercios del aumento de la prima de riesgo tras el anuncio del rescate financiero, mientras que el cobro prioritario era sólo un tercio, por lo que lo consideraba un factor de segundo orden.3 En el Gobierno, entre tanto, había vuelto a circular una autocomplaciente justificación que se había acuñado a mediados de mayo, tras la aprobación del «Decreto De Guindos 2»: «El Gobierno ha hecho las reformas que prometió y la prima no baja. Ya no puede hacer más. Ahora le toca a Europa mover ficha», explicaba una portavoz. Rajoy le había enviado una carta a Van Rompuy y Barroso previa al consejo europeo de finales de junio donde les decía: «Esta situación es insostenible, impredecible y podría llevar al euro al límite». La tesis de que no se podía hacer más irritaba mucho a los funcionarios de Bruselas y a los del BCE en Fráncfort. Creían que era una excusa para el inmovilismo.


    Sin embargo, la frustración del Gobierno español ponía de manifiesto una cuestión crucial: la crisis del euro no era sólo una crisis de deuda soberana, no era sólo una crisis provocada por la falta de solvencia de las economías periféricas, sino una crisis fruto de la falta de liderazgo en la Unión Europea, una crisis de gobernanza derivada de la ineficiente estructura de la Unión Monetaria. «Eso ha quedado claro con la reciente reacción del mercado al paquete (de rescate y reformas) de España: no creen que sea una crisis española sino europea», decía Jim O’Neill, el presidente de Global Assets Management de Goldman Sachs, quien había inventado el término BRIC (Brasil, Rusia, India y China) para designar a las economías emergentes.4


    Antes de la cumbre europea del 28 y 29 de junio, Rajoy esbozó un nuevo plan de ajuste que rectificaba sus posiciones. No le quedaba más remedio. El ambiente que había palpado en la cumbre del G-20 en Los Cabos (México) era que España provocaba alarma e incertidumbre a la economía mundial. Avanzó la posibilidad de subir el IVA, cosa que haría dos semanas después. Pero la evolución del déficit público era inquietante; la caída de los ingresos y el sobrecoste que suponían los intereses de la deuda indicaban ya tan pronto como en mayo de 2012 que el objetivo de déficit se iba a incumplir. El presidente del Gobierno tampoco perdía ocasión de repetir en todos los foros su nuevo eslogan: había que avanzar en la unión bancaria y en la unión fiscal para superar la crisis del euro. Rajoy sabía que con la unión fiscal regalaba los oídos de Merkel, pero también era consciente de que con una unión bancaria se podía reestructurar la banca española sin desencadenar un rescate soberano. El problema es que Europa tenía sus propios ritmos y entre el planteamiento de una iniciativa y su materialización solían pasar años y, a veces, lustros.


    La de Rajoy era una buena estrategia de aproximación indirecta, el concepto que había acuñado el militar e historiador inglés sir Basil Liddell Hart en su obra Strategy. «El rodeo más largo frecuentemente es el camino más corto hacia un objetivo. Una aproximación directa desgasta al atacante y endurece la resistencia, mientras que una aproximación indirecta debilita al defensor al dislocar su equilibrio», escribió. Apuntarse a la tesis de que había que crear la unión bancaria en la eurozona, cuando uno necesitaba sanear sus bancos corriendo el peligro de arruinar el crédito público, era mucho mejor que seguir golpeando las puertas del castillo del BCE, donde Draghi tenía a alemanes y finlandeses con peroles de aceite hirviendo preparados para lanzarlos sobre cualquier gobernante que fuera a reclamarle que comprara su deuda pública. Al menos al ministro alemán de Finanzas, Wolfgang Schäuble, esta actitud española sí le había gustado.


    


    La cumbre del 28 y 29 se presentaba, otra vez, como decisiva. Es decir, sería —como decían irónicamente los periodistas en Bruselas—, una más de las habituales reuniones de la crisis del euro sin resultados. Rajoy, junto con su nueva estrategia europea, insistiría en pedir la recapitalización directa de la banca. Italia estaba en todo en sintonía con España, mientras que Francia no parecía a favor de apostar tan firmemente por la unión fiscal. Hollande había acusado a Sarkozy durante la campaña electoral de haber hecho demasiadas concesiones a los alemanes. Merkel estaba dispuesta a mostrarse generosa con la ayuda —incluyendo el tema de la seniority de los préstamos del MEDE— siempre que todos los socios aceptaran una sustancial cesión de soberanía. Esa noche había un partido de fútbol entre Italia y Alemania, que se disputaban el paso a la final de la Eurocopa, y muchos de los asistentes querían terminar rápido. Eran las 19 horas y Herman Van Rompuy puso sobre la mesa un documento que había sido negociado durante mucho tiempo. Se trataba del pacto europeo por el crecimiento, un conjunto de medidas que suponía la inyección de 120.000 millones de euros a la economía de la UE, y que para el recién elegido François Hollande era muy querido porque era el acuerdo con el que podía hacer más llevadero para su opinión pública el Pacto Fiscal que consagraba la austeridad en la UE. De hecho, el italiano Mario Monti había hablado con el presidente francés para que en la cena bilateral con Merkel previa a la cumbre desbloquearan ese asunto, así como el tema de la inestabilidad de las primas de riesgo. Monti, un viejo zorro en las lides europeas, le había explicado al presidente francés que si no había un acuerdo en torno a la manera de defender el euro pensaba ejercer el veto.5 Pero proponía matices seductores: «Es necesario emplear los términos que corresponden a la visión moral de Angela Merkel. Por ejemplo, hay que hablar de fondos de “redención”», le dijo a Hollande para referirse a su idea de transferir toda la deuda pública que excediera del 60 % del PIB a un fondo garantizado por la UE.6 «Incluso podríamos hablar de fondos de expiación», añadió al ver el entusiasmo del francés. Pero por la mañana Monti descubrió con estupor que Hollande sólo había tratado el tema del crecimiento. Así que habló con Rajoy y le informó de que iba a emplear el veto si no se daba una solución satisfactoria al problema del sobrecoste de la deuda. El presidente español se mostró de acuerdo.


    Cuando el plan de crecimiento se iba a someter a votación, Mariano Rajoy levantó la mano y pidió la palabra para argumentar que España lo iba a vetar. «La credibilidad de todos y de la UE se juega esta noche», dijo. Enseguida Monti añadió: «Aquí o se aprueba todo o no se aprueba nada» y plantó también su veto. El protagonismo del episodio finalmente se lo llevaría el italiano, pero varios asistentes confirman que, en contra de lo que se ha dicho hasta ahora, el primer paso lo dio el presidente español.7 Hubo caras afligidas entre los diez rehenes involuntarios de la situación, aquellos países que no pertenecen a la eurozona y que creían que el debate sobre el euro iba a celebrarse el viernes por la mañana. Rajoy dijo que el acuerdo para el crecimiento era inútil si España se venía abajo. Añadió que había instituciones del Estado que ya no tenían acceso al crédito (se refería a algunas comunidades autónomas) y pidió que se adquiriera deuda pública para reducir la prima de riesgo así como la recapitalización directa de los bancos. El presidente español contaba con una información extraordinaria: Merkel tenía en su poder un estudio del Tribunal de Cuentas alemán que estimaba las pérdidas económicas si se rompía el euro. Eran inasumibles para Berlín. «Los mercados esperan poco de la cumbre», decía otro mensaje que llegó al iPad de Rajoy. O sea, si no se lograba concesión alguna, nadie se sentiría decepcionado. Así que el presidente se decidió a jugar fuerte y la recompensa fue mayor de lo esperado.


    Monti también se empleó a fondo y reclamó que se comprara deuda de los países que estaban haciendo las reformas sin imponerles más condiciones. El italiano conocía un informe del BCE que analizaba la fragmentación del mercado de capitales y atribuía casi 200 puntos de las primas de riesgo de Italia y de España a la incertidumbre política sobre la unidad de la moneda. Francia se puso del lado de los rebeldes y dijo que sin el acuerdo por el crecimiento, la Asamblea Nacional francesa no ratificaría el Pacto Fiscal. Ésas eran palabras mayores y la situación se tornó tensa: Alemania, Austria y Finlandia dijeron que no iban a aceptar un chantaje en forma de veto. Enseguida se dedicó una hora a discutir si los rehenes debían irse o quedarse y qué mensaje se iba a transmitir en las ruedas de prensa que ya estaban programadas. A continuación se encomendó a los ministros de Economía que en una sala vecina redactaran un borrador con medidas que contentaran a Italia y España.


    La reunión no se suspendió, pero se permitió salir a los rehenes. El momento decisivo se produjo cuando Merkel admitió que Alemania sería la primera perjudicada si Italia y España se derrumbaban. Era lo que decía su informe del Tribunal de Cuentas. Se trataba de un rescate de 1,2 billones de euros, una cifra inimaginable, que tendía graves secuelas macroeconómicas para toda Europa. Monti hizo ver que si no obtenía el respaldo de los presentes, su Gobierno tecnocrático —que en gran parte era fruto de los deseos de Merkel— tendría que dimitir. Le añadió el dramatismo justo a la situación, sin perder credibilidad. Existía un precedente del tono dramático transalpino: el llanto de la ministra del Trabajo, Elsa Fornero, cuando había anunciado las medidas del primer plan de ajuste de Monti el 5 de diciembre de 2011. Mientras los jefes de Gobierno discutían, la Italia de Andrea Pirlo daba una clase de fútbol a Alemania y Mario Balotelli le hacía dos goles que dejaban a los germanos fuera de la Eurocopa.


    Merkel cedió esa noche. En la rueda de prensa se la vio distraída. Pero sus concesiones —con la excepción de la seniority de los préstamos del MEDE—, no estaban claras. Se dijo que Rajoy había conquistado la recapitalización directa, cosa que los alemanes negaron al día siguiente. La inyección directa de fondos sólo sería posible cuando se creara el supervisor bancario único y eso no iba a ocurrir antes de que se efectuara el rescate a España. Un funcionario de la UE dijo que Alemania había aceptado que el fondo de rescate comprara deuda sin la famosa condicionalidad macroeconómica añadida. Rajoy matizó que lo conseguido era que, en el caso de España, si se actuaba para bajar la prima de riesgo no se añadirían nuevos requisitos a los ya ofrecidos el 9 de junio para el rescate financiero. Pero ésta era una concesión importante porque la adquisición de deuda en el mercado secundario la haría el BCE. Así lo reflejaba el comunicado final: «Nos congratulamos de que el BCE haya convenido en servir de agente [de los fondos de rescate] para conducir las operaciones de mercado de manera eficiente y eficaz».


    


    Si bien el plante de Rajoy y Monti tuvo pocos efectos concretos —nunca se recapitalizó directamente la banca española y tampoco se concretó formalmente cómo compraría deuda el MEDE— tuvo una consecuencia política muy importante: Alemania, por primera vez, vio que existía la posibilidad de un veto a sus pretensiones planteado por dos países que sumaban más de 100 millones de europeos. A ese veto, además, se añadían las simpatías de Francia, que podía sumarse a los disidentes, lo que complicaba la cuestión. Este nuevo ambiente político se percibió en los centros neurálgicos de la UE: Bruselas y Fráncfort. Gracias a él, Mario Draghi contó con un mayor campo de maniobra en el consejo del BCE para moderar la influencia del Bundesbank. Su famoso discurso de las 14 palabras —donde dijo que haría todo lo posible por defender el euro—, que pronunciaría un mes después en Londres, resulta impensable sin el precedente de esta cumbre. Un segundo efecto fue que el camino de la unión bancaria se perfiló para Alemania como uno de los procesos de integración factibles que podía abordar y modular a placer. Mientras la unión fiscal, que era lo que realmente le gustaba a Berlín, chocaba con las reticencias de Francia, la bancaria no. Al contrario, tenía el apoyo de España y de Italia.


    En términos personales, el presidente español logró revitalizar su imagen, tocada por las importantes contradicciones en las que había incurrido desde mayo. A nadie le pasó inadvertido que cuando explicó los acuerdos recalcó que «no se ha presionado a nadie», recordando la expresión con la que pretendió hacer pasar por una victoria la petición de rescate financiero unos días antes. Otro triunfo lo constituía el hecho de que se había añadido una alternativa más entre el eurocrédito para rescatar a la banca y el rescate soberano. Ahora se podía pedir ayuda al fondo de rescate para que financiara al Tesoro español comprando su deuda y asumiendo una condicionalidad suavizada, apenas un anexo al procedimiento de déficit excesivo o al Memorándum de Entendimiento que De Guindos estaba negociando en ese momento por el eurocrédito. Aunque no se había formalizado en sus detalles, esto era como tener un prestamista de último recurso, un banco central propio llamado MEDE, gracias al cual evitaría provocar la ira institucional del Bundesbank. Se alejaba así un peldaño el rescate del juicio final.


    El encontronazo en Bruselas también le permitía hacer ver a Rajoy que su Gobierno, en muy pocos meses, había tenido aciertos importantes. Lo era la estrategia de pegarse a Italia y de buscar la alianza con Monti, que había encontrado resistencias entre algunos de sus asesores, que no se fiaban de él. El italiano era el dirigente europeo que más presión había trasladado sobre la prima de riesgo española en su intento de salvar a su país. Se confirmaba que Luis de Guindos había hecho un impecable trabajo técnico en el Eurogrupo, resistiendo las prisas y presiones de sus colegas y restañando la credibilidad de España. También había sido un acierto recuperar las ideas de José Manuel García-Margallo, quien convenció a Rajoy de que era factible cambiar la posición alemana si las cosas se presentaban en una secuencia adecuada. El ministro de Asuntos Exteriores, que había ocupado la vicepresidencia de la Comisión de Asuntos Económicos y Monetarios del Parlamento Europeo desde 1999, era uno de los padres intelectuales de la unión bancaria. Conocía el proceso desde que había comenzado y había dado mucho la lata advirtiendo de que era un riesgo enorme que en una zona monetaria única las entidades financieras no estuvieran bajo una misma autoridad supervisora. Muy poco antes de la cumbre de junio, Draghi lo había cubierto de honores en una comparecencia: «Todos compartimos la responsabilidad por no haberle hecho caso», dijo refiriéndose a García-Margallo. Al acabar la cumbre de junio, un funcionario europeo confesó que el documento sobre la unión bancaria que Van Rompuy había llevado a la cita era una copia del elaborado por el ministro español. «Debería pagarle royalties», añadió.


    La unión bancaria ha demostrado que cuando existe voluntad política, Europa puede avanzar más rápido. A finales de 2014, en tan sólo dos años, ya ha comenzado su implantación. Cuando se planteó inicialmente aquel verano de 2012, la integración bancaria incluía cuatro elementos. El primero eran unas normas comunes que consistían básicamente en las disposiciones de Basilea III8 y otras reglas como la directiva de homogeneización de procedimiento de gestión de crisis y resolución bancaria, y la de fondos de garantías de depósitos. El segundo era el Mecanismo Único de Supervisión (MUS) que se encargará del llamado control prudencial de la banca europea. El tercero, el Mecanismo Único de Resolución (MUR) con un fondo financiado con contribuciones privadas. Y el cuarto era el Fondo Único de Garantía de Depósitos, que mutualizaba el riesgo europeo. A finales de 2012 las referencias a este último desaparecieron porque su constitución implicaba una reforma de los tratados que hubiese dilatado excesivamente el proceso.


    Entre las normas comunes, las nuevas reglas de gestión de crisis entraron en vigor a comienzos de 2015. La excepción es la cláusula que establece el bail-in, que entra en vigor en enero de 2016. Los rescates financieros pueden ser de dos tipos, según la procedencia de los fondos: bail-out, que supone la recapitalización externa de la sociedad y se produce cuando una entidad ajena (el Estado u otro banco, por ejemplo) se hace cargo de aportar los fondos, y bail-in, cuando son los accionistas, acreedores, bonistas y depositantes del mismo banco los que ponen el dinero. Esta última disposición es la que Europa aplicó por primera vez en el rescate chipriota en el invierno de 2013, cuando hizo partícipes de las pérdidas a los ahorradores. La cantidad de ahorro que quedará expuesta a la quita es la que exceda a la garantía estatal, que actualmente en España es de 100.000 euros por cuenta y entidad.


    El Mecanismo Único de Supervisión entró en funcionamiento en noviembre de 2014, después de realizarse pruebas de resistencia a 130 grandes bancos europeos. Veinticinco entidades presentaron problemas, de las cuales doce ya estaban en vías de solución cuando se anunciaron los resultados. Las otras trece debían tomar medidas para recapitalizarse. El banco que más capital requería era el toscano Monte dei Paschi di Siena, con 2.110 millones. En total, Italia era el país que más recursos debía reunir para fortalecer sus entidades: 9.700 millones. Sólo un banco español —Liberbank— apareció en la lista, con unas necesidades de capitalización de 30 millones que a la fecha del examen ya estaban cubiertos. De esta manera se hizo público el estado del sistema financiero que quedó bajo la supervisión del BCE. Por último, el Mecanismo Único de Resolución fue aprobado en 2014 y estará operativo en 2016. Estará formado por una Junta Única, una especie de FROB europeo, y un Fondo Único de Resolución que operará a contar de 2016. Entretanto, seguirán en vigor los fondos nacionales de resolución. El diseño de la unión bancaria ha sufrido modificaciones importantes, básicamente por la influencia de Alemania. No sólo ha logrado sustraer a sus cajas de ahorros del escrutinio del BCE, sino que también impuso su criterio de que no se creara un fondo único de garantía de depósitos. En todo caso, que en dos años se haya puesto en marcha dicha integración supone un récord histórico para la UE.


    


    La aparente victoria de Rajoy y Monti en Bruselas duró poquísimo. Apenas le dio tiempo al presidente español de festejar el triunfo de su selección en la Eurocopa frente a la de Monti cuando ya Finlandia y Holanda estaban organizando una guerra de guerrillas para que el MEDE no comprara deuda de los países afectados sin cumplir con «una apropiada condicionalidad». Ambos países consideraban que cumplir con el procedimiento de déficit excesivo no era suficiente. Afortunadamente, ni Finlandia ni Holanda reunían los votos necesarios para bloquear una decisión del MEDE. Pero los flecos sueltos de la cumbre pasaban factura y los mercados no creían que España pudiera evitar el rescate. Fueron jornadas en las que parecía que todo se conjuraba para que hubiese más inestabilidad. El 5 de julio el Tesoro pagó en torno al 6,5 % en la primera colocación de deuda tras la cumbre: 1.000 millones en obligaciones a 10 años. Ese mismo día, la rescatada Irlanda consiguió volver a los mercados y financiarse más barato que España. Hizo una emisión pequeña, de 500 millones en letras a tres meses y ofreció una rentabilidad media del 1,8 %. La semana anterior, España había pagado una media del 2,36 % por 1.600 millones a tres meses. Al mismo tiempo, la Comisión Europea manifestaba su desconfianza en que el Gobierno pudiera controlar «el gasto excesivo» de las comunidades autónomas. El problema no apuntaba tanto al exceso de gasto como a la falta de una institucionalidad solvente. Pero era una de cal y otra de arena. El 9 de julio, la Comisión le daba un año más a España para embridar su déficit y le permitía llegar hasta el 6,3 % en 2013 a la vista de la recesión en la que se había hundido el país, pero le avisaba que enviaría a sus inspectores cada tres meses. La prima de riesgo española ya no se detendría hasta marcar su récord histórico en 638 puntos el 24 de julio, pero aún quedaban los tres días negros de julio, las tres jornadas consecutivas en que la economía española pasaría por el peor momento de la democracia desde el punto de vista institucional y de los mercados.


    El 10 de julio se conoció el Memorándum de Entendimiento que colocaba al sector financiero español bajo las órdenes de Bruselas, como se ha reseñado en el capítulo 7. Al día siguiente, Mariano Rajoy anunció en el Congreso, en una sesión cargada de tensión, su segundo plan de ajuste, valorado en 65.000 millones en dos años. «No disponemos de más ley y de más criterio que el que la necesidad nos impone», dijo el presidente del Gobierno en el que quizá haya sido el discurso más duro de su mandato. «Hago lo único que se puede hacer para salir de esta postración.» Allí anunció la subida del IVA, la supresión de la deducción por vivienda, la eliminación de la paga de Navidad de los funcionarios (la medida que más le costó tomar, según sus colaboradores), el recorte de subvenciones a partidos y sindicatos, y la reducción del seguro de paro. El leitmotiv de su intervención fue la frase «no podemos elegir». «Necesitamos que nos presten dinero hasta para pagar las prestaciones por desempleo, los sueldos de los funcionarios, la sanidad, la educación... Y lo necesitamos porque nuestro gasto excede en decenas de miles de millones nuestros ingresos.» «Yo soy el primero en estar haciendo lo que no le gusta —añadió—, dije que bajaría los impuestos y los estoy subiendo... Han cambiado las circunstancias y yo tengo que adaptarme a ellas.» Ése fue el «Pearl Harbor» de Rajoy, un momento de rectificación todavía más intenso que el hachazo fiscal de diciembre. La intervención del líder del PSOE, Alfredo Pérez Rubalcaba, que todo el mundo esperaba que fuera muy recia, fue débil. Se limitó a hacer comparaciones. «Hoy, España está peor que hace seis meses.» Cayo Lara, en cambio, le replicó con una advertencia que hacía mella en el Gobierno: «Ha echado gasolina en las calles de este país».9


    Para coronar esos tres días de julio, el jueves 12 se reunió el Consejo de Política Fiscal y Financiera (CPFF), el órgano de coordinación de las haciendas autonómicas y el Gobierno central, con el objetivo de repartir la carga del ajuste mediante la definición del déficit central y autonómico. La reunión sólo ofreció una imagen de deslealtad a los intereses generales por parte de varias comunidades autónomas. Las regiones esperaban que se les autorizara un déficit mayor ya que Bruselas le había permitido retrasar un año más a España la consecución del objetivo del 3 % y le había dado un margen adicional del 0,5 % en 2012. Pero no fue así, el plan de Montoro les obligaba a un recorte extra de 13.000 millones entre 2013 y 2014. Además, el ministro de Hacienda les informó que no les correspondería nada de la recaudación adicional por la subida del IVA hasta 2014.10 Seis comunidades autónomas, que representaban el 40 % del PIB, no apoyaron la propuesta. Cataluña, Andalucía, Canarias y Asturias votaron en contra, y Extremadura y Castilla y León, ambas del PP, se abstuvieron. Galicia votó a favor pero con «un sí crítico», dijo su consejera Elena Muñoz. «¿Cómo os oponéis, cómo vais a hacer más déficit si no podéis financiaros en los mercados?», espetó Montoro a varios consejeros autonómicos. Al día siguiente, el conseller catalán de Hacienda, Andreu Mas-Colell, declaró: «Prefiero tener que discutir con técnicos de Bruselas que de Madrid, porque tienen una visión más global de la situación y no los instintos centralistas que encuentras a menudo en quienes provienen del Gobierno central». Cuando se le indicó que pese al centralismo no titubeaba en pedir más dinero, Mas-Colell añadió: «Mientras estemos dentro del Estado español y paguemos nuestros impuestos tenemos todo el derecho de utilizar los beneficios que proporciona el Estado, y si no, que nos expulsen».


    La dureza de Montoro se explicaba porque el Gobierno debía mandar al exterior una imagen de que era capaz de embridar el gasto autonómico. Sin embargo, el Ejecutivo se daba cuenta de que había que hacer algo por las comunidades autónomas. «No dejaremos caer a ninguna», repitió el ministro de Hacienda muchas veces en el primer semestre de 2012. El Gobierno articuló un doble programa de alivio. En marzo de 2012 creó el Mecanismo de Financiación para el Pago a Proveedores11 por el cual las comunidades autónomas y las entidades locales pudieron abonar las facturas que guardaban en los cajones y subsanar así un gravísimo y poco conocido error de la exministra Elena Salgado. Debido a que se había empeñado en no emplear la coerción legal sino la buena voluntad en materia de estabilidad presupuestaria, para justificar la anulación de las leyes de la época de Aznar,12 Salgado decidió no permitirles a las comunidades que financiaran el déficit emitiendo nueva deuda. El resultado fue que las regiones reconocieron las facturas, pero las escondieron hasta que llegaran tiempos mejores. El Mecanismo fue una idea de Montoro tras oír las quejas de los fondos de inversión que compraban deuda española sobre los retrasos en los pagos del Estado. Se daba la circunstancia de que muchos de los gestores de la industria farmacéutica, que era la que más impagos acumulaba, se sentaban en los consejos de los fondos de inversión que adquirían la deuda española. El segundo mecanismo de ayuda fue el Fondo de Liquidez Autonómico (FLA) creado en julio de 2012 con el objeto de financiar a aquellas comunidades autónomas que no pudieran hacerlo en el mercado. El Gobierno dotó el FLA con 18.000 millones en 2012 (se solicitaron 16.638,4 millones) y 23.000 millones en 2013 (se utilizaron 19.808,5 millones).


    Las medidas de ajuste las aprobó en solitario el PP en el Parlamento el 19 de julio. El presidente del Gobierno no acudió al Congreso más que para votar. Montoro y De Guindos se encargaron de la defensa de las medidas. Rubalcaba, criticado por la debilidad mostrada la semana anterior, se mostró mucho más duro y se reconcilió con su grupo. Ese mismo día, cientos de miles de españoles se echaron a las calles para protestar contra los recortes. La prima de riesgo batió un récord en 579 puntos y la deuda a corto se pagaba ya más cara que la de a largo plazo, síntoma inequívoco de cuando se teme que un país declare un default. Ese mismo día el Bundestag dio luz verde al eurocrédito para España y se conoció un detalle importante: el remanente del préstamo que no utilizaran los bancos podría usarlo España para comprar deuda. La pega era que esta decisión implicaba pactar nuevas condiciones con Bruselas.
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    ESPAÑA, EN LA ESPIRAL DE LA MUERTE


    


    Banqueros, empresarios y medios de comunicación se muestran a favor de un rescate soberano a la vuelta del verano de 2012 — Rajoy se resiste porque visualiza una España caótica si se fractura la legitimidad política — «No hipotecaré a varias generaciones de españoles», dice pese a que la mayoría de sus ministros creen que el rescate es inevitable — Un recorte del 20 % a las pensiones se configura como la condición más previsible.

  


  
    


    La rueda de prensa del Consejo de Ministros del 20 de julio de 2012 fue una de las pocas donde la vicepresidenta Soraya Sáenz de Santamaría perdió su habitual aplomo y se mostró confusa. Cuando le preguntaron si el Gobierno contemplaba pedir un rescate total ante la escalada de la prima de riesgo —que ese día llegó a 610 puntos al conocerse que la Comunidad Valenciana no podía pagar 2.750 millones y se acogía al Fondo de Liquidez Autonómica (FLA)—, se limitó a señalar que «hacemos lo que nos corresponde». Sáenz de Santamaría insistió en que el problema de la prima era fruto de la incertidumbre que recaía sobre la eurozona. Sin embargo, la falta de una negativa rotunda como la que se había oído en días anteriores fue malinterpretada. Su equipo de prensa se dedicaría, por la tarde, a confirmar uno por uno a los medios de comunicación que el Gobierno no contemplaba el rescate. Pero los nervios en el Ejecutivo afloraban por todas partes. Ese día, cuando el Eurogrupo daba su aprobación al préstamo de los 100.000 millones, García-Margallo, visiblemente molesto, criticaba al BCE por conducirse como «un banco clandestino» y lo culpó de «no hacer nada para parar el incendio de la deuda pública». Olli Rehn echaba más leña al fuego advirtiendo desde Bruselas que «si la cosa sigue así, España no va a tener más remedio que pedir otro tipo de ayuda diferente a la bancaria». Y Joaquín Almunia, que ocupaba el puesto de comisario de Competencia, animaba al Gobierno a aprovechar las promesas del último consejo europeo y solicitar ayuda formal, aunque se cuidaba de recordar que la economía española «no necesitaba un rescate total».


    Los analistas pronosticaban un rescate inevitable. «España ha entrado en la espiral de la muerte en la que la prima de riesgo encarece la financiación y aumenta por tanto la inquietud de que no va a poder devolver sus deudas, por lo que vuelve a subir la prima», aseguraba el analista de Rabobank Richard McGuire a Bloomberg. «No parece haber solución en la eurozona que haga bajar la prima de riesgo de España a niveles más sostenibles. Sospechamos que España tendrá que realizar una petición formal de asistencia financiera para que la eurozona tome alguna decisión sin condiciones adicionales», señalaba el banco de inversión estadounidense Citigroup. «En España lo peor está por llegar, el peor impacto de la recesión aparecerá más adelante en este mismo año cuando surtan efecto las medidas de ajuste», afirmaba el francés BNP a sus clientes. Moody’s ponía en duda la capacidad del Gobierno para someter a las comunidades autónomas a la disciplina fiscal: «Aunque el Gobierno central ha declarado en muchas ocasiones que tomaría el control de los presupuestos de una región que se desvíe del objetivo del déficit, está por ver si lo hace y cómo pondría en práctica esa intervención». El mercado estaba pidiendo sangre, que el Ejecutivo interviniera una comunidad autónoma. Y la elegida parecía ser, por su tamaño, sus problemas y la bisoñez de su Gobierno, encabezado por Alberto Fabra, la Comunidad Valenciana.


    El rescate se había convertido en una condena inexorable. Había quien pensaba que lo mejor a esas alturas era una intervención formal que nos protegiera y nos forzara a adoptar las medidas de modernización de nuestra economía que ningún Gobierno parecía estar dispuesto a tomar. El asunto se mezclaba con la crisis política, institucional y moral del país.1 Muchos de los líderes de opinión que se habían apuntado a la causa del regeneracionismo pensaban que el rescate europeo haría lo que los políticos no se atrevían a hacer, que se tomarían medidas racionalizadoras que acabarían modernizando al país. Esa convicción se asentaba en un territorio frágil. Los funcionarios españoles rechazaban la intervención porque significaba desautorizar su criterio. Para los políticos suponía una claudicación ominosa, la pérdida de la legitimidad y un grave trastorno para la democracia. Para la izquierda, la imposición de los recortes de la tecnocracia era el fin del sistema democrático, ya fuera porque lo terminaban éstos o porque el pueblo se sublevaría en clave revolucionaria. Para los menos la intervención externa era mucho peor, porque los tecnócratas de la troika podían imponer medidas equivocadas, como se había visto en algunos casos en Grecia y Portugal. En agosto y septiembre de 2012, el mejor de los países rescatados, Irlanda, aún seguía con primas de riesgo de 500 puntos básicos con respecto a Alemania. Y por culpa del estigma que se cernía sobre las economías rescatadas no se sabía cuándo podrían regresar a los mercados de capitales para financiarse por sí mismos.


    


    De Guindos, sin embargo, subrayaba la conducta irracional de los mercados. «Esto va más allá de los Gobiernos», decía el ministro de Economía. «Tiene que ser abordado desde otras instancias con conductas muy específicas.» Era una clara alusión al BCE. Y el 26 de julio, en la Conferencia Global de Inversión que se celebraba en Londres, Mario Draghi pronunció sus famosas palabras mágicas: «Dentro de nuestro mandato, el BCE hará todo lo posible por proteger el euro. Y créanme, será suficiente». Su afirmación frenó de raíz la prima de riesgo, que perdió 51 puntos en seis horas y cerró por debajo de 600. La bolsa madrileña experimentó la subida más fuerte del año y la décima de su historia con un 6 % en lo que quedaba de jornada. Al día siguiente, Merkel y Hollande subrayaban que sus países harían todo lo necesario «para proteger la integridad de la zona euro». Este mensaje todavía era más concreto puesto que no se limitaba a la moneda, sino que suponía que el club no echaría a ninguno de sus socios. La prima española bajó 108 puntos en seis días.


    El 2 de agosto, fecha en la que se reunían en Madrid Mario Monti y Mariano Rajoy, Draghi volvió sobre sus pasos y entró en detalles que transformaron la magia de sus palabras en un malentendido. Precisó que sólo compraría deuda de los países agobiados por la prima de riesgo si éstos pedían oficialmente ayuda. «Tienen que acudir al fondo de rescate, porque, como he dicho en reiteradas ocasiones, el BCE no puede sustituir a los Gobiernos en el plano fiscal.» La prensa daba por hecho que el presidente del BCE había cedido ante las presiones de Jens Weidmann, presidente del Bundesbank. El efecto inmediato fue que la bolsa española cayó un 5,1 % y la prima quedó al borde de los 600 puntos, en 594.


    El discurso de Draghi sorprendió a Rajoy y a Monti comiendo en Moncloa. Y ambos habían prometido una conferencia de prensa después de su reunión. Ninguno de los dos tenía ni idea de qué había detrás de sus palabras, salvo que se imaginaban lo mismo que decía la prensa, que el Bundesbank le había puesto contra las cuerdas. Luis de Guindos, Álvaro Nadal y Jorge Moragas, que también estaban en Moncloa, no consiguieron ninguna información directa del BCE, como tampoco la lograron los italianos. Así que a ambos mandatarios les tocaba realizar una faena de aliño ante la prensa precisamente cuando las bolsas estaban cerrando de muy mala manera. Rajoy se aferró a una expresión del presidente del BCE. Éste había dicho que no era justo el castigo que estaban recibiendo los países que habían emprendido reformas. El presidente español construyó desde ahí su comparecencia: dijo que «el castigo de los especuladores» no era justo y que en la cumbre del 18 y 19 de junio había quedado clara la «apuesta clara por la irreversibilidad del euro». Monti por su parte dijo que no había visto «ningún paso atrás» de Draghi respecto a las palabras del 26 de julio en Londres. Añadió que Italia no pediría rescate, pero sí consideraba pedir «ayudas o acciones de acompañamiento para evitar las primas de riesgo excesivas».


    Al día siguiente, en el balance de su primer semestre de Gobierno, Rajoy dijo que no descartaba acogerse a las operaciones de compra de deuda del BCE, pero que esperaría a tener más detalles. «Lo que quiero es conocer cuáles son esas medidas no convencionales, lo que significan, lo que pretenden y si son adecuadas», explicó. «A mí nadie me ha exigido nada», respondió cuando se le preguntó si se le había sugerido que pidiera ayuda. La prima bajó hasta 543 puntos tras la abrupta subida del día anterior y ya no dejaría de bajar hasta situarse en 411 puntos el 7 de septiembre, día en que Draghi volvió a hablar.


    


    El verano transcurriría entre las amenazas de Alemania a Grecia para que hiciera los ajustes necesarios y la bronca pública entre los ministros Montoro y Soria porque el titular de Industria había decidido enjugar el déficit de tarifa creando un nuevo impuesto a la energía eléctrica. El ministro de Hacienda reaccionó marcando su territorio: «Si hablamos de impuestos es cosa mía», dijo.2 Pero el encontronazo político más trascendental de ese verano se registraría en Fráncfort, ciudad que comparten las sedes del BCE y el Bundesbank. El 26 de agosto, Jens Weidmann, presidente del banco federal alemán, dejó clara su posición ante lo que Draghi había esbozado en sus dos últimas intervenciones. Dijo que las operaciones de compra de deuda «provocan una conducta semejante a la adicción a una droga». La canciller Merkel, que mantenía una prudente distancia respecto a las declaraciones de Weidmann, comentó que era «bueno» que «el presidente del Bundesbank haga estas advertencias».


    «Una campaña ilimitada de compra de deuda como la que planea el BCE [...] produce una vinculación entre la política fiscal y monetaria, y la política fiscal va quedando más y más relegada hasta una situación totalmente fuera de control», dijo Weidmann. Y concluía afirmando que Alemania no estaba dispuesta a pagar las dosis de droga ni tipo alguno de metadona: «Los títulos acabarán figurando en el balance del sistema del euro» y «al final deberán responder los contribuyentes de los restantes países».


    Merkel fue muy clara respecto de lo que estaba en juego en el BCE cuando un periodista de la televisión pública alemana ARD le reprochó su falta de apoyo explícito al presidente del Buba: «Respaldo a Jens Weidmann y considero positivo que, como presidente del Bundesbank, tenga tanta influencia en el BCE». «En el seno del BCE —añadió— existe ahora mismo una discusión sobre esto. También se produce esa misma discusión entre los jefes de Gobierno del euro, pero eso no tiene nada de extraño: hablar es la vía para llegar a soluciones.»


    En realidad, la tensión en Alemania sobre la propuesta de Draghi era máxima. El miércoles 29 de agosto el Corriere della Sera publicó que Merkel le había pedido a Monti que no se le ocurriera solicitar un rescate en aquellos días ante la crisis que existía entre Draghi y Weidmann. Su apoyo al presidente del Bundesbank había sido protocolario, pero la canciller no quería poner contra las cuerdas a Weidmann y mucho menos que se viera forzado a dimitir, como había ocurrido justo un año antes con su antecesor, Axel Weber. El temperamental Weber, un tipo con el que, según los que le conocen, podías tener una discusión monumental sobre política monetaria que acabara en un abrazo y un elogio entusiasta al buen clima español, no pudo soportar que el Banco Central Europeo (BCE) de Jean-Claude Trichet incurriera en una serie de heterodoxias de cara al rescate de Grecia, rematadas con una compra de deuda pública a Zapatero y Berlusconi en agosto de 2011. Weber cogió su cartera, y aunque era el candidato favorito para suceder a Trichet, se marchó a la presidencia del consejo del banco suizo UBS. Oficialmente Weber dejó el BCE por «razones personales», pero lo cierto es que desde febrero de 2011 su papel de mala conciencia era tan tenaz que se había quedado aislado en el consejo y se había convertido en un problema para Merkel. Detrás de Weber se había marchado otro halcón, Jürgen Stark. Ambos representaban la ortodoxia alemana en el BCE y habían preferido irse antes que traicionarla. Emil Willsch, miembro de la comisión presupuestaria de la CDU, el partido de Merkel, sugirió en aquellos días que Weidmann podría ser el tercero, lo cual significaba un descalabro institucional inédito en Alemania. Había un elemento adicional que complicaba el panorama político alemán. El Tribunal Constitucional se encontraba ultimando su dictamen sobre la participación en el fondo de rescate europeo que debía anunciarse el 11 de septiembre. Tras su aprobación el 29 de junio de 2012 por el Parlamento alemán, el presidente federal, Joachim Gauck, había decidido aplazar su promulgación hasta que el Constitucional certificara que su existencia estaba de acuerdo con la Ley Fundamental alemana.


    Ese mismo miércoles 29, Draghi dijo que el mercado estaba dando «lecturas anómalas e irracionales» con las primas de riesgo. La española estaba en 508 puntos. Un mes antes, el 24 de julio, 17 prestigiosos economistas europeos habían suscrito un documento en el que reclamaban al BCE que actuara de manera temporal para evitar el colapso de la deuda española e italiana. Asimismo, pedían a la UE que acordara un plan urgente para «mutualizar deuda». Los expertos advertían del enorme riesgo de una ruptura del euro y de los «catastróficos» costes que ello tendría para los países de la Unión Monetaria. «Una respuesta satisfactoria de la crisis debe ser colectiva e implica repartir cargas entre países; sin esta respuesta colectiva, el euro se desintegrará», alertaban.3 El documento llegaba cuando el presidente del BCE estaba considerando qué instrumentos incluir en su nueva caja de herramientas para dominar las primas de riesgo. Varios de ellos representaban herejías para el Bundesbank. Por ejemplo, le parecía inaceptable la idea de que el fondo de rescate comprara deuda soberana y el BCE interviniera en el segundo mercado controlando las primas de riesgo.


    Berlín le transmitió a Madrid una petición similar a la que le hizo a Monti, es decir, que nadie se moviera porque la fiesta en el BCE no estaba para más líos. Quedaba claro que a Merkel se le había encomendado una operación nada sencilla: hacer entender a Weidmann que la propuesta de Draghi era aceptable. En esa tarea, era muy inoportuno que a su vez Rajoy presionara al presidente del BCE y que miembros del Gobierno español —como había hecho García-Margallo— lo criticaran abiertamente mostrándose ansiosos de que actuara. Berlín sugirió a Moncloa que era mejor y más sutil fijar las prioridades en las reformas, mostrarse como alumnos ejemplares y no presionar para que les compraran deuda. Por eso cuando Merkel visitó España el jueves 6 de septiembre, el mismo día en que Draghi fijaría su posición sobre la prima de riesgo, puso el acento en la necesidad de crear empleo juvenil y de continuar con las reformas.


    


    En su esperada intervención, Draghi reiteró que compraría deuda pública si los países afectados lo solicitaban y prometían cumplir una «estricta condicionalidad» fijada por sus socios. Dio a conocer su nuevo instrumento de política monetaria, un programa de compra ilimitada de deuda en el mercado secundario, las Outright Monetary Transactions (OMT), diseñadas para tratar con «las distorsiones severas que se han creado en los mercados de deuda por los miedos infundados de algunos inversores a una ruptura del euro». También aclaró tres cuestiones técnicas: que las operaciones serían esterilizadas, es decir, que el dinero involucrado en comprar deuda sería retirado del mercado con el objeto de no crear inflación, que actuaría sobre bonos entre uno y tres años, y que el BCE renunciaba a su condición de acreedor preferente (seniority). Se establecían tres líneas de crédito. La primera, la línea de crédito precautoria condicionada, era para países saneados. La segunda, una línea con condicionalidad reforzada y protección parcial del riesgo soberano era una especie de seguro de hasta el 20 %-30 % de la deuda emitida. Y la tercera era la «línea con condicionalidad reforzada», destinada a países con unas cuentas sólidas, pero con problemas coyunturales e importantes tensiones financieras que les hacían incumplir las recomendaciones económicas de la Comisión Europea. Este último era el caso de España.


    En la conferencia de prensa donde explicó su estrategia, Draghi aludió sin citarlo a Mariano Rajoy y señaló muy claramente que ahora la decisión estaba «en manos del Gobierno de España» y subrayó además que no se trataría, como se especulaba, de un «rescate suave». Detrás de la contundencia de las palabras de Draghi había preocupación por el coste de los rescates para el propio BCE y por la situación en Alemania, donde el 73 % de los encuestados, según un análisis demoscópico publicado la víspera, temían ver reducido su salario o su pensión —incluso perder su empleo— a causa de la financiación de los rescates de otros países europeos.


    «Cuando tenga alguna novedad, la contaré. Aún no he tenido tiempo de leer la comparecencia del presidente del BCE», dijo Rajoy tras reunirse con Merkel cuando se le preguntó por el rescate. Los mensajes de ambos mandatarios estuvieron perfectamente sincronizados. Así, la canciller no dejó de recordar que al BCE le corresponde responsabilizarse del «valor de la moneda» en tanto que a los países les toca hacer «los deberes políticos de forma creíble». Y Rajoy no dudó en insistir en la urgencia de «superar los defectos de diseño de la Unión Monetaria» y fijar una «hoja de ruta» para llevar a la práctica la unión fiscal y bancaria.


    Rajoy aprovechó que estaba junto a la jefa de Europa para subrayar que España actuaba autónomamente. Merkel asintió. La canciller se declaró «impresionada» por las reformas puestas en marcha y dijo estar convencida de que darían buenos resultados, aunque ello conllevara tiempo. También explicó que su país no quería «imponer medidas difíciles a otros porque sí». Su objetivo, dijo, era garantizar la prosperidad de Europa. Rajoy se dio el gusto de desafiar la ortodoxia reafirmando su intención de no congelar las pensiones, pese a las advertencias de Bruselas y del propio Banco de España.


    Ya que los alemanes habían puesto de moda las metáforas económicas de corte médico, en la víspera de la cumbre hispano-alemana Moncloa organizó una reunión con una docena de periodistas germanos para explicarles la situación. Álvaro Nadal, jefe de la Oficina Económica de Presidencia, utilizó una alegoría médica para ilustrar la coyuntura: España es un país al que se le ha detectado un tumor (que son sus numerosos desequilibrios económicos) y cuando estaba comenzando a recibir tratamiento ha sufrido un infarto (la subida de sus costes de financiación reflejados en la prima de riesgo). Así que, según Nadal, era imprescindible poner remedio al infarto antes que nada y para eso se requería la intervención del BCE. Siguiendo la metáfora, después de los anuncios de Draghi del 6 de septiembre, el que tenía que llamar a urgencias era Rajoy. Y por supuesto, España tenía que dejar de fumar.


    Aunque Draghi no dijo nada esencialmente distinto a lo dicho en agosto, sus palabras supusieron un auténtico bálsamo. La exhibición de las OMT tuvo efecto. La prima de riesgo descendió hasta situarse por debajo de los 450 puntos y la bolsa ganó un 5 %. «Draghi ha dicho: en esta pared está el extintor para apagar este fuego. Lo que nadie sabe es cómo de grueso es el cristal que hay que romper para cogerlo», explicaba gráficamente Álvaro Nadal, subrayando que el cristal era la famosa condicionalidad macroeconómica.


    


    Al día siguiente de los anuncios del BCE, las presiones para que Rajoy pidiera rescate se redoblaron. España debía requerir el rescate «o como quieran llamarlo», dijo la Administración estadounidense. Alemania metió la misma prisa: «España debe solicitar con urgencia el rescate a los fondos europeos. Si no ocurre de inmediato, será que no hay voluntad de respetar las condiciones del BCE. Y eso sería fatal», decía Kurt J. Lauk, presidente del Consejo Económico de la CDU, el partido de Merkel. También en el BCE había inquietud. «España debe acudir pronto al mecanismo de compra de deuda. Cuanto antes lo haga, mejor», decía un miembro del consejo del banco.


    En este caso no había más España que Mariano Rajoy. Él era el único que podía tomar la decisión de solicitar la ayuda. «Si me equivoco en esto no me va a hablar ni mi familia», le había dicho Rajoy a un amigo en aquellos días. La soledad del presidente en este asunto era absoluta. Los signos exteriores le apremiaban a pedir el rescate total, pero quienes le conocen afirman que su instinto le llevaba a no actuar, a entender que si tomaba esa decisión provocaría un movimiento de placas tectónicas que abocaría a España a un cataclismo. «No hipotecaré a varias generaciones de españoles pidiendo esta ayuda», comentó a otro de sus fieles ya en octubre. Los miembros del Consejo de Ministros estaban divididos entre una mayoría que creía que el rescate era la salida obvia y una minoría que pensaba que era inevitable. Pero ninguno apostaba por que no hubiera rescate. En aquellos días angustiosos Rajoy se refugiaba en una pregunta que hacía a todos sus interlocutores: «¿Cómo se sale del rescate? ¿Quién nos garantiza que volveremos a los mercados y cuándo?». La cuestión no tenía respuesta fácil. Sólo Irlanda había hecho algunas tímidas emisiones de deuda, pero seguía con respiración asistida, conectada a los empréstitos de la UE. Grecia y Portugal, en cambio, tenían todas las puertas cerradas.


    Paradójicamente, Alfredo Pérez Rubalcaba, líder de la oposición socialista, vino en ayuda del Gobierno. En una entrevista en Onda Cero el viernes 7 de septiembre dijo que su partido no apoyaría «un rescate que suponga nuevos sacrificios». El domingo 9 se celebró el comité federal del PSOE y Rubalcaba, que recibía críticas por su oposición demasiado condescendiente con el Gobierno, pronunció un discurso formalmente duro, pero que en el fondo quitaba presión al presidente. Reiteró que no apoyaría el rescate, «porque certificará la incompetencia de Rajoy», y anunció su oposición a la creación de un banco malo.


    El 10 de septiembre, Rajoy ofreció una entrevista con seis periodistas en la televisión pública. Su principal mensaje fue para Cataluña, cuyo presidente, el convergente Artur Mas, había anunciado por la prensa que pensaba pedir un nuevo modelo de financiación. El presidente del Gobierno fue claro y hasta coloquial: «Lo que no toca ahora es el lío, la disputa y la polémica, sino la colaboración. En España no estamos para grandes algarabías», dijo. También dejó caer una respuesta que era una expresión de su ánimo, más que de la fría realidad de lo que se jugaba en Europa: «No voy a aceptar que me digan qué gastos tengo que recortar».


    El presidente del Gobierno no disipó las dudas acerca de la petición de ayuda. «No lo tengo decidido», repitió varias veces. «Tengo que ser muy prudente porque ésta no sería una decisión menor. Afectaría a los 47 millones de españoles. En un asunto así no voy a frivolizar.» También esbozó la posibilidad de que finalmente no fuera necesario pedir el rescate. En su opinión, «mucho más importante» que dicha decisión, era el compromiso ineludible de cumplir con el objetivo de déficit. «Si alguna prioridad hay en España es ésa», recalcó antes de afirmar: «Yo aseguro que lo vamos a cumplir». Rajoy se aferró a la única certeza que tenía el Gobierno por aquellos días. «Lo que hagamos nosotros mismos es mucho más importante que lo que puedan hacer fuera por nosotros.»


    


    Que el Gobierno ya había valorado el precio del rescate quedó de manifiesto cuando Rajoy señaló que si éste se producía intentaría preservar hasta el final las pensiones. El Ejecutivo había utilizado diversas vías para sondear, primero, si era posible conseguir un rescate sin condiciones y, segundo, si eso quedaba descartado, cuál sería la «condicionalidad macroeconómica» que conllevaría. Pronto se despejó la primera incógnita. Diplomáticos y eurodiputados consiguieron información fiable de que, si bien Bruselas podía haber llegado a aceptar una ayuda sin más condiciones que las que fijaban sus procedimientos de déficit excesivo, el BCE se negaba en redondo a apoyar una alternativa que consideraba mala y que creía que superaba sus atribuciones. Así se lo hizo ver discretamente el entonces vicepresidente del BCE, el portugués Vitor Constancio, a los eurodiputados españoles.


    Pero el principal obstáculo para un rescate sin condiciones era Alemania. Su electorado no lo aceptaría. Era la famosa visión moral de la crisis a la que se había referido Paul Krugman4 y en la que también creía el italiano Mario Monti: el Gobierno alemán veía el déficit y la deuda como pecados que debían ser reprendidos. Tolerar esas conductas era premiarlas y eso era irresponsable. Y detrás de los alemanes estaban los holandeses, austriacos y finlandeses. Sobre todo estos últimos que habían convertido en una cuestión de honor nacional el obtener más garantías que los demás para sus aportaciones. En cuanto a la segunda cuestión, la medida que constituía el mínimo común denominador era reducir el gasto en pensiones.5 Era la decisión que la troika consideraba imprescindible para estabilizar el gasto público. Había más recortes y reformas institucionales, pero la que el Gobierno identificaba como inasumible políticamente era la de las pensiones. No se hablaba de congelar o de rebañar sus cuantías, sino de recortarlas en torno a un 20 %. Las pensiones, según han demostrado diversos estudios, constituyen la política redistributiva más destacada del Estado español. Muchas familias se sostienen gracias a las pensiones que los más mayores comparten con sus descendientes. Un hachazo en esos ingresos garantizaba una convulsión social.


    El 11 de septiembre, el Tribunal Constitucional alemán avaló la existencia del fondo permanente de rescate europeo aunque limitó la aportación germana a 190.024 millones. Cualquier aportación superior obligaría a pedir autorización al Bundestag.


    


    El ministro de Economía, Luis de Guindos, habló de «excelente noticia», que dejaba atrás el «último obstáculo» para que funcionara el MEDE. La prima de riesgo bajó hasta 400 puntos. Pese al lamentable precedente de lo ocurrido con el coste de la deuda a partir de marzo de 2012, cuando el mercado vinculó el retraso en la presentación de los Presupuestos con las elecciones en Andalucía, el Gobierno se animó a pensar que tras el anuncio de Draghi y el pronunciamiento del Constitucional alemán era factible resistir hasta las elecciones gallegas y vascas. La resolución del Tribunal de Karlsruhe había aplazado cualquier iniciativa hasta casi la mitad de septiembre. Quedaba aguantar poco más de un mes para que se celebraran los comicios que, sobre todo en Galicia, suponían un compromiso emocional para el presidente del Gobierno. Pero en octubre había importantes vencimientos de deuda, nada menos que 27.000 millones, y había que salir a buscarlos al mercado. A su favor, Rajoy contaba con una reunión del Eurogrupo y una cumbre europea el 17 y 18 de octubre que podía utilizar como señuelo de una decisión.


    El miércoles 12 de septiembre, en la primera sesión de control del curso político, Rajoy veía alejarse el rescate: «No sé si es necesario que España lo pida». Rajoy apuntó la clave: «Vamos a ver cómo evoluciona la prima de riesgo y los diferenciales de financiación en los próximos tiempos». Rubalcaba dio por hecho que España pediría la ayuda y que ésta acarrearía condiciones y una pérdida clara de soberanía. Por eso, exigió al presidente que dicha condicionalidad fuera sometida al voto del Parlamento. Antes que él, el coordinador de Izquierda Unida, Cayo Lara, había reclamado a Rajoy la celebración de un referéndum.


    Dos días después, el ministro de Finanzas germano se ponía del lado de Rajoy con una frase que evocaba los clásicos del humor alemán: «Si no necesita el dinero sería tonto pedirlo».


    Pero no todo el mundo lo veía igual. Las grandes multinacionales españolas y los bancos, que debían salir al exterior a conseguir dinero para financiarse, descubrían que los mercados estaban secos para las empresas españolas. Si para el Estado la prima era inasumible, para el sector privado era aún peor. El ministro Luis de Guindos recibía todos los días llamadas de empresarios que le rogaban que el Gobierno pidiera ya el rescate porque su situación era crítica. Pensaban, pese a que no había ningún antecedente que permitiera hacerlo, que si el riesgo soberano bajaba la financiación de las compañías mejoraría. Sin embargo, muchos analistas creían que el estigma del rescate podía ser letal para la financiación privada. El jueves 20 de septiembre la gran banca se plantó y pidió a Rajoy que tomara una decisión. «Cuanto antes, mejor», fueron las palabras exactas que usó el presidente del BBVA, Francisco González. «[Un rescate] nos abre las puertas para que el Banco Central Europeo entre en el mercado secundario» a comprar deuda española. Precisó, no obstante, que el rescate deberá pedirse «siempre que sea posible». Es más, prefirió hablar de «una línea preventiva de crédito o de financiación», ya que «la palabra rescate no es adecuada», matizó, dejando claro que la ayuda que llegue a España no será igual que la que recibieron Grecia o Portugal. González advirtió que Rajoy debía manejar la situación «con mucha delicadeza» porque «no tiene toda la libertad de actuar». Aun así, insistió en que la actitud del BCE de respaldar el euro era acertada: «Los que están apostando en contra de Europa y del euro se equivocan».


    Los empresarios no habían perdido el juicio, pero sí los nervios.6 Y en eso, el presidente del Gobierno demostró mayor fortaleza. Apenas tres semanas antes, el 29 de agosto, los representantes de grandes empresas españolas agrupadas en el Consejo Empresarial para la Competitividad (CEC), un exclusivo club creado en febrero de 2011 y promovido por miembros del Instituto de la Empresa Familiar (IEF) que nombraron al frente del mismo al exdirector del Instituto Fernando Casado, le habían advertido al Rey del estigma que suponía para el buen nombre de España el término «rescate». «¿Rescate? Es una palabra maldita. En España no debemos usarla», dijo César Alierta, presidente de Telefónica y del CEC, quien interrumpió a uno de los presentes que empleó el término al referirse a la posibilidad de que el Banco Central Europeo (BCE) comprara deuda española para reducir la prima de riesgo. Pese a que eran conscientes del coste reputacional, la gran mayoría de los grandes directivos quería que el Gobierno solicitara la ayuda. Incluso no teniendo ningún indicador fiable de cuándo, cómo y en qué condiciones iban a poder acceder a los mercados para financiar a sus empresas.
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    LA PRIMA «SALE DE LA FAMILIA»


    


    El separatismo catalán y el nacionalismo vasco irrumpen en la mesa de las prioridades políticas del país — El cumplimiento del objetivo de déficit se convierte en el examen decisivo de la economía española — Rajoy se ve obligado a incumplir su última promesa electoral y no revaloriza las pensiones — La caída de Monti en Italia marca la última gran escalada de la prima — Alemania felicita a Rajoy por no haber pedido rescate — Sáenz de Santamaría en junio de 2014: la prima ya no forma parte de «la familia».

  



  

    


    Cuando el Gobierno estaba en cuerpo y alma entregado a estabilizar la situación económica, los regionalismos irrumpieron en el debate nacional para intentar aprovechar su debilidad. Que el soberanismo sería uno de los temas de la legislatura ya se había insinuado en la investidura de Rajoy. Éste dedicó la totalidad de su discurso a hablar de la economía cuando delante tenía a siete diputados de Amaiur —una de las fórmulas electorales del radicalismo vasco de izquierdas donde también militan exsimpatizantes y expresos de ETA—, que habían logrado la mayor representación parlamentaria desde que Herri Batasuna obtuviera 5 diputados en 1986. Los de Amaiur eran los que más llamaban la atención, pero en el hemiciclo había otros 48 diputados que podían encuadrarse como nacionalistas o regionalistas. El desafío, sin embargo, no lo planteó el nacionalismo vasco, sino el catalán.


    El presidente catalán Artur Mas Gavarró se presentó en Madrid el 20 de septiembre de 2012 —la prima de riesgo marcaba 420 puntos— para pedir un pacto fiscal para Cataluña que se asemejara al concierto económico del País Vasco y de Navarra. Recibió como respuesta una negativa de Rajoy, quien le indicó que esa alternativa no tenía encaje en la Constitución. Mas sostenía que el pacto apaciguaría los «anhelos» de los catalanes, expresados en una Diada especialmente multitudinaria, reivindicativa y cargada de mensajes separatistas. El president dijo que no era «cuestión de dinero» sino de «voluntad política» y se mostró victimista, triste y decepcionado, antes de anunciar que ante la «pared infranqueable» de la Constitución española, a Cataluña le tocaba emprender «un nuevo proyecto». Cinco días después, convocó elecciones anticipadas para el 25 de noviembre y dijo que había llegado la hora de que Cataluña ejerciera «su derecho a la autodeterminación». Su intención era aprovecharse de la potente movilización popular para cosechar en el Parlament una mayoría absoluta, fijada en 68 diputados, para la que le faltaban seis escaños.


    Convergència i Unió (CiU), el partido de Mas, había incluido el pacto fiscal en el programa electoral con el que ganó las elecciones de noviembre de 2010. En los veintiún meses que llevaba gobernando, Mas había jugado en algunos momentos con la ambigüedad —cuando aceptó, por ejemplo, el gesto del PP de abstenerse para sacar adelante sus presupuestos de 2011—, pero poco a poco su giro soberanista fue más descarado. Su intención era proyectar hacia el Gobierno central el malestar popular que generaban los recortes sociales que estaba aplicando, sobre todo en la Sanidad. Así, Mas los justificaba en que eran «para evitar ser intervenidos por España». Y eso lo combinó con la denuncia de agravios, algunos reales, pero en su gran mayoría inventados. En septiembre de 2012, por ejemplo, el conseller Andreu Mas-Colell no tuvo inconveniente en participar en un vídeo donde importantes economistas catalanes sostenían que España expoliaba fiscalmente a Cataluña al imponerles una «presión fiscal excesiva» y obligarle a ser más generosa que las demás comunidades autónomas. Pese a que en España los impuestos los pagan las personas y no los territorios, de esta manera se intentaba transmitir la idea de que Cataluña perdía recursos a costa de las demás regiones por culpa del incumplimiento y las trampas que se hacían a un sistema de financiación que había sido diseñado precisamente por el tripartito catalán, apenas tres años antes. Si la financiación de Cataluña había empeorado no era por el sistema, que estaba hecho prácticamente a su medida, sino por la crisis económica. Este hecho daba alas a las tesis de quienes creían que CiU había acentuado su independentismo para ocultar los casos de corrupción que le afectaban.


    Al principio, la conversión del catalanismo tradicional en un movimiento soberanista no tuvo mayor impacto en la prima de riesgo, pese a que se trataba de la irrupción de un formidable desafío político en la vida española. De hecho, en la misma reunión de Mas con Rajoy, éste aprovechó para pedirle 5.000 millones del Fondo de Liquidez Autonómico y así evitar que la Generalitat cayera en el impago de sus compromisos. El Gobierno central accedió. Todavía alcanzó Rajoy, el 2 de octubre, a reunir a los presidentes autonómicos, incluido Mas, y logró que éstos aceptaran declarar que cumplirían el déficit de 2012 y 2013 (1,5 % y 0,7 %) a cambio de la promesa de redistribuir el esfuerzo para 2014. «El rescate, cuanto antes, mejor», le dijo en ese momento Artur Mas. Rajoy le contestó que era difícil decidir sin saber hasta dónde estaba dispuesto el BCE a bajar la prima de riesgo, con qué condiciones y con qué respaldo de los socios europeos.


    Pero con el paso de los días y con la campaña electoral abierta en Cataluña, los mensajes se volvieron cada vez más radicales y comenzaron a hacer mella en el crédito del país. El 10 de octubre, Standard & Poor’s situó el rating de España a un escalón del bono basura y advirtió de la «fricción» política entre el Gobierno central y los autonómicos. Este informe fue utilizado por la vicepresidenta Sáenz de Santamaría para cargar contra Mas, al que acusó de estar agravando la crisis con iniciativas desestabilizadoras. «La estabilidad política también cotiza en bolsa», dijo la vicepresidenta, que atribuyó el sobrecoste de la financiación a las manifestaciones separatistas. «Cuando uno altera la estabilidad política necesaria para lograr el crecimiento económico y la creación de empleo, empeora la financiación de la pyme de Castelldefels y del pequeño empresario de Aranda del Duero. Eso nos afecta a todos.»


    El 12 de octubre, día de la fiesta nacional, Mas, que se atribuía ser el «servidor de una causa histórica», aprovechó una entrevista en La Vanguardia para advertir al poderoso mundo empresarial y financiero catalán que se fuera preparando para «el cambio de mentalidad». Era un aviso para todos aquellos que contemplaban su deriva con preocupación.1 «Es verdad que el Estado español está en un momento de debilidad, contra las cuerdas y desacreditado internacionalmente, pero no menospreciemos su poder», decía Mas en Mataró, en un encuentro con alcaldes y concejales de CiU, que se mostraron entregados a la causa secesionista el domingo 21 de octubre.


    La cuestión catalana iría cobrando cada vez más relevancia. Y se complicaría muchísimo con las elecciones de noviembre de 2012, donde CiU en vez de ganar los seis diputados que pretendía perdió 12 de sus 62 escaños. Ante la tesitura soberanista alentada por Mas, los electores prefirieron el original a la copia y votaron a ERC, formación que ganó 11 diputados, y a los ultraizquierdistas de la Candidatura d’Unitat Popular (CUP), que logró tres. «En mi vida política jamás he visto una operación política tan ruinosa como la de Mas», comentó Rajoy en el Comité Ejecutivo Nacional del PP. «La operación CiU queda ahí para los estudiosos. Ha faltado responsabilidad y prudencia.»


    Pero el fracaso electoral de CiU no ocultaba que un Gobierno de corte soberanista en Cataluña situaba en la agenda nacional el tema de la secesión. Más aún cuando, el 21 de octubre, el voto constitucionalista se había hundido en el País Vasco, una de las regiones menos castigadas por la crisis, donde el Partido Nacionalista Vasco (PNV) y EH-Bildu, la coalición radical que sustituyó Amaiur, habían arrasado en las urnas llevándose entre ambos 48 de los 75 escaños. La única pequeña satisfacción que recibió Rajoy en aquellos días fue la victoria del PP en las elecciones gallegas, con Alberto Núñez Feijóo a la cabeza, y añadiendo tres escaños a su mayoría absoluta. La realidad estaba cambiando las prioridades que el presidente había fijado para su Gobierno. Dentro de nada la gente saldría del agua, como aquella vez en Canarias, y empezaría a hablarle de la corrupción y del desmembramiento de España; en definitiva, de la crisis política e institucional.


    


    Lo que no estaba claro a esas alturas era que España cumpliera con su objetivo de déficit y Bruselas exigió medidas adicionales. El 27 de septiembre, Montoro dio a conocer el proyecto de Presupuestos para 2013 y De Guindos anunció un programa de reformas que incluía 43 medidas, entre ellas varias que eran compromisos adquiridos en el Memorándum de Entendimiento del rescate financiero. Entre éstas destacaba la ley del Mercado Único, destinada a mitigar la excesiva fragmentación del mercado interior a manos de las comunidades autónomas, la promesa de legislar para desindexar la economía española de la inflación y la creación de una autoridad fiscal independiente que el ministro de Hacienda había rechazado desde sus tiempos de jefe económico del PP en la oposición.


    La presentación de los Presupuestos de 2013 resucitó las polémicas sobre si el peso del ajuste lo llevaba el Estado o el sector privado. Lo más increíble de los Presupuestos era que en su cuadro macroeconómico se vaticinaba una caída del PIB del 0,5 % cuando todos los analistas daban más. Fitch, de hecho, anunciaría pocos días después que el PIB caería un 1,5 %. Sin embargo, con esa predicción oficial, el Gobierno no se veía forzado a cuadrar los Presupuestos con más recortes del gasto público. Se hacía así trampas al solitario. Curiosamente, el propio Ejecutivo admitía la posibilidad del rescate al confiar que en 2013 «mejoren las condiciones de emisión por la posibilidad de que el BCE compre deuda española».


    La presión para que España pidiera rescate iba cediendo a medida que pasaban las semanas. El Gobierno solicitaba cada vez más y más precisiones a las autoridades europeas. Primero argumentó que temía que países pequeños como Holanda o Finlandia bloquearan en sus Parlamentos una solicitud española y después pidió al BCE que les aclarara durante cuánto tiempo actuaría en el mercado en apoyo de un país concreto y con qué objetivo de recorte de la prima de riesgo. «No compensa lo mismo solicitar la intervención para que nos bajen la prima de riesgo a 400 puntos básicos que a 200», decían fuentes gubernamentales. Los cálculos indicaban que el Estado podría ahorrarse 8.500 millones de euros en tres años.


    El 8 de octubre el FMI afirmaba que España no cumpliría ni con el déficit ni con el crecimiento estimado del PIB para 2013. Frente al 0,5 % del Gobierno estimaba un 1,3 de caída. El 3 de noviembre se conocía que el Ejecutivo ya había cubierto el gasto en desempleo de 2012 y que tendría que asignar 3.000 millones adicionales a los Servicios Públicos de Empleo para cubrir la brecha.


    Otro elemento de incertidumbre era la pretensión de Rajoy de revalorizar las pensiones, medidas que suponía un gasto adicional de 4.000 millones. Todo el mundo pensaba, como se demostró finalmente, que su anuncio estaba condicionado por las elecciones gallegas. El presidente no veía la necesidad de admitir que incumpliría otra de sus promesas cuando aún quedaban más de dos meses para terminar el año. Sin embargo, esta determinación desestabilizaba el cumplimiento del objetivo de déficit. Así lo advirtió el gobernador del Banco de España y la Fundación de Estudios de Economía Aplicada (Fedea), que ya en octubre advertía que no se cumpliría con el objetivo del 6,3 % para 2012.


    Según el subdirector de la organización, José Ignacio Conde-Ruiz, habría sido paradójico que el Ejecutivo hubiera subido el IVA de manera obligada, y que por ello se disparara la inflación, y que luego tuviera que revalorizar las pensiones, produciendo un aumento de los gastos que acabaría contrarrestando el incremento de ingresos que suponía el alza del impuesto. «Si no se tocan las pensiones, no se da sensación de la gravedad de la situación», añadió. Michele Boldrin, entonces director de Fedea, matizó que «las pensiones son incompatibles con este país y si el Gobierno se niega a tocarlas, es un Gobierno suicida». Por su parte, Sergi Jiménez, profesor de la Universidad Pompeu Fabra, dijo que se debían recortar porque eran la única fuente que le quedaba al Estado «para liberar recursos que potenciaran el crecimiento», en referencia a la reducción de cotizaciones sociales, una de las demandas de la Fundación.


    Finalmente el 30 de noviembre, Rajoy anunció que no revalorizaría las pensiones, repitiendo la decisión que había tomado Zapatero en 2011. La medida supuso un nuevo pulso entre De Guindos, Montoro y la ministra de Empleo y Seguridad Social, Fátima Báñez, que era partidaria de aplicar la ley y revisarlas. De Guindos, en cambio, apostaba por no dar el menor resquicio a Bruselas, sobre todo si el objetivo de déficit, como todos temían, iba a ser incumplido.


    En 2013, Báñez crearía un comité de expertos encabezado por el sociólogo Víctor Pérez-Díaz que elaboró un informe sobre el factor de sostenibilidad del sistema público de pensiones. Éste propuso la implantación de dos fórmulas de restricción presupuestaria para cerrar el déficit de la Seguridad Social: el Factor de Equidad Intergeneracional (FEI), que cuando se aplique en 2019 va a suponer que si no se retrasa la edad de jubilación la pensión irá bajando siempre que siga aumentando la esperanza de vida, y el Factor de Revalorización Anual (FRA), que desvincula el monto de las pensiones de la inflación y fija su revalorización en función del crecimiento de los ingresos, el número de pensionistas, el efecto sustitución (pensionistas que ingresan frente a los que salen del sistema) y la diferencia entre ingresos y gastos a lo largo del ciclo económico. La gran aportación del Gobierno fue poner un suelo y un techo a este indicador. El suelo supone que las pensiones siempre, independientemente del déficit de la Seguridad Social o de la ruina del Estado, subirán un 0,25 %. Y el techo, que cuando las cosas vayan bien, no podrán sobrepasar el IPC más el 0,25 %.2


    


    El 7 de noviembre, los sindicatos y los partidos de izquierda convocaron marchas en 60 ciudades españolas. Pedían que se celebrara un referéndum sobre los recortes sociales y salariales y que se aparcara la reforma laboral, y si no se les hacía caso amenazaban con convocar una huelga general el 14 de noviembre. La huelga finalmente se produjo y fue un fracaso. El seguimiento fue todavía menor que en la convocada en marzo de 2012. El consumo eléctrico, utilizado para medir el impacto de los paros, cayó un 12 % frente a casi el 15 % que había bajado en la anterior. Hubo, eso sí, marchas en más de 100 ciudades y graves incidentes en algunos puntos. El fracaso del movimiento enterró la idea de un referéndum sobre los recortes que había sido recogida por IU y por el PSOE. La iniciativa no era original, pero resultaba explosiva. Le había costado el Gobierno a Yorgos Papandreu a finales de 2011, cuando éste, muy debilitado ante la opinión pública, lo propuso como forma de crear una cuña para negociar mejores condiciones en el segundo rescate que le ofrecía la UE.


    El principal objetivo de las movilizaciones sindicales era conseguir la derogación de la reforma laboral aprobada en febrero de 2012 por el Gobierno de Rajoy. La modificación efectuada por Zapatero en septiembre de 2010 se había demostrado insuficiente. De las tres etapas que puede cumplir una persona en el mercado laboral —entrada, estancia en el mismo y salida— la reforma de la ministra Fátima Báñez fue especialmente novedosa en relación con las dos últimas. La salida se flexibilizó con la generalización en 33 días por año trabajado de la indemnización por despido improcedente. Se introdujo el despido con 20 días de indemnización por causas económicas. Para justificar éstas bastaba con demostrar una caída de ingresos durante tres trimestres consecutivos. Y en cuanto a la estancia, se hacía más fácil para las empresas la modificación de la jornada de trabajo, el horario, el salario y las funciones de los trabajadores. Se acababan así algunas absurdas rigideces como las categorías laborales, como las que impedían reorganizar las líneas de producción de forma ágil. Este tipo de medidas habían dificultado la capacidad de adaptación de las plantillas a las nuevas circunstancias económicas. Se limitaba también a dos años la llamada ultraactividad de los convenios colectivos, es decir, su vigencia tras ser denunciado por las partes, y se permitía que el convenio de empresa prevaleciera sobre el sectorial. En cambio, en lo que concernía al acceso al mercado laboral, la reforma circulaba por caminos trillados: en vez de simplificar las más de 50 modalidades de contratación, se creaba una nueva figura, el contrato indefinido de apoyo a los emprendedores, con un período de prueba excepcional de un año de duración. De esta manera se mantenía la dualidad que presenta el mercado laboral español entre trabajadores fijos y temporales, donde estos últimos son los primeros en ser sacrificados en una situación de crisis y están peor formados porque entran y salen del mercado laboral sin consolidar sus habilidades. Con todo, la reforma recibió la nota de «aprobado alto» por parte de economistas como Luis Garicano, que había sido uno de los promotores del manifiesto de los 100 economistas de 2010, donde se pedía un contrato único con indemnización creciente que rompiera la dualidad del mercado.


    Al cumplirse dos años de la reforma laboral, en febrero de 2014, UGT hizo un balance de la misma en la que sostuvo que no había generado empleo ni reducido el paro. Así, de acuerdo con los datos de la Encuesta de Población Activa (EPA), desde el cuarto trimestre de 2011 al cuarto trimestre de 2013, se destruyeron en España 1.049.300 empleos (un 5,9 %) y el paro aumentó en 622.700 personas, un 11,8 %. En ese lapso también se deterioró la calidad del empleo, ya que los trabajadores indefinidos se redujeron en un 6 % y el trabajo a tiempo parcial se incrementó en un 27 %.


    El Gobierno encargó a la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) una evaluación de la reforma que se difundió en 2013. Ésta señala que la reforma ha promovido la flexibilidad interna de las empresas y ha reducido los costes de despido de los trabajadores indefinidos, cuyas indemnizaciones siguen estando entre las más altas de los países de la OCDE. La reforma, añade, ha contribuido a la moderación salarial y a un aumento de la contratación indefinida (25.000 contratos nuevos al mes, según su análisis empírico). El contexto recesivo ha hecho que se siguiera destruyendo empleo, pero a menor ritmo. El documento concluye que la reforma tiene potencial para impulsar el crecimiento de la productividad y la competitividad de la economía española.


    Pese a la actitud contestataria de los sindicatos respecto del Gobierno, éstos habían realizado junto a la patronal un notable ejercicio de responsabilidad al inicio del Gobierno de Mariano Rajoy. A finales de enero de 2012, Comisiones Obreras (CC. OO.) y la Unión General de Trabajadores (UGT) anunciaron que habían alcanzado un pacto de rentas con la Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE) que fue fundamental para introducir la moderación salarial, indispensable para el ajuste de la economía española. El acuerdo limitó la subida de los salarios a un 0,5 % en 2012 y al 0,6 % en 2013. También se pactaron medidas de flexibilidad interna y se avanzó en la idea de ligar las subidas salariales a la productividad. Este acuerdo, que tuvo un impacto inmediato en la reducción de los costes laborales, ha sido ignorado en la gran mayoría de los análisis económicos y políticos de la crisis.


    A medida que se acercaba el final de 2012 y se completaban con éxito las emisiones del Tesoro, la presión financiera sobre el Gobierno bajaba, pero las quejas desde el sector privado continuaban. En las grandes empresas, los departamentos financieros habían tenido que cambiar de política y dejar de acudir a las ventanillas bancarias para ponerse a buscar agua en el desierto. A pesar de las estrecheces, las 10 firmas más grandes del Ibex habían emitido deuda por valor de 11.700 millones desde que Draghi había hablado en agosto. Las emisiones de deuda tenían un vencimiento medio de seis años y medio y a tipos de interés del 4,7 %. «Antes emitías cuando lo necesitabas, ahora cuando hay ventanas abiertas en los mercados que te dejan hacerlo», decía el director financiero de una de ellas. «Hasta que esto llegue a las pequeñas empresas va a pasar tiempo.»


    Todavía quedaba un episodio turbulento para la prima de riesgo española antes de que acabara 2012 y se produjo en torno al 10 de diciembre, a raíz de la dimisión de Mario Monti en Italia. El primer ministro había planteado una serie de reformas —entre ellas una para imponer un supervisor a las regiones italianas y limitar su gasto—, pero no conseguía los apoyos suficientes. Supermario decidió tirar la toalla cuando el Pueblo de la Libertad (PDL), el partido de Silvio Berlusconi, le retiró su apoyo y su líder dijo que estaba estudiando regresar a la política.


    Monti consiguió en Italia un éxito excepcional durante sus trece meses de gestión. Desarrollando menos reformas que Rajoy en España y con mucho menos ambición, logró que la prima de riesgo italiana volviera a situarse por debajo de la española poniendo en juego para ello su enorme credibilidad personal. Retornó así a la situación previa al verano de 2011, cuando en medio de grandes tensiones, el diferencial italiano se disparó. Italia, a diferencia de España, no tenía un problema de sostenibilidad de sus cuentas públicas y carecía de un déficit primario. Su problema era el endeudamiento público, que sobrepasaba el 120 % de su PIB, lo que la convertía en un candidato perfecto para la insolvencia de acuerdo con los cánones estudiados por Reinhart y Rogoff.


    La intensidad reformista estuvo muy condicionada por el pacto político que apoyaba al Gobierno de Monti y por los diversos actores sociales. Ocurrió con la reforma laboral, que tras su presentación inicial fue matizada y provocó fuertes críticas de la patronal. Otras promesas, como la reforma administrativa que iba a suprimir regiones y ayuntamientos, también resultaron mediatizadas por los intereses en juego. Una sencilla muestra de que el ritmo reformista había sido menos intenso que en España es que en los minutos de descuento de su Gobierno, Monti aún debía sacar adelante la Ley de Estabilidad, una norma que en España ya tenía rango constitucional y cuyo desarrollo legislativo había concluido hacía meses.


    La tensión desatada por la caída de Monti fue puntual. De hecho, a contar del 18 de diciembre la prima cayó por debajo de los 400 puntos y ya no volvería a superar esa cifra en todo el año 2013. Tal como había ocurrido en agosto y septiembre con los empresarios, algunos actores perdieron los nervios con esa subida puntual. En este caso fue el periódico El País el que el 10 de diciembre publicó un editorial titulado «Rescate urgente» en el que criticaba al Gobierno por resistirse a aplicar «el remedio más rápido y eficaz» para reducir la prima de riesgo «que es el de solicitar la intervención del Banco Central Europeo (BCE) en el mercado de deuda». «El Gobierno sabe y los ciudadanos también que la petición de asistencia al BCE se producirá tarde o temprano», continuaba el editorialista del principal periódico español. «Porque la estabilidad de la prima de riesgo española durante las últimas semanas es un espejismo, como ha demostrado el repunte del diferencial en cuanto se han anunciado peores perspectivas económicas en la eurozona; porque con los costes financieros actuales, insoportables a corto y medio plazo para los Presupuestos, la tasa de paro puede crecer hasta niveles insostenibles para la estabilidad social y porque es un pésimo mensaje a los inversores conformarse con una prima de riesgo en torno a los 400 puntos [...] En resumen, aplazar la petición de rescate equivale a condenar a la economía española a una recesión prolongada y dolorosa.» Una última consideración del editorialista —«el temor a la pérdida de votos que causaría un rescate es un reflejo exagerado»— demostraba que no se habían calibrado bien las consecuencias que sobre el sistema político podía tener que la troika se radicara en España. El resultado de las elecciones europeas de mayo de 2014, con la irrupción del movimiento populista Podemos, que recibió 1,2 millones de votos, confirmó que el temor a cambios profundos en las simpatías del electorado no era «un reflejo exagerado».


    


    Puede decirse que el 17 de enero de 2013 se cerró el ciclo de la crisis de la prima de riesgo en España, pese a que ésta marcaba 356 puntos básicos por encima del bono alemán. Ese día los diarios El Mundo y El País recogían que Luis Bárcenas había ocultado en Suiza 22 millones de euros mientras era gerente y tesorero del PP. El caso Bárcenas abría una nueva dimensión dentro de la misma crisis en la que España lleva enclaustrada desde 2007, pero la prima de riesgo ya no sería la protagonista. El 15 de enero, el Tesoro había colocado deuda al interés más bajo ofrecido desde abril de 2010, lo que demostraba que la confianza en el país era la más alta desde que Zapatero había anunciado su ajuste de mayo de 2010. Para certificar el cambio, el 23 de enero de 2013 se registraría una demanda récord de los inversores por un bono español a 10 años. Los mismos inversores que hasta el verano del año anterior se habían estado marchando de España volvían a apostar fuertemente por ella.


    El invierno de 2012 a 2013 fue suave en Alemania. El mismo día que Bárcenas ocupaba las portadas con sus cuentas secretas en Suiza, un grupo de periodistas españoles visitaba la capital germana, arrasada por las obras públicas, gracias a una invitación del Gobierno alemán. El objetivo era transmitir una idea definida y madurada: Berlín consideraba un éxito de Mariano Rajoy que España no hubiese pedido rescate. «Si España no necesita el rescate, lo que hace es defender su solidez económica. Es un triunfo no sólo para Rajoy sino para el país», señaló un alto funcionario. El mensaje era previo a la entrevista entre Merkel y Rajoy fijada para el 4 de febrero de 2013 y la canciller quería animar al presidente español a continuar por el camino de las reformas y de la recuperación de competitividad.


    En la sede del Bundesbank en Fráncfort el mensaje fue similar, lo cual daba consistencia a la apreciación de que el rescate se había alejado. Los responsables del banco central alemán admitieron que las posibilidades de que España tuviera que pedir ayuda se habían reducido mucho y eso era una evolución positiva y un mérito de los políticos españoles.


    El ambiente era muy distinto en el BCE. Sus técnicos pensaban en enero de 2013 que España había desperdiciado una oportunidad única al no pedir ayuda. Según ellos, con un rescate la senda del ajuste habría sido «menos dura» que la que actualmente está recorriendo la sociedad española, ya que todos los actores económicos habrían conocido las medidas y su calendario de aplicación. Esto se consideraba una señal muy potente para los agentes económicos que podría haber acortado sustancialmente la duración de la crisis. Respecto del rechazo social a las medidas, en el BCE eran conscientes de que un programa de reformas sólo es viable si suscita la adhesión de la población. Se pone como ejemplo el Gobierno de Letonia que, estando en minoría, adoptó un severo programa de ajustes y a los pocos meses se presentó a las elecciones y obtuvo el respaldo de una mayoría absoluta. Pero, claro, eso supone que el Gobierno está a favor del plan de reformas y puede transmitirlo a la población de manera convincente.


    «El concepto de plan de rescate tiene mala prensa y desde el punto de vista político es considerado un fracaso, pero es un elemento de certidumbre muy importante, ya que se hacen objetivas las condiciones del ajuste y un tercero hace de árbitro y determina si éstas se cumplen», explicó un especialista del BCE. «Si se hace bien, tendría que conducir a menos sacrificios.» La situación actual es que el Gobierno ha tenido que diseñar su propio plan y después convencer al FMI, al BCE y a Bruselas de que lo va a cumplir, además de persuadir también a todos los que lo van a sufrir en carne propia.


    


    A lo largo de 2013, el acto de vigilar la evolución de la prima a cada momento siguió repitiéndose por costumbre, pero ya no volvió a representar un sufrimiento o un alivio. Y no se volvió a hablar de un rescate. A comienzos de 2014 el diferencial cayó por debajo de los 200 puntos, cifra que no se había registrado desde antes del rescate de Grecia. El 9 de junio de 2014, la vicepresidenta Sáenz de Santamaría, la misma que en julio de 2012 había titubeado en una de sus conferencias de prensa ante las alturas que la prima de riesgo había conquistado, bromeaba con que ésta ya no formaba «parte de la familia» porque está bajando y «va bien». Esa mínima concesión al humor en un tema que tanta angustia había causado en el Ejecutivo español era la prueba de que la prima ya era historia. Había sido domesticada.


    La prima fue el mayor dolor de cabeza de dos Gobiernos diferentes entre 2010 y 2013, pero la prima también fue el principal agente reformista conocido por la democracia española. Debido al castigo que suponía este índice, el Gobierno y los ciudadanos tomaron dolorosa conciencia de que una política fiscal desordenada tiene un precio altísimo. También gracias a la prima los dos grandes partidos se avinieron a un consenso exprés para reformar la Constitución y consagrar al máximo nivel legal una regla de gasto y la primacía de la devolución de las deudas frente a cualquier otra política de Estado. La prima consiguió que se hiciera una modificación que sólo el ingreso en la Unión Europea había logrado antes y que no han merecido ni las contradicciones de la sucesión monárquica, ni la inutilidad del Senado ni el despilfarro autonómico.


    Para aplacar a la prima en España se hicieron varias reformas laborales y de las pensiones, se ordenaron las finanzas autonómicas, se creó una autoridad fiscal, se han hecho reformas financieras, se aprobó la unidad de mercado, se adoptó una ley de transparencia, se hizo una reforma local y una energética... No todas las rectificaciones han sido óptimas, algunas se han quedado a medio camino y otras han fracasado. Pero sin su presión, ya no existirá excusa para mejorarlas o replanteárselas.


    Para Zapatero, la prima fue un dogal. Ella doblegó su inventiva política, que a veces se desataba e inundaba el BOE de derechos sociales y proyectos onírico-económicos que no había cómo financiar. «Íbamos a reformar los mercados y los mercados nos han reformado a nosotros», dijo el expresidente. Y la prima fue el látigo con el que lo fustigaron, el martillo con el que rehicieron sus sueños en el yunque de la Economía. Para Rajoy, la prima casi era una cuestión de familia, como dijo su fiel vicepresidenta. La conocía bien y le había echado una mano para erosionar a sus rivales. Cuando llegó al poder, durante varias semanas se comportó amistosamente, hasta que descubrió que el cálculo electoral reinaba en las prioridades del presidente. Entonces le mostró su peor cara. A Rajoy no le quedó más que acelerar y ponerse a trabajar.


    El gran mérito de la caída de la prima se atribuye a Mario Draghi, el presidente del Banco Central Europeo (BCE). Esto es así, pero hay dos factores que los críticos de la actuación de nuestros dirigentes olvidan. El primero es que si Draghi contó con un campo de maniobra cada vez más amplio fue porque Rajoy y Monti provocaron un cambio de actitud en el consejo europeo, especialmente en la olvidada cumbre de junio de 2012. Un segundo factor es que la crisis del euro terminó cuando Berlín cesó en sus pretensiones de expulsar a Atenas de la moneda única, cosa que sucedió a lo largo de 2013. «En realidad, la crisis del euro se acaba cuando Alemania deja de querer echar a Grecia del euro», dice un alto cargo del Gobierno. Ese proceso se inició el 21 de junio de 2012, cuando se constituyó el Ejecutivo del conservador Antonis Samarás, que goza de ciertos apoyos socialistas y de independientes de izquierda. El fenómeno cogió velocidad de crucero a partir de la cumbre Merkel-Samarás del 24 de agosto de 2012, donde la canciller alemana se mostró contraria a la salida de Atenas de la eurozona.


    La bajada de la prima de riesgo suponía que la fragmentación de la eurozona se había mitigado y que el euro en Madrid volvía a valer lo mismo que en Berlín. También que desaparecía el riesgo que España representaba para las finanzas europeas. Por otra parte, significa que ya no existe ningún aliciente para que el país emprenda reformas que todavía necesita. La prueba es que en 2013 el espíritu reformista del Ejecutivo en cuestiones de calado casi desapareció. Es un claro trade-off, como dicen los expertos, un resultado positivo acompañado de efectos negativos. Los reformistas pierden a su principal aliado, los adictos a la deuda vuelven a respirar y la política vuelve a campar a sus anchas porque, al menos en esta vuelta, los leones han engañado a los dioses.


  



  
    


    EPÍLOGO


    


    EL FIN DE LA ERA DE LAS RECTIFICACIONES


    


    Las tres dimensiones de las rectificaciones: la económica, la política y las reformas — Zapatero hizo más recortes que reformas y subió poco los impuestos; Rajoy hizo más reformas que recortes, pero los subió mucho y varias veces — El mito de que la crisis se acabará si fluye el crédito — La política de provisiones enmascara la transferencia de beneficios al futuro — Reforma laboral, saneamiento bancario y política presupuestaria, las grandes rectificaciones — Déficit y deuda: ¿por qué nos abocan a seguir en la crisis? — Podemos, la nueva prima de riesgo.

  


  
    


    La Era de las Rectificaciones en España se extendió entre el 28 de enero de 2010, el día que Zapatero subió al escenario del Foro de Davos y situó la economía española al lado de la griega de Papandreu, y el 17 de enero de 2013, cuando los diarios publicaron que Luis Bárcenas había ocultado dinero en Suiza, destapando un escándalo que afecta de lleno al Partido Popular y a su máximo responsable, Mariano Rajoy. Durante ese lapso de tiempo, la prima de riesgo fue la gran protagonista de la vida española. El sobrecoste que debíamos pagar para conseguir dinero con el que financiar nuestro gasto público era un indicador fácil de entender y se volvió extremadamente popular.


    Se puede caracterizar este período como el de las rectificaciones en varias dimensiones. Primero porque es el período en que la economía española se ajusta y digiere los excesos de la burbuja de crédito en la que se había instalado desde su entrada en la moneda única. El resultado es horrible: un desempleo altísimo que ha llegado a afectar a la cuarta parte del mercado laboral y más de la mitad de los jóvenes (fruto de un ajuste que en una primera etapa se realizó más por la vía de las cantidades que de los precios debido a la rigidez de nuestra normativa); una caída generalizada de los salarios y de la renta disponible (más acentuada al comienzo de la crisis entre los asalariados del sector privado que en los del público), la quiebra de miles de empresas, y la destrucción de los anhelos de millones de personas.


    Una segunda dimensión es la política, porque comprende el ajuste de mayo de 2010, cuya importancia no es desdeñable (15.000 millones en dos años), pero que cuantitativamente es apenas un poco más que la décima parte del déficit del año anterior, y las subidas de impuestos de diciembre de 2011 y julio de 2012. Se trata de momentos de enmienda política: Zapatero, el amigo de los sindicatos, y Rajoy, «el hombre previsible», se ven obligados a hacer lo que siempre dijeron que no iban a hacer.


    El tercer ámbito es el de las rectificaciones efectivamente abordadas. Ahí hay que incluir desde pequeñas medidas de racionalización del gasto hasta una reforma constitucional exprés, pasando por varias reformas laborales, reformas de las pensiones, una reforma tributaria y el saneamiento del sector financiero. La actividad reformista, sobre todo en el primer año de Gobierno del PP, fue intensa, pero a partir de 2013 el ritmo decayó y hubo ámbitos, como el de la Administración, que demandaban urgente atención desde el punto de vista económico y político y que quedaron prácticamente intocados. La norma no escrita que dice que nunca salen adelante aquellos proyectos que no hayan alcanzado el trámite parlamentario antes de la mitad de la legislatura se cumplió con creces con Rajoy, entre otras cosas porque se vio obligado a acelerar la marcha desde el primer momento.


    La manera de reaccionar ante la prima fue distinta en la época de Zapatero y en la de Rajoy. El primero actuaba sobre la base de expectativas, intentando cambiar las de la gente y las de los mercados. Sus decisiones querían impactar más que ahorrar. El caso ejemplar fue el de las pensiones, que congeló, y donde chocó frontalmente con el PP. En consecuencia, Zapatero hizo más recortes que reformas. Y las que hizo —tanto la financiera, como la laboral y la de las pensiones—, fueron insuficientes y Rajoy tuvo que rehacerlas. Poco se puede decir de su política en Europa, donde nuestro descrédito alcanzó cotas elevadas. Sin embargo, de las ambigüedades y dudas de Zapatero quedó una herencia sólida, aunque mal valorada: la reforma del artículo 135 de la Constitución, que introdujo la regla de gasto y los principios de estabilidad presupuestaria. Su escaso prestigio en el propio PSOE tiene mucho que ver con el hecho de que Rubalcaba, como candidato y secretario general, la acató como una imposición y la administró como parte de un legado que se consideraba vergonzoso.


    Rajoy hizo en esta etapa más reformas que recortes, pero algunas —especialmente las que afectaron o debían afectar a la Administración del Estado—, fueron tan superficiales que unidas al incremento de la deuda y a la poco creíble senda de consolidación fiscal, apuntan a que con una coyuntura internacional adversa España puede encontrarse en dificultades en breve plazo. Sin embargo, hay que destacar la reforma laboral, que, sin ser perfecta, fue un paso adelante, y la financiera, que acabó mejor de lo que empezó. También la reforma de las pensiones, que introdujo dos factores de restricción presupuestaria que, al menos, evitarán que las pensiones sean causa de la ruina del Estado, aunque no evitarán que puedan ser causa de la miseria de los pensionistas. Con todo, lo mejor de la etapa de las rectificaciones que corresponde a Rajoy fue la recuperación de la credibilidad política en Europa, pese a los errores infantiles que cometió al principio. Esto queda refrendado por la apuesta del presidente de situar en algún cargo europeo importante a su ministro de Economía, Luis de Guindos, para intentar recuperar parte del poder perdido durante la crisis.


    


    Uno de los tópicos de esta crisis, que amenaza con permanecer, es la afirmación de que ésta se acabará cuando «fluya el crédito» a la economía real. Éste suele ser el primer indicio del síndrome de abstinencia que dejó el poco virtuoso crecimiento económico español. Como durante la burbuja de crédito corría el dinero a raudales, muchos negocios que realmente eran ineficientes o muy poco rentables vivían del suministro continuo de liquidez del sistema bancario. Hay que señalar que la bancarización de la economía española es mucho mayor que en otros países de nuestro entorno donde las empresas grandes y pequeñas suelen buscar recursos en otros lugares como los mercados de valores, los de capitales o las familias. En España, la banca representa la fuente del 75 % de la financiación de la economía. Pero desde la quiebra de Lehman Brothers, el crédito se hizo más restrictivo: la desconfianza liquidó, por ejemplo, al mercado interbancario, que era donde los bancos se prestaban entre ellos.


    Con todo, la caída del crédito en la economía española es un fenómeno relativamente reciente. En junio de 2010, ya instalados en la crisis, el crédito al sector privado residente seguía batiendo todos los récords al situarse en el 176,6 % del PIB. A contar de marzo de 2011 comienza a descender paulatinamente hasta que se desploma a mediados de 2013, cuando su tasa interanual se hunde al –12,9 %.1


    ¿Es necesario que vuelva el crédito para que crezca la economía? El razonamiento que suele esgrimirse se desarrolla de la siguiente forma: la banca no da crédito, lo cual hace que las empresas no puedan financiarse a corto plazo por falta de liquidez y, por tanto, no pueden expandir su negocio ni crear empleo. La financiación de la economía se expresa como un círculo virtuoso a través de un razonamiento aparentemente lógico. Pero muchos factores se han dado por hecho aquí: por ejemplo, que existen empresas, y segundo, que quieran financiarse en las fuentes de crédito que se miden habitualmente. Para asegurar que la falta de crédito está estrangulando el crecimiento económico, no sólo se necesita conocer el estado de la oferta de crédito sino también el de la demanda, su solvencia y su situación tanto económica como financiera.


    En el mes de julio de 2013, el Banco Internacional de Pagos de Basilea (BIS, por sus siglas en inglés) publicó un documento en el que Elód Takáts y Christian Upper defendían una tesis que contradice la sabiduría popular: la «vuelta del crédito» no es una condición necesaria para que la economía crezca después de una profunda recesión si ésta ha sido provocada por un proceso de alto endeudamiento.2 Esta apostilla final es clave para entender el trabajo. Por un lado, los autores explican que el papel del sistema financiero es canalizar el ahorro que les sobra a unos hacia aquellos que no lo tienen y lo necesitan. Sin embargo, esto no es exactamente equivalente a decir que si aumenta el crédito la economía crecerá. Takáts y Upper repasan la experiencia histórica de varias crisis financieras generadas por la acumulación de un excesivo endeudamiento junto con un proceso de expansión monetaria. Concretamente, las crisis estudiadas son 39 a lo largo de los últimos 30 años y, en todas ellas, la conclusión es la misma: en los dos primeros años de recuperación de la economía no existe correlación entre el crecimiento económico y el del volumen de crédito bancario. A su juicio, variables como la deuda pública o el tipo de cambio real son esenciales para explicar el crecimiento económico en los momentos posteriores de la salida de una recesión, más que «la vuelta del crédito».


    


    Hay un segundo aspecto que hay que considerar. Si bien no es cierto que el aumento del crédito pueda provocar mágicamente el fin de la crisis, es indudable que para que la economía funcione debe existir un cierto nivel de crédito y sobre todo normalidad en los canales del mismo. En estos años, España ha asistido a fenómenos nunca vistos en sus flujos monetarios desde que entró en el euro. Uno fue la masiva fuga de capitales que se produjo en 2012. En términos netos, más de 170.000 millones abandonaron el país ese ejercicio. En 2010 y 2011 se dio el fenómeno del crowding out (efecto expulsión o desplazamiento) por el cual la deuda emitida por el Estado expulsó a los particulares del mercado de capitales cuando éstos necesitaban liquidez.


    Desde 2012 el BCE ha venido señalando que la política monetaria tiene «un problema de transmisión». ¿Qué quiere decir esto? Mientras el BCE crea una «base monetaria» que es la suma del efectivo y las reservas, el sistema financiero no está generando la correspondiente «oferta monetaria», es decir, la suma de efectivo y depósitos. La «base monetaria» se convierte en «oferta monetaria» a través del denominado «multiplicador monetario», que es la capacidad que tienen los bancos privados de crear crédito nuevo multiplicando el dinero procedente del Banco Central. Este «multiplicador monetario» está obstruido por varias razones, siendo las dos principales la falta de capital suficiente como para respaldar una vuelta masiva a conceder créditos y, por otro lado, la percepción de riesgo de la banca, que es mayor cuanto más bajos son los tipos de interés y más facilidades de liquidez existen. El problema es que, como los bancos no saben cuánto vale lo que tienen, no pueden incorporar el riesgo a los precios. Esto es lo que justifica que, siguiendo la ley del péndulo, hayamos pasado de la generosidad de 2005 a la roñosería de 2013.


    La percepción del riesgo es una cuestión subjetiva y fácil de entender. Pero los factores que han provocado la escasez de capital para las entidades no lo son tanto. El primero es el empeoramiento de la situación económica. Cuando la consultora Oliver Wyman acabó su examen de la banca en septiembre de 2012, nuestra coyuntura económica era tan mala que ya había superado uno de los supuestos más negativos y el ejercicio sólo era válido para el peor escenario. Una segunda cuestión ha sido la política de provisiones que se ha alentado como consecuencia de la implantación de los Acuerdos de Basilea III. Estas políticas exigen cada vez más resguardos a los bancos cuando autorizan un crédito. Dichas coberturas encarecen la operación para la entidad, que debe invertir mucho más capital que en el pasado. Otra vez estamos en presencia de un fenómeno pendular. Después de lo ocurrido en 2008, los reguladores han querido crear un sistema crediticio prácticamente libre de riesgo, lo cual contradice radicalmente no sólo el espíritu del capitalismo sino el principio de que la rentabilidad va ligada a la ventura de la inversión.


    Desgraciadamente, la salida de una crisis de endeudamiento donde el sector privado español debe casi 3 billones de euros no será por la vía de adquirir nuevas obligaciones, salvo que regalen el dinero o que se desate una hiperinflación venezolana en la eurozona, sino por el aumento de la tasa de ahorro, como advertía insistentemente David Taguas: «Hay que descartar una expansión del crédito por lo que la atención debería centrarse [...] en el ahorro nacional y, en particular, en el ahorro de las familias. Y para ello son imprescindible cambios significativos en una política fiscal que penaliza extraordinariamente el ahorro familiar».3


    


    Hay dos grandes rectificaciones donde el Gobierno de Rajoy cambió radicalmente el curso de acción. Una fue la reforma financiera y la otra el proceso de consolidación fiscal. La política de Zapatero y de Miguel Ángel Fernández Ordóñez hacia el sector financiero seguía a la que históricamente había alentado el Banco de España en las crisis, es decir, propiciar fusiones de entidades malas con buenas y suplir con tiempo la falta de recursos. Todo ello rodeado del más absoluto hermetismo. Eso cambió con Luis de Guindos que, tras comprobar que la vieja política era muy lenta, la emprendió contra el 30 % del sector financiero que según el FMI estaba dañado (Bankia y otras fusiones de cajas) en una operación que obligó a España a solicitar un rescate a sus socios europeos. El achatarramiento de activos tóxicos fue tan intenso que supuso empeñar más de 105.000 millones de euros en el sector financiero. De ellos, 55.640 millones han sido desembolsados a través del FROB, de los cuales 41.300 millones procedían del préstamo europeo. A eso hay que sumar los 50.781 millones de deuda senior avalada por el Estado con que la Sareb, el «banco malo», adquirió activos inmobiliarios de los bancos nacionalizados (36.695 millones de Bankia, NCG, Catalunya Banc y Banco de Valencia) y de otros cuatro bancos que han recibido asistencia financiera (14.086 millones de Liberbank, BMN, Caja 3 y Banco Ceiss).4


    La actuación de la Sareb, que tras superar las dificultades de su puesta en marcha muestra un manejo riguroso de la mano de Belén Romana, ha confirmado que el «banco malo» era una buena medida para descomprimir los efectos de la burbuja de crédito. La entidad ha permitido absorber el shock que produce la diferencia entre el ciclo inmobiliario y el bancario. Ya en 2008, Rodrigo Rato, que entonces había abandonado el FMI y trabajaba en el Banco Lazard, le comentó esta solución a Pedro Solbes, pero el exvicepresidente económico le dijo que España no necesitaba un «banco malo». Sólo hacia el final del mandato de Zapatero la idea cuajó en el Banco de España y entre altos cargos como el secretario de Estado de Economía, José Manuel Campa. Sin embargo, persistía una notable oposición entre los grandes banqueros, encabezados por Emilio Botín. El 11 de enero de 2012, en su primera entrevista como presidente del Gobierno, Mariano Rajoy reafirmó en Televisión Española que no habría un «banco malo» en España, pese a que esas alturas ya estaban convencidos de su necesidad algunos colaboradores suyos como Luis de Guindos. La idea sólo fue aceptada por el Gobierno cuando la impuso el Memorándum de Entendimiento del rescate europeo. Si alguna crítica puede hacerse a la Sareb es la opacidad de sus valoraciones. De alguna manera se ha transformado en una cámara oscura, tras haberse visto obligada a adquirir los activos inmobiliarios de las cajas de ahorros a un precio determinado por el Banco de España y no al valor de mercado, por la sencilla razón de que en ese momento no se cruzaban operaciones.


    La política de provisiones bancarias enmascara, además, una enorme transferencia de riqueza entre los propietarios actuales y los del futuro bajo la falsa idea de que todos los activos inmobiliarios se han transformado en un agujero, es decir, que valen cero. Esto quedó claro cuando en julio de 2014 el diario El Mundo publicó que Bankia había transferido al «banco malo» unas promociones inmobiliarias del sindicato CC.OO. por valor de 20 millones de euros. El sindicato indicó que se encontraba al día en el pago de los créditos. Pero estar al corriente de pago no es suficiente para la política de saneamientos que aplicó el Gobierno de Rajoy. La provisión es dinero que se toma del beneficio o del capital de la entidad para cubrir el riesgo de impago de un préstamo. Si las autoridades elevan ese riesgo hasta límites inusuales (por ejemplo, en virtud del «Decreto De Guindos 2», los bancos deben provisionar posibles pérdidas para préstamos que aunque estén al corriente de pago sean del sector inmobiliario), lo que sucede es que lo que hoy es una restricción del balance mañana será un factor de potenciación del beneficio. La razón es que, si el crédito se recupera totalmente, también se liberará el porcentaje que se ha provisionado. En este caso, la provisión funciona como una manera de transferir capital hacia el futuro, lo cual beneficiará a los accionistas cuando cambie el ciclo.


    En cuanto a la consolidación presupuestaria, el recurso a los impuestos que realizó Zapatero (sólo hizo siete movimientos para subir impuestos, fundamentalmente IRPF e IVA, aunque retiró deducciones y beneficios que él había creado) lo dejó como un tímido aficionado frente a las más de 30 subidas de impuestos efectuadas por Rajoy y Montoro en sus primeros dieciséis meses de gestión. Estas alzas incluían cinco revisiones del IRPF, cuatro del Impuesto de Sociedades, tres de los Impuestos Especiales, dos del IVA, dos del IBI, una del Impuesto de Patrimonio y una del marco fiscal vigente para las indemnizaciones a directivos. A esto se unían 12 nuevas figuras tributarias: ocho para el sector eléctrico, una para Loterías, una para los depósitos bancarios, otra para hidrocarburos y otra medioambiental. Ambos gobernantes sólo tuvieron un punto en común: los dos dijeron que las subidas eran «temporales». A principios de 2014, Mariano Rajoy anunció una reforma fiscal que se aplicará en 2015 y 2016, pero que no fue bien recibida en Bruselas, donde el ajuste fiscal español no acababa de convencer. Pero como el Ejecutivo europeo estaba en proceso de transición de la Comisión Barroso a la Comisión Juncker, nadie dijo nada.


    Las subidas de Zapatero le reportaron 20.097 millones adicionales en 2010 y 2011, y Rajoy logró 30.851 millones entre 2012 y 2014. La cifra de Rajoy es un 50 % superior a la de su antecesor socialista, pero hay que tener en cuenta que la economía creció menos durante su período que en el de Zapatero, por lo que pese a la mayor presión impositiva se recaudaba proporcionalmente menos.


    


    La existencia de un déficit fiscal recurrente en una economía es una poderosa señal a los ciudadanos de que tarde o temprano les subirán los impuestos o de que, al menos, no bajarán lo suficiente.5 Por eso, al castigar las esperanzas, se convierte en uno de los signos más evidentes de que un país no está en la senda de la virtud económica. Desde 2009, España viene presentando un déficit fiscal abultadísimo, nunca menor a los 70.000 millones, lo que ha repercutido en una deuda pública que en agosto de 2014 superó por primera vez el billón de euros. Muy pronto, dicha deuda será equivalente a toda la riqueza que el país genera en un año. Las desviaciones sólo se han comenzado a corregir en 2013 y el desafío es que el déficit de 2014 no supere el 5,5 % del PIB.


    ¿Y quién ha hecho el esfuerzo en España para cerrar la brecha que supone el déficit estatal? Hasta ahora, los números son indiscutibles: el sector privado a través de mayores aportaciones vía impuestos o tasas. Y un aspecto que no se subraya nunca: vía recortes, porque los copagos los efectúa el ciudadano, que es el que también sufre los menores o peores servicios públicos. Según las cuentas oficiales de la Intervención General de la Administración del Estado (IGAE) y la Actualización del Programa de Estabilidad de 2014, el ajuste fiscal en el período 2012-2014 ha sido del orden del 1,3 % del PIB y todo ha sido vía mayores ingresos. El ahorro del sector público sigue siendo una promesa que aún no hemos visto materializada, ya que todo el ajuste que está pendiente hasta 2017 y que equivale a 4 puntos del PIB (unos 40.000 millones) será vía menores gastos, según ha dicho el Ejecutivo. En la siguiente tabla que representa la situación financiera del Estado y su posible evolución según el plan remitido por el Gobierno a la Unión Europea, esto se aprecia claramente. El gasto, que se sitúa bajo el epígrafe «Empleos no financieros», pasa del 44 % en 2012 al 44,4 % en 2013, mientras que los ingresos, bajo el epígrafe «Recursos no financieros», ascienden del 37,2 % al 37,8 % en una economía que ese año se contrajo un 1,7 %. Es decir, sólo aumentaron los ingresos (+0,6), pero no se redujo el gasto (+0,4). La dinámica entre 2013 y 2014 es similar. Los ingresos pasan del 37,8 % al 38,5 % (+0,7), mientras que se predice que los gastos bajarán del 44,4 % al 40 % (–0,4). Por lo tanto, son las subidas de impuestos las que soportan el peso de la reducción del déficit, aunque el ministro de Hacienda se empeñe en decir lo contrario.6


    Esta reducción tan fuerte del gasto y sobre todo la evolución del consumo público prevista para los próximos años, cuando 2015 es un año electoral, es lo que los economistas ponen en duda (ver tabla 2). No hay precedentes, ni en los peores momentos de la crisis, de que el Estado haya conseguido someterse a una austeridad parecida. Es cierto, como afirma el Ministerio de Hacienda, que la eficacia de muchas medidas de ahorro sólo se puede apreciar en el largo plazo, pero hay datos de la evolución presupuestaria que no concuerdan con el propio Programa de Estabilidad.


    Estas cifras, además, permiten hacerse una idea de cuán virtuoso ha sido el ajuste impuesto por el tándem Rajoy-Montoro. El desaparecido David Taguas, exdirector de la Oficina Económica de Presidencia en tiempos de Zapatero, sostenía que «las consolidaciones fiscales con éxito se han basado en la reducción del gasto no productivo, mientras que las que han fracasado han enfatizado los aumentos impositivos o la reducción del gasto en inversión». Taguas señalaba cinco mecanismos por los que la reducción del gasto no productivo generaba efectos positivos: la reducción de la incertidumbre, la rebaja de la prima de riesgo del país, el efecto demostración sobre los salarios privados (que bajarán o subirán según lo hacen los salarios públicos), la devaluación selectiva (que combina la bajada de salarios con el aumento del IVA y que impulsa la demanda neta externa) y los llamados efectos no keynesianos de las consolidaciones fiscales.7


    


    Tabla 2. SENDA DEL DÉFICIT FISCAL 2012-2017 DESGLOSADA POR VARIABLES
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    Fuente: Elaboración propia con datos IGAE + A. Programa de Estabilidad 2014-2017.


    


    En ese sentido, el ajuste fiscal de Rajoy-Montoro no ha sido virtuoso, ya que se ha basado fundamentalmente en aumentar la recaudación vía subida de impuestos. El ajuste del gasto público, sin descontar el pago de intereses ni el saneamiento financiero, sigue siendo una promesa para años venideros, pese a los aparentes esfuerzos realizados. Así las cosas, las posibilidades de que el proceso de consolidación fiscal español descarrile —debido, por ejemplo, a una mala coyuntura internacional que nos lleve a una nueva caída de la actividad, el temido triple dip— son altísimas.


    El problema es que esa salida de la vía puede encontrar al país en condiciones mucho peores que cuando se presentó la primera recesión (a finales de 2008, nuestra deuda pública sólo era el 40,2 % del PIB) o la segunda (en 2011, el ratio deuda/ PIB era del 70,5 %). Un triple dip nos sorprendería con una deuda pública del 100 % del PIB, con una brecha fiscal que aún no se ha cubierto de manera solvente, un superávit por cuenta corriente que ya ha desaparecido y una tasa de desempleo del 24 %. Una tormenta perfecta.


    


    Por otro lado, es casi seguro que el Parlamento tendrá que reformar la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y de Estabilidad Financiera (LOEPEF, Ley 2/2012). Algunas de sus previsiones, sobre todo las contenidas en la disposición transitoria primera, como la de que no habrá déficit estructural en las Administraciones o que la deuda pública deberá situarse en el 60 % del PIB en 2020, no podrán cumplirse. El pacto político de PP y PSOE que acompañó a la reforma constitucional de agosto de 2011 prevé dos momentos, uno en 2015 y otro en 2018, en los que se puede instar la revisión de la senda de ajuste. Incluso manteniendo las previsiones de la Actualización del Programa de Estabilidad 2014-2017 que dicen que la deuda pública llegará al 101,7 % del PIB antes de comenzar a bajar, el país tendría que crecer a un ritmo insólito del 10 % si quiere reconducir su deuda al 60 % del PIB.8 El profesor Josep Oliver Alonso, de la Universidad Autónoma de Barcelona (UAB) y miembro del Grupo de Reflexión en Economía Europe G, también ha hecho un cálculo, y asumiendo que el PIB nominal crezca un 6 % anual y el déficit no sobrepase el 2 % del PIB, España podría llevar su deuda pública al 60 % del PIB en 2025.


    La situación de cara a los objetivos financieros fijados en la Constitución para 2020 es muy deficiente. También parece difícil que las comunidades autónomas cumplan con la previsión del artículo 13 de la ley que prescribe que en esa fecha su deuda pública no superará el 13 % del PIB regional. Las únicas regiones españolas que actualmente cumplen este parámetro son Madrid y el País Vasco. Todas las demás lo vulneran, pero mientras unas pueden adaptarse con un esfuerzo razonable, hay otras como la Comunidad Valenciana, Castilla-La Mancha, Cataluña, Baleares o Murcia, que lo tendrán muy difícil (ver tabla 2). El panorama autonómico, además, se ha complicado mucho debido a la laxitud con que el ministro de Hacienda ha aplicado la Ley de Estabilidad Presupuestaria. Es cierto que las comunidades han hecho un esfuerzo para mejorar sustancialmente la información que transmiten al Gobierno central. El control económico y presupuestario se ha profesionalizado notablemente. Pero los informes necesarios para aplicar la ley en caso de incumplimiento se han puesto en marcha con notable parsimonia, lo que impide contar con un precedente objetivo para aplicar las sanciones. Esto ha permitido que comunidades autónomas que han vulnerado los compromisos de déficit y deuda no sólo no hayan entrado en un procedimiento para corregirlo sino que han sido premiadas al recibir un margen mayor para incumplir.9


    


    Tabla 3. COMUNIDADES AUTÓNOMAS: PORCENTAJE DE DEUDA SOBRE EL PIB REGIONAL
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    Fuente: Elaboración propia con datos del INE y Banco de España.


    


    Por tal razón, las posibilidades de que las instancias de revisión de la ley en 2015 y 2018 se conviertan en oportunidades para manipular la norma o vaciarla de contenido existen y no son pocas. Ya en julio de 2014 uno de los organismos nacidos del Memorándum de Entendimiento del rescate financiero, la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF), advirtió de que no es posible que se cumplan los objetivos que marca la Ley de Estabilidad. La Autoridad, que fue creada para potenciar el rigor financiero del Estado, desgraciadamente tiene que recomendar al Gobierno que modifique la ley antes que cumplirla. «La AIReF opina que no es factible cumplir con el límite temporal del año 2020 establecido en la Ley de Estabilidad para la ratio de deuda pública y recomienda usar los mecanismos legales procedentes con el objetivo de ampliar el período transitorio para el cumplimiento del límite establecido en el artículo 13 de la ley, adaptando los requisitos especificados en la disposición transitoria primera de dicha ley y definiendo una senda de referencia creíble y exigente para la reducción sostenida de la ratio de deuda que permita a las administraciones garantizar la sostenibilidad financiera», aseguró en su primer documento titulado «Cumplimiento de los objetivos de déficit y deuda» y divulgado el 30 de julio de 2014.


    


    El hecho de que dos cuestiones clave de este período —el saneamiento del sector financiero, protagonizado fundamentalmente por unas cajas de ahorro gestionadas por políticos, y la reforma administrativa que nunca se realizó— tengan costes visibles para el contribuyente (una por lo que se gastó y la otra por lo que no se ahorró) han acrecentado la visión de que los políticos constituyen un grupo alienado de la sociedad española. Éstos son capaces de alcanzar acuerdos cuando les conviene para cubrir sus gravísimos errores y proteger sus privilegios. Cuando, además, se constata que más de la mitad de los diputados del Congreso son funcionarios de la Administración y que gran parte de los integrantes de los altos cuerpos del Estado10 no están sirviendo a éste sino a las grandes empresas, es difícil negar que existe una oligarquía que emplea el aparato público como escudo de sus intereses.


    Si España hubiese solicitado el rescate, tanto el país como la Unión Europea hubiesen comenzado a navegar por aguas no cartografiadas, como dicen los anglosajones. El menoscabo de la legitimidad democrática no hubiese sido un asunto menor. La idea de que los mercados imponían una solución tecnocrática por encima de la voluntad política se hubiera generalizado y la erosión del régimen democrático nacido de la Transición se habría acelerado. Las fuerzas centrífugas del país hubiesen encontrado nuevas fuentes de energía. El solo hecho de que se impusieran determinadas soluciones por parte de una troika extranjera hubiera estigmatizado para siempre las reformas de difícil arraigo —que el país sigue necesitando— y cuando las aguas volvieran a su cauce habrían sido barridas en un proceso pendular. Y esto sin considerar los eventuales errores que la troika ha cometido en Grecia y Portugal tanto en la naturaleza de las medidas como en su intensidad. Un rescate no es un premio por mucho que la gente aplauda cuando sacan a la orilla al imprudente bañista. Desde que Rajoy admitió el 3 de agosto de 2012 que esperaría a conocer las condiciones de un rescate, casi toda España asumió que estábamos ante un hecho inevitable. Su negativa a pedirlo cuando la gran mayoría —si no la totalidad— de sus colegas del Consejo de Ministros, de los grandes empresarios y banqueros y parte de los medios de comunicación se lo exigían demuestra una gran firmeza política. Sus críticos aseguran que lo que en realidad sucedió es que, prisionero de sus dudas, a Rajoy se le pasó la hora de pedir rescate. Lo cierto es que nadie como el presidente del Gobierno ha hecho de la indecisión una tercera alternativa política real entre dos opciones. Él cree firmemente que no decidir es una manera de hacerlo.


    Incluso en esa perspectiva crítica, si la indecisión de Rajoy fue la que nos libró del rescate y el oportunismo político de Zapatero el que nos legó la reforma constitucional de la estabilidad presupuestaria, estaríamos ante una feliz reinterpretación de La fábula de las abejas del doctor Mandeville, que da sustento al refrán de que «los vicios privados producen beneficios públicos». Esta obra del siglo XVIII describe una sociedad en la que los jueces, los médicos, los abogados y cada miembro de la misma sólo persiguen su propio interés, pero «el curioso resultado es que mientras cada parte estaba llena de vicios, todo el conjunto era un Paraíso».11


    La prima de riesgo fue un acicate para el reformismo de los Gobiernos. Como España es un país cuyo Estado no ha vuelto a demostrar que puede vivir sin endeudarse, los mercados de capitales son los que tienen la sartén por el mango. Sin embargo, la aparente relación entre las reformas del Gobierno y la evolución de la prima no está nada clara. Ésa es una deducción que se desprendió del hecho de que los países que superaron determinado nivel de prima acabaron rescatados y sometidos a la troika. Pero no puede deducirse que los mercados abogaran por un rescate o una solución determinada. Sí existía una ligazón aparente entre la prima y las tensiones europeas que mostraban fisuras en el euro.


    Pero nuevas primas de riesgo han aparecido en la retaguardia del Gobierno. Una, como ya hemos visto, es la acelerada transformación del catalanismo en separatismo a partir de septiembre de 2012 y la extraña gestión política de Artur Mas de su referéndum secesionista. La otra prima de riesgo es Podemos, el movimiento político prefabricado por unos profesores universitarios y activistas de izquierda, que obtuvo un éxito singular en las elecciones europeas de mayo de 2014. Con su lenguaje demagógico, extraído del populismo latinoamericano, Podemos ha provocado una auténtica revolución en Izquierda Unida y el PSOE, que los ha obligado a redefinirse en relación con el nuevo actor. Como ya le ocurrió al PP con la prima de riesgo al comienzo del Gobierno de Mariano Rajoy, cuando creía que su sola victoria bastaría para generar una renovada confianza en España, la idea de que Podemos activará y obligará a cerrar filas al votante de centroderecha, taponando a otras alternativas como Vox, Ciudadanos o UPyD, puede ser un espejismo.


    


    Podemos logró 1.245.948 votos, el 7,97 % de casi 16 millones de votantes. Su éxito se debió, en primer lugar, a una buena elección del campo de batalla: sólo en las elecciones europeas España se considera una circunscripción única, así que cada voto es útil. En segundo lugar, sus promotores supieron interpretar las demandas clave del movimiento 15-M y de una gran parte de la sociedad española. Y lo hicieron con un lenguaje populista, simple y cautivador. En tercer lugar, aprendieron de las nuevas tácticas de movilización en las redes sociales. Por último, acertaron con el líder —Pablo Iglesias, un joven profesor, aficionado a la comunicación y personaje habitual de las tertulias en televisión—, cuyo rostro, conocido por millones de personas, antepusieron al logotipo de Podemos. Una quinta razón, que procede del análisis de los partidos políticos, afirma que las motivaciones de los votantes cambian según el tipo de elección y que en las europeas no está en juego «poder real», es decir, que la gestión que afecta al ciudadano no se ve alterada por lo que éstos serían más propensos a un voto «experimental».12


    Daron Acemoglu, uno de los autores del famoso libro ¿Por qué fracasan los países? (Deusto, 2012), sostiene que el populismo prende donde las instituciones democráticas son débiles, donde hay desigualdades sociales, donde los ciudadanos perciben que existe una oligarquía que se aprovecha de la situación y donde los políticos traicionan continuamente sus promesas de promover la igualdad de oportunidades. El sesgo populista supone apostar por políticas mucho más extremas que las que apoyaría el votante mediano. Esto se interpreta como una muestra de autenticidad y de incorruptibilidad. Cuando una fuerza irrumpe con éxito empleando este lenguaje, los políticos moderados acaban reorientando su propio mensaje.13


    El sesgo populista se exacerba cuando el valor de ser reelegido es muy importante o cuando hay una gran distancia entre las preferencias del votante mediano y las posiciones de los políticos. También es mayor cuando los políticos tienen agendas ocultas y cuando hay ruido en la información que los votantes reciben. Por último, la inclinación al populismo aumenta cuando la sociedad percibe que los políticos pueden ser corrompidos o captados por las élites ricas a través de métodos no electorales.


    Casi todos estos ingredientes coinciden en la España de hoy, lo que da la razón al diagnóstico de los líderes de Podemos, que consideran que el régimen surgido de la Transición ya está obsoleto y es incapaz de regenerarse. Pero quizá el elemento detonante del descontento ha sido el reconocimiento sin ambages por parte de los dos últimos presidentes del Gobierno de que la realidad les ha obligado a hacer cosas que no querían o que no habían pensado hacer nunca. Si la realidad se ha convertido en la agenda oculta de los partidos políticos, ¿a qué responde la agenda visible que figura en los programas electorales? Éste es un dilema que desquicia a una parte del electorado y contribuye al desprestigio de la política.


    En las elecciones europeas el voto de PP y PSOE cayó por debajo del 50 % del electorado, cuando en la anterior elección en 2009 recibieron el 80 % y en las generales de 2011 el 74,4 %. Esto indicaría que el votante mediano se ha desplazado a la izquierda de donde estaba. Los votantes de partidos de centroizquierda y de izquierda sumaron el 48,96 % de los votantes y eso sin considerar el voto de este tipo que podría ser recogido por fuerzas con características transversales como UPyD, Ciudadanos o formaciones menores como el Partido Animalista Contra el Maltrato Animal (PACMA), que obtuvo un sorprendente 1,12 % de los votos (176.000 votos).


    Tras las elecciones, Podemos despertó un gran interés entre los medios de comunicación que —salvo las televisiones— no le habían hecho caso antes del 25-M. De hecho, en las encuestas postelectorales un 12,7 % de los consultados dijo haberles votado cuando en la realidad sólo lo hizo casi un 8 %. Pero el movimiento se enfrenta a varios desafíos que sólo ellos pueden resolver. Uno es su institucionalización como partido político, que debatieron en el otoño de 2014. Otro es la sobreexposición de Pablo Iglesias en los medios de comunicación, que han abordado sustituyéndolo por figuras emergentes como Íñigo Errejón o conocidas pero menos atractivas como Juan Carlos Monedero, o menos habituadas al debate televisivo como Carolina Bescansa. Tras la victoria también emprendieron una doble táctica: por un lado neutralizar su pasado, intentando borrar toda referencia a sus vínculos con el chavismo venezolano y minimizando sus escarceos con la izquierda abertzale y con las teorías de la violencia estructural, y por otro moderando aceleradamente su mensaje, sobre todo su programa económico. Estos dos puntos son los que más críticas despertaban.


    Sus propuestas económicas eran polémicas y no iban acompañadas de ningún tipo de memoria. Las más concretas eran la reducción de la jornada laboral a 35 horas, el adelanto de la edad de jubilación a 60 años, la eliminación de las empresas de trabajo temporal, la prohibición de los despidos en empresas con beneficios, la derogación de las últimas tres reformas laborales y de la última reforma de las pensiones, la subida del salario mínimo interprofesional (SMI), la igualación de la pensión mínima no contributiva con el SMI, la auditoría ciudadana para determinar la deuda «ilegítima», la derogación de la reforma del artículo 135 de la Constitución, la transformación del BCE en una institución democrática para el desarrollo económico, la creación de una agencia europea de calificación y varias medidas de lucha contra el fraude fiscal.


    También proponía la «recuperación del control público en los sectores estratégicos de la economía: telecomunicaciones, energía, alimentación, transporte, sanitario, farmacéutico y educativo, mediante la adquisición pública de una parte de los mismos, que garantice una participación mayoritaria pública en sus consejos de administración y/o creación de empresas estatales que suministren estos servicios de forma universal».


    Por último proponía una renta básica para todos los ciudadanos «por el mero hecho de serlo» como mínimo del valor correspondiente al umbral de la pobreza que sería financiada a través de una reforma del IRPF y la lucha contra el fraude fiscal.


    Este programa fue tildado de irrealizable por diversos economistas. Incluso algunos economistas de izquierda han intentado demostrar que ciertas medidas aisladas podían llegar a ser financiadas. Un post en el blog de Economistas Frente a la Crisis calculaba ajustadamente que la renta básica y el adelanto de la edad de jubilación podían suponer 4,3 puntos del PIB más de gasto público, de los cuales 3 puntos serían sufragados vía lucha contra el fraude fiscal.14 Sin embargo, el trabajo no considera el efecto global del conjunto de las medidas sobre una economía que quedaría casi totalmente bajo control público, con importantes caídas de la productividad, bruscas alteraciones de precios y salarios, y poderosos desincentivos para la inversión. En consecuencia, en vez de incrementar la recaudación fiscal, ésta se derrumbaría, aumentando el déficit público y la deuda. Pero financiar ambos no sería fácil puesto que el Gobierno de Podemos estaría enfrentado a los acreedores después de desconocer parte de la deuda por «ilegítima». Esto situaría a España al margen de los mercados de capitales, una situación peor a la vivida durante los tres años de asedio de la prima de riesgo. En segundo lugar, las reformas económicas de Podemos chocarían con el marco institucional español y europeo, lo cual conduciría, después de una etapa de advertencias y sanciones, a la muy probable salida del país de la Unión Europea.


    No es el objeto de este libro refutar el programa económico de Podemos. Pero para las personas interesadas en esta discusión, hay en la web de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (www.airef.es), seis ficheros de Excel donde están cargados todos los parámetros de la economía española. Cualquier estudiante experimentado en el manejo de una hoja de cálculo puede comprobar perfectamente el impacto que tendrían los nuevos gastos en la economía real. Salvo el afortunado descubrimiento de alguna materia prima muy escasa y de gran demanda universal se verá que es imposible financiarlo sin un grave trastorno económico.15


    Podemos es consciente de que su programa económico es su punto más débil en unas elecciones donde la gestión cuente. En general, los promotores del movimiento huyen de todo lo que signifique asumir responsabilidades de Gobierno y construir una historia verificable. Esto es lo que está detrás de las tensiones internas que existen de cara a las elecciones municipales y autonómicas de mayo de 2015. Por un lado, la presión de sus bases, ansiosas por presentar candidaturas, y por otro la desconfianza de sus líderes a la hora de compartir su poder con dirigentes que no pertenecen al núcleo fundador o no han sido asimilados por éste.


    


    El 25 de febrero de 2014, con motivo del debate del estado de la nación, Rajoy dijo, refiriéndose al cambio de expectativas sobre la economía española: «Es evidente que se ha producido un cambio de grandes consecuencias para la situación española. Se trata de un cambio de tendencia, ha variado nada menos que el rumbo. Hemos pasado del retroceso al avance, de la amenaza a la esperanza. Por resumirlo todo en una imagen, si me lo permiten, hemos atravesado con éxito el Cabo de Hornos». Rajoy no acostumbraba a situarse en la perspectiva de su antecesor, Zapatero, para intentar actuar sobre las expectativas. Pero desde ese momento lo ha hecho en varias ocasiones. El problema es que cuando los capitanes doblaban el Cabo de Hornos, normalmente aún les quedaba más de la mitad del camino si querían circunnavegar el globo y volver a casa. Y el camino de vuelta estaba lleno de peligros.


    El barco que dirige Rajoy tiene que sortear los arrecifes del triple dip, las corrientes de una deuda y un déficit público altísimos y si lo consigue tendrá que demostrar que puede ofrecer a los españoles algo más que una navegación mediocre en una nave preñada de vulnerabilidades. El superávit por cuenta corriente, que fue jaleado por el Gobierno como uno de los síntomas de que salíamos de la crisis, se esfumó en el primer trimestre de 2014 y nadie sabe si volverá. Esto se debe a que, apenas se recupera el consumo de las familias, las importaciones se disparan, desequilibrando la balanza comercial. El capital que salió de España en oleadas en 2012 y 2013 aún no ha vuelto y quizá no lo haga nunca. El Estado sigue sin ajustarse en algunos parámetros. Durante tres años consecutivos, el Gobierno se ha equivocado al estimar los niveles de consumo público. No se trata de que haya fallado por unas décimas, es que ha presupuestado que bajaría cuando en realidad subió. Esto significa que hay una disfunción en la Administración para calcular su gasto en el ejercicio de sus actividades corrientes.


    Una economía mediocre es una economía que ofrece pocas oportunidades. Y los ciudadanos también votan con los pies. Esta larga crisis puso fin a la ola migratoria que había permitido a España mitigar su invierno demográfico que ya se había puesto de manifiesto en la década de 1990. Las proyecciones del Instituto Nacional de Estadística indican que España perderá 2,6 millones de habitantes la próxima década.16 En 2017 morirán más españoles que los que vienen al mundo. En 2023 habrá casi un millón menos de niños menores de 10 años que en 2013. A la débil tasa de natalidad se sumarán las migraciones. En la actualidad, por cada persona que viene a vivir a España, dos se marchan del país. Y los que se marchan son los que tienen entre 20 y 49 años, segmento que se reducirá en 4,7 millones de personas en la próxima década. Esto cambiará radicalmente nuestra sociedad. Todos los grupos de edad a partir de 50 años crecerán. En 2023 habrá 9,7 millones de personas mayores de 64 años, 1,5 millones más que hoy. En 2023, 23.428 personas superarán los 100 años (hoy son 12.033). Esto significa que se elevará el gasto en pensiones y en sanidad, pero sobre todo que variará enormemente la composición del mercado laboral y de la demanda interna que hoy pensamos que deberían sostener ese gasto.


    Ante la magnitud de estos desafíos cabe pensar si el Gobierno de Rajoy no ha perdido una oportunidad irrepetible de haber reformado a fondo el país. Rahm Emanuel, el primer jefe de Gabinete del presidente Barack Obama, decía «nunca desperdicies una verdadera crisis; quiero decir con ello que una crisis es una oportunidad de hacer cosas que nunca hubieras pensado hacer antes». Lo que todos sospechamos es que, finalmente, con la prima de riesgo, los políticos hicieron lo que siempre habían pensado hacer: distraerla, engañarla, pero no hacerle frente y cambiar las bases económicas e institucionales en las que basa su capacidad de castigarnos.

  


  
    


    CRONOLOGÍA


    


    2007


    


    14 de marzo: La Asociación de Bancos Hipotecarios de Estados Unidos revela que el número de impagos en su sector (unos seis millones de contratos por 600.000 millones de dólares) se encuentra en su punto más alto en siete años.


    


    18 de julio: El banco de inversión Bear Stearns anuncia el cierre de dos de sus hedge funds castigados por las hipotecas subprime. Fuertes caídas bursátiles.


    


    7 de agosto: La crisis subprime cruza el Atlántico. El banco francés BNP Paribas suspende el reembolso de tres de sus fondos inmobiliarios al ser incapaz de valorar sus activos.


    


    9 de agosto: El Banco Central Europeo (BCE) inyecta una suma récord de 94.800 millones de euros para aliviar la falta de liquidez.


    


    Octubre y noviembre: Los bancos comienzan a reconocer grandes pérdidas hipotecarias. La UBS admite un quebranto de 3.400 millones. Citigroup, 3.100 millones. Merril Lynch, 7.900 millones. Wachovia, 1.100 millones. Barclays, 1.300 millones.


    


    2008


    


    9 de febrero: El PSOE de José Luis Rodríguez Zapatero gana las elecciones con 169 diputados y promete gobernar con apoyos puntuales en el Parlamento. El PP logra 154 escaños.


    


    14 de marzo: La Reserva Federal de Estados Unidos apoya con un préstamo de emergencia a Bear Stearns, banco que será finalmente adquirido por JP Morgan dos días después.


    


    8 de abril: Sexta intervención conjunta de la Reserva Federal de Estados Unidos y el BCE para inyectar liquidez en los mercados. Invierten 41.500 millones. Es la novena intervención de la Reserva Federal desde diciembre de 2007, con una inyección total de 310.000 millones de dólares. El miedo se extiende.


    


    4 de julio: El BCE, «preocupado por la inflación», según declara Jean-Claude Trichet, sube los tipos de interés al 4,25 %.


    


    10 de septiembre: El banco de inversión Lehman Brothers anuncia pérdidas por valor de 3.900 millones en el tercer trimestre.


    


    15 de septiembre: Lehman Brothers se declara en quiebra tras fracasar todos los intentos de venta a otra entidad. Bank of America, uno de los bancos interesados en Lehman, acaba comprando Merrill Lynch, que también estaba en problemas. Se desata el pánico bursátil global.


    


    16 de septiembre: Las autoridades de Estados Unidos nacionalizan la aseguradora AIG, la más grande del mundo.


    


    18 de septiembre: Duodécima intervención de la Reserva Federal para inyectar liquidez en los mercados. Junto con el BCE, el Banco de Inglaterra, el de Canadá y el de Suiza colocan 180.000 millones en el sistema monetario. En agosto la Reserva Federal había añadido 25.000 millones y en junio, 75.000 millones.


    


    20 de septiembre: Tras comprobar el impacto causado por el hundimiento de Lehman Brothers, el Gobierno de Estados Unidos anuncia la creación de un fondo de 700.000 millones de dólares para adquirir activos tóxicos.


    


    24 de septiembre: El presidente Rodríguez Zapatero declara en Nueva York que España «quizá cuenta con el sistema financiero más sólido de la comunidad internacional».


    


    5 de octubre: Alemania rescata el banco Hypo Real Estate con 50.000 millones.


    


    11 de octubre: El Gobierno español amplía a 100.000 euros la garantía estatal de los depósitos. Dos días después ofrece avales por 100.000 millones a la banca.


    


    15 de noviembre: El G-20 se reúne en Washington para idear un plan de acción para reformar el sistema financiero mundial. España acude ocupando un sitio cedido por Francia.


    


    Diciembre: España entra oficialmente en recesión por primera vez desde 1993 tras caer el PIB en el tercer y cuarto trimestre de 2008 (–0,3 % y –1 % respectivamente).


    


    2009


    


    19 de enero: Standard & Poor’s es la primera agencia de calificación que quita a la deuda española la calificación triple A.


    


    29 de marzo: El Banco de España interviene Caja Castilla-La Mancha, presidida por Juan Pedro Hernández Moltó.


    


    3 de abril: El G-20 se reúne en Londres y aprueba un plan de estímulo fiscal de 800.000 millones de euros que Gordon Brown califica de «Plan Marshall global».


    


    7 de abril: Elena Salgado sustituye a Pedro Solbes en la vicepresidencia económica del Gobierno. Solbes había chocado con el presidente, que deseaba más políticas de estímulo como las aprobadas por el G-20.


    


    25 de abril: Se anuncia que el número de desempleados pasó de 3.206.800 en el último trimestre de 2008 a 4.018.200 en el primero de 2009, una destrucción de empleo sin precedentes.


    


    26 de junio: Se crea el Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria (FROB), dotado con 9.000 millones de euros. Su creación fue convalidada por el Parlamento el 8 de julio por 313 votos a favor (PSOE, PP y CC) y 23 en contra.


    


    26 de septiembre: El Gobierno anuncia una subida de impuestos y la eliminación de la deducción de 400 euros para recaudar casi 11.000 millones en dos años.


    


    7 de octubre: Zapatero propone el mayor plan de estímulo de la eurozona, que se cifra en un 2,3 % del PIB.


    


    11 de diciembre. El Gobierno y el Banco de España impulsan el proceso de reestructuración del sector financiero tras la crisis inmobiliaria. El número de cajas se reducirá de 45 a 15 y éstas deberán convertirse en bancos.


    


    2010


    


    1 de enero: España asume la presidencia rotativa de la Unión Europea. La prima de riesgo está en 59 puntos básicos.


    


    27 de enero: Rodrigo Rato sustituye a Miguel Blesa en Caja Madrid.


    


    28 de enero: Zapatero se presenta en el Foro Económico Mundial de Davos junto al primer ministro griego Yorgos Papandreu. La idea de que España y Grecia son una amenaza para el euro cuaja entre los analistas.


    


    29 de enero: Zapatero anuncia el retraso de la edad de jubilación a los 67 años.


    


    2 de mayo: Grecia anuncia un duro ajuste fiscal a cambio del rescate ofrecido por sus socios europeos.


    


    4 de mayo: El diario francés Le Figaro difunde el rumor de que España pedirá un rescate de 280.000 millones a la UE y al FMI. Zapatero lo niega en Bruselas.


    


    5 de mayo: Rajoy se entrevista con Zapatero en Moncloa. El único acuerdo es sobre el futuro de las cajas de ahorros. Rajoy le pide mayor control del déficit. Zapatero le responde que eso pondría en peligro la recuperación.


    


    7 de mayo: España sale técnicamente de la recesión al crecer el PIB un 0,1 % el primer trimestre. La UE celebra una cumbre en Bruselas para ratificar el plan de ayuda a Grecia. A Zapatero se le exige un ajuste fiscal adicional. Se firma el comunicado fantasma que el expresidente no recuerda. Empieza el fin de semana del «ataque a Pearl Harbor», como lo llamaría Zapatero.


    


    8-9 de mayo: Zapatero autoriza a Salgado a comprometer un ajuste adicional del 1,5 % del PIB. Le pedían un 3 %.


    


    12 de mayo: Zapatero anuncia en el Parlamento un ajuste de 15.000 millones en dos años que incluye rebajas de sueldo a los funcionarios públicos, congelación de pensiones, eliminación del cheque-bebé y otras medidas de ahorro. La prima de riesgo llega a 103 puntos básicos.


    


    22 de mayo: El Banco de España interviene Caja Sur, controlada por la Iglesia católica.


    


    27 de mayo: El Congreso convalida el decreto de medidas fiscales del Gobierno en una estrecha votación de 169 votos a favor, 168 en contra y 13 abstenciones. La prima llega a 155 puntos.


    


    10 de junio: Caja Madrid y Bancaja anuncian un acuerdo para fusionarse. Participarán también las cajas Insular de Canarias, Rioja, Ávila, Segovia y Laietana.


    


    17 de junio: El director gerente del FMI, Dominique Strauss-Kahn, visita Madrid y, según el relato de Zapatero en El dilema, le ofrece la ayuda financiera del FMI. El presidente la rechaza. La prima se eleva a 216 puntos.


    


    1 de julio: El Gobierno sube el IVA, pero mantiene el superreducido en el 4 %.


    


    23 de julio: Cuatro fusiones de cajas y Caja Sur suspenden las pruebas de resistencia de la UE.


    


    29 de septiembre: Huelga general contra la reforma laboral y las medidas de austeridad. Su impacto fue limitado.


    


    18 de octubre: Compromiso de Deauville (Normandía). Nicolás Sarkozy y Angela Merkel acuerdan que los acreedores privados de los países en problemas asuman parte de las pérdidas. Nace el término Merkozy.


    


    28 de octubre: En Bruselas se enfrentan Francia y Alemania con el presidente del BCE por las quitas a los acreedores. Trichet se opone porque cree que desestabilizarán la moneda única.


    


    12 de noviembre: Cumbre del G-20 en Seúl. Zapatero discrepa de Alemania sobre las quitas porque esto presiona al alza la prima de riesgo de España. La prima está en 204 puntos.


    


    23 de noviembre: Irlanda acepta la ayuda de sus socios europeos (85.000 millones), que llevan semanas acosándola para que pida rescate.


    


    29 de noviembre: Bruselas anuncia que España no cumplirá con su objetivo de déficit.


    


    30 de noviembre: La subida de la prima que roza los 300 puntos y la inestabilidad de los mercados obligan al Gobierno español a improvisar otro plan de ajuste.


    


    1 de diciembre: Salgado culpa a Merkel de los ataques a la deuda española.


    


    3 de diciembre: El Gobierno anuncia la privatización de Aena y de Loterías. Nunca se llevará a cabo. Ese mismo día se crea el Banco Financiero y de Ahorros (BFA) que será la matriz de Bankia y que comenzará sus operaciones el 1 de enero de 2011. El FROB presta 4.465 millones a la entidad.


    


    2011


    


    28 de enero: El Gobierno aprueba una reforma de las pensiones que amplía la edad de jubilación de manera progresiva hasta los 67 años.


    


    18 de febrero: El Ejecutivo propugna una segunda oleada de fusiones bancarias para las cajas de ahorros.


    


    6 de abril: El primer ministro socialista José Sócrates pide rescate para Portugal mientras su Gobierno se encontraba en funciones antes de las elecciones en las que vencerán los conservadores.


    


    15 de julio. Ocho de los 90 bancos europeos examinados por la Autoridad Bancaria Europea (EBA) suspenden los test de estrés. Entre ellos hay cinco cajas de ahorros españolas.


    


    20 de julio: Bankia, la mayor fusión de cajas, sale a bolsa en medio de los parabienes del Gobierno y del Banco de España. Ese mismo día, el Tribunal Constitucional desestima el recurso de Cataluña contra la Ley General de Estabilidad Presupuestaria de Aznar presentado en 2002 y que había motivado su reforma por parte de Zapatero hasta convertirla en un instrumento inútil.


    


    22 de julio: El Banco de España interviene la Caja de Ahorros del Mediterráneo (CAM) y destituye a su cúpula.


    


    29 de julio: Zapatero adelanta las elecciones generales a noviembre. Estaban previstas para marzo de 2012.


    


    4 de agosto. La prima de riesgo española cierra en el máximo histórico de la zona euro al situarse en 401 puntos básicos, por la inacción del BCE. Zapatero interpreta en una conversación con Trichet que éste le está animando a pedir rescate.


    


    5 de agosto: Trichet envía una carta a Zapatero y Berlusconi pidiéndoles «medidas urgentes». El presidente español contesta solicitando que se corrijan las disfunciones en los mercados. La prima de riesgo italiana (377 puntos) supera por primera vez a la española (372 puntos). Es el llamado sorpasso: los mercados desconfían más de Italia que de España.


    


    7 de agosto: El BCE afirma que aplicará activamente su programa de compra de deuda, aunque no menciona de qué países. Merkel y Sarkozy declaran que el BCE deberá determinar si existe riesgo para el euro. La prima española cae a 291 puntos. Zapatero pone en marcha una reforma constitucional para incluir una regla de gasto.


    


    26 de agosto: Zapatero y Rajoy dan luz verde al compromiso político elaborado por PP y PSOE para desarrollar la Ley de Estabilidad Presupuestaria que surgirá de la reforma constitucional.


    


    2 de septiembre: El Parlamento aprueba la reforma constitucional del artículo 135 que obliga a mantener el equilibrio presupuestario. La reforma recibe 316 votos del PSOE, PP y de UPN.


    


    30 de septiembre: El Estado nacionaliza NovaCaixaGalicia, Catalunya Caixa y Unimm.


    


    1 de octubre: Se confirma que España está de nuevo en recesión tras caer el PIB un –0,3 % en el tercer trimestre de 2011.


    


    31 de octubre: Ante la imposibilidad de formar un Gobierno con amplio apoyo social, Papandreu anuncia que someterá a referéndum el plan de ajuste que la UE está exigiendo a Grecia. Sus socios rechazan la idea.


    


    3-4 de noviembre: Cumbre del G-20 en Cannes. Zapatero afirma que en esta reunión Merkel le sugirió pedir una ayuda preventiva de 50.000 millones. El gran protagonista de la cumbre fue Berlusconi, que se negaba a realizar reformas en su país.


    


    5 de noviembre: Papandreu gana una moción de confianza en Grecia, pero se ve obligado a retirar su propuesta de referéndum. Dos días después dimitirá tras alcanzar un acuerdo con Antonis Samarás para formar un Gobierno de unidad nacional.


    


    9 de noviembre: Italia supera el 7 % de interés de su deuda soberana y su prima de riesgo está en 553 puntos básicos. España se contagia y cierra en 411 puntos. Primer amago de Berlusconi de marcharse.


    


    11 de noviembre: Cae el Gobierno de Berlusconi en Italia. El presidente Napolitano encarga a Mario Monti formar un nuevo Ejecutivo.


    


    20 de noviembre: El PP de Mariano Rajoy gana las elecciones generales con mayoría absoluta de 186 diputados. El PSOE logra 110 escaños, perdiendo 59 diputados.


    


    21 de noviembre: El Banco de España anuncia la intervención del Banco de Valencia, controlado por Bancaja y que formaba parte de la fusión que creó Bankia. La prima de riesgo marca 467 puntos.


    


    23 de noviembre: Rodrigo Rato, presidente de Bankia, informa a Rajoy de que está estudiando una fusión con La Caixa.


    


    8-9 de diciembre: La pareja Merkozy anuncia la «refundación» de Europa. Alemania acepta la creación de un multimillonario fondo de rescate a cambio de que se suscriba un nuevo Pacto Fiscal con sanciones automáticas a los incumplidores. El deseo de Berlín de expulsar a Grecia, si este país no pone orden en sus cuentas, es manifiesto.


    


    20 de diciembre: Mariano Rajoy es investido presidente del Gobierno por las Cortes con 187 votos a favor, 149 en contra y 14 abstenciones. La prima baja hasta 317 puntos.


    


    21 de diciembre: Rajoy jura su cargo ante el Rey y anuncia su Gabinete con una vicepresidencia que ocupa Soraya Sáenz de Santamaría. Cristóbal Montoro en Hacienda y Luis de Guindos en Economía comparten el poder económico.


    


    30 de diciembre: El Gobierno dice que el déficit real superará el 8,2 %. Decreta fuertes subidas de impuestos, especialmente del IRPF y el IBI, y un plan de ahorro de 8.900 millones que incluye la congelación del sueldo de los funcionarios. La prima de riesgo está en 326 puntos.


    


    2012


    


    20 de enero: Rato informa a Rajoy de que la fusión Bankia-La Caixa no se hará.


    


    24 de enero: La patronal CEOE y los sindicatos UGT y CC. OO. alcanzan un pacto de rentas que estipula una subida del 0,5 % para 2012 y de 0,6 % en 2013.


    


    27 de enero: El Consejo de Ministros aprueba el anteproyecto de la Ley de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. La prima está en 312 puntos.


    


    2 de febrero: El Gobierno aprueba su primera reforma financiera. Los bancos han de tener hasta 52.000 millones de euros para cubrir riesgos. Se limitan los sueldos de los banqueros.


    


    10 de febrero: La ministra de Empleo, Fátima Báñez, presenta el decreto-ley de la reforma laboral.


    


    1 de marzo: La prima cae hasta 301 puntos, el índice más bajo desde que Rajoy llegó al poder.


    


    2-3 de marzo: Cumbre en Bruselas para ratificar el nuevo Pacto Fiscal. Rajoy anuncia unilateralmente que el objetivo de déficit para 2012 no será el 4,4 % del PIB, sino el 5,8 %. Su anuncio deja pasmados a los funcionarios europeos. Las dudas hacen que la prima de riesgo española se sitúe por encima de la italiana. ¡Es el fin del sorpasso!


    


    7 de marzo: El Gobierno anuncia un recorte del 40 % en la inversión pública para 2012 y que eliminará la duplicidad en los organismos autonómicos.


    


    25 de marzo: El PP gana las elecciones en Andalucía, pero el PSOE se mantiene en el poder gracias a una coalición con Izquierda Unida. Al día siguiente la prima marca 338 puntos.


    


    17 de abril: El Banco de España aprueba el plan de recapitalización de Bankia de acuerdo con el «Decreto De Guindos 1», pero le pide en secreto medidas adicionales.


    


    7 de mayo: Rodrigo Rato dimite como presidente de Bankia y pide a los clientes tranquilidad porque «Bankia tiene un nivel de solvencia muy alto». La acción llega a caer un 40 % en pocas horas, pero ni el Gobierno ni la CNMV ni la propia entidad ofrecen mayores explicaciones a sus 400.000 accionistas y 10 millones de clientes. La prima de riesgo sube a 414 puntos.


    


    9 de mayo: El Gobierno nacionaliza el BFA, matriz de Bankia, al no poder hacer frente a la devolución del crédito de 4.465 millones del FROB.


    


    11 de mayo: Se aprueba la segunda reforma financiera. El objetivo es obligar a los bancos a que provisionen el crédito promotor en unos 28.000 millones más. Un objetivo secundario es acelerar las fusiones. La prima marca 451 puntos.


    


    17 de mayo: El Congreso de Diputados ratifica con los votos del PP los decretos del 20 de abril que recortan el gasto público en Educación y Sanidad. La prima llega a 489 puntos.


    


    25 de mayo: El Consejo de Administración de Bankia pide una inyección de 19.000 millones de euros.


    


    28 de mayo: Las acciones de Bankia pierden un 13,4 % y la prima se dispara superando la barrera psicológica de los 500 a partir de la cual Portugal, Irlanda o Grecia fueron rescatados. Rajoy anuncia que «no va a haber ningún rescate de la banca española» y descarta la exigencia de responsabilidades por la crisis de Bankia. El BFA, matriz de Bankia, anuncia unas pérdidas históricas de 3.318 millones de euros.


    


    29 de mayo: El gobernador del Banco de España Miguel Ángel Fernández Ordóñez anuncia que adelanta en un mes su salida de la institución, prevista para el 12 de julio.


    


    31 de mayo: Mario Draghi critica la nacionalización de Bankia y dice que se ha hecho «de la peor manera posible».


    


    7 de junio: El Gobierno da a conocer el nombre del nuevo gobernador del Banco de España: Luis María Linde.


    


    9 de junio: De Guindos anuncia que España ha recibido «un préstamo en condiciones extremadamente favorables» de 100.000 euros para sanear su sector financiero. Previamente, esa madrugada, el FMI había anunciado que un tercio del sistema financiero español necesitaba en torno a 37.000 millones de euros. La prima subirá de 490 a 520 puntos el lunes 11 de junio.


    


    21 de junio: Se constituye en Atenas el Gobierno conservador de Samarás.


    


    28 y 29 de junio: Rajoy y Monti amenazan con vetar los acuerdos de la cumbre de Bruselas sobre crecimiento si no se actúa en relación con las primas de riesgo. El plante tiene pocos efectos prácticos, pero Berlín entiende que un veto de dos países con más de 100 millones de habitantes es una amenaza no menor. El campo de juego se amplía para el BCE. La prima española baja de 544 a 484 puntos de un tirón.


    


    9 de julio: España pierde su puesto en el consejo del BCE. En el lugar de José Manuel González-Páramo es designado el luxemburgués Yves Mersch.


    


    10 de julio: Se conoce el Memorándum de Entendimiento del rescate al sector financiero. La disposición prácticamente transfiere a Bruselas el control de la banca. Se inician así los tres días negros de julio de 2012. La prima pasa de 574 a 550 puntos.


    


    11 de julio: Rajoy anuncia en el Congreso un nuevo plan de ajuste valorado en 65.000 millones en dos años. Anuncia la subida del IVA a la que se había resistido y la eliminación de la paga de Navidad de los funcionarios. El leitmotiv de su discurso, el más duro de la crisis, es «no podemos elegir».


    


    12 de julio: Se reúne el Consejo de Política Fiscal y Financiera y las comunidades autónomas se muestran divididas sobre el reparto de la carga del déficit. Penosa imagen de deslealtad institucional.


    


    20 de julio: La Comunidad Valenciana es la primera que pide auxilio al Fondo de Liquidez Autonómica (FLA) creado por el Gobierno para hacer frente a sus problemas de pago. La prima supera los 600 puntos por primera vez y cierra en 611.


    


    24 de julio: La prima de riesgo de la deuda española alcanza su máximo histórico: 637 puntos básicos.


    


    26 de julio: El presidente del BCE, Mario Dragi, pronuncia en Londres su frase más famosa de la crisis: «Haremos todo lo posible por proteger al euro. Y créanme, será suficiente». La prima española baja a 565 puntos.


    


    2 de agosto: Rajoy se reúne con Monti en Madrid. Draghi anuncia que sólo comprará deuda a quienes pidan ayuda. Los mercados interpretan que la ortodoxia del Bundesbank se ha impuesto. Rajoy y Monti intentan hacer ver que nada ha cambiado respecto del mensaje de julio. La prima llega a 591 puntos.


    


    24 de agosto: El griego Samarás se reúne con Angela Merkel en Berlín y ésta declara que ya no está a favor de la salida de Grecia del euro.


    


    26 de agosto: El presidente del Bundesbank, Jens Weidmann, critica públicamente la política de compra de deuda que pretende desarrollar Draghi. Merkel lo respalda.


    


    6 de septiembre: Draghi reitera que el BCE comprará deuda a los países que lo soliciten bajo estricta condicionalidad. Da a conocer las Outright Monetary Transactions (OMT) destinadas a resolver las perturbaciones en el mercado de deuda. Rajoy, que se encontraba con Merkel en Madrid, afirma que esperará a conocer las condiciones con detalle para pedir un rescate.


    


    7 de septiembre: La prima de riesgo cae 133 puntos básicos en siete días tras las palabras de Draghi. Cierra en 416 puntos.


    


    11 de septiembre: El Tribunal Constitucional alemán avala la creación del fondo de rescate europeo, pero sólo autoriza una aportación germana de 190.024 millones. Las adicionales requerirán aprobación del Bundestag.


    


    12 de septiembre: En la primera sesión de control parlamentario del nuevo curso, Rajoy dice que no tiene tan claro que sea necesario pedir rescate, pese a que arrecian las presiones empresariales y financieras para hacerlo.


    


    25 de septiembre: El presidente catalán Artur Mas adelanta las elecciones en Cataluña tras una fiesta nacional especialmente reivindicativa.


    


    28 de septiembre: Oliver Wyman concluye que la banca española necesita 53.745 millones de euros, el 86 % de los cuales corresponde a las cuatro entidades nacionalizadas: Bankia, Catalunyabank, NCG Banco y Banco de Valencia. La prima se sitúa en 453 puntos.


    


    2 de octubre: El Gobierno reúne a los presidentes autonómicos que se comprometen a declarar que cumplirán el déficit de 2012 y 2013 (1,5 % y 0,7 %).


    


    8 de octubre: El FMI avanza que España no cumplirá su objetivo de déficit en 2012 ni con el crecimiento estimado para 2013 (una caída del 0,5 %)


    


    21 de octubre: Elecciones en el País Vasco y en Galicia. Los nacionalistas, PNV y el partido proetarra Bildu vencen en las primeras desalojando a los constitucionalistas (PSOE con apoyo puntual del PP) de Ajuria Enea. Logran 48 de 75 escaños. El popular Alberto Núñez Feijóo amplía la mayoría del PP en Galicia.


    


    14 de noviembre: Huelga general en España y en países europeos. Su seguimiento fue menor que el de la otra convocada en marzo. Hubo marchas en más de 100 ciudades y graves disturbios.


    


    15 de noviembre: El Gobierno aprueba un decreto ley para suspender por dos años los lanzamientos hipotecarios.


    


    25 de noviembre: Elecciones anticipadas en Cataluña. La coalición de Artur Mas, que pensaba aprovecharse de la efusión popular soberanista, pierde 12 diputados mientras ERC gana 11.


    


    8 de diciembre: Monti anuncia que no continuará tras el anuncio de Berlusconi de que vuelve a la política. Su renuncia se materializa el 21 de diciembre cuando el Pueblo de la Libertad le niega apoyo parlamentario. La prima de riesgo española se dispara hasta los 426 puntos el día 10 de diciembre.


    


    31 de diciembre: España cierra el año 2012 con una caída del PIB del –1,6 %. La EPA indica que hay una cifra récord de 5.965.400 personas desempleadas, marcando un récord con un 26 %. El Estado concluye el año con el mayor déficit público de la eurozona, un 10,6 % del PIB, incluyendo el rescate bancario. La deuda pública alcanza el 84 % del PIB, 882.300 millones. La prima se sitúa en 400 puntos.


    


    2013


    


    15 de enero: El Tesoro español coloca deuda al tipo de interés más bajo ofrecido desde abril de 2010.


    


    17 de enero: La justicia helvética confirma que Luis Bárcenas ocultó 22 millones en Suiza siendo gerente y tesorero del PP. La prima de riesgo marca 356 puntos básicos.


    


    23 de enero: Se registra una demanda récord en la colocación de un bono español a 10 años.


    


    14 de noviembre: El Eurogrupo anuncia el fin del programa de rescate financiero de España. La prima baja a 236 puntos.
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    Notas


    


    1. Correcciones posteriores dejarían la cifra en el 11,1 %. Éstas son habituales, aunque en septiembre de 2014 se vieron aumentadas por los cambios introducidos en el cálculo del PIB. El déficit de 2013, por ejemplo, se redujo del 6,62 al 6,33 pasando de incumplir el objetivo fijado por la UE a cumplirlo.


    

  


  
    


    2. En 2008, la deuda privada se componía de la deuda de las familias (913.385 millones), las sociedades no financieras (1.474.718 millones) y las sociedades financieras (1.068.985 millones). Los datos son del Banco de España.


    

  


  
    


    3. Originalmente se informó de que el déficit de 2008 fue del 3,82 %. Correcciones posteriores lo elevaron, primero al 4,1 % y después al 4,51 %.


    

  


  
    


    4. Su reflexión recuerda a una muy similar que hizo, guardando las distancias, el expresidente José María Aznar a raíz de los atentados del 11 de marzo de 2004 en Madrid.


    

  


  
    


    5. El texto del comunicado de los jefes de Estado y de Gobierno del 7 de mayo de 2010 figura en la página 29 del libro resumen de los consejos europeos celebrados ese año. Puede descargarse en la dirección http://www. consilium.europa.eu/uedocs/cms_data/librairie/PDF/QC3010507ESC. pdf. En favor de la versión del expresidente Zapatero hay que señalar que este documento no figura en la relación histórica de los comunicados de 2010 a la que puede accederse desde la web oficial http://www.europeancouncil.europa.eu/council-meetings/conclusions?lang=en.


    

  


  
    


    6. Ver José Luis Rodríguez Zapatero, El dilema: 600 días de vértigo, Planeta, 2013, pp. 99 y 100.


    

  


  
    


    1. Los barómetros del CIS muestran, por ejemplo, que en 2001 el terrorismo llegó a sustituir al paro como principal problema.


    

  


  
    


    2. Ver Víctor Pérez-Díaz y Juan Carlos Rodríguez, Entre desequilibrios y reformas: Economía política, sociedad y cultura entre dos siglos, Fundación de las Cajas de Ahorros (FUNCAS), 2014. Su primer capítulo es una lúcida autopsia del acrítico proceso por el que España decidió adoptar el euro. En él, los autores pusieron de relieve que muy pocos intelectuales criticaron esta opción. Destacan entre los que plantearon matices a Alfredo Pastor y, entre los críticos, la voz aislada de Alberto Recarte.


    

  


  
    


    3. Jordi Sevilla, «Están clavadas dos tardes», post en www.jordisevilla. com el 29 de diciembre de 2011.


    

  


  
    


    4. Es inevitable referirse aquí a la formación del actual presidente del Gobierno. Mariano Rajoy Brey (Santiago de Compostela, 1955) es licenciado en Derecho y fue, con 24 años, el registrador de la Propiedad más joven de España. Su carrera política es muy dilatada. En 1981 fue elegido diputado en las primeras elecciones autonómicas gallegas. También ha sido concejal, presidente de Diputación, diputado nacional, vicepresidente de la Xunta de Galicia y ministro de cuatro carteras, además de portavoz y vicepresidente del Gobierno. Esto, unido a su formación jurídica, le dota de un extraordinario conocimiento del funcionamiento del Estado y la regulación, pero carece de una visión económica desde la perspectiva privada y del mercado.


    

  


  
    


    5. Véase el prólogo que Molinas escribió para la obra Cuatro bodas y un funeral de David Taguas (Deusto, 2014). Este libro que Taguas presentó en febrero de 2014, pocos días antes de su inesperado fallecimiento, es uno de los mejores resúmenes de lo sucedido en la economía española en el siglo XXI. Frente a la opinión de Molinas, otros asesores de Zapatero aseguran que los documentos no eran tan concluyentes. El expresidente del Gobierno dijo en septiembre de 2014 que permitirá el acceso a estos papeles para que analistas independientes los estudien.


    

  


  
    


    6. Al final, el crecimiento del PIB en 2008 fue de un modesto 0,9 %.


    

  


  
    


    7. El juez instructor Pablo Ruz propuso en octubre de 2014 juzgar a Pedro Hernández Moltó y al exdirector general de CCM, Ildefonso Ortega, por falseamiento de las cuentas y administración desleal. En concreto se trataría de la concesión irregular de créditos y de trato de favor en los mismos.


    

  


  
    


    8. El documento, presentado por Cristóbal Montoro, Álvaro Nadal y Fátima Báñez, se denominaba «Alternativas ante la crisis», y también incluía medidas de abaratamiento del despido y apostaba por la privatización de las cajas de ahorros. Pero determinados pasajes de su propuesta fiscal no eran más que puro fuego de artificio: ofrecía una reducción de dos puntos de las cotizaciones empresariales a la Seguridad Social (unos 7.200 millones), crear una deducción en el IRPF para el ahorro a largo plazo y un IVA superreducido del 4 % para el sector turístico.


    

  


  
    


    9. En enero de 2009, el ministro del Trabajo, Celestino Corbacho, declaró a Radio Nacional de España: «No llegaremos a los cuatro millones de parados de ninguna de las maneras». En julio de 2009, en una entrevista en Vogue, Salgado descartó de plano la posibilidad de llegar «a los cinco millones de parados».


    

  


  
    


    10. Los llamados Pactos de Zurbano fueron un intento de acordar una serie de medidas anticrisis entre el Gobierno y la oposición en el primer trimestre de 2010. Al final se llegó a 54 medidas, de las que sólo sobrevivieron 20 tras una serie de tira y afloja que dilataron su firma hasta abril de 2010. Sólo ERC y CiU los apoyaron. El PP las votó aunque las consideró insuficientes. El Gobierno los aprobó el 9 de abril en un real decreto ley de medidas para el impulso de la recuperación económica y el empleo.


    

  


  
    


    1. La subasta de apoyos fue más evidente cuando el Gobierno tuvo que aprobar los Presupuestos de 2011. En El Mundo del 24 de noviembre de 2010, bajo el título «El precio de sus señorías» estudiamos las enmiendas a los PGE aprobadas y calculamos que los diputados «más rentables» del Congreso eran los del PNV, porque cada uno de ellos había condicionado el destino de 20,6 millones de euros frente a 3,3 millones por diputado del PSOE y apenas 3.267 euros por diputado del PP.


    

  


  
    


    2. Ver Francisco de la Torre y José Ignacio Ciutat, «El Impuesto de Sociedades, ¿un impuesto en crisis?, dos notas con el mismo título presentadas en los XI Encuentros Tributarios de la Organización de Inspectores de Hacienda, 12 de mayo de 2011.


    

  


  
    


    3. El 22 de marzo de 2010, el Consejo de Política Fiscal y Financiera alcanzó un pacto para la reducción del déficit público con el objetivo de situarlo en el 3 % en 2013, tal como planteaba el Programa de Estabilidad enviado a Bruselas. Las comunidades del PP se abstuvieron en la votación, pese a que declararon estar de acuerdo con los objetivos.


    

  


  
    


    4. El 8 de septiembre de 2010, Salgado anunció el tercer bandazo en menos de cien días en este asunto y decidió que los ayuntamientos menos endeudados podían seguir haciéndolo.


    

  


  
    


    5. Se trataba de la Ley General de Estabilidad Presupuestaria 18/2001, de 12 de diciembre, y la Ley Orgánica 5/2011, de 13 de diciembre, complementaria de aquélla.


    

  


  
    


    6. Ver el debate de la totalidad del Proyecto de Ley de reforma de la Ley General de Estabilidad Presupuestaria 18/2001, de 12 de diciembre, Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, VIII Legislatura, n.º 126, jueves 3 de noviembre de 2005.


    

  


  
    


    7. Ver José Luis Rodríguez Zapatero, op. cit., p. 290.


    

  


  
    


    8. La cita aparece en Arnaud Leparmentier, Ces Français, fossoyeurs de l’euro, Plon, 2013, p. 10.


    

  


  
    


    9. Ver Uwe Puetter, The Eurogroup: How a secretive circle of Finance Ministers shape European Economic Governance, European Policy Studies Series, Manchester University Press, 2006.


    

  


  
    


    1. Ver Arnaud Leparmentier, op. cit., p. 22.


    

  


  
    


    2. El FEEF fue creado por los 28 Estados miembros de la UE el 9 de mayo de 2010 para ofrecer ayuda financiera a sus miembros. Fue el primer fondo de rescate europeo.


    

  


  
    


    3. Ver José Luis Rodríguez Zapatero, op. cit., p. 246.


    

  


  
    


    4. La carta de Trichet a Zapatero tuvo una larga historia. El abogado Isaac Ibáñez recurrió al Defensor del Pueblo europeo para conocer su contenido y comprobar si el texto exigía a España una reforma constitucional. A Ibáñez se le desveló el contenido, en el que «no se instaba al Gobierno de España a reformar la Constitución», pero no se le entregó copia. La historia la contó en exclusiva Isabel Velloso y se puede leer en http://www.elmundo.es/elmundo/ 2012/03/12/economia/1331548808.html. La carta nunca se difundió en la prensa hasta que Zapatero la dio a conocer en su libro El dilema. Tanto la carta de Berlusconi como la de Zapatero mencionan la necesidad de una regla legal de reducción del déficit, pero no especifican de qué rango.


    

  


  
    


    5. Los otros cuatro objetivos eran: Impuesto de Sociedades común entre Francia y Alemania en 2013, un Ejecutivo económico europeo encabezado por Herman van Rompuy, un nuevo impuesto sobre las transacciones financieras y la elaboración conjunta de los Presupuestos. Esta agenda decayó tras la marcha de Sarkozy de la Presidencia.


    

  


  
    


    6. El acuerdo político puede leerse aquí: http://estaticos.20minutos.es/ adj/2011/08/26/1601.pdf


    

  


  
    


    7. Este desacuerdo reaparecería en abril de 2012 cuando se aprobó la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera que desarrolla la reforma constitucional. El PSOE se negó a apoyarla porque el PP se empeñó en que el déficit estructural fuera cero y no el 0,4 % que contemplaba el acuerdo político original.


    

  


  
    


    8. El Tesoro de Estados Unidos ofreció 700.000 millones de dólares para estabilizar el sistema financiero tras la caída de Lehman. Las frases entrecomilladas de la cumbre de Cannes están tomadas de la versión de Arnaud Leparmentier, op. cit.


    

  


  
    


    1. Ver Peter A. Hall, «The Mythology of European Monetary Union», Swiss Political Science Review, 2012, 18 (4), pp. 508-513. Traducción libre del inglés del autor.


    

  


  
    


    2. En dicha cumbre se aprobó la quita de un 50 % de la deuda griega, pero se hicieron públicas las necesidades de capital para la banca europea, y la española fue la segunda más penalizada después de la griega. La Autoridad Bancaria Europea (EBA) indicó que la banca española requería 26.161 millones de capitalización adicional. Sólo Banco Santander, La Caixa, BBVA, Bankia y Banco Popular suponían la cuarta parte de la recapitalización de toda la banca europea. De esa cantidad, más de 6.000 millones correspondían a la depreciación de un 3 % que se le impuso a la deuda pública española, un activo que tradicionalmente no tenía riesgo.


    

  


  
    


    3. La cifra llegaría al 9,6 % del PIB en posteriores correcciones, en las que se imputaron gastos que se habían llevado a 2012.


    

  


  
    


    4. Ver Alberto Alesina y Roberto Perotti, «Fiscal Adjustments in OECD Countries: Composition and Macroeconomic Effects», NBER Working Paper, n.º 5730, 1997, y Jürgen von Hagen, Andrew Hughes-Hallet y Rolf Strauch, «Budgetary Consolidation in EMU», European Economy – Economic Papers, n.º 148, 2001, Directorate General Economic and Monetary Affairs, European Commission.


    

  


  
    


    5. El economista José Félix Sanz explicó en su artículo «Cuatro errores en el IRPF», publicado en El Mundo del 15 de febrero de 2012, por qué también fue un error actuar sobre el tipo marginal y no el tipo medio. Hacienda sólo contempló una subida lineal de la recaudación y no el efecto renuncia de determinadas personas que prefirieron no trabajar más para que su esfuerzo no se lo llevara el fisco. También del mismo autor «Por qué la subida de tipos del IRPF es un fracaso», El Mundo, 14 de julio de 2012, y Carlos Sánchez, «Patinazo de Montoro: Hacienda pincha con la recaudación del IRPF», (http://www.elconfidencial.com/espana/mientras-tanto/2013-05-19/ patinazo-de-montoro-hacienda-pincha-con-la-subida-del-irpf_1447/).


    

  


  
    


    6. Ver José Félix Sanz y Desiderio Romero, «Evaluación del impacto recaudatorio de las reformas de IRPF e IVA de 2012 en un contexto de crisis económica», Papeles de Economía Española, FUNCS, noviembre de 2012.


    

  


  
    


    7. Elena Salgado difundió su último cuadro macroeconómico en abril de 2011. Vaticinaba un crecimiento del 1,3 % en 2011 y del 2,3 en 2012. En noviembre de 2011 redujo su estimación del PIB para ese año al 0,8 %, pero no corrigió el cuadro.


    

  


  
    


    1. Declaración del inspector del Banco de España Javier del Río Castillo, encargado de la supervisión de Caja Madrid, ante el juez Fernando Andreu, instructor del caso Bankia. Gran parte de los hechos, las circunstancias y los detalles que rodearon la crisis de Bankia se han conocido gracias a la querella que UPyD presentó en junio de 2012 después de que el PP bloqueara inicialmente la apertura de una comisión parlamentaria sobre el asunto. El director de la acusación es el abogado Andrés Herzog.


    

  


  
    


    2. Ver José María Aznar, Memorias I, Planeta, 2012. El expresidente revela que su primera opción era designar a Rato, pero que éste rechazó la oferta en dos ocasiones y por eso se decantó por Rajoy. Aznar admite que en el verano de 2003 Rato le comunicó que había cambiado de opinión. Cuando le anunció a Rato que el designado sería Rajoy, éste le dijo: «Pues ahora hubiese querido». Esta versión no ha sido cuestionada públicamente por Rato.


    

  


  
    


    3. La relación con el Banco Lazard, entidad presidida por Jaime Castellanos, ha supuesto un grave problema para Rato, tras descubrirse que en 2011 —dos años después de desvincularse y cuando ya era presidente de Bankia—, recibió un pago de seis millones de euros. El juez investiga si Rato vulneró la ley al adjudicar a Lazard la salida a bolsa de Bankia, por la que pagó 3 millones, y otro contrato de asesoría por 10,6 millones de euros que no se concretó.


    

  


  
    


    4. La creación del FROB se aprobó en la sesión parlamentaria del 8 de julio de 2009 por 313 votos a favor y 23 en contra. A favor votaron PSOE, PP y Coalición Canaria. En contra CiU, PNV, ERC, IU, ICV, BNG, NaBai y UPyD.


    

  


  
    


    5. Antecedentes tomados de la declaración de Mariano Herrera, director general de supervisión del Banco de España, ante el juez Fernando Andreu.


    

  


  
    


    6. Para más detalles ver Manuel Illueca, Lars Norden y Gregory F. Udell, «Liberalization and Risk-Taking: Evidence from Government-Controlled Banks», Review of Finance, 18, 2014. Y también: Manuel Illueca y Sebastián Lavezzolo, Borrowing and Lending through the Electoral Cycle. Evidence from Corporate Debt, presentado en la reunión anual de la Asociación Americana de Ciencia Política, Washington DC, 2014. El estudio pionero sobre la gestión poco profesional de las cajas es el de Vicente Cuñat y Luis Garicano, «Did Good Cajas Extend Bad Loans? Governance, Human Capital and Loan Portfolios», en Bentolila, Samuel et al. (eds.), The Crisis of the Spanish Economy, Fedea, 2010.


    

  


  
    


    7. Declaración de Miguel Ángel Fernández Ordóñez ante el juez Fernando Andreu.


    

  


  
    


    8. Así lo declaró Mariano Herrera, exdirector general del FROB, ante el juez Andreu. Es la única persona que hace mención a la existencia de tal informe.


    

  


  
    


    9. De las diez entidades señaladas como vulnerables, cinco —Unnim, Banca Cívica, Banco Pastor, CAM y Caja España-Duero— se estaban fusionando o habían sido adquiridas. Otras tres —Banco de Valencia, Catalunya Banc y Novagalicia Banco— estaban en vías de ser subastadas. Y las otras dos, aprobadas por el supervisor, eran BMN y Bankia.


    

  


  
    


    10. Así lo reconoció el comunicado del Banco de España del 9 de mayo de 2012, posterior a la dimisión de Rato, que dice: «Una vez analizado este plan de saneamiento [el que fue aprobado el 17 de abril], el Banco de España requirió además a la entidad medidas complementarias para racionalizar y fortalecer las estructuras de administración y gestión, aumentando su profesionalización, así como un programa de desinversiones».


    

  


  
    


    11. Declaración judicial de José Antonio Casaus Lara, funcionario del equipo de supervisión del Banco de España.


    

  


  
    


    1. Este banco, con capitales belgas y franceses, tuvo problemas en 2008 debido a que su filial norteamericana sufrió graves pérdidas. Fue reestructurado y volvió a entrar en crisis en marzo de 2009, forzando un segundo saneamiento. Por último, fue intervenido por el Estado belga el 10 de octubre de 2011. Aunque había superado los test de estrés y tenía las bendiciones de la Comisión Europea, se vio afectado por la crisis de deuda soberana y tuvo que ser dividido entre un banco malo y otras entidades independientes tras una inyección de 4.000 millones de dinero público.


    

  


  
    


    2. En la práctica suponía convertir al BCE en prestamista de último recurso, función no contemplada en sus estatutos, ya que implicaba comprar deuda pública a través de un banco público.


    

  


  
    


    3. En febrero de 2012, Poul Thomsen, funcionario del FMI que supervisaba a Grecia y Portugal, pidió acompasar los ajustes a la situación social. (http://www.theguardian.com/business/2012/feb/01/imf-austerity-harminggreeve). En torno a ese tema también se produjo la polémica sobre si el ajuste en Grecia pudo ser excesivo por un error en los multiplicadores fiscales. Ver Olivier Blanchard y Daniel Leigh, Growth forecast errors and fiscal multipliers, International Monetary Fund, 2013.


    

  


  
    


    4. El déficit de 2010 no permite hacerse una idea exacta de lo sucedido. En 2009, su déficit fue del 13,7 % y en 2011 del 13,1 %. El acumulado en tres años es de 91.924 millones, lo que equivale a un déficit de 58,1 % sobre el PIB de 2010.


    

  


  
    


    5. El Mecanismo Europeo de Estabilidad sustituyó a partir del 1 de julio de 2012 al Fondo Europeo de Estabilidad Financiera (FEEF), creado en mayo de 2010. El FEEF tenía una capacidad de préstamo de hasta 440.000 millones. El MEDE contemplaba originalmente 500.000 millones. Unidos a otros 250.000 millones del FMI, se levantaba un cortafuegos financiero de 750.000 millones. Un préstamo con seniority significa que tiene preferencia sobre otros a la hora de su devolución.


    

  


  
    


    6. Time Magazine (http://world.time.com/2012/06/09/you-say-tomatoi-say-bailout-how-spain-agreed-to-be-rescued/).


    

  


  
    


    1. Nueva Democracia obtuvo el 29,65 % de los votos en las elecciones del 17 de junio de 2012, seguida de la izquierdista Syriza con el 26,9 %. En tercer lugar se situó el Pasok con el 12,3 %.


    

  


  
    


    2. Carmen Reinhart y Kenneth Rogoff, autores de un monumental estudio sobre la historia de la deuda titulado Esta vez es distinto: Ocho siglos de necedad financiera, Fondo de Cultura Económica de España, 2011, publicaron un trabajo en la American Economic Review en el que sostenían que el 90 % era un límite a partir del cual la deuda entorpecía el crecimiento. El trabajo se hizo famoso porque un estudiante descubrió que contenía errores de principiante. Sin embargo, al margen de los fallos metodológicos, está acreditado que un nivel excesivo de deuda perjudica el crecimiento.


    

  


  
    


    3. Guntram Wolff, «Subordination is not the main issue in Spain» (www. bruegel.org), 18 de junio de 2012.


    

  


  
    


    4. Pablo Pardo, «Jim O’Neill: “Los verdaderos problemas del euro son España e Italia”», El Mundo, 25 de junio de 2012.


    

  


  
    


    5. Las decisiones en los consejos europeos sobre asuntos sensibles, como impuestos o política exterior y de defensa, se toman por unanimidad, así que un país puede vetarlas. Otro principio del fair play europeo es que o se aprueban todos los asuntos que están sobre la mesa o no se aprueba ninguno. Monti, excomisario europeo, conocía perfectamente los usos y costumbres del consejo.


    

  


  
    


    6. Ver Arnaud Leparmentier, op. cit., pp. 215-216.


    

  


  
    


    7. Quién ejerció primero el veto, al final, es una mera anécdota. Lo significativo es que al salir del consejo Rajoy instruyó expresamente a sus colaboradores para que no se destacara su protagonismo.


    

  


  
    


    8. Los Acuerdos de Basilea III son una reforma de la regulación bancaria que se publicó a partir del 16 de diciembre de 2010. Estas reglas fueron promovidas por el G-20 tras la crisis de las hipotecas subprime.


    

  


  
    


    9. La sesión quedó marcada para la historia por un chusco incidente: cuando Rajoy mencionó la reducción del seguro de desempleo, los diputados del PP aplaudieron mientras algunos del PSOE y de IU profirieron gritos contra el presidente. Entonces la diputada popular Andrea Fabra fue captada moviendo la cabeza y diciendo «¡Que se jodan!». El PSOE lo interpretó como un insulto a los parados y el PP dijo que iba dirigido a los socialistas, pese a lo cual se reprobó a la diputada.


    

  


  
    


    10. El sistema de financiación autonómico recoge un decalaje de dos años entre las condiciones fiscales de la Administración central y las autonomías. Esto les favoreció en 2010, por ejemplo, ya que cuando caían los ingresos del Estado ellas recibieron fondos calculados en relación con lo recaudado en 2008. La ley marca que quien insta un aumento de impuestos decide su reparto y puede quedarse con la totalidad. De la subida del IRPF de diciembre de 2011, el Estado sólo distribuyó el 15 % a las comunidades autónomas en vez del 50 % que prevé la ley.


    

  


  
    


    11. Ya que en 2012 el mercado se había cerrado para las regiones y municipios, el Estado prestó 9.598,3 millones a los ayuntamientos y 17.705 millones a las comunidades autónomas a un 5,93 % de interés. Las que más recibieron fueron la Comunidad Valenciana (4.354,8 millones), Castilla-La Mancha (2.918,6), Andalucía (2.693,5 millones), Cataluña y Castilla y León (ambas 2.020,2 millones). Estas cantidades atrasadas correspondían en realidad a déficit y deuda del Gobierno anterior. En 2013, el mecanismo prestó 1.965 millones a los ayuntamientos y 12.558,1 millones a las autonomías a un tipo del 4,4 %.


    

  


  
    


    12. Ver el capítulo 3 de este libro.


    

  


  
    


    1. Una de las obras emblemáticas de esta etapa es El dilema de España, del economista Luis Garicano, editado por Península en enero de 2014. En este grupo se pueden incluir trabajos como Nada es gratis (Destino, 2011), de varios autores que firman con el seudónimo Jorge Juan, o Economía de Urgencia (Ariel, 2013) bajo la misma firma, aunque varían algunos autores. También ¿Hay derecho? (Península, 2014) de varios autores que escriben en el blog ¿Hay Derecho? y usan el nombre de Sansón Carrasco.


    

  


  
    


    2. Finalmente, el ministro de Industria, José Manuel Soria, aprobó más de 36 cambios normativos para taponar un déficit de tarifa que rondaba los 30.000 millones. Los cambios incluyen la creación de siete nuevos impuestos con los que esperaba recaudar 2.700 millones. Las medidas han supuesto 7.400 millones menos para las eléctricas y un aporte adicional de 2.200 millones de los consumidores, según La Vanguardia, 9 de marzo de 2014.


    

  


  
    


    3. Patrick Artus et al., Breaking the deadlock: A path out of the crisis, Institute for New Economic Thinking. Entre los firmantes figuraban dos miembros del Consejo de Asesores Económicos del Gobierno alemán, Lars Feld y Peter Bofinger. También los economistas Paul de Grauwe y Daniel Gros. Por parte española firmaban Luis Garicano y Guillermo de la Dehesa.


    

  


  
    


    4. Paul Krugman desarrolla esta idea en su libro ¡Acabad ya con esta crisis!, Crítica, 2012.


    

  


  
    


    5. El comisario europeo Olli Rehn visitó Madrid el 1 de octubre y en la conferencia de prensa que ofreció junto al ministro Luis de Guindos reconoció expresamente que una reforma más ambiciosa de las pensiones, con un mayor retraso de la edad de jubilación y la reducción de su cuantía, formaba parte de «la condicionalidad conocida por todo el mundo».


    

  


  
    


    6. Otro empresario que perdió los nervios y olvidó sus principios ante los micrófonos fue Gerardo Díaz Ferrán, expresidente de la CEOE, que el 17 de septiembre de 2008, en medio del estropicio provocado por la caída de Lehman Brothers, pidió «hacer un paréntesis en la economía libre de mercado» e instó al Gobierno a «tomar medidas excepcionales».


    

  



  

    


    1. Los empresarios catalanes críticos de Artur Mas han sido increíblemente pusilánimes. Sólo José Manuel Lara, propietario del Grupo Planeta, levantó la voz en octubre de 2013 para advertir que su empresa tendría que marcharse de Cataluña si se declaraba la independencia. Otros sólo se manifestaron en privado al respecto. La mayoría no creía que Mas sería capaz de materializar su desafío o pensaban que la separación se produciría en unas condiciones que no les afectarían.


    


  



  
    


    2. Ver Ignacio Conde-Ruiz, ¿Qué será de mi pensión?, Península, 2014. Es la mejor obra divulgativa sobre el tema, escrita por uno de los integrantes del comité de expertos.


    

  


  
    


    1. Los datos están tomados de David Taguas, op. cit., p. 260.


    

  


  
    


    2. Elód Takáts y Christian Upper, Credit and Growth after Financial Crisis, Banco Internacional de Pagos de Basilea, Documentos de Trabajo, n.º 416, 2013.


    

  


  
    


    3. David Taguas, op. cit., p. 260.


    

  


  
    


    4. Datos extraídos de la comparecencia de Fernando Restoy, presidente de la comisión rectora del FROB en la comisión de Economía y Competitividad del Congreso de los Diputados el 24 de junio de 2014. Del préstamo europeo ya se han amortizado 1.304 millones. El capital de la Sareb está constituido por 4.500 millones, el 45 % corresponde al FROB y el resto a 27 accionistas privados.


    

  


  
    


    5. Esto es lo que se llama la equivalencia ricardiana: el Gobierno puede financiar su gasto con impuestos actuales o emitiendo deuda. Pero la deuda no es más que impuestos que se pagarán en el futuro. La elección es entre pagar impuestos hoy o que en el futuro los paguen otros. Lo curioso es que la misma sociedad que pide solidaridad intergeneracional para costear las pensiones se abona insolidariamente a que sus nietos paguen lo consumido hoy.


    

  


  
    


    6. Técnicamente los ajustes fiscales se miden corregidos del efecto cíclico, es decir, del impacto de la coyuntura económica sobre el nivel natural de producción. Por eso, el ajuste fiscal ajustado de ciclo (1,3 %) es menor que el ajuste nominal. Según los cálculos del FMI, el déficit ajustado de ciclo ha pasado de –5,1 en 2012 (frente al –10,6 % observado) a –4,3 % en 2014.


    

  


  
    


    7. David Taguas, op. cit., pp. 122 y ss. Este último mecanismo sigue siendo motivo de polémica. Al embridar el déficit, el crecimiento económico se resiente. Pero hay economistas que creen que puede producirse un efecto de expansión al anticipar los ciudadanos que serán necesarios menores impuestos. De lo que no cabe duda es que no es lo mismo ajustar en base a ahorrar poco y detraer muchos recursos del sector privado con impuestos, que ahorrar mucho y detraer pocos recursos.


    

  



  

    


    8. Ver Juan Rubio-Ramírez, «Deuda pública: misión imposible», El Mundo, 19 de septiembre de 2014.


    


  



  
    


    9. El 31 de julio de 2013, el Consejo de Política Fiscal y Financiera. a instancias del ministro Cristóbal Montoro, aprobó la fijación de objetivos de déficit asimétricos, también llamados «a la carta», que permitieron que Cataluña, Comunidad Valenciana, Islas Baleares, Murcia y Andalucía pudieran registrar un déficit superior al 1,3 % ese ejercicio.


    

  


  
    


    10. El diario El País publicó el 23 de mayo de 2014 un revelador artículo de Rafael Méndez titulado «Abogados contra el Estado». El 54 % de los abogados del Estado, el cuerpo de élite más prestigioso, están fuera de su puesto o lo compaginan con otro trabajo.


    

  



  

    


    11. Ver Bernard Mandeville, La fábula de las abejas, Fondo de Cultura Económica, 1982.


    


  



  
    


    12. Un análisis de urgencia del fenómeno se encuentra en AA.VV., #Podemos. Deconstruyendo a Pablo Iglesias, Deusto, 2014. También en Jacobo Rivero, Conversación con Pablo Iglesias, Turpial, 2014.
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